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INICIATIVA DE DECRETO QUE CREA LA LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS FAMILIARES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SUSCRITA POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ.  
El que suscribe, Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59 fracción II y 82 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; 9 Apartado A fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza y 144 fracción II y 145 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito someter a la consideración de este Honorable Congreso la presente iniciativa, al tenor de la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La familia es fundamental para la sociedad, puesto que es una  institución social permanente, compuesta por un conjunto de personas unidas por vínculos jurídicos y de parentesco, y para lograr que vivan plenamente es necesario, que el Estado garantice la protección de sus derechos.

El Plan Estatal de Desarrollo 2011 – 2017, en su Eje Rector 4 “Un Nuevo Pacto Social”, establece como estrategias: fortalecer el marco jurídico e institucional para que los derechos sean respetados, garantizados, promovidos y protegidos y propiciar la formación de una cultura a partir de acciones concertadas entre la sociedad y el gobierno, realizando un análisis integral de las disposiciones jurídicas vigentes para determinar aquellas que requieran ser elaboradas o reformadas.

El derecho de familia tiene como fin normar las relaciones familiares así como delimitar los derechos y obligaciones de cada parte integrante del núcleo familiar, con especial atención por la protección y garantía de los derechos de niños y niñas.

Entendido de esta manera, el derecho de familia en sus inicios era reconocido en la legislación como un ámbito de regulación especial de las relaciones privadas que debía ser parte del derecho civil por ser esta la rama del derecho privado por excelencia. Sin embargo, con el desarrollo de su estudio, se ha sostenido que su naturaleza jurídica es sustancialmente diferente a pesar de ser parte del derecho privado, es decir, que si bien el derecho de familia sí pertenece al derecho privado esto no significa que deba ser parte del derecho civil porque este se rige por principios que son incompatibles con los fines que persigue el Estado en relación con la familia.

Algunos autores, como Rafael Rojina Villegas, han expuesto que el derecho de familia tiene características propias que le dan autonomía frente al derecho civil,  tales como: regular y promover la solidaridad entre los miembros de la familia; la obligación del Estado de intervenir en la organización de la familia; la prevalencia del interés social en las instituciones familiares; el deber del Estado de intervenir a través de sus órganos, principalmente de manera activa, a efecto de dar autenticidad a los actos de familia y proteger los derechos de sus miembros, particularmente los derechos de niños y niñas, durante su infancia, niñez y adolescencia en el seno familiar.

Asimismo, en el ejercicio profesional y el desarrollo de la actividad jurisdiccional, se ha considerado que dotar de autonomía legislativa al derecho de familia, en su aspecto sustantivo y procesal, traerá consecuencias favorables, tales como: sistematizar nuestros ordenamientos jurídicos y contar con una legislación especializada que hará más práctico el trabajo jurisdiccional.

Por otra parte, la autonomía a la legislación familiar, crea un nicho de oportunidad para que en el texto legal se fortalezca el reconocimiento y la consolidación de una familia más democrática, multicultural y diversificada; incorporar lenguaje de género en el texto normativo; adoptar un modelo garantista de derechos donde niños, niñas y adolescentes, en todas sus etapas de desarrollo, sean considerados como sujetos de derecho y no como “menores”; transitar de un derecho de familia basado en la perpetuación de la especie a un sistema de protección de derechos de los miembros de la familia, que se armonizará con la legislación nacional e internacional en la materia.

Con esta iniciativa, no se pretende cambiar la estructura de la familia, sino fortalecer sus instituciones, adecuándolas a nuestra realidad social y temporal, procurando que las normas de las relaciones familiares tengan un enfoque garantista y de protección de derechos, lo que traerá como consecuencia que se conserven, reconozcan, modifiquen y actualicen algunas figuras jurídicas, con un efecto que resultará trascendental.

Una innovación de esta iniciativa, consiste en modificar la denominación de estado civil, por la de estado familiar, toda vez que se considera más adecuado, tomando en cuenta que éste se define como la situación jurídica concreta que una persona guarda en relación con su familia.

Es importante señalar, que los diversos estados familiares implican el ejercicio de derechos y el cumplimiento de obligaciones, de tal manera que resulta necesario precisar cuales son los estados familiares, con el objeto de otorgar mayor certeza jurídica a las personas que se encuentren en alguna situación jurídica.

En este sentido se establecen los estados familiares siguientes:

· Soltero o soltera: Por no estar ligado o ligada por vínculo matrimonial;

· Casado o casada: Por haber contraído matrimonio;

·  Divorciado o divorciada: Para quien ha disuelto su vínculo matrimonial, quedando en aptitud de contraer un nuevo matrimonio;

· Viudo o viuda: Por muerte de alguno de los cónyuges; 

· Concubino o concubina: Quien satisfaga los requisitos de la ley; y 

· Compañero o compañera civil: Quienes celebren pacto civil de solidaridad.

En atención a lo anterior también se pretende cambiar la denominación del Registro Civil a Registro del Estado Familiar, por ser este un nombre más acorde a su objeto de hacer constar de una manera auténtica todos los actos y hechos relacionados con el estado familiar de las personas físicas, mediante la intervención de funcionarios o funcionarias dotados de fe pública y a través de un sistema organizado de publicidad.

También se estipula que el Registro del Estado Familiar, tendrá a su cargo la creación y manejo del Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos, en el que se inscribirá a las personas que hayan dejado de cumplir sus obligaciones alimentarias por un periodo de tres meses consecutivos o no, decretadas por la autoridad judicial correspondiente o por la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, cuando el incumplimiento derive de un convenio de mediación o conciliación celebrado ante su personal.  Para lo anterior, el Registro del Estado Familiar estará facultado para expedir constancias que informen si quien la solicita se encuentra inscrito o no, en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos. 

Por lo que hace a la conformación del nombre propio, la legislación vigente dispone que el orden de los apellidos será el que acuerden los padres y en caso de desacuerdo, decidirá el juez competente, la presente iniciativa en cambio propone que a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad del niño o la niña y en atención al principio de interés superior de la niñez, se modifique esta disposición para establecer que la persona encargada del Registro del Estado Familiar elegirá en caso de desacuerdo, el primer apellido que corresponda por orden alfabético, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de los padres, lo que dotará de mayor certeza y seguridad jurídica a las niñas y niños.

En otro orden de ideas, es oportuno tomar en consideración que el derecho que nos rige, clasifica a nuestros niños y niñas como personas sin capacidad jurídica para tomar decisiones por sí mismos, esta ha sido una posición recurrente, heredada del derecho tradicional, sin embargo es imprescindible reconocer que nuestros hijos son capaces de tomar sus propias decisiones y que nuestro sistema jurídico no debe ser un impedimento para que así lo hagan.

Otra innovación de esta iniciativa que impacta la esfera jurídica de los niños y las niñas, es decir, las personas menores de dieciocho años, es su reconocimiento como sujetos y titulares de derechos y, por lo tanto, como personas que durante su crecimiento y desarrollo adquieren cierta autonomía que les permite tomar decisiones por sí mismos.

Por ello, es que los niños y las niñas mayores de doce años de edad podrán ejercer sus derechos por sí mismos pero con la asistencia de sus padres y de las autoridades judiciales cuando sea necesario. Esta asistencia será menor conforme se desarrollan hasta adquirir la mayoría de edad.

De acuerdo con el artículo 1º de la Convención sobre los Derechos del Niño, “niño” es todo ser humano menor de dieciocho años de edad. De tal manera, que en esta ley se establece que niños y niñas son todas las personas menores de dieciocho años de edad. No obstante, ello no equivale a desconocer su desarrollo biológico y psicológico, por el contrario, se reconoce que la infancia, la niñez y la adolescencia son etapas naturales de desarrollo de todo niño y de toda niña; sin embargo, es sabido que estas etapas inician y terminan en edades o momentos diferentes, de acuerdo con el entorno social y cultural en que se desarrollan cada persona y la propia carga genética o constitución biológica.

En relación con lo anterior y en congruencia con el modelo garantista de derechos mediante el cual se les reconoce su capacidad jurídica, se propone que los menores de 18 años y mayores de 15 puedan contraer matrimonio, con la asistencia de quienes conserven hasta ese momento la patria potestad o la tutela, sin que sea necesario su consentimiento, contemplando que en caso de que se les niegue podrán ocurrir al órgano jurisdiccional competente bajo el procedimiento establecido en el Código de Procedimientos Familiares.

Toda vez que es de orden público el interés que el Estado tiene en la atención de las personas que requieren asistencia o representación y protección para el ejercicio de su capacidad jurídica, se ha adoptado el modelo social de asistencia para personas con discapacidad que tiene como propósito reconocer que la tutela, o bien, los tutores o tutoras de personas que sufren alguna deficiencia física o mental, deben asistir a estos jurídicamente y no tomar decisiones en su lugar.

Por ello se establece que la autoridad judicial, será la que determinará el grado de asistencia requerida por las personas que se encuentren en los supuestos contemplados en la ley, conforme a los estudios, diagnósticos y opiniones especializadas que solicite y sean necesarios, formulados por médicos, psicólogos, psiquiatras, pedagogos, abogados u otros expertos de cualquier campo del conocimiento, así como la opinión de familiares, amigos y de la propia persona cuya asistencia es valorada.

La autoridad judicial también establecerá, cuando proceda, en qué tipo de actos la persona gozará de plena autonomía en el ejercicio de su capacidad jurídica. La delimitación de actos atenderá de forma mínima a los siguientes ámbitos: patrimonial, relativa a la administración y dominio de sus bienes; adaptativa e interpersonal, relativa a la capacidad de afrontar los problemas de la vida diaria; y personal, en torno a la posibilidad de mantener una existencia independiente en relación con las necesidades físicas más inmediatas.

En este orden de ideas se prevé que cuando sea imposible que la persona pueda externar su voluntad u opinión  por ningún medio, el juez determinará que el tutor o tutora tendrá la obligación de representarlo y proteger sus derechos, procurando el mayor beneficio de aquél.

Es preciso señalar que estas modificaciones legales atienden a lo previsto por diversos tratados signados y ratificados por el Estado Mexicano, como es el caso de la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, que en su artículo 12  relativo al igual reconocimiento como persona ante la ley, que a la letra señala: 

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica.

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad jurídica.

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos por parte de una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las personas.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria.

Este es uno de los temas más importantes porque constituye un paso a favor de la inclusión de las personas con discapacidad, elimina medidas injustificadas y desproporcionales y erradica estereotipos con lo cual se garantizan los derechos de igualdad no discriminación y dignidad humana, estableciendo los medios idóneos para el pleno disfrute de estos y otros derechos.

Por otro lado, en muchas de las familias coahuilenses, cuando ocurre una separación, las principales víctimas son los niños y las niñas. En este sentido, el divorcio sin expresión de causa que hoy en día funciona en nuestro Estado, ha resultado ser una vía ideal para que las personas que son víctimas de violencia o que simplemente no son felices en su entorno familiar, encuentren una nueva opción de vida, sin atravesar por un desgastante proceso judicial. 

Sin embargo, debemos reconocer que muchas separaciones se dan porque las personas no encuentran una manera de dar solución a problemas de interacción, que quizá, podrían resolverse con la intervención de un profesional. Por ello, se propone que siempre que se tramite un divorcio en el que se encuentren involucrados derechos de niños y niñas, las parejas tengan la posibilidad de acudir con un psicólogo, para recibir terapias de pareja que les ayudará a revalorar si continúan unidos o se separan. Esta opción no será obligatoria y la decisión corresponderá exclusivamente a los padres.

También es frecuente que ante una separación, los padres manipulen a sus hijos o hijas para que estos formen un concepto equivocado sobre alguno de sus progenitores, con el propósito de dañar o influir negativamente en el afecto que se tienen. Para evitar este tipo de actos, se otorgan facultades a los jueces para que sancionen al padre o madre que ocasione este tipo de actos, pudiendo modificar el régimen de visitas con sus hijos, otorgando el derecho de guarda y custodia al padre inocente o suspendiendo la patria potestad del padre que propició la manipulación de acuerdo al grado de afectación que diagnostique un psicólogo del Consejo de Familia.

En atención a la problemática descrita en los párrafos que anteceden, se crean los Consejos de Familia, como órganos colegiados integrados por personal profesional de psicología, trabajo social, medicina legal y derecho. Los cuales funcionarán como órganos auxiliares para la administración de justicia y brindarán sus servicios de manera imparcial y gratuita.

El derecho de procreación tiene un estrecho vínculo con el derecho de formar una familia, es por ello que, uno de los temas importantes de la presente iniciativa gira en torno a la reproducción asistida. De conformidad con lo previsto por el artículo cuarto de la Constitución Política Federal,  “toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y esparcimiento de sus hijos”. Sin embargo, cuando por cuestiones biológicas las mujeres no pueden ser madres, el uso de la tecnología y de las nuevas  técnicas médicas más avanzadas lo puede hacer posible.

Recientemente la sociedad ha desarrollado una gran cantidad de tecnología novedosa para ayudar a parejas infértiles o que no son capaces de gestar a un niño, la tradicional maternidad a través de la cual una mujer se embarazaba con los gametos de su pareja y después de un término aproximado de nueve meses daba a luz, no es ya la única manera de tener hijos, actualmente la ciencia permite la fecundación asistida, los componentes de la procreación se han dividido, es decir, el proceso de maternidad no se reduce a la mujer que aporta un óvulo y gesta un niño y la paternidad no consiste únicamente en el hombre como proveedor de espermatozoide. Dentro de las distintas posibilidades de procreación surgen los innovadores contratos de maternidad subrogada en distintas variantes.

El concepto de maternidad subrogada ha estado presente en la sociedad desde la antigüedad, pero se ha convertido en una opción más viable y aceptada a partir de los años setentas.

Si bien, esto médicamente es posible, la cuestión ahora es dotar de las herramientas jurídicas necesarias para que exista la seguridad entre las partes que intervienen.

Actualmente, el derecho a la reproducción asistida está reservado a mujeres unidas en matrimonio o concubinato que durante cinco años no han podido procrear. En este proyecto, se contempla que este derecho se amplíe a mujeres casadas y mujeres solteras, con la salvedad de que las mujeres casadas deben acreditar que sufren algún problema biológico que les ha impedido ser madres. En el caso de las mujeres solteras, podrán recurrir a los técnicas de reproducción asistida a partir de los 24 años, edad en que se considera que inicia la adultez del ser humano.

Por otra parte, también existen mujeres que siendo fértiles, no pueden embarazarse, ya que al hacerlo puede poner en riesgo su vida o su salud. Para estas mujeres, se les brinda la alternativa de ser madres a través de técnicas de maternidad subrogada, es decir, mediante la utilización del vientre de otra mujer que se encargará de gestar el embrión proporcionado por los padres.

 La maternidad subrogada puede presentarse en las modalidades siguientes:

· La subrogación parcial: Cuando la mujer gestante es contratada exclusivamente para portar en su vientre un embrión fecundado in vitro que le ha sido trasplantado, pero que proviene de la unión de espermatozoide y óvulo de la pareja o persona contratante.

· La subrogación onerosa: Cuando una mujer acepta gestar un embrión, como si se tratase de un servicio, por el cual se paga una cantidad cierta y determinada, además de los gastos de la gestación.

· La subrogación altruista: Cuando una mujer acepta gestar por cuenta de otra de manera gratuita.

Es de resaltar que de acuerdo a la presente iniciativa, solo podrán ser mujeres gestantes, aquellas que tengan entre veinticinco y treinta y cinco años de edad, que cuenten con  buena salud psicosomática y que han dado su consentimiento voluntario para prestar su vientre y que no padezcan alcoholismo, drogadicción, tabaquismo o alguna toxicomanía.

Por otro lado, hoy en día, existen familias estables formadas por parejas que a pesar de su relación, conservan un matrimonio o una relación de concubinato con otra persona. Cuando por cualquier motivo, esta relación estable termina, suele ocurrir que uno de los dos que dependía económicamente del otro, queda indefenso.

En razón de lo anterior, esta iniciativa contempla disposiciones que protegen a la  "Pareja estable coexistente con el matrimonio", concepto empleado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, dentro del Juicio de Amparo Directo 68/2014, por el que se originó la tesis 2007438, publicada el viernes 12 de septiembre de 2014, en el Semanario Judicial de la Federación.

En dicha tesis, el Tribunal emitió un precedente judicial, declarando como discriminatorio el que el Código Civil de Veracruz, a nivel de pareja, sólo contemplara la posibilidad de recibir alimentos entre cónyuges y concubinos, excluyendo la posibilidad de que se generara la obligación de brindar alimentos, en otras relaciones de hecho como lo son las parejas estables coexistentes con el matrimonio o concubinato.

Asimismo, establece que los artículos 1o. y 4o. de nuestra Carta Magna cierran el paso a la imposición de un concepto jurídico estrecho de familia y obligan a interpretar de la manera más amplia lo que cabe dentro de esa noción cuando lo que está en juego son derechos y necesidades básicas de los individuos.

Por lo anterior  y ya que este nexo estable debe de estar tutelado por la ley y por la autoridad judicial, en esta iniciativa se pretende establecer que las parejas estables coexistentes con el matrimonio y el concubinato, tengan la obligación recíproca de darse alimentos cuando concurran las siguientes circunstancias:

· Que la relación de pareja esté fundada en la afectividad, el consentimiento y la solidaridad libremente aceptada;

· Que tengan una relación de convivencia estable aunque concurran, con respecto al deudor alimentista, diversas formas de convivencia como el matrimonio o el concubinato; y

· Que se acredite que existe dependencia económica.

En otro sentido, es sabido que el patrimonio de familia se compone por todos aquellos bienes constituidos para la satisfacción de las necesidades mínimas de subsistencia y desarrollo de los miembros del núcleo familiar, sin embargo, dadas las circunstancias y necesidades de cada familia, se realiza una modificación a la cuantía establecida en la ley para la constitución del patrimonio de familia, específicamente, respecto del límite de salarios mínimos vigentes en la región para su constitución.

De tal forma que en el presente proyecto, se establece que podrán constituirse como integrante del patrimonio de familia: la casa cualquiera que sea su valor, siempre y cuando sea destinada a la habitación de la familia; el mobiliario y equipo de la vivienda familiar siempre que estén perfectamente identificados y su valor no exceda de 3,000 salarios mínimos diarios vigentes en el estado, garantizando con ello la seguridad de toda familia coahuilense, independientemente de sus condiciones económicas.

Finalmente, en cuanto a la materia procesal, en los últimos años se ha observado un incremento en el número de juicios que se tramitan. Tan sólo en el 2011, el Tribunal Superior de Justicia informó que en total fueron atendidos 47 mil 568 juicios, de los cuáles, se dictaron 6 mil 494 sentencias y al cierre del año seguían en trámite 26 mil 030 juicios. En cambio, para el 2012, el total de juicios atendidos fue de 50 mil 120, se dictaron 7 mil 122 sentencias y al cierre del año seguían en trámite 28 mil 631. A su vez, en el 2013 se atendieron 55 mil 131 juicios, se dictaron 6 mil 523 sentencias y 34 mil 924 juicios seguían en trámite al término del año.

En términos porcentuales, del 2011 al 2012 hubo un incremento del 5.4% en relación con el total de asuntos atendidos pero para el 2013 este porcentaje fue del 15.9%.  En cuanto al número de juicios que al terminar el año seguían en trámite, del 2011 al 2012 el incremento fue equivalente al 10% y para el 2013 este porcentaje fue del 34% en relación con los juicios al finalizar el año 2011.

De estos datos estadísticos se desprende la necesidad de agilizar los procesos judiciales y propiciar que el acceso a la justicia sea más rápido pero también más eficaz. De ahí que en materia procesal se proponga la introducción de los juicios orales en materia familiar.

A través de estos juicios, las partes podrán resolver sus conflictos directamente frente al juez y quedará constancia de ello de manera fehaciente. Los jueces y juezas tendrán la obligación de brindar certidumbre y recobrar la confianza de los ciudadanos mediante procesos transparentes y públicos.

Se estima que los juicios orales se resuelvan en un tiempo máximo de 4 meses y para ello será necesario garantizar que se cumpla con los principios de publicidad, concentración, continuidad e inmediación. A continuación se presenta el diagrama que representa las etapas del juicio que se propone implementar:
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Este nuevo procedimiento oral, permitirá no sólo abreviar los tiempos o despresurizar la carga de trabajo de los órganos jurisdiccionales sino transformar la manera en que los ciudadanos acceden a la justicia, para que esta sea pronta y expedita, con irrestricto respeto a los derechos humanos.

Las materias que se ventilarán en juicio oral serán: Alimentos, Guarda y custodia, Régimen de convivencias, Diferencias conyugales, Nulidad de matrimonio, entre otros.

Dentro del juicio oral, habrá una audiencia preliminar que se desarrollará en dos fases. La primera, llamada “junta anticipada” que tendrá por objeto exhortar a las partes para que lleguen a un acuerdo que ponga fin a la controversia; formular propuestas de convenio; establecer acuerdos sobre hechos no controvertidos; y fijar acuerdos probatorios. La segunda, denominada de audiencia ante el juez, tendrá el propósito de depurar el procedimiento, a través del estudio de la legitimación de las partes, y de las excepciones procesales; la revisión y aprobación del convenio que hayan celebrado las partes, de acuerdos sobre hechos no controvertidos y probatorios; resolver las medidas provisionales pendientes y, finalmente, admitir y preparar las pruebas que las partes hayan ofrecido.

Admitidas las pruebas, el juez señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia de juicio en la que se formularán alegatos de apertura y cierre, y se desahogarán todas y cada una de las pruebas que se hayan ofrecido y admitido. La audiencia concluirá con el dictado y lectura de la Sentencia Definitiva, salvo que, debido a la complejidad del asunto, al cúmulo y naturaleza de las pruebas desahogadas, el Juez difiera el dictado de la sentencia, que se hará hasta por quince días, citando a las partes para escucharla.

Por último en el régimen transitorio se propone que la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código de Procedimientos Familiares del Estado de Coahuila de Zaragoza, entren en vigor noventa días después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, con el objeto de que se hagan las adecuaciones que resulten necesarias y se conozca debidamente su contenido para una eficaz implementación.

Asimismo se prevé que para la implementación del Juicio Oral en materia familiar, el Poder Judicial del Estado contará con un plazo máximo de un año contado a partir de la publicación del presente decreto. 

Al efecto, el Consejo de la Judicatura será el encargado de emitir la declaratoria correspondiente que dará inicio a la entrada en vigor de las normas que regulan el juicio oral en materia familiar.

También se regula la forma en que se podrán aplicar las disposiciones de la ley sin violar derechos adquiridos, respetando el derecho fundamental de la no aplicación retroactividad de la ley en perjuicio de persona alguna.

En suma, la nueva Ley para la Familia y el Código de Procedimientos Familiares permitirán distinguir entre el Derecho Familiar y el Derecho Civil,  de esta manera  los conflictos que surjan  al interior de la familia,  encontrarán posibles soluciones en una legislación autónoma que permitirá el acceso de las familias a sus derechos y a los procedimientos previstos en la ley. 
Por lo anteriormente descrito y considerando esta iniciativa como de suma importancia y beneficio para las familias coahuilenses, presentamos ante esta Legislatura, para su análisis, estudio y, en caso de así considerarlo, su aprobación, la presente iniciativa de:

DECRETO QUE CREA LA LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA, EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS FAMILIARES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA Y DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTÍCULO PRIMERO.-  Se crea la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

LEY PARA LA FAMILIA DE COAHUILA DE ZARAGOZA

TÍTULO PRIMERO

PRINCIPIOS Y DIRECTRICES

CAPÍTULO ÚNICO

Disposiciones Generales.

Artículo 1.
La presente Ley es de orden público e interés social, tiene por objeto proteger la organización y el desarrollo de la familia, así como garantizar los derechos de las personas que la integren.

Artículo 2.
La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tendrá como propósito, la convivencia estable y permanente de sus miembros, la ayuda mutua, la satisfacción de necesidades de subsistencia cuando corresponda y la defensa de sus derechos.

Artículo 3.
Toda persona tiene derecho a organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones, a fundar una familia y a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.

Artículo 4.
Se reconoce el derecho a la vida privada como una condición indispensable para el libre desarrollo de la personalidad y comprende, entre otros ámbitos, la protección a la vida sexual y el derecho a establecer y desarrollar relaciones con otros seres humanos.

Artículo 5.
Las personas menores de dieciocho años de edad son sujetos y titulares de derechos inalienables e inherentes al ser humano, y serán consideradas como niños o niñas, según corresponda a su género.

Artículo 6.
 Los niños y las niñas tienen derecho a la identidad, a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral en el ámbito familiar de conformidad con lo establecido en esta ley, así como a los demás derechos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los Tratados Internacionales de los que el estado mexicano sea parte y en leyes generales y estatales vigentes.

En la interpretación y aplicación de normas relativas a los derechos de niños y niñas o que afecten su esfera jurídica, se atenderá de manera primordial a su interés superior y autonomía progresiva, entendida esta como la capacidad de autodeterminación gradual, de acuerdo con su edad y etapas de desarrollo humano.

Artículo 7.
 Las controversias del orden familiar deberán resolverse conforme a la letra de la ley salvo que su aplicación sea contraria a los derechos humanos,  y a falta de claridad o de ley, se resolverá conforme a los principios y derechos humanos que se reconocen en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados Internacionales que contengan derechos humanos de los que el estado mexicano sea parte y en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

TÍTULO SEGUNDO

DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS

CAPÍTULO PRIMERO

De la emancipación.

Artículo 8.
 Los niños y las niñas de quince años cumplidos o más, que estén sujetos a patria potestad o a tutela, tienen derecho a que se les emancipe, si demuestran su buena conducta y su aptitud para el ejercicio autónomo de su capacidad jurídica. 

Los padres o tutores pueden emancipar a sus hijos y pupilos que se encuentren en las condiciones mencionadas en el párrafo anterior, siempre que éstos consientan en su emancipación, en los términos del artículo 656 del Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 9.
El emancipado tiene capacidad de ejercicio para la libre administración y dominio de sus bienes muebles y para otorgar el documento que contenga las disposiciones previsoras a que hace referencia la Ley Protectora de la Dignidad del Enfermo Terminal, para el Estado de Coahuila.

Artículo 10. El emancipado tiene la libre administración de sus bienes, pero siempre necesita durante su minoría edad:

I.-De la autorización judicial para la enajenación, gravamen o hipoteca de bienes inmuebles;

II.-De asistencia para los negocios judiciales.

Artículo 11.
El matrimonio celebrado por personas mayores de quince años de edad produce de pleno derecho la emancipación y por su efecto se extingue la patria potestad, en la que no recaerá el menor de edad aunque su matrimonio se disuelva antes de la mayoría de edad.

En este caso, la persona encargada del Registro del Estado Familiar hará la anotación marginal correspondiente en las respectivas actas de nacimiento del cónyuge o cónyuges emancipados, expresándose que éstos quedarán emancipados en virtud del matrimonio y citará la fecha en que éste se celebró así como el número y la foja del acta de matrimonio relativa.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la asistencia y representación para el ejercicio de la capacidad jurídica.

Artículo 12.
Es de orden público el interés que el Estado tiene en la atención de las personas que requieren asistencia o representación, y protección para el ejercicio de su capacidad jurídica.

Artículo 13.
Requieren asistencia o, en su caso, representación para el ejercicio de su capacidad jurídica:

I. Los menores de dieciocho años de edad pero mayores de doce años, conforme lo dispuesto en el artículo 37 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

II. Los mayores de edad con deficiencias en sus funciones o estructuras corporales, siempre que debido a la deficiencia presenten una disminución o desventaja significativa para el ejercicio de sus derechos, para obligarse por si mismos o para manifestar su opinión.

Las personas con alguna afección originada por adicción a sustancias tóxicas, como el alcohol, los psicotrópicos o los estupefacientes, requerirán preferentemente de asistencia para el ejercicio de sus derechos, salvo que por su estado sea imposible llevarla a cabo.

Las funciones corporales son las funciones fisiológicas de los sistemas corporales, dentro de las que se encuentran: funciones mentales, funciones sensoriales, funciones de la voz y el habla,  funciones neuromusculoesqueléticas y relacionadas con el movimiento, 

Las estructuras corporales son las partes anatómicas del cuerpo tales como los órganos, las extremidades y sus componentes.

La autoridad judicial, determinará el grado de asistencia requerida por las personas que se encuentren en los supuestos de la fracción II, conforme a los estudios, diagnósticos y opiniones especializadas que solicite y sean necesarios, formulados por médicos, psicólogos, psiquiatras, pedagogos, abogados u otros expertos de cualquier campo del conocimiento, así como la opinión de familiares, amigos y de la propia persona cuya asistencia es valorada.

La autoridad judicial también establecerá, cuando proceda, en qué tipo de actos la persona gozará de plena autonomía en el ejercicio de su capacidad jurídica. La delimitación de actos atenderá de forma mínima a los siguientes ámbitos: patrimonial, relativa a la administración y dominio de sus bienes; adaptativa e interpersonal, relativa a la capacidad de afrontar los problemas de la vida diaria; y personal, en torno a la posibilidad de mantener una existencia independiente en relación con las necesidades físicas más inmediatas.

Cuando sea imposible que la persona pueda externar su voluntad u opinión  por ningún medio, el juez determinará que el tutor o tutora tendrá la obligación de representarlo y proteger sus derechos, procurando el mayor beneficio de aquél.

El ejercicio de los derechos de las personas menores de doce años de edad, será responsabilidad de quien o quienes ejerzan sobre ellos la patria potestad o la tutela.

Artículo 14.
En los casos que corresponda, las personas mencionadas en el artículo anterior requerirán atención para: 

I. El cuidado del ser humano durante la gestación, nacimiento y minoridad.


II. La salud física y mental, así como su educación, instrucción y preparación.

III. El tratamiento médico, cuidado y vigilancia.

IV. La guarda de sus bienes.

Artículo 15.
La patria potestad, la adopción y la tutela, son instituciones para la atención de las personas que requieren asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, por los ascendientes, adoptantes, tutores, el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos o la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, funcionarios judiciales, administrativos y demás servidores públicos.

Artículo 16.
Las medidas que esta ley establece y las que juzguen pertinentes los tribunales, para la protección de las personas que requieren asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, se dictarán por ellos:

I. De oficio.

II. A petición del Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, del Ministerio Público o del tutor o tutora.

III. A petición de la persona que requiere asistencia.

IV. A petición de los parientes de la persona que requiere de asistencia o representación, o de cualquier persona que tenga o no interés en el establecimiento de esas medidas.

Las peticiones a que se refiere la fracción III y IV no necesitan ser por escrito.

Artículo 17.
Niños y niñas se consideran emancipados para los actos de administración de los bienes que obtenga con su trabajo.

CAPÍTULO TERCERO

Del nombre.

Artículo 18.
El nombre de las personas físicas se forma con el nombre propio y los apellidos.

Artículo 19.
El nombre propio será puesto libremente por quien registre el nacimiento de un niño y los apellidos serán el primero de cada uno de los padres, si se trata de hijos nacidos de matrimonio; pero si son varios del mismo vínculo, no podrá imponérseles el mismo nombre propio.  

Artículo 20.
No se emplearán como nombres propios los que puedan ser peyorativos o denigrantes.  

Artículo 21.
Los padres acordarán el orden de los apellidos, en caso de desacuerdo, a efecto de salvaguardar el derecho a la identidad del niño o la niña, la persona encargada del Registro del Estado Familiar elegirá el primer apellido que corresponda por orden alfabético, tomando en cuenta únicamente el primer apellido de los padres. 

Artículo 22.
El orden elegido de los apellidos regirá para los demás hijos de la misma pareja. Para tales efectos, al momento del registro, la persona encargada del Registro del Estado Familiar, solicitará a los padres que bajo protesta de decir verdad manifiesten si tienen o no más hijos. En caso de negar la existencia de más hijos y que ello tuviere como consecuencia que el orden de los apellidos sea diferente para sus descendientes, se harán acreedores de las responsabilidad penal que corresponda y el acta respectiva tendrá que ser rectificada en la vía administrativa por el propio Registro del Estado Familiar.

Artículo 23.
Los hijos de parejas que no se encuentren unidas en matrimonio llevarán el nombre o nombres que les impongan quien o quienes los reconozcan conforme lo establece esta ley.

Artículo 24.
Si el reconocimiento se hiciere sólo por uno de los progenitores se asentarán los apellidos de éste; si fuere hecho por ambos se asentarán los primeros apellidos de cada uno de ellos, en el orden que convengan, en caso de desacuerdo  se elegirá conforme al artículo 21 de esta ley.

Artículo 25.
Tratándose de hijos adoptivos se observarán las prescripciones siguientes:

I. Si al tiempo de la adopción el hijo o la hija usare ya un nombre propio, podrá seguir usando dicho nombre, al cual deberá añadir el apellido del adoptante o adoptantes.

II. Si al tiempo de la adopción el adoptado o la adoptada no tuviese nombre, éste se formará con el nombre o nombres propios que le imponga el adoptante o adoptantes.

En el caso de adoptantes, el orden de los apellidos se asentará conforme lo establece el artículo 21 de esta ley.

Artículo 26.
Si el niño o la niña es presentado como hijo o hija de padres desconocidos, la persona encargada del Registro del Estado Familiar le pondrá nombre y apellidos, que nunca podrán ser los correspondientes a personajes ilustres del Estado o de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 27.
La sentencia ejecutoriada que desconozca o establezca la paternidad o la maternidad, producirá, respectivamente, el efecto de privar u otorgar a la persona de cuya filiación se trate, el derecho al uso del apellido correspondiente.

Artículo 28.
Toda persona  tiene derecho al uso de su nombre, puede por lo tanto oponerse a que un tercero lo use, cuando conforme a las disposiciones de esta ley no tenga derecho a ello.

Lo mismo se observará tratándose del seudónimo, cuando éste desempeñe realmente la función del nombre. 

Artículo 29.
El derecho de controvertir judicialmente el uso indebido por otra persona de un nombre o de un seudónimo, se transmite a los herederos del afectado para continuar la acción y para ejercitarla si el afectado no lo hizo en vida, observando el artículo 2513 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 30.
El hecho de que un cónyuge añada a su nombre el apellido de su consorte no producirá efecto legal alguno.

Artículo 31.
La adopción y uso del nombre, seudónimo, anagrama o lema, así como el cambio de los mismos, constituye civilmente responsables por los daños y perjuicios que causen a tercero, a quienes infrinjan las disposiciones relativas al nombre, sin menoscabo de las penas en que incurran conforme al Código Penal, por los delitos que resulten cometidos.

Artículo 32.
La enmienda, modificación y cambio de nombre de una persona, se sujetará a las reglas establecidas para la rectificación de las actas del estado familiar, pero no la liberará ni la eximirá de las obligaciones que haya contraído con el nombre anterior.

Artículo 33.
El derecho a usar nombre o seudónimo, es imprescriptible.

CAPÍTULO CUARTO

Del estado familiar.

Artículo 34.
El estado familiar de una persona es la situación jurídica concreta que ésta guarda en relación con su familia.

Las personas pueden tener alguno de los siguientes estados familiares:

I.-  Soltero o soltera: Por no estar ligado o ligada por vínculo matrimonial;

II.- Casado o casada: Por haber contraído matrimonio;

III.- Divorciado o divorciada: Para quien ha disuelto su vínculo matrimonial, quedando en aptitud de contraer un nuevo matrimonio;

IV.- Viudo o viuda: Por muerte de su cónyuge; 
V.- Concubino o concubina: Quien satisfaga los requisitos del artículo 265 de esta ley; y

VI.- Compañero o compañera civil: Quienes celebren pacto civil de solidaridad.

Artículo 35.
Posesión de estado es el goce aparente de determinado estado de familia, con título o sin él, y sus elementos son: nombre, trato y fama.

Artículo 36.
Para apreciar la posesión de estado se atenderá al nombre usado por el poseedor, al trato que reciba en el seno de la familia correspondiente y a la fama que sobre el particular goce la misma persona en su medio social y familiar.

Artículo 37.
La posesión de estado no puede perderse sino por sentencia firme dictada en juicio; el interesado podrá además ejercitar las acciones que establece el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza, para que se le restituya o se le ampare en el disfrute de la posesión, contra cualquier despojo o perturbación que sufra al respecto sin que preceda sentencia firme.

Artículo 38.
El estado familiar de las personas sólo se comprueba por las constancias relativas al Registro del Estado Familiar. Ningún otro documento ni medio de prueba es admisible para comprobar el estado familiar, salvo los casos expresamente exceptuados por la ley.

Artículo 39.
Cuando el estado familiar se establezca por resolución judicial, y se haya omitido enviar a la persona encargada del Registro del Estado Familiar la constancia correspondiente para el levantamiento del acta, será bastante la prueba de dicha resolución para justificarlo.

TÍTULO TERCERO

DEL REGISTRO DEL ESTADO FAMILIAR

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales.

Artículo 40.
El Registro del Estado Familiar es una institución de orden público que tiene por objeto hacer constar de una manera auténtica todos los actos y hechos relacionados con el estado familiar de las personas físicas, mediante la intervención de funcionarios o funcionarias dotados de fe pública, que serán personas encargadas del Registro del Estado Familiar, y a través de un sistema organizado de publicidad.

Artículo 41.
El Registro del Estado Familiar tendrá a su cargo la creación y manejo del Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos, en el que se inscribirá a las personas que hayan dejado de cumplir sus obligaciones alimentarias por un periodo de tres meses consecutivos o no, decretadas por la autoridad judicial correspondiente o por la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia. 

Artículo 42.
El Registro del Estado Familiar, estará facultado para la expedición de constancias que informen si quien la solicita se encuentra inscrito o no, en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos. 

El Registro del Estado Familiar, una vez hecha la inscripción a que se refiere el artículo 41, solicitará al Registro Público de la Propiedad la anotación de la constancia respectiva en los bienes de los que sea propietario el Deudor Alimentario inscrito. El Registro Público de la Propiedad deberá informar al Registro del Estado Familiar en un plazo de tres días hábiles si fue procedente la anotación. Igualmente, el Registro del Estado Familiar efectuará convenios con las sociedades de información crediticia a que se refiere la Ley de la materia a fin de suministrarles la información contenida en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos. La anotación realizada en el Registro Público surtirá efectos de embargo precautorio. 

Artículo 43.
Las persona encargadas del Registro del Estado Familiar asentarán las actas en las formas especiales que determine la Ley de la materia; la infracción de esta disposición producirá la inexistencia del acta, y la destitución del responsable. Las inscripciones se harán mecanográficamente o empleando sistemas de cómputo, por quintuplicado, debiendo firmar la persona encargada del Registro del Estado de Familiar y los comparecientes en los cinco ejemplares.

Artículo 44.
Las Actas del Registro del Estado Familiar sólo se pueden asentar en las formas siguientes: nacimiento, reconocimiento de hijos, matrimonio, divorcio, pacto civil de solidaridad, defunción, terminación del pacto civil de solidaridad y de inscripción de las sentencias ejecutoriadas que declaren la ausencia, la presunción de muerte, la tutela y la pérdida o limitación de la capacidad legal para administrar bienes. En caso de adopción plena, se asentará acta de nacimiento. 

Artículo 45.
Si se perdiere o destruyere alguna de las formas en que se asentaron los actos y hechos relacionados con el estado familiar de las personas, se sacará inmediatamente copia de cualquiera de los otros ejemplares, ya sea que la pérdida o destrucción ocurra en las Oficialías del Registro del Estado Familiar o en la oficina de la autoridad administrativa a que hubieren remitido los duplicados. La Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar cuidará de que se cumpla esta disposición y, a ese efecto, la persona encargada del Archivo General del Registro del Estado Familiar, dará el aviso correspondiente. 

Artículo 46.
Cuando no hayan existido registros, estuvieren ilegibles o faltaren las hojas en que se puede  suponer que se encontraba el acta, se podrá recibir prueba del acto o hecho por instrumentos o testigos; pero si uno solo de los ejemplares de los libros del Registro del Estado Familiar se ha inutilizado total o parcialmente y existe el otro ejemplar de este deberá tomarse la copia certificada, sin que se admita prueba de otra clase.

Artículo 47.
Las formas del Registro del Estado Familiar serán expedidas anualmente por la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, previa aprobación del Ejecutivo del Estado.

Artículo 48.
No podrá asentarse en las actas, ni por vía de nota o advertencia, sino lo que deba ser declarado para el acto preciso a que ellas se refieren y lo que esté expresamente prevenido en la ley.

Artículo 49.
Los testigos que intervengan en las actas del Registro del Estado Familiar, serán mayores de edad, prefiriéndose los que designen los interesados, aun cuando sean sus parientes.

Artículo 50.
La variación de los datos contenidos en las actas y certificaciones de las mismas, así como la falsificación de las actas y la inserción en ellas de circunstancias o declaraciones prohibidas por la ley, causarán la destitución de la persona encargada del Registro del Estado Familiar, sin perjuicio de las penas que la ley señale para el delito de falsedad, y de la indemnización de daños y perjuicios. 

Artículo 51.
Los vicios o defectos que haya en las actas, sujetan a la persona encargada del Registro del Estado Familiar a las correcciones que señale el Reglamento respectivo; pero cuando sean sustanciales producirán la nulidad del acta.

Artículo 52.
Cuando los interesados no puedan concurrir personalmente, podrán hacerse representar por un mandatario especial para el acto, cuyo nombramiento conste por lo menos en instrumento privado otorgado ante dos testigos. En los casos de matrimonio o de reconocimiento de hijos, se necesita poder otorgado en escritura pública o mandato extendido en escrito privado firmado por el otorgante y dos testigos, ratificadas las firmas ante Notario Público o autoridad judicial.

Artículo 53.
Toda persona podrá solicitar testimonio de las actas del Registro del Estado Familiar, así como de los apuntes y documentos con ellas relacionados y los oficiales registradores, estarán obligados a expedirlas, salvo que se trate de adopción plena.

Las copias certificadas de dichos documentos, deberán expedirse en la papelería autorizada para tal efecto.

Artículo 54.
Los actos y hechos del estado familiar relativos a la persona encargada del Registro del Estado Familiar, a su consorte y a los ascendientes y descendientes de cualquiera de ellos, no podrán autorizarse por él mismo, pero se asentarán en los propios libros y se autorizarán por el oficial de la adscripción más próxima, o bien por el oficial que determine la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar.

Artículo 55.
Las actas del Registro del Estado Familiar extendidas conforme a las disposiciones que preceden y de aquellas establecidas en la Ley de la materia, hacen prueba plena en todo lo que la persona encargada del Registro del Estado Familiar, en el desempeño de sus funciones, da testimonio de haber pasado en su presencia, sin perjuicio de que el acta pueda ser redargüida de falsa. 

Artículo 56.
Para establecer el estado familiar adquirido por los coahuilenses fuera de la República, serán suficientes las constancias debidamente legalizadas y traducidas al español en el caso de que se encuentre redactado en otro idioma, que los interesados presenten de los actos y hechos relativos, siempre que se registren en la oficina respectiva del territorio del Estado, en las formas que para el efecto se lleven.

Artículo 57.
Las personas encargadas del Registro del Estado Familiar se suplirán unos a otros en sus faltas temporales, en la forma que determinen las disposiciones legales aplicables.

Artículo 58.
La Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar velará por el buen funcionamiento de la institución y tendrá las atribuciones y obligaciones que determinen las disposiciones legales aplicables. Su titular estará facultado, además, para dar fe pública de los hechos y actos jurídicos vinculados al estado familiar de las personas.

CAPÍTULO SEGUNDO

De las actas de nacimiento.

Artículo 59.
Las declaraciones de nacimiento se harán presentando al niño o la niña ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, en su oficina. Sólo en caso de extrema necesidad, debidamente justificada, la persona encargada del Registro del Estado Familiar deberá concurrir al lugar donde el recién nacido se encuentre para el efecto de levantar el acta. La primera copia certificada del acta de nacimiento se expedirá en forma ágil y sin costo.

Artículo 60.
Los progenitores deberán declarar el nacimiento, dentro de los sesenta días de ocurrido aquél.  

Los médicos o matronas que hubieren asistido al parto, tienen obligación de dar aviso del nacimiento la persona encargada del Registro del Estado Familiar, dentro de los tres días siguientes.

La misma obligación tiene la persona en cuyo hogar haya tenido lugar el alumbramiento, si éste ocurrió fuera de la casa materna o paterna.

Recibido el aviso, la persona encargada del Registro del Estado Familiar tomará las medidas legales que sean necesarias, a fin de que se levante el acta de nacimiento conforme a las disposiciones relativas.

Las personas que estando obligadas a declarar el nacimiento, lo hagan fuera del término fijado en este artículo, deberán obtener previamente ante la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar un certificado de inexistencia de registro.

Artículo 61.
El acta de nacimiento se extenderá con asistencia de dos testigos que puedan ser designados por el declarante o las partes interesadas y contendrá:

I. Año, mes, día, hora y lugar de nacimiento.

II. Sexo del presentado e impresión digital.

III. Nombre y apellidos conforme a los artículos 21, 22, 23, 24, 25 y 26 de esta ley, así como la clave única del registro de población que le corresponda.  

IV. Nombre, edad, domicilio y nacionalidad de los padres.

V. Nombre, domicilio y nacionalidad de los abuelos.  

VI. Nombre, edad, domicilio y nacionalidad de los testigos.

VII. Nombre, edad, domicilio, nacionalidad y parentesco con el registrado si la presentación no la hacen los padres.

VIII.- Número de alumbramiento.

Artículo 62.
Cuando el nacido fuere presentado como hijo de matrimonio, se asentarán los nombres, domicilio, edad y nacionalidad de los padres; los nombres, domicilios y nacionalidad de los abuelos; y el nombre, parentesco, edad y domicilio de la persona que hubiere hecho la presentación, así como el nombre, domicilio y edad de los testigos.

Artículo 63.
Para que se haga constar en el acta de nacimiento el nombre del padre de un hijo nacido fuera de matrimonio, es necesario que aquél lo pida por sí o por apoderado especial constituido en los términos establecidos por esta ley, haciéndose constar en todo caso la petición.

La madre no tiene derecho de dejar de reconocer a su hijo. Tiene obligación de que su nombre figure en el acta de nacimiento de su hijo. Si al hacerse la presentación no da su nombre, se pondrá en el acta que el presentado es hijo de madre desconocida; pero la investigación de la maternidad podrá hacerse ante los tribunales, de acuerdo con las disposiciones relativas de esta ley.

Cuando los progenitores no se encuentren unidos en matrimonio y hagan el registro de su hijo, en el acta de nacimiento se hará constar su nacionalidad, domicilio y los generales de los abuelos del niño o la niña; cuando un solo progenitor sea el que realice el registro, sólo de éste constarán los datos expresados y sólo se anotarán las generales del abuelo del niño o la niña por parte del progenitor que registró.

Artículo 64.
Si alguno de los padres no pudiera concurrir, ni tuvieren apoderado, pero solicitaren ambos o alguno de ellos, la presencia de la persona encargada del Registro del Estado Familiar, éste pasará al lugar en que se halle el interesado, y allí recibirá de él la petición de que se mencione su nombre; todo lo cual se asentará en el acta.  

Artículo 65.
Si el niño o la niña es hijo de un hombre casado  y una mujer soltera, podrá asentarse el nombre del padre casado, si lo pidiere, así como el de la madre quien no podrá desconocer a su hijo bajo ninguna circunstancia y observarán lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.

Artículo 66.
Cuando el hijo nazca de una mujer casada que viva con su marido, en ningún caso ni a petición de persona alguna, podrá la persona encargada del Registro del Estado Familiar asentar como padre a otro que no sea el mismo marido, salvo que éste haya desconocido al hijo y exista sentencia ejecutoria que así lo declare.

Artículo 67.
Podrá reconocerse al hijo producto de relaciones incestuosas. Los progenitores que lo reconozcan tienen derecho de que conste su nombre en el acta, pero en ella no se expresará que el hijo es incestuoso.

Artículo 68.
Toda persona que encontrare un niño o niña expósito, conforme a lo dispuesto en el artículo 523, o en cuya casa o propiedad fuere expuesto alguno, deberá presentarlo de forma inmediata ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia o sus Unidades de Atención ubicadas en los diversos municipios del Estado, con los vestidos, documentos o cualesquiera otros objetos encontrados con él, que pudiera conducir a su posterior identificación, y declarará el día, mes, año y el lugar donde lo hubiere hallado, así como las demás circunstancias que en el caso hayan concurrido.

Artículo 69.
En el caso del artículo que antecede, corresponde a la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia y sus Unidades de Atención ubicadas en los diversos municipios del Estado: 

I.- Denunciar los hechos al Ministerio Público, a fin de que se inicien las investigaciones necesarias para que se determine el origen, la edad aparente, y demás circunstancias relacionadas con el niño o la niña, para lo anterior se auxiliarán de constancia expedida por el médico legista y las personas e instituciones que estimen conveniente para ello, resultados que deberán rendirse ante la autoridad correspondiente en un plazo que no excederá de 60 días. 

Entre tanto se obtienen los resultados de la investigación el Registro del Estado Familiar a petición del Ministerio Público o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia deberá realizar un registro provisional del niño o la niña con la finalidad de garantizar durante este plazo su identidad. Ese registro provisional carecerá de validez una vez que se obtengan los resultados de la investigación y que, en su caso, se realice el registro definitivo. 

II.- Proveer transitoriamente la guarda y custodia del niño o niña en situación de abandono, quien quedará bajo la tutela del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Coahuila, conforme a lo establecido en el artículo 519.

III.- Presentar al menor de edad ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, con los documentos que se hubieran encontrado y los resultados de las investigaciones, así como la averiguación previa, para realizar la inscripción del mismo. 

Transcurridos 60 días contados a partir de la denuncia de hechos, y no habiendo encontrado quien pudiere ejercer la patria potestad del niño o niña, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia o las Unidades de Atención ubicadas en los diversos municipios del Estado, presentarán al niño o niña ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, con la finalidad de que se realice el registro definitivo del mismo. 

Artículo 70.
La misma obligación tienen los directores y administradores de hospitales o de cualquier institución de asistencia, pública o privada, respecto de niños o niñas nacidos y expuestos en ellas.

Artículo 71.
En las actas que se levanten en estos casos, se expresarán detalladamente todas la circunstancias relativas a las niñas y los niños expósitos, la edad aparente, su sexo, se les asignará un nombre y apellidos, que deberán de ser de uso común en la región donde haya sido encontrado, se asentará como fecha probable de nacimiento la determinada en la constancia expedida por el médico legista y se señalará como lugar de nacimiento, aquel donde el niño o niña fue encontrado, así como, el nombre de la persona quien lo presenta y la institución que se encarga de él.

Artículo 72.
El acta de registro de un niño o niña expósito solo podrá anularse en el caso de que, con posterioridad a su expedición, se conozca su filiación y que esta sea declarada por la autoridad judicial competente, antes de que fuere dado en adopción.

Artículo 73.
Se prohíbe absolutamente a la persona encargada y empleados del Registro del Estado Familiar, y a los testigos que deban concurrir al acto hacer inquisición sobre la paternidad o la maternidad. En el acta sólo se expresará lo que deban declarar las personas que presenten al niño o niña aunque aparezcan sospechosos de falsedad, sin perjuicio de que ésta sea castigada conforme a las prescripciones del Código Penal. 

Artículo 74.
Si el nacimiento ocurriera durante un viaje por tierra, podrá registrarse donde éste haya acontecido, o en el domicilio de los padres. 

Artículo 75.
Si al dar aviso de un nacimiento se comunicare también la muerte del recién nacido, se extenderán dos actas, una de nacimiento y otra de fallecimiento, en los libros respectivos, siempre y cuando el presentado para su registro, haya nacido viable en los términos prescritos en esta ley.

Artículo 76.
Tratándose del registro de personas que hayan nacido en un parto múltiple, la persona encargada del Registro del Estado Familiar asentará una acta para cada una de ellas, en la que hará constar las particularidades que la distingan y el orden de su nacimiento, según las noticias que le comunique el médico, la partera, o las personas que hayan asistido el parto.

CAPÍTULO TERCERO

De las actas de reconocimiento de hijos.

Artículo 77.
El acta de nacimiento surte efectos de reconocimiento del hijo con relación a los progenitores que hicieron la presentación al Registro. Dicha acta contendrá los requisitos establecidos en los artículos anteriores, así como también la clave única del Registro de Población que le corresponda,  con expresión de ser hijo del progenitor o progenitores que lo reconozcan,  cuyos apellidos llevará, sin que por ninguna circunstancia se utilice en el acta la expresión de ser “hijo natural”, “adulterino”, “incestuoso”, o alguna otra semejante que califique al registrado. En cualquier acta del Registro del Estado Familiar que contenga dicha nota, la misma deberá ser testada de oficio por quien tenga a su cargo las actas.

Artículo 78.
En el reconocimiento de un hijo hecho con posterioridad a su registro de nacimiento, es necesario recabar su consentimiento para ser reconocido si es mayor de edad; si es menor de edad, pero mayor de catorce años, su consentimiento y el de la persona que lo tenga bajo su custodia; si es menor de catorce años, el consentimiento de quien lo tenga bajo su cuidado.

El acta de reconocimiento contendrá además: el nombre, apellidos, sexo, huella digital, fecha y lugar de nacimiento del reconocido y los demás datos relativos al registro de su nacimiento; nombre, apellidos, edad, domicilio y nacionalidad de quien otorga el reconocimiento; nombre, apellidos, nacionalidad y domicilio de los abuelos del que reconoce; nombre, apellidos, edad, estado familiar, domicilio, nacionalidad y parentesco de la persona o personas que otorgan el consentimiento; nombre, apellidos, edad, domicilio y nacionalidad de dos testigos.  

Artículo 79.
Si el reconocimiento se hace por alguno de los otros medios establecidos en esta ley, se presentará, dentro del término de quince días, al encargado del Registro el original o copia certificada del documento que lo compruebe. 

En el acta se insertará la parte relativa de dicho documento, observándose las demás prescripciones contenidas en este capítulo y en el referente al reconocimiento de los hijos nacidos fuera de matrimonio.

Artículo 80.
La omisión del registro en el caso del artículo que precede, no quita los efectos legales al reconocimiento hecho conforme a las disposiciones de esta ley; pero los responsables de la omisión incurrirán en una multa de diez a veinte días de salario mínimo general vigente en el Estado, que impondrá el juez ante quien se haga valer el reconocimiento, funcionario que cuidará se levante el acta correspondiente. La multa se entregará en la Recaudación de Rentas del Estado más cercana al domicilio del juzgado.

Artículo 81.
En el acta de reconocimiento hecha con posterioridad al acta de nacimiento, se hará mención de ésta, poniendo en ella la anotación marginal correspondiente.

Artículo 82.
Si el reconocimiento se hiciere en oficina distinta de aquella en que se levantó el acta de nacimiento, el oficial que autorice el acta de reconocimiento, remitirá copia de ésta al encargado de la oficina que haya registrado el nacimiento y a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, para que efectúen la anotación marginal en el acta respectiva.

CAPÍTULO CUARTO

De las actas de adopción

Artículo 83.
Dictada la resolución judicial definitiva que autorice la adopción, el adoptante, dentro del término de ocho días presentará a la persona encargada del Registro del Estado Familiar copia certificada de las diligencias relativas, a fin de que se levante el acta correspondiente.

Artículo 84.
La falta de registro de la adopción no quita a ésta sus efectos legales; pero sujeta al responsable a la pena establecida para el caso de omisión de registro del acta de reconocimiento de hijo.

Artículo 85.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar que corresponda, cancelará el acta de nacimiento del adoptado mediante una anotación marginal, además levantará acta de nacimiento que contendrá los datos requeridos conforme a la ley, conservando la fecha de registro original del adoptado. A partir del levantamiento, el acta de nacimiento no se publicará, ni se expedirá alguna que revele el origen del adoptado ni de su condición de tal.  

El Registro del Estado Familiar se abstendrá de proporcionar información sobre los antecedentes de la familia de origen del adoptado, a menos que exista autorización o requerimiento judiciales, en los siguientes casos: 

I.
Para efectos de impedimento para contraer matrimonio. 

II.
Cuando el adoptado desee conocer sus antecedentes familiares, deberá contar con la mayoría de edad; si fuere menor de edad, se requerirá el consentimiento de los adoptantes. 

III.
En los demás casos previstos por la ley. 

CAPÍTULO QUINTO

De las actas de tutela

Artículo 86.
Pronunciado el auto de discernimiento de la tutela y publicado en los términos que disponga el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza , el tutor o la tutora, dentro de los tres días siguientes a su notificación, presentará copia certificada del auto mencionado a la persona encargada del Registro del Estado Familiar, para que levante el acta respectiva.  

Artículo 87.
La omisión del registro de la  tutela no impide al tutor o tutora entrar en ejercicio de su cargo, ni puede alegarse por ninguna persona como causa para dejar de tratar con él, pero lo sujeta a las sanciones establecidas para el caso de omisión de la inscripción de las actas de reconocimiento.

Artículo 88.
El acta de tutela contendrá:

I.
El nombre, apellidos, edad, estado familiar, nacionalidad y la clave única del registro de población del niño, niña o persona que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos.

II.
La deficiencia en las funciones o estructuras corporales por la que se haya diferido la tutela.

III.
El nombre y demás generales de quienes han tenido a la persona que requiere de asistencia o representación bajo su patria potestad antes del discernimiento de la tutela.

IV.
El nombre, apellidos, edad, profesión y domicilio del tutor o tutora.

V.
La garantía dada por el tutor o tutora, expresando el nombre, apellidos y demás generales del fiador, si la garantía consiste en fianza; o la ubicación y demás señas de los bienes si la garantía consiste en hipoteca o prenda. 

VI.
El nombre del juez que pronunció el auto de discernimiento y la fecha de éste.

Artículo 89.
Extendida el acta de tutela, se anotará en el acta de nacimiento de la persona sujeta a ella, observándose para el caso de que no exista en la misma oficina del Registro, lo dispuesto en el artículo 82.

CAPÍTULO SEXTO

De las actas de matrimonio.

Artículo 90.
Las personas que pretendan contraer matrimonio presentarán un escrito a la persona encargada del Registro del Estado Familiar que exprese:

I.
Los nombres, apellidos, edad, ocupación, domicilio, nacionalidad y lugar de nacimiento, tanto de los pretendientes como de sus padres, si éstos fueren conocidos. Cuando alguno de los pretendientes o los dos hayan sido casados, se expresará también el nombre de la persona con quien celebró el anterior matrimonio, la causa de su disolución y la fecha de ésta.

II.
Que no tienen impedimento legal para casarse. 

III.
Que es su voluntad unirse en matrimonio. Este escrito deberá ser firmado por los solicitantes, y si alguno no pudiere o no supiere escribir, lo hará otra persona conocida, mayor de edad y vecina del lugar, e imprimirá su huella digital. 

Artículo 91.
Al escrito a que se refiere el artículo anterior, se acompañará:

I.
Copia certificada del acta de nacimiento o de la cédula de identificación personal de cada uno de los pretendientes, si la tuvieren.

II.
La constancia de que los padres, abuelos, en su caso, y en su defecto los tutores, prestan su consentimiento para que el matrimonio se celebre; y faltando éstos, la autorización del Juez de Primera Instancia en Materia Familiar de la residencia de la persona menor de edad.  

III.
La declaración de dos testigos mayores de edad que conozcan a los pretendientes y les conste que no tienen impedimento legal para casarse. Si no hubiere dos testigos que conozcan a ambos pretendientes, deberán presentarse dos testigos por cada uno de ellos.

IV.
Los exámenes de laboratorio pertinentes donde se indique que los pretendientes no padecen sífilis, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, tuberculosis, ni enfermedad alguna crónica e incurable, que sea además contagiosa y hereditaria.

Para los indigentes, tienen obligación de expedir gratuitamente este certificado los laboratorios encargados de los servicios de sanidad de carácter oficial.

En los lugares en donde no haya laboratorio, el certificado deberá ser expedido preferentemente por médicos particulares, o en su defecto, por las personas autorizadas por la Secretaría de Salud para ejercer prácticamente la medicina. Para los indigentes, los exámenes y certificados serán gratuitos.

V.
Las capitulaciones matrimoniales en caso de que los pretendientes deseen contraer matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal. Si los pretendientes son menores de edad deberán aprobar las capitulaciones con la asistencia de las personas que hasta ese momento conserven la patria potestad o tutela. Si por su contenido las capitulaciones matrimoniales deben constar en escritura pública, se acompañará un testimonio de ésta.

En caso de que, aun manifestando que el matrimonio se desea celebrar bajo el régimen de sociedad conyugal, no se presenten las capitulaciones matrimoniales, el matrimonio se entenderá celebrado, por disposición de la ley, bajo el régimen de separación de bienes.

VI.
Copia certificada del acta de defunción o de divorcio si alguno de los pretendientes es viudo o divorciado, o copia certificada de la sentencia de nulidad de matrimonio si alguno de los pretendientes celebró matrimonio anteriormente y éste fue declarado nulo.

VII.
Copia de la dispensa de impedimentos, si los hubo.

VIII.
Constancia expedida por el Registro del Estado Familiar, de cada uno de los pretendientes en la que se informe si se encuentra o no inscritos en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos.

Artículo 92.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar a quien se presente una solicitud de matrimonio que llene los requisitos enumerados en los artículos anteriores, hará que los pretendientes presten su consentimiento con la asistencia de quien ejerza la patria potestad o tutela y reconozcan por separado sus firmas ante él. Los testigos deberán también ratificar su firma bajo protesta de decir verdad, ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar. Este, cuando lo considere necesario, se cerciorará de la autenticidad de la firma que calce el certificado de sanidad.

Artículo 93.
El matrimonio se celebrará dentro de los ocho días siguientes, en el lugar, día y hora que señale la persona encargada del Registro del Estado Familiar.

Artículo 94.
En el lugar, día y hora designados para la celebración del matrimonio, deberán estar presentes ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, los pretendientes, o su apoderado especial debidamente constituido y dos testigos por cada uno de ellos, que acrediten su identidad. Acto continuo, la persona encargada del Registro del Estado Familiar leerá en voz alta la solicitud de matrimonio, los documentos que con ella se hayan presentado y las diligencias practicadas, e interrogará a los testigos acerca de si los pretendientes son las mismas personas a que se refiere la solicitud. En caso afirmativo, preguntará a cada uno de los pretendientes si es su voluntad unirse en matrimonio, y si están conformes, los declarará unidos en nombre de la ley y de la sociedad.

Artículo 95.
Se levantará luego el acta de matrimonio en la cual se hará constar: 

I.
 Los nombres, apellidos, edad, ocupación, domicilio, nacionalidad y lugar de nacimiento  y la clave única del registro de población  de los contrayentes, si la hubiere. 

II.
Los nombres, apellidos, domicilio y nacionalidad de los padres.

III.
El consentimiento de éstos, de los abuelos o tutores o, en su caso, la autorización de la autoridad, si los contrayentes son menores de edad.

IV.
Que no hubo impedimento para el matrimonio, o que éste se dispensó.

V.
La declaración de los pretendientes de ser su voluntad unirse en matrimonio y la de haber quedado unidos, que hará el Oficial en nombre de la ley y de la sociedad.

VI.
La manifestación expresa de los pretendientes de que contraen matrimonio bajo el régimen de sociedad conyugal, en caso de que específicamente hayan optado por este régimen matrimonial. Si no se hace esta manifestación, el matrimonio se entenderá celebrado bajo el régimen de separación de bienes, aun cuando se hubiesen presentado capitulaciones matrimoniales en los términos de la fracción V del artículo 91.

VII.
Los nombres, apellidos, edad, estado familiar, domicilio y nacionalidad de los testigos, y su declaración sobre si son o no parientes de los contrayentes y si lo son, en qué grado y en qué línea.

VIII.
Las huellas digitales de los contrayentes y la mención de que se cumplieron las formalidades exigidas por el artículo anterior.

El acta será firmada por la persona encargada del Registro del Estado Familiar, los contrayentes, los testigos, y las demás personas que hubieren intervenido si supieren y pudieren hacerlo.

Artículo 96.
Los pretendientes que declaren maliciosamente un hecho falso, los testigos que dolosamente afirmen la exactitud de las declaraciones de aquéllos o su identidad, y quienes se produzcan falsamente al expedir el certificado de sanidad o los resultados de los análisis, serán consignados al Ministerio Público para que ejercite la acción penal correspondiente. Lo mismo se hará con las personas que falsamente se hicieren pasar por ascendientes o tutores de los pretendientes.

Artículo 97.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar que tenga conocimiento de que los pretendientes tienen impedimento para contraer matrimonio, levantará un acta ante dos testigos, en la que hará constar los datos que le hagan suponer que existe el impedimento. Cuando haya denuncia, se expresará en el acta el nombre, edad, ocupación, estado y domicilio del denunciante, insertándose al pie de la letra la denuncia. El acta firmada por los que en ella intervinieron, será remitida a la autoridad judicial que corresponda, para que haga la calificación del impedimento.

Artículo 98.
Las denuncias de impedimento pueden hacerse por cualquier persona. Las que sean falsas sujetan al denunciante a las penas establecidas para el falso testimonio en materia penal. Siempre que se declare no haber impedimento, el denunciante será condenado al pago de las costas, daños y perjuicios.

Artículo 99.
Antes de remitir el acta a la autoridad judicial, la persona encargada del Registro del Estado Familiar hará saber a los pretendientes el impedimento denunciado, aunque sea relativo solamente a uno de ellos, absteniéndose de todo procedimiento ulterior hasta que la sentencia que decida el impedimento cause ejecutoria.

Artículo 100.
Las denuncias anónimas o hechas por cualquier otro medio, si no se presentare personalmente el denunciante, sólo se admitirán cuando estén comprobadas. En este caso, la persona encargada del Registro del Estado Familiar dará cuenta a la autoridad judicial que corresponda y suspenderá todo procedimiento hasta que ésta resuelva.

Artículo 101.
Denunciado un impedimento, el matrimonio no podrá celebrarse aunque el denunciante desista, mientras no recaiga sentencia judicial que declare su inexistencia o se obtenga dispensa de él.

Artículo 102.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar que autorice un matrimonio teniendo conocimiento de que hay impedimento legal, o de que éste se ha denunciado, será separado de su cargo, sin perjuicio de las sanciones que establezca el Código Penal.

Artículo 103.
Las personas encargadas del Registro del Estado sólo podrán negarse a autorizar un matrimonio, cuando por los términos de la solicitud, por el conocimiento de los interesados o por la denuncia en forma, tuvieren noticias de que alguno de los pretendientes, o los dos, carecen de aptitud legal para celebrar el matrimonio.

Artículo 104.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar que sin motivo justificado retarde la celebración de un matrimonio, será castigado, por la primera vez, con una multa equivalente a treinta días de salario mínimo general vigente en el Estado, y en caso de reincidencia, con la destitución de su cargo.

Artículo 105.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar que reciba una solicitud de matrimonio, está plenamente autorizado para exigir de los pretendientes, bajo protesta de decir verdad, todas las declaraciones que estime convenientes a fin de asegurarse de su identidad y de su aptitud para contraer matrimonio.

También podrá exigir declaración bajo protesta a los testigos que los interesados presenten; a las personas que figuren como padres o tutores de los pretendientes y a quienes expidieron los resultados de análisis o certificados de sanidad.

Artículo 106.
La celebración conjunta de matrimonios, no exime a la persona encargada del Registro del Estado Familiar del cumplimiento de las normas establecidas en este capítulo.

CAPÍTULO SÉPTIMO

De las actas de divorcio.

Artículo 107.
El tribunal que conozca de un juicio de divorcio, deberá requerir a las partes interesadas para que presenten copia certificada de sus actas de nacimiento, a efecto de que, decretado el mismo, se envíe a la persona encargada que corresponda y a la Dirección Estatal del Registro Estado Familiar, copia certificada de la sentencia y los datos de identificación de las actas de nacimiento y matrimonio, para que se proceda a levantar el acta de divorcio por el primero, y a realizar las anotaciones marginales correspondientes por ambos.

Si las actas de nacimiento o de matrimonio de los divorciados se encuentran en otra oficina del Registro del Estado Familiar dentro de la República, pero fuera del Estado de Coahuila, deberá enviarse a esa oficina por conducto del Ejecutivo de la entidad federativa correspondiente, copia del acta de divorcio para que haga las anotaciones marginales que procedan.

Artículo 108.
El acta de divorcio expresará el nombre apellidos, edad, domicilio y nacionalidad y la clave única del registro de población de los divorciados, los nombres de dos testigos de asistencia; la fecha y lugar en que se celebró el matrimonio, la parte resolutiva de la sentencia que haya decretado el divorcio y los demás datos que especifique la forma respectiva.

Artículo 109.
En el divorcio, la falta de registro, no quita a éste sus efectos legales; pero si el registro no se efectúa dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que causó ejecutoria la sentencia, sujeta a los divorciados a una sanción de diez a veinte días de salario mínimo que impondrá la persona encargada del Registro del Estado Familiar y se enterará en la Recaudación de Rentas del Estado del domicilio del Registro.

CAPÍTULO OCTAVO

De las actas de defunción.

Artículo 110.
Ninguna inhumación o cremación se hará sin autorización escrita dada por la persona encargada del Registro del Estado Familiar, quien se asegurará suficientemente del fallecimiento mediante certificado expedido por médico legalmente autorizado. No se procederá a la inhumación sino hasta después de que transcurran veinticuatro horas del fallecimiento, excepto en los casos en que se ordene otra cosa por la autoridad que corresponda.

Artículo 111.
En el acta de defunción se asentarán los datos que la persona encargada del Registro del Estado Familiar adquiera, o la declaración que se le haga, y será firmada por el declarante y dos testigos de identidad del fallecido. Se consideran testigos preferentes de identidad del fallecido sus parientes, si los hay, o sus vecinos.

Artículo 112.
El acta de defunción contendrá:

I.
El nombre, apellidos, edad, nacionalidad, sexo, domicilio y la clave única del registro de población que tuvo el difunto, si la hubiere.

II.
El estado familiar de éste y el nombre y apellidos de su cónyuge, en su caso.

III.
Los nombres, apellidos, nacionalidad, edad y domicilio de los testigos, y si fueren parientes, el grado en que lo sean.

IV.
Los nombres y nacionalidad de los padres del difunto, si se supieren.

V.
La causa que determinó la muerte y el lugar en que se sepulte o se creme el cadáver, o la constancia de la entrega de éste a la institución beneficiaria en caso de que se hubiere determinado así por el difunto en los términos de los artículos 98 y 99 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

VI.
El lugar, la fecha y la hora de la muerte, si se supiere, y todos los informes que se tengan en caso de muerte violenta.

VII.
El nombre, los apellidos, el domicilio y la cédula profesional del médico que certificó la defunción.

VIII.
El nombre, los apellidos, la edad, la nacionalidad y el domicilio del declarante y el grado de parentesco, en su caso, con el difunto.

Artículo 113.
Los dueños o  habitantes de la casa en que ocurra el fallecimiento; los directores o administradores de las prisiones, hospitales, colegios o cualquiera otra casa de comunidad; los encargados de los mesones, hoteles y casas de vecindad, tienen obligación de dar aviso del fallecimiento a la persona encargada del Registro del Estado Familiar, dentro de las veinticuatro horas siguientes al momento en que tengan conocimiento de la muerte; en caso de incumplimiento serán sancionados con una multa de cinco a diez días de salario mínimo general vigente en el Estado que impondrá la persona encargada del Registro del Estado Familiar y se enterará a la Recaudación de Rentas que corresponda a su domicilio.

Artículo 114.
Si el fallecimiento ocurriere en un lugar o población en donde no haya oficina del Registro del Estado Familiar, el acta se asentará por la persona encargada del Registro del Estado Familiar más próximo.

Artículo 115.
Cuando la persona encargada del Registro del Estado Familiar sospeche que la muerte fue violenta, dará parte al Ministerio Público, comunicándole todos los informes que tenga, para que proceda a la averiguación conforme a derecho. Cuando esta institución averigüe un fallecimiento, dará parte a la persona encargada del Registro del Estado Familiar para que asiente el acta respectiva. Si se ignora el nombre del difunto, se asentarán las señas de éste, las de los vestidos y objetos que con él se hubieren encontrado, y en general, todo lo que pueda conducir a identificar a la persona; y siempre que se adquieran mayores datos, se comunicarán a la persona encargada del Registro del Estado Familiar para que los anote en el acta.

Artículo 116.
En los casos de inundación, terremoto, naufragio, incendio o cualquier otro siniestro en que no sea fácil reconocer el cadáver, se formará el acta con los datos que ministren los que lo recogieron, expresando, en cuanto fuere posible, las señas del mismo y de los vestidos u objetos que con él se hayan encontrado.

Artículo 117.
Si no aparece el cadáver, pero hay certeza de que alguna persona ha sucumbido en el lugar del desastre, el acta contendrá el nombre de las personas que hayan conocido a la que no aparece, y las demás noticias que sobre el suceso puedan adquirirse.

Artículo 118.
Cuando una persona encargada del Registro del Estado Familiar en el Estado reciba la constancia a que se refieren los artículo 71, 72 y 125 del Código Civil Federal sobre la defunción de una persona ocurrida en el mar o espacio aéreo nacional, procederá a levantar el acta que corresponda; se archivará el documento extendido por el capitán del navío o de la aeronave, anotando con el número que corresponda el acta levantada.  

Artículo 119.
Cuando el fallecimiento se efectúe en lugar distinto al del registro del nacimiento, se remitirá copia certificada del acta de defunción a la persona encargada del Registro del Estado Familiar del lugar de dicho registro, para que se haga la anotación en el acta respectiva. 

Artículo 120.
El jefe de cualquier cuerpo o destacamento militar tiene obligación de dar parte a la persona encargada del Registro del Estado Familiar del lugar en que se encuentre, de los muertos que haya habido en campaña, o en otro acto del servicio, especificándose la filiación; la persona encargada del Registro del Estado Familiar observará, en su caso, lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 121.
En todos los casos de muerte violenta en las prisiones o en las casas de detención, no se hará en los registros mención de estas circunstancias y las actas solamente contendrán los demás requisitos.

Artículo 122.
En los registros de nacimiento y matrimonio se hará referencia al acta de defunción, expresándose los folios en que conste ésta.  

Artículo 123.
La exhumación de un cadáver para trasladarlo a otra fosa o cementerio, sólo procederá con la autorización de la persona encargada del Registro del Estado Familiar que haya levantado el acta, quien hará la anotación marginal correspondiente en ésta.

CAPÍTULO NOVENO

De las Actas del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 124. Las personas que pretendan celebrar el pacto civil de solidaridad presentarán un escrito al Oficial del Registro Civil, que exprese:

I. Los nombres, apellidos, edad, sexo, ocupación, domicilio, nacionalidad y lugar de nacimiento, tanto de los contratantes como de sus padres, si éstos fueren conocidos. Cuando alguno de los solicitantes o los dos hayan sido casados o hubiesen celebrado pacto civil de solidaridad o similar, se expresará también el nombre o nombres de la persona o personas con quien o quienes celebró el anterior matrimonio o pacto civil, la causa de su disolución y la fecha de ésta.

II. Que no tienen impedimento legal para celebrarlo.

III. Que es su voluntad unirse en pacto civil de solidaridad. Este escrito deberá ser firmado por los solicitantes, y si alguno no pudiere o no supiere escribir, lo hará otra persona conocida, mayor de edad y vecina del lugar, e imprimirá su huella digital.

Artículo 125. Al escrito a que se refiere el artículo anterior, se acompañará:

I. Copia certificada del acta de nacimiento y la identificación personal de cada uno de los pretendientes, si la tuvieren.

II. La declaración de dos testigos mayores de edad que conozcan a los contratantes y les conste que no tienen impedimento legal para celebrarlo. Si no hubiere dos testigos que conozcan a ambos solicitantes, deberán presentarse dos testigos por cada uno de ellos.

III. Los exámenes de laboratorio pertinentes donde se indique si los solicitantes padecen o no sífilis, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, tuberculosis, o alguna otra enfermedad crónica e incurable, que sea además contagiosa. Si alguno de ellos o ambos, padece alguna de estas enfermedades, se hará constar tal hecho y se tomará nota que el otro contratante conoce esta circunstancia.

Para los indigentes tienen obligación de expedir gratuitamente este certificado los laboratorios encargados de los servicios de sanidad de carácter oficial.

En los lugares en donde no haya laboratorio, el certificado deberá ser expedido preferentemente, por médicos particulares, o en su defecto, por las personas autorizadas por la Secretaría de Salud para ejercer prácticamente la medicina. Para los indigentes, exámenes y certificados serán gratuitos.

IV. Las capitulaciones del pacto civil de solidaridad, en caso de que los contratantes deseen celebrarlo bajo el régimen de sociedad solidaria. Si por su contenido dichas capitulaciones deben constar en escritura pública, se acompañará un testimonio de ésta.

En caso de que, aún manifestando que se desea celebrar bajo el régimen de sociedad solidaria, no se presenten las capitulaciones respectivas, el pacto civil de solidaridad se entenderá celebrado, por disposición de la ley, bajo el régimen de separación de bienes.

V. Copia certificada del acta de defunción o de divorcio o diversa, si alguno de los contratantes es viudo, divorciado o con pacto civil de solidaridad previamente disuelto o copia certificada de la sentencia de nulidad de matrimonio si alguno de los contratantes celebró matrimonio o pacto civil

de solidaridad anteriormente y fue declarado nulo.

Artículo 126. El Oficial del Registro Civil a quien se presente una solicitud para la celebración de un pacto civil de solidaridad que llene los requisitos enumerados en los artículos anteriores, hará que los contratantes reconozcan ante él y por separado sus firmas. Los testigos deberán también ratificar su firma bajo protesta de decir verdad, ante el mismo Oficial del Registro Civil. Éste, cuando lo considere necesario, se cerciorará de la autenticidad de la firma que calce el certificado de sanidad.

Los oficiales del Registro Civil no celebrarán ningún pacto civil de solidaridad en que intervenga algún extranjero, sin la comprobación previa, por parte de éste, de su legal estancia en el país.

Artículo 127. El pacto civil de solidaridad se celebrará dentro de los ocho días siguientes, en el lugar, día y hora que señale el Oficial del Registro Civil.

Artículo 128. En el lugar, día y hora designados para la celebración del pacto civil de solidaridad, deberán estar presentes ante el Oficial del Registro Civil, los contratantes y dos testigos por cada uno de ellos, que acrediten su identidad. Acto continuo, el Oficial del Registro Civil leerá en voz alta la solicitud de pacto civil de solidaridad, los documentos que con ella se hayan presentado y, en su caso, las diligencias practicadas, e interrogará a los testigos acerca de si los contratantes son las mismas personas a que se refiere la solicitud. En caso afirmativo, preguntará a cada uno de los contratantes si es su voluntad celebrar el pacto civil de solidaridad, y si están conformes, levantará el acta conforme al artículo siguiente.

Artículo 129. En el acta de pacto civil de solidaridad, se hará constar:

I. Los nombres, apellidos, edad, sexo, ocupación, domicilio, nacionalidad y lugar de nacimiento de loscontratantes, así como su clave única del registro de población de los contratantes, si la tuvieren.

II. Los nombres, apellidos, domicilio y nacionalidad de los padres.

III. Que no hubo impedimento legal para su celebración.

IV. La declaración de los contratantes de ser su voluntad celebrar el pacto civil de solidaridad y la de haber quedado perfeccionado el contrato mismo, razón que asentará el Oficial del Registro Civil.

V. La manifestación expresa de los contratantes de celebrar pacto civil de solidaridad bajo el régimen de sociedad solidaria, en caso de que específicamente hayan optado por este régimen. Si no se hace esta manifestación, el pacto civil de solidaridad se entenderá celebrado bajo el régimen de separación de bienes, aún cuando se hubiesen presentado las capitulaciones respectivas en los términos de la fracción IV del artículo 125.

VI. Los nombres, apellidos, edad, estado civil, domicilio y nacionalidad de los testigos, y su declaración sobre si son o no parientes de los contratantes y si lo son, en qué grado y en qué línea.

VII. Las huellas digitales de los contratantes y la mención de que se cumplieron las formalidades exigidas por el artículo anterior.

VIII. El acta será firmada por el Oficial del Registro Civil, los contratantes, los testigos y las demás personas que hubieren intervenido si supieren y pudieren hacerlo.

Resultan aplicables, en lo conducente, para el otorgamiento de las actas del Registro Civil, en las que se haga constar el pacto civil de solidaridad, la sección primera de “Disposiciones Generales” del Capitulo X “Del Registro Civil”, así como en lo conducente en la Ley de Registro Civil vigente en el Estado.

CAPÍTULO DÉCIMO

De las Actas de Terminación del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 130. El Oficial del Registro Civil que conozca de una terminación de pacto civil de solidaridad, deberá requerir a las partes interesadas para que presenten copia certificada de sus actas de nacimiento, a efecto de que, decretado el mismo, se envíe al Oficial que corresponda y a la Dirección Estatal del Registro Civil copia certificada de los datos de identificación de las actas de nacimiento y pacto civil solidaridad, para que se proceda a levantar el acta de terminación de pacto civil de solidaridad y a realizar las anotaciones marginales en las actas correspondientes de ambos compañeros civiles.

Si las actas de nacimiento o la de pacto civil de solidaridad o equivalente se encuentran en otra oficina del Registro Civil dentro de la República, pero fuera del Estado de Coahuila, deberá enviarse a esa oficina por conducto del Ejecutivo de la entidad federativa correspondiente, copia del acta de terminación de pacto civil de solidaridad para que haga las anotaciones marginales que procedan.

Artículo 131. El acta de terminación de pacto civil de solidaridad expresará el nombre, apellidos, edad, sexo, domicilio y nacionalidad, así como, si la tuvieren, la clave única del registro de población de los compañeros civiles que terminaron el pacto civil de solidaridad, los nombres de dos testigos de asistencia; la fecha y lugar en que se celebró el pacto civil de solidaridad y los demás datos que especifique la forma respectiva de su terminación.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

Inscripciones de las ejecutorias que declaren la ausencia, la presunción de muerte y la necesidad de asistencia o representación para administrar bienes.

Artículo 132.
Las autoridades judiciales que declaren la ausencia, la presunción de muerte, las limitaciones a la capacidad jurídica de ejercicio o la necesidad de asistencia para administrar y ejercer actos de dominio sobre bienes, remitirán a la persona encargada del Registro del Estado Familiar correspondiente, copia certificada de la sentencia ejecutoria en el término de quince días para que se efectúe la inscripción correspondiente.

Artículo 133.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar levantará el acta correspondiente en la que se insertarán los puntos resolutivos de la sentencia judicial que se le haya comunicado.

Artículo 134.
Cuando se modifiquen los efectos de la tutela o se recobre plenamente la capacidad jurídica, se presente la persona declarada ausente o cuya muerte se presumía, se dará aviso a la persona encargada del Registro del Estado Familiar por el mismo interesado o por la autoridad que corresponda, para que asiente los puntos resolutivos de la sentencia judicial modificatoria en el acta o cancele el acta a que se refiere el artículo anterior, según corresponda.

CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

De la rectificación y de la aclaración de las actas del Registro del Estado Familiar

Artículo 135.
Cuando en un asiento registral aparezca un error, procederá la rectificación o la aclaración del mismo en los términos previstos por esta ley u otras disposiciones aplicables.

Artículo 136.
Procederá la rectificación de los asientos cuando: 

I.
Exista falsedad en los casos en que se alegue que el suceso registrado no pasó.

II.
Exista desacuerdo entre el asiento y la realidad y que se demuestre, a través de documentos fehacientes, que la persona de que se trata ha sido siempre designada con un nombre distinto del que aparece en su acta de nacimiento.

III.
Existan errores que versen sobre la fecha de nacimiento, nacionalidad, filiación o parentesco del registrado, o de las personas que hayan intervenido en el acto de asentamiento. 

IV.
Existan errores en las actas de defunción sobre el estado familiar del finado, causas de la muerte, o sobre la fecha y lugar del fallecimiento.  

Artículo 137.
Procederá la aclaración de los asientos ante la autoridad administrativa competente cuando la variación se refiera a cualquier supuesto diferente de los enumerados en el artículo precedente, de conformidad con lo previsto en la Ley del Registro del Estado Familiar para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

El procedimiento de aclaración se sujetará a las disposiciones que establezca la Ley del Registro del Estado Familiar.

Artículo 138.
Pueden pedir la rectificación o la aclaración, según corresponda, de un acta del estado familiar:

I.
Las personas de cuyo estado se trata.

II.
Las personas que se mencionan en el acta como relacionada con el estado familiar de alguno de los que intervinieron, con cualquier carácter, en el acto registrado. 

III.
Los herederos de las personas comprendidas en las dos fracciones anteriores.

IV.
El tutor, la tutora o, en su defecto, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia o la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia en términos de las disposiciones aplicables, para los casos de aquellos menores de edad abandonados, expósitos o, que sin encontrarse en alguno de los anteriores supuestos, no estén sujetos a patria potestad, y 

V.
El Ministerio Público. 

Artículo 139.
La rectificación de un acta del estado familiar deberá hacerse ante el Poder Judicial, mediante el procedimiento que en el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza se establezca y en virtud de sentencia ejecutoriada, excepción hecha del reconocimiento que se sujetarán a las prescripciones de esta Ley. 

Artículo 140.
La sentencia que conceda o niegue la rectificación, se comunicará a la persona encargada del Registro del Estado Familiar y a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, a efecto de que se hagan las anotaciones correspondientes.

Artículo 141.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 139 de esta ley, procede la rectificación de un acta de forma administrativa en los asuntos en que haya que variarse el nombre propio del registrado en las actas de nacimiento, cuando se demuestre a través de documentos fehacientes que siempre ha sido designado con un nombre distinto del que aparece en el acta, siempre que no se altere la filiación o parentesco del registrado y mediante el procedimiento que la Ley del Registro del Estado Familiar para el Estado de Coahuila de Zaragoza establezca. 

Artículo 142.
La  tramitación o rectificación de actas del Registro del Estado Familiar, realizadas de manera fraudulenta, provocará su nulidad absoluta, independientemente de la responsabilidad penal de quienes hayan intervenido dolosamente en el acto; también resultarán nulas las actas, cuando se acredite que existe otra de fecha anterior.  

Cualquier persona que tenga interés legítimo o, en su caso, el agente del Ministerio Público, podrá interponer la acción de nulidad a que se refiere este artículo.

TÍTULO CUARTO

DE LAS RELACIONES DE FAMILIA

CAPÍTULO PRIMERO

Del matrimonio

Artículo 143.
El matrimonio es la unión libre y con el pleno consentimiento de dos personas, que tiene como objeto realizar la comunidad de vida, en donde ambas se procuran respeto, igualdad y ayuda mutua, y toman de manera libre, responsable, voluntaria e informada, las decisiones reproductivas que se ajustan a su proyecto de vida, incluida la posibilidad de procrear o adoptar.  

El matrimonio debe celebrarse ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar y con las formalidades que la ley exige.    

Todo acuerdo de esponsales, cualquiera que sea el nombre que se le dé, no producirá efecto legal alguno.  

Para disolver el contrato de matrimonio, será suficiente la voluntad de uno de los cónyuges, sometiéndose al procedimiento judicial establecido para ello.   

Artículo 144.
Cualquier condición contraria a la ayuda mutua que se deben los cónyuges, se tendrá por no puesta.  

Artículo 145.
La edad para contraer matrimonio será de dieciocho años de edad, salvo los casos expresamente exceptuados por la ley. La autoridad judicial puede conceder dispensa de edad por causas graves y justificadas.   

Artículo 146.
Los menores de dieciocho años pero mayores de quince años de edad podrán contraer matrimonio con la asistencia de quienes conserven hasta ese momento la patria potestad o tutela, de acuerdo con esta Ley.

Artículo 147.
Los interesados podrán ocurrir ante la autoridad judicial, cuando los ascendientes o tutores nieguen su asistencia o revoquen la que hubieren concedido, de acuerdo con el trámite que establece el Código de Procedimientos Familiares.

Artículo 148.
El ascendiente o tutor que ha prestado su asistencia firmando la solicitud respectiva y ratificándola ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, no puede revocarlo después, a menos que haya justa causa para ello.

Artículo 149.
Si el ascendiente o tutor que ha firmado o ratificado la solicitud de matrimonio falleciere antes de que este se celebre, su asistencia no puede ser revocado por la persona que, en su defecto, tendría el derecho de otorgarlo; pero siempre que el matrimonio se verifique dentro del término establecido por la ley.

Artículo 150.
El juez que hubiere autorizado a un niño o niña para contraer matrimonio, no podrá revocar la autorización, sino por justa causa superviniente.

Artículo 151.
También es requisito para contraer matrimonio, la asistencia previa de los interesados al Taller de Orientación Prematrimonial implementado por las autoridades estatales; misma que deberá acreditarse mediante la presentación del documento autorizado 

En dicho taller se informará cuando menos sobre:

I.
Los requisitos para contraer matrimonio.

II.
Los efectos del matrimonio con relación a los cónyuges y a sus hijos.

III.
Los regímenes patrimoniales del matrimonio.

IV.
La Patria Potestad.

V.
El Patrimonio de Familia.

VI.
El manejo de conflictos interpersonales.

VII.
La paternidad responsable.

VIII.
La responsabilidad financiera.

IX.
La violencia familiar.

Al término del taller, la autoridad estatal encargada de su implementación, deberá recabar la opinión de los asistentes respecto a la calidad de la información recibida y al grado de conocimiento del tema de los facilitadores. 

Artículo 152.
Son impedimentos para contraer matrimonio:

I. La falta de edad requerida por la ley.

II. La falta de asistencia de quienes deban brindarla, o de la autorización judicial, en su caso.

III. El parentesco por consanguinidad sin limitación de grado en la línea recta ascendente o descendente. En la línea colateral igual, el impedimento se extiende a los hermanos y medios hermanos. En la colateral desigual, el impedimento se extiende solamente a los tíos y sobrinos, siempre que estén en el tercer grado y no hayan obtenido dispensa.

IV. El parentesco de afinidad en línea recta, sin limitación alguna.

V. El atentado contra la vida de alguno de los casados para contraer matrimonio con el que quede libre, bien por efecto de ese atentado o por haberse disuelto el matrimonio por otra causa.

VI. La violencia o miedo graves. En caso de rapto, subsiste el impedimento entre quien ejecute el rapto y la persona raptada, mientras ésta no sea restituida a lugar seguro, donde libremente pueda manifestar su voluntad.

VII. La embriaguez habitual, excepto cuando esta circunstancia sea conocida por el otro contrayente.

VIII. El uso no terapéutico de enervantes, estupefacientes o psicotrópicos o de cualquiera otra sustancia que altere la conducta y produzca dependencia.

IX. La impotencia incurable para la cópula, la sífilis, el síndrome de inmunodeficiencia adquirida, y cualquiera otra enfermedad o conformación especial, que impida las funciones relativas, o que científicamente hagan prever algún perjuicio grave o degeneración para los descendientes de ese matrimonio, salvo cuando cualquiera de estos padecimientos sea conocida por el otro contrayente. 

X. Padecer alguna deficiencia en las funciones o estructuras corporales de tal grado que impida que el supuesto contrayente pueda tomar decisiones por sí mismo.

XI. El matrimonio o pacto civil de solidaridad subsistente con persona distinta de aquélla con quien se pretende contraer.

De estos impedimentos sólo son dispensables la falta de edad y el parentesco por consanguinidad en línea colateral desigual. La dispensa será otorgada por el Juez de lo Familiar. Para las excepciones establecidas en las fracciones VII y VIII no será necesaria la dispensa pero la persona encargada del Registro del Estado Familiar, deberá dejar constancia de que los contrayentes conocían tales impedimentos.

Artículo 153.
El adoptante no puede contraer matrimonio con el adoptado o sus descendientes, ni éstos con los de aquél.  

El mismo impedimento existirá entre los adoptados de un mismo adoptante, entre el adoptado y los hijos del adoptante; así como entre el adoptado y el cónyuge del adoptante, o entre éste y el cónyuge del adoptado.

Artículo 154.
 La mujer no puede contraer nuevo matrimonio sino hasta pasados trescientos días después de la disolución del anterior, a menos que dentro de ese plazo diere a luz a un hijo, o acredite fehacientemente con certificado médico ginecológico que no se encuentra embarazada. En los casos de nulidad o de divorcio puede contarse ese tiempo desde que se interrumpió la cohabitación.  

Artículo 155.
El tutor o la tutora no puede contraer matrimonio con la persona que ha estado o está bajo su guarda, a  no ser que obtenga dispensa, la que no se le concederá por el Juez de lo Familiar respectivo, sino cuando hayan sido aprobadas las cuentas de la tutela. 

Si el matrimonio se celebrare en contravención de lo dispuesto en este artículo, el juez nombrará inmediatamente un tutor o tutora interino que reciba los bienes y los administre mientras se obtiene la dispensa.

Artículo 156.
El matrimonio celebrado en el extranjero y que sea válido con arreglo a las leyes del lugar en que se contrajo, surtirá sus efectos de manera retroactiva a la fecha de la celebración, cuando se registre en la entidad.  

CAPÍTULO SEGUNDO

De los efectos del matrimonio con relación a las personas de los cónyuges y sus hijos.

Artículo 157.
Los cónyuges están obligados a contribuir cada uno por su parte a los fines del matrimonio, a respetarse, a guardarse fidelidad y a socorrerse mutuamente.

Artículo 158.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos. Por lo que toca al matrimonio, este derecho será ejercido de común acuerdo por los cónyuges.

Artículo 159.
Son nulos los pactos que los esposos hicieren contra las leyes o los naturales fines del matrimonio.

Artículo 160.
Los cónyuges residirán juntos en el domicilio conyugal, en el cual ambos disfrutarán de autoridad y consideraciones iguales. Se considera domicilio conyugal, el lugar establecido de común acuerdo por los cónyuges, en el cual viven de manera autónoma e independiente, con autoridad propia y libre disposición de sus bienes y de sus personas.   

Los tribunales  con conocimiento de causa, podrán eximir de aquella obligación a alguno de los cónyuges, cuando el otro traslade su domicilio a país extranjero, a no ser que lo haga en servicio público o social, o se establezca en lugar insalubre o indecoroso.    

Artículo 161.
Los cónyuges contribuirán económicamente al sostenimiento del hogar, a su alimentación y la de sus hijos, así como a la educación de éstos en los términos que la ley establece,  sin perjuicio de distribuir la carga en la forma y proporción que acuerden para este efecto, según sus posibilidades. A lo anterior no está obligado el que se encuentre imposibilitado para trabajar y careciere de bienes propios, en cuyo caso el otro atenderá íntegramente a esos gastos.   

Los derechos y obligaciones que nacen del matrimonio serán siempre iguales para los cónyuges e independientes de su aportación económica al sostenimiento del hogar. El trabajo realizado en el domicilio conyugal, por cualquiera de los cónyuges, en su caso, tendrá el valor equivalente de lo que en dinero entregue como gasto diario el otro cónyuge, lo cual se considerará como aportación en numerario al sostenimiento de la familia.

Artículo 162.
Los cónyuges y los hijos menores de edad o mayores de edad que requieran asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, en materia de alimentos, tendrán derecho preferente sobre los ingresos y bienes de quien tenga a su cargo el sostenimiento económico de la familia y podrán demandar el aseguramiento de los bienes para hacer efectivos esos derechos.

Artículo 163.
Los cónyuges tendrán en el hogar autoridad y consideraciones iguales; por lo tanto resolverán de común acuerdo todo lo relativo al manejo del hogar, a la formación y educación de los hijos y a la administración de los bienes que a éstos pertenezcan. En caso de desacuerdo, el Juez de lo Familiar resolverá lo conducente.  

La unidad de la familia, el interés de los hijos y la igualdad de los derechos y deberes de los cónyuges, han de ser los principios fundamentales para la aplicación e interpretación de esta ley.

Artículo 164.
Los cónyuges podrán desempeñar cualquier actividad excepto las que dañen la moral de la familia o la estructura de ésta. Cualquiera de ellos podrá oponerse a que el otro desempeñe la actividad de que se trate y el Juez de lo Familiar resolverá la oposición.

Artículo 165.
Los cónyuges mayores de edad, tienen capacidad para administrar, contratar o disponer de sus bienes propios, y ejercitar las acciones u oponer las excepciones que a ellos corresponden, sin que para tal objeto necesite el cónyuge del consentimiento del otro, ni éste de la autorización de aquél; salvo lo que se estipule en las capitulaciones matrimoniales sobre administración de bienes, en caso de sociedad conyugal.  

Artículo 166.
Los cónyuges menores de edad tendrán la administración y dominio de sus bienes, por lo tanto, no requerirán autorización judicial o de un tutor o tutora para enajenarlos, gravarlos o hipotecarlos pero si deberán acreditar, en todos sus negocios jurídicos, que se encuentran unidos en matrimonio.

Artículo 167.
Los cónyuges no requieren autorización judicial para contratar entre ellos. Tampoco la necesitan para que un cónyuge sea fiador de su consorte, o se obligue solidariamente con él en asuntos que sean de interés exclusivo de éste.

Artículo 168.
El contrato de compraventa no podrá celebrarse entre los cónyuges cuando el matrimonio esté sujeto al régimen de sociedad conyugal.

Artículo 169.
Los cónyuges, durante el matrimonio, podrán ejercitar los derechos y acciones que tengan el uno contra el otro; pero la prescripción y la usucapión no corren entre ellos mientras dure el matrimonio.  

Artículo 170.
Cualquier disensión que surja entre los cónyuges con motivo del ejercicio de los derechos a que se refieren los artículos 163 y 164, o en cualquiera otra situación similar, será dirimida por el Juez de lo Familiar del lugar del domicilio conyugal, quien en todo caso, y previamente, procurará avenir a los disidentes y si no lo consigue, resolverá, sin forma de juicio, dictando la resolución en la misma acta que se levante para hacer constar la comparecencia de los interesados y lo que al respecto exponga cada uno de ellos. Si el juez consigue el avenimiento no se procederá al levantamiento del acta.  

CAPÍTULO TERCERO

De los regímenes patrimoniales del matrimonio.

Artículo 171.
El régimen patrimonial del matrimonio podrá ser el de separación de bienes o el de sociedad conyugal. 

Para establecer el régimen de sociedad conyugal es indispensable el otorgamiento de capitulaciones matrimoniales. 

Cuando los contrayentes omitieren otorgar capitulaciones matrimoniales, se entenderá, por disposición de la ley, que el matrimonio se celebra bajo el régimen de separación de bienes. 

Artículo 172.
Los cónyuges, después de celebrado el matrimonio pueden,  cambiar el régimen de separación de bienes por el de sociedad conyugal y viceversa.

Artículo 173.
Las capitulaciones matrimoniales son los pactos que los contrayentes o los esposos celebran para constituir la sociedad conyugal, reglamentar su administración y, en su caso, su terminación.

Esta reglamentación no deberá contravenir las disposiciones establecidas en el Capítulo Quinto de este Título.

Las capitulaciones matrimoniales pueden otorgarse antes de la celebración del matrimonio, al momento de celebrarse el mismo o durante él.

Las capitulaciones matrimoniales deberán inscribirse en el Registro Público del lugar de la celebración del matrimonio. 

En todo acto de adquisición, enajenación, constitución de gravámenes, o cualquier otro de administración o de dominio, que afecte a los bienes de la sociedad conyugal, los consortes deberán acreditar la existencia de su matrimonio y de su sociedad conyugal y la inscripción de las capitulaciones matrimoniales respectivas en el Registro Público que corresponda.

Artículo 174.
Las personas mayores de quince años de edad que con arreglo a la ley pueda contraer matrimonio, puede también otorgar capitulaciones para la constitución de la sociedad conyugal, las cuales serán válidas si a su otorgamiento concurren las personas cuyo consentimiento previo es necesario para la celebración del matrimonio, o la autorización judicial si las capitulaciones se pactan después de celebrado el matrimonio.

Artículo 175.
Si la casa en la que se establezca el hogar conyugal no constituye patrimonio de familia y es bien propio de uno de los cónyuges o pertenece a  ambos en copropiedad o forma parte de la sociedad conyugal, no puede enajenarse sino con el consentimiento de los dos consortes. En caso de oposición, si existe comprador determinado, el cónyuge interesado solicitará la intervención judicial para que decida lo más favorable a la familia y, en su caso, a los hijos. 

Artículo 176.
La casa a que se refiere el artículo anterior podrá gravarse cuando el crédito garantizado con el gravamen sea con fines de mejorarla, remodelarla o para satisfacer gastos en casos de enfermedad o accidentes graves de algún miembro de la familia; de igual manera, los cónyuges al adquirir una vivienda cuyo destino sea para establecer el hogar conyugal, podrán gravarla para obtener el crédito que garantice su adquisición. En todo caso se requiere el consentimiento de ambos consortes.

En caso de que se haya obtenido un crédito para la adquisición o construcción de una casa, garantizado con el mismo inmueble, en la que se haya asentado el hogar conyugal, o bien, la casa se encuentre afectada por el gravamen a que se refiere el párrafo anterior, podrá contratarse nuevo crédito que tenga por objeto mejorar sustancialmente, para el deudor, las condiciones pactadas en el contrato de préstamo que sirvió para obtener el financiamiento, ya sea con la misma o con diferente entidad crediticia. En todo caso siempre se deberá contar con el consentimiento de ambos consortes.

Artículo 177.
Los muebles que integran el menaje del hogar conyugal, sean propios de uno de los cónyuges o de ambos en copropiedad, o pertenezcan a la sociedad conyugal, no pueden enajenarse ni gravarse sin consentimiento de ambos consortes.

Artículo 178.
Los actos y negocios jurídicos realizados en contravención a lo dispuesto en los tres artículos anteriores están afectados de nulidad absoluta, si hay hijos menores de edad.

Artículo 179.
Los actos y negocios jurídicos a que se refiere el artículo anterior, sólo estarán afectados de nulidad relativa si no hay hijos menores de edad.

Artículo 180.
La casa a que se refiere el artículo 175, siempre que su valor según avalúo catastral no exceda del equivalente a veinticinco veces el salario mínimo general diario vigente en el lugar de su ubicación elevado al año y los muebles que integren su menaje,  son inembargables, salvo que el crédito que se cobre se origine en el precio de adquisición de la casa o de los referidos muebles, o en los supuestos mencionados en el artículo 176.

CAPÍTULO CUARTO

De la separación de bienes.

Artículo 181.
En el régimen de separación de bienes, los cónyuges conservarán la propiedad y administración de los bienes que  respectivamente les pertenecen y, por consiguiente, todos los frutos y accesiones de dichos bienes no serán comunes, sino del dominio exclusivo del dueño de ellos.

Artículo 182.
Serán también propios de cada uno de los consortes los salarios, sueldos, emolumentos y ganancias que obtuvieren por servicios personales, por el desempeño de un empleo o por el ejercicio de una profesión, comercio o industria.

Artículo 183.
Los bienes que los cónyuges adquieran en común por donación, herencia, legado, por cualquier otro título gratuito o por don de la fortuna, entre tanto se hace la división, serán administrados por ambos o por uno de ellos con acuerdo del otro; pero en ese caso el que administre será considerado como mandatario.

Artículo 184.
Los cónyuges no podrán cobrarse entre sí, retribución u honorario alguno por los servicios personales que le prestare o por los consejos y asistencia que le diere, salvo lo previsto en el artículo 161 de esta ley; pero si uno de los consortes, por causa de ausencia o impedimento del otro, no originado por enfermedad, se encargare temporalmente de la administración de los bienes del ausente o impedido, tendrá derecho a que se le retribuya por este servicio en proporción a su importancia y al resultado que produjere.  

Artículo 185.
Los cónyuges responden entre sí, de los daños y perjuicios que le cause por su dolo, culpa o negligencia.  

CAPÍTULO QUINTO

De la sociedad conyugal.

Artículo 186.
El régimen de sociedad conyugal consiste en la formación y administración de un patrimonio común, diferente de los patrimonios propios de los consortes.

El dominio de los bienes comunes reside en ambos cónyuges mientras subsista la sociedad.

Artículo 187.
La sociedad conyugal se regirá por las disposiciones de este Capítulo, por las capitulaciones matrimoniales que la constituyan, y en lo que no estuviere expresamente estipulado, por las disposiciones relativas al contrato de sociedad.

Artículo 188.
La sociedad conyugal nace al celebrarse el matrimonio, o durante él al otorgarse capitulaciones matrimoniales. Puede comprender no sólo los bienes de que sean dueños los esposos al formarla, sino también los bienes que adquieran posteriormente.  

Artículo 189.
La sociedad conyugal termina por la disolución del matrimonio, por voluntad de los consortes, por la sentencia que declare la presunción de muerte del cónyuge ausente y en los casos previstos por el artículo 191.

Artículo 190.
La sociedad conyugal puede terminar antes de que se disuelva el matrimonio, si así lo convienen los esposos; pero si éstos son menores de edad,  deberán obtener para ello la autorización judicial. La misma regla se observará  cuando la sociedad conyugal se modifique durante la minoría de edad de los consortes. 

Artículo 191.
Puede también terminar la sociedad conyugal durante el matrimonio, a petición de alguno de los cónyuges, por los siguientes motivos: 

I. Si el socio administrador, por su notoria negligencia o torpe administración,  amenaza arruinar a su consocio o disminuir considerablemente los bienes comunes. 

II. Cuando el socio administrador hace cesión de bienes a sus acreedores, o es declarado en concurso o en quiebra.

Artículo 192.
Si el cónyuge administrador por negligencia o administración torpe, amenaza arruinar a la sociedad conyugal o disminuir considerablemente los bienes de ella, puede el otro cónyuge pedir judicialmente la administración de la sociedad o la terminación de ésta.

Artículo 193.
Las capitulaciones matrimoniales constarán en escritura pública cuando los esposos pacten hacerse copartícipes o transferirse la propiedad de bienes que ameriten tal requisito para que la traslación sea válida. 

Artículo 194.
En este caso, la alteración que se haga de las capitulaciones deberá también otorgarse en escritura pública, haciendo la respectiva anotación en el protocolo en que se otorgaron las primitivas capitulaciones, y en la inscripción del Registro Público. Sin llenar estos requisitos, las alteraciones no producirán efecto contra tercero. 

Artículo 195.
Las capitulaciones matrimoniales, deben contener: 

I. La lista detallada de los bienes inmuebles que cada consorte lleve a la sociedad, con expresión de su valor y de los gravámenes que reporten. 

II. La lista especificada de los bienes muebles que cada consorte introduzca a la sociedad. 

III. Nota pormenorizada de las deudas que tenga cada esposo al celebrar el matrimonio, con expresión de si la sociedad ha de responder de ellas, o únicamente de las que se contraigan durante el matrimonio, ya sea por ambos consortes o por cualquiera de ellos. 

IV. La declaración expresa de si la sociedad conyugal ha de comprender todos los bienes de cada consorte o sólo parte de ellos, precisando en este último caso cuáles son los bienes que hayan de entrar a la sociedad. 

V. La declaración explícita de si la sociedad conyugal ha de comprender los bienes todos de los consortes, o solamente sus productos. En uno y en otro caso se determinará con toda claridad la parte que en los bienes o en sus productos corresponda a cada cónyuge. 

VI. La declaración de si el producto de trabajo de cada consorte corresponde exclusivamente al que lo ejecutó, o si debe dar participación de ese producto al otro consorte y en qué proporción. 

VII. La declaración terminante acerca de quién debe ser el administrador de la sociedad, expresándose con claridad las facultades que se le conceden. 

VIII. La declaración acerca de si los bienes futuros que adquieran los cónyuges durante el matrimonio pertenecen exclusivamente al adquirente, o si deben repartirse entre ellos y en qué proporción. 

IX. Las bases para liquidar la sociedad. 

Artículo 196.
Es nula la capitulación en cuya virtud uno de los consortes haya de percibir todas las utilidades, así como la que establezca que alguno de ellos sea responsable por las pérdidas y deudas comunes, en una parte que exceda a la que proporcionalmente corresponda a su capital o utilidades.

Cuando se establezca que uno de los consortes sólo debe recibir una cantidad fija, el otro consorte o sus herederos deben pagar la suma convenida, haya o no utilidad en la sociedad. 

Artículo 197.
Todo pacto que importe cesión de una parte de los bienes propios de cada cónyuge, será considerado como donación y quedará sujeto a lo prevenido en el capítulo séptimo de este título.

Artículo 198.
 No pueden renunciarse anticipadamente las ganancias que resulten de la sociedad conyugal; pero disuelto el matrimonio o establecida la separación de bienes, pueden los cónyuges renunciar a las ganancias que les correspondan. 

Artículo 199.
La sentencia que declare la ausencia de alguno de los cónyuges, modifica o suspende la sociedad conyugal en los casos señalados en esta ley.

Artículo 200.
 El abandono injustificado por más de seis meses del domicilio conyugal por uno de los cónyuges, hace cesar para él, desde el día del abandono, los efectos de la sociedad conyugal en cuanto le favorezcan; éstos no podrán comenzar de nuevo sino por convenio expreso. 

Artículo 201.
En los casos de nulidad, la sociedad se considera subsistente hasta que se pronuncie sentencia ejecutoria, si los dos cónyuges procedieron de buena fe. 

Artículo 202.
Cuando uno solo de los cónyuges tuvo buena fe, la sociedad subsistirá también hasta que cause ejecutoria la sentencia, si la continuación es favorable al cónyuge inocente; en caso contrario se considerará nula desde un principio. 

Artículo 203.
Si los dos cónyuges procedieron de mala fe, la sociedad se considera nula desde la celebración del matrimonio, o desde el otorgamiento de las capitulaciones matrimoniales si se celebraron posteriormente, quedando en todo caso a salvo los derechos que un tercero tuviere contra el fondo social. 

Artículo 204.
Si la disolución de la sociedad procede de nulidad del matrimonio, el consorte que hubiere obrado de mala fe no tendrá parte en las utilidades, las cuales se aplicarán al cónyuge inocente. 

Artículo 205.
Si los dos procedieron de mala fe, las utilidades se aplicarán a los hijos, y si no los hubiere, se repartirán en proporción de lo que cada consorte llevó al matrimonio. 

Artículo 206.
Disuelta la sociedad se procederá a formar inventario, en el cual no se incluirán el lecho, los vestidos ordinarios y los objetos de uso personal de los consortes, que serán de éstos o de sus herederos. 

Terminado el inventario, se pagarán los créditos que hubiera contra el fondo social, se devolverá a cada cónyuge lo que llevó al matrimonio  y el sobrante, si lo hubiere, se dividirá entre los dos consortes en la forma convenida.

En caso de que hubiere pérdidas, el importe de éstas se deducirá del haber de cada consorte en proporción a las utilidades que debían corresponderles, y si uno solo llevó capital, de éste se deducirá la pérdida total.  

Artículo 207.
Muerto uno de los cónyuges, continuará el que sobreviva en la posesión y administración del fondo social, con intervención del representante de la sucesión, mientras no se verifique la partición.

Artículo 208.
Todo lo relativo a la formación de inventarios y formalidades de la partición y adjudicación de los bienes, se regirá por lo que disponga el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza.  

CAPÍTULO SEXTO

De las donaciones antenupciales.

Artículo 209.
Se llaman antenupciales las donaciones que antes del matrimonio hace un contrayente al otro, cualquiera que sea el nombre que la costumbre les haya dado.

Artículo 210.
Son también donaciones antenupciales las que un extraño hace a alguno de los contrayentes, o a ambos, en consideración al matrimonio.

Artículo 211.
Las donaciones antenupciales entre contrayentes, aunque fueren varias, no podrán exceder, reunidas, de la sexta parte de los bienes del donante y en el exceso la donación será inoficiosa.

Artículo 212.
Las donaciones antenupciales hechas por un extraño, serán inoficiosas en los términos en que lo fueren las comunes.

Artículo 213.
Para calcular si es inoficiosa una donación antenupcial, tienen el contrayente donatario y sus herederos la facultad de elegir entre la época en que se hizo la donación y la del fallecimiento del donador; pero si al hacerse la donación no se formó inventario de los bienes del donador, no podrá elegirse la época en que aquélla se otorgó.

Artículo 214.
Las donaciones antenupciales no necesitan para su validez de aceptación expresa.

Artículo 215.
Las donaciones antenupciales no podrán ser revocadas por sobrevenir hijos al donante, ni por ingratitud, a no ser que el donante fuere un extraño, que la donación haya sido hecha a ambos contrayentes y que los dos sean ingratos.

Artículo 216.
Las donaciones antenupciales son revocables por el adulterio o el abandono injustificado del domicilio conyugal por parte del donatario, cuando el donante haya sido el otro cónyuge.

Artículo 217.
Los menores de dieciocho años pero mayores de quince años de edad, pueden hacer donaciones antenupciales; pero sólo con intervención de sus padres o tutores o con aprobación judicial.

Artículo 218.
Las donaciones antenupciales, quedarán sin efecto si el matrimonio dejare de efectuarse.

Artículo 219.
Son aplicables a las donaciones antenupciales las reglas de las donaciones comunes,  en todo lo que no fueren contrarias a esta sección.

CAPÍTULO SÉPTIMO

De las donaciones entre consortes

Artículo 220.
Los consortes pueden hacerse donaciones, con tal de que  no sean contrarias a las capitulaciones matrimoniales, ni perjudiquen el derecho de los ascendientes o descendientes a recibir alimentos. 

Artículo 221.
Las donaciones entre consortes pueden ser revocadas por los donantes,  mientras subsista el matrimonio, cuando exista causa justificada para ello, a juicio del juez. 

Estas donaciones no se revocarán por la superveniencia de hijos; pero se reducirán cuando sean inoficiosas, en los mismos términos que las comunes.

CAPÍTULO OCTAVO

De los matrimonios nulos.

Artículo 222.
Son causas de nulidad de un matrimonio:

I. El error acerca de la persona con quien se contrae, cuando entendiendo un cónyuge celebrar matrimonio con persona determinada, lo contrae con otra.

II. Que el matrimonio se haya celebrado concurriendo alguno de los impedimentos enumerados en el artículo 152.

III. Que se haya celebrado en contravención a lo dispuesto en los artículos  90, 91, 92, 94 y 95.

Artículo 223.
La acción de nulidad que nace del error, sólo puede deducirse por el cónyuge engañado, pero si éste no denuncia el error inmediatamente que lo advierta y no demanda la nulidad dentro de los treinta días siguientes a dicha denuncia, se tiene por ratificado el consentimiento y queda subsistente el matrimonio, a no ser que exista algún otro impedimento que lo anule.

Artículo 224.
La nulidad por falta de asistencia de los ascendientes sólo podrá alegarse por aquél o aquéllos a quienes tocaba prestar dicha asistencia, y dentro de treinta días contados desde que tengan conocimiento del matrimonio.

Artículo 225.
Cesa esta causa de nulidad:

I. Si han pasado los treinta días sin que se haya pedido.

II. Si dentro de este término, el ascendiente ha asistido expresamente en el matrimonio, o tácitamente, haciendo donación a los hijos en consideración al matrimonio, recibiendo a los consortes a vivir en su casa, presentando a la prole como legítima al Registro del Estado Familiar, o practicando otros actos que a juicio del juez sean tan conducentes al efecto, como los expresados.

Artículo 226.
La nulidad por falta de asistencia de un tutor o tutora o por falta de autorización judicial, podrá pedirse dentro del término de treinta días por el tutor o tutora; pero dicha causa de nulidad cesará si antes de que ejecutoriamente se resuelva sobre ella se obtiene la ratificación del tutor o la autorización judicial, confirmando el matrimonio.

Esta nulidad también podrá hacerla valer el o la contrayente que durante su minoría de edad haya celebrado matrimonio con una persona mayor de edad. Esta causa de nulidad cesará cuando no se haga valer dentro del plazo de seis meses contados a partir de que haya cumplido dieciocho años. 

Artículo 227.
El parentesco de consanguinidad no dispensado anula el matrimonio; pero si después se obtuviere dispensa y ambos cónyuges, reconocida la nulidad, quisieren espontáneamente reiterar su consentimiento por medio de un acta ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, quedará revalidado el matrimonio  y surtirá todos sus efectos legales desde el día en que se contrajo.

La acción que nace de esta clase de nulidad y la que dimana del parentesco de afinidad en línea recta, pueden ejercitarse por cualquiera de los cónyuges, por sus ascendientes y por el Ministerio Público.

Artículo 228.
La acción de nulidad proveniente del atentado contra la vida de alguno de los cónyuges para casarse con el que quede libre, puede ser deducida por el cónyuge víctima del atentado, por sus hijos o por el Ministerio Público, dentro del término de prescripción del delito, contado desde que se celebró el nuevo matrimonio. Si el cónyuge víctima del atentado fallece, la acción podrán deducirla o continuarla sus ascendientes o descendientes o el Ministerio Público dentro del plazo antes mencionado.

Artículo 229.
El miedo y la violencia serán causa de nulidad del matrimonio si concurren las circunstancias siguientes:

I. Que la violencia productora del miedo importe peligro de perder la vida, la honra, la libertad, la salud o una parte considerable de los bienes, o bien, que haya sido de tal grado determinante, que la víctima haya celebrado el matrimonio en contra de su sincera voluntad.

II. Que el miedo haya sido causado o la violencia hecha al cónyuge o a la persona o personas que lo tienen bajo su patria potestad o tutela al celebrarse el matrimonio; o a sus demás ascendientes, descendientes o a sus parientes colaterales dentro del segundo grado. 

III. Que uno u otra hayan subsistido al tiempo de celebrarse el matrimonio.

La acción que nace de esta causa de nulidad sólo puede deducirse por el cónyuge agraviado, dentro de un año desde la fecha en que contrajo matrimonio o desde la fecha en que haya  cesado la violencia o intimidación, si es que empezó antes de su celebración. En caso contrario, el cónyuge agraviado podrá proceder penalmente.

Artículo 230.
La nulidad que se funde en alguna de las causas expresadas en las fracciones VIII a X del artículo 152, sólo puede ser demandada por los cónyuges, dentro del término de sesenta días contados desde que se celebró el matrimonio.

Artículo 231.
Tienen derecho de demandar la nulidad a que se refiere la fracción XI del artículo 152 además del otro cónyuge,  el tutor o la tutora que lo represente, si después de celebrado el matrimonio, pierde la capacidad de ejercer sus derechos por sí mismo. 

Artículo 232.
El vínculo de un matrimonio anterior, existente al tiempo de contraerse el segundo, anula éste aunque se contraiga de buena fe, creyéndose fundadamente que el consorte anterior había muerto. La acción que nace de esta causa de nulidad puede deducirse por el cónyuge del primer matrimonio, por sus hijos o herederos, y por los cónyuges que contrajeron el segundo. No deduciéndola ninguna de las personas mencionadas, la deducirá el Ministerio Público.

Artículo 233.
La inexistencia del matrimonio que se funde en la falta de formalidades esenciales puede alegarse por los cónyuges y por cualquiera que tenga interés en probar que no hay matrimonio. También podrá declararse esa inexistencia a instancia del Ministerio Público.

Artículo 234.
No se admitirá demanda de nulidad por falta de solemnidades en el acta de matrimonio celebrado ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar, cuando a la existencia del acta se una la posesión de estado matrimonial.

Artículo 235.
El derecho para demandar la nulidad del matrimonio corresponde a quienes la ley lo concede expresamente, y no es transmisible por herencia ni de cualquiera otra manera.

Sin embargo, los herederos legítimos podrán continuar la demanda de nulidad entablada por aquél a quien heredan.

Artículo 236.
Ejecutoriada la sentencia que declare la nulidad, el juez, de oficio, enviará copia certificada de ella a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar y a la Oficial ante quien se contrajo el matrimonio para que se efectúe la anotación marginal correspondiente.

Artículo 237.
El matrimonio tiene a su favor la presunción de ser válido; sólo se considerará nulo cuando así lo declare una sentencia que cause ejecutoria.

Artículo 238.
Los cónyuges no pueden celebrar transacción ni compromiso en árbitros acerca de la nulidad del matrimonio.

Artículo 239.
El matrimonio contraído de buena fe por parte de ambos cónyuges, aunque sea declarado nulo, produce todos sus efectos en favor de los cónyuges mientras dure; y en todo tiempo, en favor de los hijos nacidos antes de la celebración del matrimonio, durante él y trescientos días después de la declaración de nulidad, si no se hubieren separado los consortes, o desde su separación en caso contrario.

Artículo 240.
Si ha habido buena fe por parte de uno solo de los cónyuges, el matrimonio produce efectos únicamente respecto de él y de los hijos.

Si ha habido mala fe de parte de ambos consortes, el matrimonio produce efectos solamente respecto de los hijos.

Artículo 241.
La buena fe se presume; para destruir esta presunción se requiere prueba plena.

Artículo 242.
Si la demanda de nulidad fuere entablada por uno solo de los cónyuges, desde luego se dictarán las medidas provisionales establecidas para los casos de divorcio.

Artículo 243.
Luego que la sentencia sobre nulidad cause ejecutoria, los padres propondrán la forma y términos del cuidado y la custodia de los hijos y el juez resolverá a su criterio de acuerdo con las circunstancias del caso.  

Artículo 244.
El juez en todo tiempo podrá modificar la determinación a que se refiere el artículo anterior, atento a las nuevas circunstancias y a lo dispuesto en los artículos 443, 461 fracción III y 466 fracción III.

Artículo 245.
Declarada la nulidad del matrimonio, se procederá a la división de los bienes comunes. Los productos repartibles, si los dos cónyuges hubieren procedido de buena fe, se dividirán entre ellos en la forma convenida en las capitulaciones matrimoniales; si sólo hubo buena fe por parte de uno de los cónyuges, a éste se aplicarán íntegramente esos productos. Si ha habido mala fe de parte de ambos cónyuges, los productos se aplicarán en favor de los hijos y a falta de éstos, entre ambos cónyuges.

Artículo 246.
Declarada la nulidad de matrimonio, se observarán respecto de las donaciones antenupciales, las reglas siguientes:

I. Las hechas por un tercero a los cónyuges podrán ser revocadas.

II. Las que hizo el cónyuge inocente al culpable quedarán sin efecto y las cosas que fueron objeto de ellas se devolverán al donante con todos sus productos.

III. Las hechas al inocente por el cónyuge que obró de mala fe quedarán subsistentes.

IV. Si los dos cónyuges procedieron de mala fe, las donaciones que se hayan hecho quedarán en favor de sus hijos. Si no los tienen, no podrán hacer los donantes reclamación alguna con motivo de la liberalidad.

Artículo 247.
Si al declararse la nulidad del matrimonio la mujer estuviere encinta, se tomarán las precauciones a que se refiere el Capítulo Primero del Título Quinto del Libro Tercero del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

CAPÍTULO NOVENO

De los matrimonios ilícitos.

Artículo 248.
Es ilícito, pero no nulo, el matrimonio:

I. Cuando se ha contraído estando pendiente la decisión de un impedimento que sea susceptible de dispensa.

II. Cuando no se ha otorgado la previa dispensa que requiere el artículo 155 y cuando se celebre sin que hayan transcurrido los términos fijados en el artículo 154.

Artículo 249.
Los que infrinjan el artículo anterior, así como los que siendo mayores de edad contraigan matrimonio con un menor de edad sin asistencia de quien ejerza la patria potestad sobre él o ella, del tutor o autorización del juez, en sus respectivos casos, y los que autoricen esos matrimonios, incurrirán en las penas que establezca el Código Penal.

CAPÍTULO DÉCIMO

Del divorcio.

Artículo 250.
El divorcio disuelve el vínculo matrimonial y deja a los cónyuges en aptitud de contraer otro. 

Cualquiera de los cónyuges o ambos, podrán solicitar el divorcio ante la autoridad judicial y manifestar su voluntad de no querer continuar con el matrimonio, sin que sea necesario señalar la causa por la cual se solicita. 

Cuando el divorcio sea solicitado por cónyuges que tengan por lo menos un hijo o hija, el juez les informará del derecho que el Estado les otorga de tomar terapias de pareja con un psicólogo especialista del Consejo de Familia. En caso de aceptar tomar la terapia, el Juez ordenará la suspensión del procedimiento. Si cualquiera de los cónyuges manifiesta su voluntad de continuar con el divorcio, el juez ordenará la continuación del procedimiento. 

Pasado un año de haber decretado la suspensión sin que cualquiera de los cónyuges solicite la continuación del procedimiento, el juez decretará el sobreseimiento, dejando a salvo los derechos de ambos cónyuges. 

Artículo 251.
El cónyuge que desee promover el juicio de divorcio deberá acompañar a su solicitud la propuesta de convenio para regular las consecuencias inherentes a la disolución del vínculo matrimonial. 

La propuesta de convenio de divorcio deberá contener, por lo menos, los siguientes requisitos: 

a)
La designación de la persona que tendrá la guarda y custodia de los hijos menores de edad o de los mayores de edad que requieran de asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica; 

b)
Las modalidades bajo las cuales el progenitor, que no tenga la guarda y custodia, ejercerá el derecho de convivencia; 

c)
El modo de subvenir las necesidades de los hijos y, en su caso, del cónyuge a quien deba darse alimentos, tanto durante el procedimiento como después de decretarse el divorcio, así como las medidas correspondientes en caso de que la mujer se encuentre encinta. Deberá precisarse la forma, lugar y fecha del pago de la obligación alimentaria, así como la garantía para asegurar su cumplimiento; 

d)
La designación de la persona a quien corresponderá la posesión y disfrute del domicilio conyugal o común, y en su caso, del menaje de la casa; además deberá señalarse el tiempo que durará ese derecho. 

e)
El nombramiento del administrador de los bienes de la sociedad conyugal durante el procedimiento y hasta que se liquide, así como la forma y bases de liquidarla, exhibiendo para ese efecto, en su caso, las capitulaciones matrimoniales, el inventario, avaluó y el proyecto de división. 

f)
Los términos de la compensación a que se refiere el artículo 256 de esta Ley. 

Artículo 252.
Los cónyuges que hayan solicitado el divorcio podrán reunirse de común acuerdo en cualquier tiempo hasta antes de que se decrete el divorcio. 

La reconciliación denunciada por ambos cónyuges, previa su ratificación judicial, pondrá término al procedimiento de divorcio. 

Artículo 253.
Manifestada la voluntad de divorciarse y satisfechos los requisitos que establezca el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza la autoridad judicial decretara la disolución del vínculo matrimonial, observando lo dispuesto por el artículo 107 de esta Ley. 

En virtud del divorcio, los cónyuges  recobrarán su entera capacidad para contraer nuevo matrimonio o para acreditar un concubinato. 

Artículo 254.
Las acciones y pretensiones derivadas del matrimonio relativas a la situación de hijos menores de edad o mayores de edad que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, al derecho de alimentos o al régimen patrimonial adoptado en el matrimonio, que sean consecuencia de la disolución del vínculo, se resolverán en el mismo procedimiento de divorcio. 

Artículo 255.
Si así se solicita, el juez que decrete el divorcio resolverá sobre el pago de alimentos a favor del cónyuge que, teniendo la necesidad de recibirlos durante el matrimonio, se haya dedicado preponderantemente a las labores del hogar, al cuidado de los hijos o esté imposibilitado para trabajar y carezca de bienes que produzcan frutos, sin perjuicio de la acción compensatoria prevista en la disposición siguiente. 

El juez tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del cónyuge divorciado se extingue cuando el acreedor contraiga nuevas nupcias, se le reconozca el concubinato, celebre pacto civil de solidaridad o haya transcurrido un término igual a la duración del matrimonio. 

Artículo 256.
Cuando uno de los cónyuges en un matrimonio celebrado bajo el régimen de separación de bienes, se hubiere dedicado preponderantemente al cuidado de los hijos o al desempeño del trabajo del hogar, podrá reclamar una compensación pecuniaria que no podrá exceder del cincuenta por ciento del valor de los bienes que se hubieren adquirido durante el matrimonio. 

El juzgador que conozca de la reclamación resolverá atendiendo a las circunstancias de cada caso. 

Artículo 257.
El cónyuge que estime haber sufrido daño moral o afectación en los derechos de la personalidad con motivo y por el tiempo que estuvo unido en matrimonio, podrá ejercer la acción prevista en el artículo 1895 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en contra de quien fue su cónyuge o concubino. 

Se presumirá el daño moral y, por tanto, habrá lugar a la indemnización, además de los casos previstos en el párrafo segundo del artículo de referencia, cuando un cónyuge o concubino: 

I. 
Cometa delito doloso que merezca pena corporal en perjuicio del otro cónyuge, concubino o de sus hijos menores de edad o mayores de edad que requieran asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

II. 
Ejerza violencia o intimidación en el seno del hogar común. 

III.
Oculte deliberadamente padecer sífilis, síndrome de inmunodeficiencia adquirida, tuberculosis, enfermedad crónica e incurable que sea, además, contagiosa y hereditaria.  

Artículo 258.
El divorcio administrativo procede cuando habiendo transcurrido un año o más de la celebración del matrimonio, los cónyuges mayores de edad convienen en divorciarse, no tengan hijos o teniéndolos sean mayores de edad y no requieran alimentos ellos o alguno de los cónyuges, que la mujer no esté embarazada y se haya liquidado previamente la sociedad conyugal si el matrimonio se contrajo bajo ese régimen. Los cónyuges se presentarán ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar de su domicilio y exhibirán su solicitud por escrito, de la cual levantará acta el funcionario y los citará en un término de quince días para que se presenten a ratificarla.

Una vez ratificada, la persona encargada del Registro del Estado Familiar los declarará divorciados, levantará el acta correspondiente y hará las anotaciones en el acta de matrimonio respectiva.

No surtirá efectos legales el divorcio administrativo, si se comprueba que los cónyuges, tienen hijos menores de edad o mayores de edad que requieren de asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica, o si alguno de los cónyuges requiere alimentos, o la sociedad conyugal no está liquidada; además, se harán acreedores a la sanción a que haya lugar.

Artículo 259.
La acción prevista en el artículo anterior podrá reclamarla el cónyuge afectado en el mismo juicio de divorcio o en juicio destacado ante el juez de lo familiar, siempre y cuando los hechos hayan acontecido dentro del año inmediato anterior a la reclamación. 

Si la afectación se produce en perjuicio de  menores de edad o de personas que requieren de asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica, la acción podrá ser promovida por sus representantes legales o el Ministerio Público en cualquier momento y por los propios hijos que tengan doce años de edad cumplidos o más, o por quien requiera de asistencia para ejercer sus derechos, en términos de lo dispuesto en los artículos 37 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y 13 de la presente Ley.

Artículo 260.
La muerte de uno de los cónyuges antes de la declaración de disolución del vínculo matrimonial pone fin al juicio de divorcio, y los herederos del de cujus tienen los mismos derechos y obligaciones que tendrían si no hubiese existido dicho juicio. 

Si la muerte ocurre después de la referida declaración, el juicio seguirá su curso por los herederos solo por lo que hace a los derechos y obligaciones transmisibles por sucesión. 

Artículo 261.
La resolución que fije la situación de los hijos menores de edad o mayores que requieran de asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica, deberá contener las siguientes disposiciones: 

I. 
Todo lo relativo a los derechos inherentes a la guarda y custodia, así como a las obligaciones de crianza y el derecho de los hijos a convivir con ambos progenitores y sus familias, atendiendo en todo momento al interés de los hijos y a la aptitud física y moral de los padres, a cuyo efecto deberá oír a estos y a los hijos, y en caso de estimarlo necesario a los abuelos, tíos o hermanos mayores;  

II. 
Todas las medidas necesarias para protegerlos de actos de violencia familiar o cualquier otra circunstancia que lastime u obstaculice su desarrollo armónico y pleno. 

III. 
La determinación y aseguramiento de los alimentos que los ex cónyuges tienen obligación de contribuir, en proporción a sus bienes o ingresos, a favor de los hijos, incluyendo el caso de que la mujer se encuentre encinta. 

IV. 
Para el caso de los mayores sujetos a la tutela de alguno de los ex cónyuges, las medidas a que se refiere este articulo para su protección. 

V. 
Las demás que sean necesarias para garantizar el bienestar, el desarrollo, la protección y el interés de los hijos menores de edad. 

Artículo 262.
La resolución que determine lo referente al régimen patrimonial del matrimonio deberá contener las siguientes disposiciones: 

I. 
Lo relativo a la división de los bienes y las precauciones necesarias para asegurar las obligaciones que queden pendientes entre los ex cónyuges o con relación a los hijos. 

II. 
Lo referente a la compensación que prevé el artículo 256 de esta ley, atendiendo a las circunstancias especiales de cada caso, si hubiere desacuerdo sobre su procedencia y términos. 

Artículo 263.
Procede el divorcio administrativo cuando se satisfagan los siguientes requisitos: 

a. 
Ambos cónyuges convengan en divorciarse y sean mayores de edad; 

b. 
Hayan liquidado la sociedad conyugal de bienes, si están casados bajo este régimen patrimonial; 

c. 
La cónyuge no esté embarazada, y  

d. 
No tengan hijos en común, o teniéndolos, sean mayores de edad y estos o alguno de los cónyuges no requieran alimentos. 

La persona encargada del Registro del Estado Familiar, previa identificación de los cónyuges, levantará acta en que hará constar la solicitud de divorcio y citará a estos para que la ratifiquen a los quince días. Si los cónyuges la ratifican, el Oficial los declarará divorciados y hará la anotación marginal correspondiente en la de matrimonio. 

Si se comprueba que los cónyuges no cumplen con los supuestos exigidos, procede la nulidad del divorcio así obtenido. 

Artículo 264.
Cualquiera de los cónyuges podrá solicitar que se suspenda su obligación de cohabitar con el otro cuando él o la cónyuge tenga alguno de los siguientes padecimientos: 

I. 
Cualquier enfermedad incurable que sea, además, contagiosa o hereditaria; 

II. 
Impotencia sexual irreversible, siempre y cuando no tenga su origen en la edad avanzada, o 

III.
Trastorno mental incurable, previa declaración de la necesidad de la tutela que se haga respecto del cónyuge enfermo. 

En estos casos el juez podrá decretar esa suspensión, con conocimiento de causa, quedando subsistentes las demás obligaciones derivadas del matrimonio. 

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

Del concubinato

Artículo 265.
Los concubinos tienen derechos y obligaciones recíprocos siempre que, sin impedimentos legales para contraer matrimonio, hayan vivido en común en forma constante y permanente por un período mínimo de tres años que precedan inmediatamente a la generación de derechos y obligaciones a los que alude este capítulo.   

No es necesario el transcurso del período mencionado cuando, reunidos los demás requisitos, tengan un hijo en común.  

Si con una misma persona se establecen varias uniones del tipo antes descrito, ninguna se reputará concubinato. Quien haya actuado de buena fe podrá demandar del otro una indemnización por daño moral.   

Artículo 266.
Regirán al concubinato todos los derechos y obligaciones inherentes a la familia, en lo que le fueren aplicables.   

Artículo 267.
El concubinato genera entre los concubinos derechos alimentarios y sucesorios, independientemente de los demás derechos y obligaciones reconocidos en esta ley o en otras leyes.   

Artículo 268.
Al cesar el concubinato, el concubino que carezca de ingresos o bienes suficientes para su sostenimiento, tiene derecho a una pensión alimenticia por un tiempo igual al que haya durado su convivencia. No podrá reclamar alimentos quien haya demostrado ingratitud, o viva en concubinato o contraiga matrimonio.   

El derecho que otorga este artículo podrá ejercitarse solo durante el año siguiente a la cesación del concubinato.   

CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

Del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 269. El Pacto Civil de Solidaridad es un contrato celebrado por dos personas físicas, mayores de edad, de igual o distinto sexo, para organizar su vida en común. Quienes lo celebran se considerarán compañeros civiles.

Los compañeros civiles, se deben ayuda y asistencia mutua, consideración y respeto, así como deber de gratitud recíprocos y tendrán obligación de actuar en interés común; de igual manera tendrán derecho a alimentos entre sí.

CAPÍTULO DÉCIMO TERCERO
De los Requisitos para la Celebración del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 270. Son requisitos para celebrar el pacto civil de solidaridad:

I.
Ser mayor de dieciocho años y contar plenamente con capacidad de ejercicio;

II.
Estar libre de vínculo matrimonial o de diverso pacto civil de solidaridad o similar no disuelto;

III.
Que entre los solicitantes no exista vínculo de parentesco, incluso por afinidad.

Estos requisitos no podrán, bajo ningún caso, ser dispensados. No es impedimento para celebrar el pacto que uno de los solicitantes hubiese adquirido alguna condición de transexualidad.

Artículo 271. El pacto civil de solidaridad deberá suscribirse ante el Oficial del Registro Civil, con las formalidades y requisitos previstos en el Capítulo Noveno “De las Actas del Pacto Civil de Solidaridad” del Título Tercero  “Del Registro del Estado Familiar”.

CAPÍTULO DÉCIMO CUARTO
De los Efectos del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 272. Desde la celebración del pacto civil de solidaridad, los contratantes asumen el estado civil inherente en forma personal y exclusiva, sin que importe vínculos de parentesco de ninguna clase, línea o grado con las familias de ambos, salvo en el caso de descendencia común.

Los compañeros civiles podrán fijar un domicilio común en el cual tendrán igual autoridad.

El estado adquirido como compañeros civiles, legitima a los interesados para reclamar las prestaciones que, bajo las modalidades de pensiones, disposiciones testamentarias especiales o beneficios o provechos por prestaciones sociales u otros análogos, contemplen las leyes.

Es válido el señalamiento a favor del otro que cualquiera de ellos realice, en actos y negocios a que se refiere este artículo.

Artículo 273. En todo caso, corresponderá al Juez de lo Familiar dirimir las diferencias que surjan entre los compañeros civiles, en especial en los siguientes:

I.
Establecimiento o modificación de hogar común.

II.
Obligación, monto y aseguramiento de alimentos.

III.
Administración y disposición de los bienes de la sociedad solidaria, cuando existan y demás asuntos del orden patrimonial.

El trámite para resolver estas controversias, no requerirá formalidades especiales y se aplicarán, en lo conducente, los artículos 550 a 555 del Código Procesal Civil vigente en el Estado. 

Artículo 274. En el supuesto de que el Pacto Civil de Solidaridad se celebre entre personas de distinto sexo, se presumen hijos del compañero civil varón:

I.
Los nacidos de la mujer que tenga el carácter de compañera civil, durante el pacto civil de solidaridad.

II.
Los nacidos de la mujer que tenga el carácter de compañera civil, dentro de los trescientos días siguientes a la disolución del pacto.

Resultan aplicables en lo conducente, para estas presunciones, los artículos 333 a 380, de esta ley. 

Artículo 275. Es nulo el pacto civil de solidaridad celebrado sin observar algunos de los requisitos establecidos por el artículo 270. La nulidad es absoluta y si existe engaño o dolo, el afectado tendrá derecho a la indemnización a que se refiere el artículo 1895 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Es nulo igualmente, el pacto civil de solidaridad, cuando una de las partes al celebrarlo oculte deliberadamente al otro, padecer alguna de las enfermedades señaladas en el artículo 125, fracción III. En este caso, procede igualmente la indemnización por daños y perjuicios y daño moral, independientemente de las sanciones y condenas de índole penal. Esta nulidad prescribe en dos años a partir de que se conozca el padecimiento.

En caso de error en la identidad de la persona contratante, la nulidad es relativa y debe reclamarse dentro del año siguiente a la fecha en que se tenga conocimiento del error.

Es responsable solidario por el pago de estas prestaciones quien, a sabiendas o dolosamente, contribuya, auxilie o ponga una condición necesaria para la celebración de un pacto civil de solidaridad afectado de nulidad.

Artículo 276. En caso de muerte de uno de los compañeros civiles causada por la acción de un tercero, el supérstite estará legitimado activamente para exigir la reparación de los perjuicios patrimoniales y morales sufridos, según las reglas generales de la responsabilidad extracontractual, ya en la vía civil o penal.

CAPÍTULO DÉCIMO QUINTO
Del Régimen Patrimonial del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 277. El régimen patrimonial del pacto civil de solidaridad podrá ser el de separación de bienes o el de sociedad solidaria.

Para establecer el régimen de sociedad solidaria, es indispensable el otorgamiento de capitulaciones solidarias. Cuando los contratantes omitieren otorgar capitulaciones respectivas, se entenderá, por disposición de la ley, que el pacto civil de solidaridad se celebra bajo el régimen de separación de bienes. 

Los compañeros civiles, después de celebrado el pacto civil de solidaridad pueden,  cambiar el régimen de separación de bienes por el de sociedad solidaria y viceversa

Artículo 278. Para la constitución del régimen patrimonial dentro del pacto civil de solidaridad en sus modalidades, capitulaciones, requisitos de éste, formalidades, administración, terminación y demás, serán aplicables, en lo conducente, los artículos 173, 175, 176, 177 y 180 y el Capítulo Tercero del Título Cuarto de esta Ley.

CAPÍTULO DÉCIMO SEXTO
De la Terminación del Pacto Civil de Solidaridad

Artículo 279. El pacto civil de solidaridad termina:

I.
Por mutuo acuerdo;

II.
Por acto unilateral,  mediante aviso indubitable o fehaciente de terminación del pacto civil de solidaridad, dado judicialmente o ante notario público; 

III.
Por la muerte de cualquiera de los compañeros civiles;

IV.
Por declaración de Nulidad.

Artículo 280. En el caso de la fracción I del artículo anterior, la terminación del pacto será realizado ante el titular de la Oficialía del Registro Civil donde se celebró, con las formalidades previstas en la presente ley.

Si existe régimen patrimonial de sociedad solidaria, deberán justificar su liquidación ante el propio titular de la Oficialía del Registro Civil, que haga constar la disolución.

Artículo 281. Si la terminación es por acto unilateral, dentro de los quince días siguientes a la diligencia de aviso indubitable, el compañero civil interesado acudirá ante el Oficial del Registro Civil y con el acta fehaciente del aviso de terminación  y la constancia de liquidación de la sociedad solidaria, si la hubiese, se procederá a levantar el acta en el Registro Civil.  La terminación del Pacto Civil de Solidaridad  producirá efectos a partir de la fecha del acta del Registro Civil.

La omisión de presentar el aviso de terminación ante el Oficial del Registro Civil en el plazo señalado, dejará sin efectos el aviso otorgado y subsistirá el pacto civil de solidaridad hasta nuevo aviso conforme al primer párrafo del presente artículo. 

No procederá la terminación por acto unilateral, en los casos de incapacidad declarada de uno de los compañeros civiles o que por su situación de desventaja física, enfermedad incurable o cualquier otra análoga, necesite atención o cuidados especiales o esté impedido para proveer por sí mismo su subsistencia, salvo el caso de que se haya fijado y asegurado pensión alimenticia.

Artículo 282. Cuando el pacto civil de solidaridad termine por mutuo acuerdo o por acto unilateral, el compañero civil que estime haber sufrido daño o afectación en los derechos de la personalidad, con motivo o por el tiempo que estuvo unido por el contrato, podrá ejercer la acción prevista en el artículo 1895 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en contra de quien fue su compañero civil.  

Se presumirá el daño moral y por tanto habrá lugar a la indemnización a favor del afectado, además de los casos previstos en el artículo de referencia, cuando: 

I.
Por haber cometido delito que merezca pena corporal en perjuicio del compañero civil.

II.
Se ejerza violencia o intimidación en el seno del hogar común.

III.
Se ejerza violencia o intimidación hacia los ascendientes, descendientes, parientes colaterales dentro del cuarto grado.

IV.
Cuando se termine el pacto civil de solidaridad porque uno de los compañeros civiles hubiese estado unido en matrimonio o Pacto Civil de Solidaridad anteriores y no disuelto.

V.
Cuando se oculte deliberadamente, al celebrar el pacto, padecer alguna de las enfermedades señaladas en al artículo 125, fracción III, y se pida la Nulidad.

La acción para exigir la responsabilidad prevista en este artículo durará un año a partir de que se disuelva el pacto civil de solidaridad.

Artículo 283. Será competente para conocer todas las cuestiones relativas al pacto civil de solidaridad mencionadas en este Título el juez del domicilio de cualquiera de los compañeros civiles o del lugar en que se celebró el pacto o aquel en que se haya establecido el domicilio común.

TÍTULO QUINTO

DEL PARENTESCO Y DE LOS ALIMENTOS

CAPÍTULO PRIMERO

Del parentesco

Artículo 284.
La ley sólo reconoce los parentescos de consanguinidad y afinidad. 

Artículo 285.
El parentesco de consanguinidad es el que existe entre personas que descienden de un mismo progenitor. 

También se da parentesco por consanguinidad, entre el hijo producto de reproducción asistida y la pareja, o sólo la mujer, que hayan procurado el nacimiento para atribuirse el carácter de progenitores o progenitora. Fuera de este caso, la donación de células germinales no genera parentesco entre el donante y el hijo producto de la reproducción asistida.

Tampoco se generará parentesco por consanguinidad entre la mujer gestante, y en su caso el cónyuge de ésta,  y el hijo producto de la maternidad subrogada.

En el caso de la adopción, se equiparará al parentesco por consanguinidad aquél que existe entre el adoptado, el adoptante, los parientes de éste y los descendientes de aquél, como si el adoptado fuera hijo consanguíneo.

Artículo 286.
El parentesco de afinidad, es el que se contrae por matrimonio o concubinato, entre los cónyuges o concubinos y los parientes del otro.  

Disuelto el matrimonio o el concubinato, desaparece el parentesco por afinidad en la línea colateral; pero subsiste en la línea recta en todos los casos en que la ley se refiera a tal parentesco.

Artículo 287.
La adopción plena confiere una filiación que sustituye a la de origen. El adoptado deja de pertenecer a su familia natural y se extingue el parentesco con los integrantes de ésta, así como todos sus efectos jurídicos, excepción hecha de los impedimentos para contraer matrimonio. El adoptado tiene en la familia del adoptante los mismos derechos y obligaciones de un hijo y los impedimentos matrimoniales se extienden a la familia del adoptante. 

Artículo 288.
Cada generación forma un grado, y la serie de grados constituye lo que se llama línea de parentesco.

Artículo 289.
La línea es recta o transversal: la recta se compone de la serie de grados entre personas que descienden unas de otras: la transversal, llamada también colateral, se compone de la serie de grados entre personas que, sin descender unas de otras, proceden de un progenitor o tronco común.

Artículo 290.
La línea recta es ascendente o descendente: ascendente es la que liga a una persona con su progenitor o tronco de que procede; descendente es la que liga al progenitor con los que de él proceden.  La misma línea es, pues, ascendente o descendente, según el punto de partida y la relación a la que se atiende.

Artículo 291.
En la línea recta los grados se cuentan por el número de generaciones o por el de las personas excluyendo al progenitor.

Artículo 292.
En la línea transversal los grados se cuentan por el número de generaciones, subiendo por una de las líneas y descendiendo por la otra; o por el número de personas que hay de uno a otro de los extremos que se consideran, excluyendo la del progenitor o tronco común.

CAPÍTULO SEGUNDO

De los alimentos

Artículo 293.
Para los efectos legales se entiende por alimentos: la alimentación y nutrición, el vestido, la habitación, la atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, la asistencia médica y terapéutica en casos de enfermedad y la recreación. Respecto de los niños y niñas los alimentos comprenden los gastos necesarios para la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior del alimentista, su recreación y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión honestos y adecuados a sus circunstancias personales.

Artículo 294.
La obligación de dar alimentos es recíproca.  El que los da tiene a su vez el derecho de pedirlos. El derecho a recibir alimentos es personalísimo y en consecuencia es intransmisible e inembargable. La obligación alimentaria es igualmente personalísima.

Artículo 295.
El derecho de recibir alimentos no es renunciable ni puede ser objeto de transacción, excepción hecha sobre las cantidades que ya sean debidas, respecto de las cuales podrá haber transacción.

Artículo 296.
La obligación de dar alimentos es imprescriptible. En los juicios de paternidad, la pensión alimenticia debe retrotraerse a la fecha de nacimiento del niño o la niña, si se acredita que el padre tuvo conocimiento del embarazo de la madre y se negó a reconocer a su hijo o hija. Si la madre actuó de mala fe o impidió que el padre reconociera a su hijo o hija, la pensión alimenticia de meses vencidos se pagará a partir de la presentación de la demanda correspondiente.

Artículo 297.
Los alimentos han de ser proporcionales a la posibilidad del que debe darlos y a las necesidades del que debe recibirlos. Determinados por convenio o sentencia, los alimentos tendrán un incremento automático mínimo equivalente al aumento porcentual del salario mínimo general diario vigente en el Estado, salvo que el deudor alimentario demuestre que sus ingresos no aumentaron en igual proporción. En este caso, el incremento en los alimentos se ajustará al que realmente hubiese obtenido el deudor. Estas prevenciones deberán expresarse siempre en la sentencia o convenio correspondiente.

Cuando no sean comprobables el salario o los ingresos del deudor alimentario, el Juez de lo Familiar resolverá con base en la capacidad económica y nivel de vida que el deudor y sus acreedores alimentarios hayan llevado en los dos últimos años.

Artículo 298.
Si fueren varios los que deben dar los alimentos y todos tuvieren posibilidad para hacerlo, el juez repartirá el importe entre ellos, en proporción a sus haberes.

Artículo 299.
Si sólo algunos tuvieren posibilidad, entre ellos se repartirá el importe de los alimentos; y si uno solo  la tuviere, él cumplirá únicamente la obligación.

Artículo 300.
Los cónyuges y concubinos deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente esta obligación en los casos de divorcio y en los demás que ella señale.

Los compañeros civiles deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente esta obligación en los casos de terminación del pacto civil de solidaridad y en los demás que ella señale.

Los convivientes, deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente la obligación en caso de terminación de la sociedad.  

Artículo 301.
Las parejas estables coexistentes con el matrimonio y el concubinato, tienen la obligación recíproca de darse alimentos cuando concurran las siguientes circunstancias:

I.
Que la relación de pareja esté fundada en la afectividad, el consentimiento y la solidaridad libremente aceptada; 

II.
Que tengan una relación de convivencia estable aunque concurran, con respecto al deudor alimentista, diversas formas de convivencia como el matrimonio o el concubinato; y

III.
Que se acredite que existe dependencia económica.

Artículo 302.
Los padres están obligados a dar alimentos a sus hijos menores de edad. 

Respecto de los hijos mayores de edad, subsiste la obligación por el tiempo que sea necesario en el caso de que se encuentren imposibilitados para trabajar y carecieren de bienes suficientes para satisfacer sus necesidades alimenticias o cuando estén cursando una carrera profesional o técnica, considerada como tal por la Secretaría de Educación Pública, con calificaciones finales en el ciclo escolar que le permitan continuar sus estudios y permanecer en la misma institución educativa, y cuyo nivel académico sea acorde a su edad e historial educativo, considerado este desde el momento en que inició su educación preescolar. 

 A falta o por imposibilidad de los padres, la obligación recae en los demás ascendientes por ambas líneas que estuvieren más próximos en grado.

Artículo 303.
Los hijos están obligados a dar alimentos a los padres. A falta o por imposibilidad de los hijos, lo están los descendientes más próximos en grado.

Artículo 304.
A falta o por imposibilidad de los ascendientes o descendientes, la obligación recae en los hermanos por ambas líneas, en defecto de éstos, en los que fueren solamente por uno de ellas.  

Faltando los parientes a que se refieren las disposiciones anteriores, tienen obligación de ministrar alimentos los parientes colaterales dentro del cuarto grado.

Los hermanos y demás parientes colaterales a que se refiere el artículo anterior, tienen obligación de dar alimentos a los menores de edad, mientras éstos llegan a la edad de dieciocho años o durante el tiempo que sea necesario cuando estén cursando una carrera profesional o técnica, considerada como tal por la Secretaría de Educación Pública, con calificaciones finales en el ciclo escolar que le permitan continuar sus estudios y permanecer en la misma institución educativa, y cuyo nivel académico sea acorde a su edad e historial educativo, considerado este desde el momento en que inició su educación preescolar. También deben alimentar a sus parientes, dentro del grado mencionado, que padezcan alguna deficiencia en sus funciones o estructuras corporales, que sea de tal grado que les impida obtener alimentos por sus propios medios.

Artículo 305.
El adoptante y el adoptado y sus respectivos descendientes, así como los ascendientes de los adoptantes, tienen obligación de darse alimentos en los términos de los artículos que anteceden. 

Artículo 306.
Tienen acción para pedir el aseguramiento de los alimentos:

I. El acreedor alimentario de doce años de edad cumplidos, en adelante.

II. El ascendiente que le tenga bajo su custodia o patria potestad.

III. El tutor o la tutora.

IV. Los hermanos y demás parientes colaterales dentro del cuarto grado.

V. El Ministerio Público.

VI. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.

Artículo 307.
El aseguramiento podrá consistir en hipoteca, prenda, fianza, depósito de cantidad bastante a cubrir los alimentos o cualquiera otra forma de garantía suficiente a juicio del juez.

Artículo 308.
Si las personas a que se refieren las fracciones II, III y IV del artículo 306 no pueden representar al acreedor alimentario en el juicio en el que se pida el aseguramiento de alimentos, se nombrará por el juez un tutor o tutora interina.

Artículo 309.
El tutor o la tutora interina dará garantía por el importe anual de los alimentos. Si administrare algún fondo destinado a ese objeto, por él dará  la garantía legal.

Artículo 310.
El obligado a dar alimentos cumple la obligación asignando una pensión competente al acreedor alimentario, o incorporándolo a la familia. Si el acreedor se opone a ser incorporado, compete al juez, según las circunstancias, fijar la manera de ministrar los alimentos.

Artículo 311.
El deudor alimentista no podrá pedir que se incorpore a su familia el que debe recibir los alimentos, cuando se trate de un cónyuge divorciado que reciba alimentos del otro, y cuando haya inconveniente legal para hacer esa incorporación.

Artículo 312.
La obligación de dar alimentos no comprende la de proveer de capital a los hijos para ejercer el oficio, arte o profesión a que se hubieren dedicado.

Artículo 313.
El incumplimiento injustificado de la obligación alimentaria, así como el disimulo, la ocultación de bienes o cualquier otra maniobra para eludirlo, se sancionará conforme a las prescripciones del Código Penal.

Aquella persona que incumpla con la obligación alimentaria por un periodo de tres meses consecutivos o no, será calificado como deudor alimentario moroso, por lo que el Juez de lo Familiar ordenará al Registro del Estado Familiar su inmediata inscripción en el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos. Esta misma facultad tendrá la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia cuando el incumplimiento derive de un convenio de mediación o conciliación celebrado ante su personal.

La cancelación de la inscripción señalada en el párrafo anterior, únicamente será procedente si el deudor alimentario moroso acredita ante la autoridad judicial o la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, que han sido cubiertos en su totalidad los adeudos que la motivaron.

Ocurrido lo anterior, la autoridad judicial o la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, según corresponda, ordenará al Registro del Estado Familiar la cancelación de la inscripción a la que hace referencia el segundo párrafo de este artículo.

Artículo 314.
Los patrones, administradores, gerentes de empresas, directores y jefes de oficinas y, en general todas aquellas personas que por razón de su cargo público o privado estén en condiciones de proporcionar informes a la autoridad judicial sobre la capacidad económica de los deudores alimentistas, están obligados a suministrar los datos que se les requieran y de no hacerlo en la forma y términos solicitados, incurrirán en una multa de veinte a cien días de salario mínimo general vigente en el Estado, que se duplicará en caso de reincidencia, sin perjuicio de la sanción penal en que pudieran incurrir.

Artículo 315.
Las personas a que se refiere el artículo anterior responderán, además, solidariamente con los obligados directos, de los daños y perjuicios que causen al acreedor alimentista por sus informes falsos o por sus omisiones.

Artículo 316.
Quienes se resistan a acatar las órdenes judiciales de descuento, o auxilien al obligado a ocultar o disimular sus bienes o a eludir de cualquier otro modo el cumplimiento de las obligaciones en materia de alimentos, serán sancionados con doble pago.

Artículo 317.
Cuando el deudor alimentario no estuviere presente o estándolo rehusare entregar lo necesario para los alimentos de los miembros de su familia con derecho a recibirlos, se hará responsable de las deudas que éstos contraigan para cubrir esa exigencia, pero sólo en la cuantía estrictamente necesaria para ese objeto y siempre que no se trate de gastos de lujo.

Artículo 318.
El cónyuge que se haya separado del otro, sigue obligado a cumplir con los gastos a que se refiere el artículo 161. En tal virtud, el que no haya dado lugar a ese hecho, podrá pedir al Juez de lo Familiar del lugar de su residencia, que obligue al otro a que le ministre los gastos por el tiempo que dure la separación en la misma proporción que lo venía haciendo hasta antes de aquélla, así como también satisfaga los adeudos contraídos en los términos del artículo anterior. Si dicha proporción no se pudiera determinar, el juez, según las circunstancias del caso, fijará la suma mensual correspondiente y dictará las medidas necesarias para asegurar su entrega y lo que ha dejado de cubrir desde que se separó.

Artículo 319.
Cuando sin consentimiento del obligado a prestar alimentos los diese un extraño, éste tendrá derecho a reclamar de aquél su importe, a no ser que conste que los dio con ánimo de hacer un acto de liberalidad.

Artículo 320.
Los gastos funerarios proporcionados a la condición de los familiares del difunto y a los usos de la localidad, deberán ser satisfechos al que los haga, aunque el difunto no hubiese dejado bienes, por aquéllos que hubieren tenido la obligación de alimentarlo en vida.

Artículo 321.
En cuanto a los alimentos a que se refiere el artículo 319, si la persona que los presta lo hace  periódicamente, la prescripción de la acción que de ellos dimane se realizará de manera escalonada, según lo establece esta ley para la prescripción de las prestaciones periódicas.

Artículo 322.
Se suspende la obligación de dar alimentos:

I. Cuando el que la tiene carece de medios para cumplirla.

II. Cuando el alimentista deja de necesitar los alimentos.

III. Cuando la necesidad de los alimentos dependa de la conducta viciosa o de la falta de aplicación al trabajo del alimentista, mientras subsistan estas causas. 

IV. Si el alimentista, sin consentimiento del que debe dar los alimentos, abandona la casa de éste por causas injustificadas.

Artículo 323.
Cesa la obligación de dar alimentos en caso de injuria, falta o daño grave inferidos por el alimentista contra el que debe prestarlos, o cuando aquél llega a la mayor edad si no está en los casos de excepción.

Artículo 324.
En materia de alimentos, las resoluciones judiciales, provisionales o no, pueden modificarse cuando cambien las circunstancias de la situación de hecho que las determinaron.

CAPÍTULO TERCERO

Del Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos.

Artículo 325.
En el Registro Estatal de Deudores Alimentarios Morosos se harán las inscripciones a que se refiere el artículo 313 de esta Ley. Dicho Registro deberá contener la siguiente información:

I. Nombre, apellidos y Clave Única del Registro de Población del deudor alimentario moroso;

II. Nombre del acreedor o acreedores alimentarios;

III. Datos del acta que acrediten el vínculo entre deudor y acreedor alimentario, en su caso;

IV. Cantidad del adeudo alimentario a la fecha de su inscripción;

V. Órgano jurisdiccional o administrativo que ordena el registro; y

VI. Datos del expediente, causa jurisdiccional o convenio de medicación o conciliación del que deriva su inscripción.

Artículo 326.
La constancia a que se refiere el artículo 42 de esta Ley contendrá lo siguiente:

I. Nombre, apellidos y Clave Única de Registro de Población del deudor alimentario moroso;

II. Número de acreedores alimentarios;

III. Monto de la obligación adeudada al momento de su expedición;

IV. Órgano jurisdiccional o administrativo que ordenó el registro; y

V. Datos del expediente, causa jurisdiccional o convenio de mediación o conciliación del que deriva su inscripción.

La constancia a que hace referencia este artículo, deberá ser expedida en un plazo máximo de tres días hábiles contados a partir de la fecha de solicitud respectiva.

TÍTULO SEXTO

DE LA FILIACIÓN

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 327.
La filiación confiere e impone a los hijos y a los padres, respectivamente, los derechos, deberes y obligaciones establecidos por la ley.  

Artículo 328.
Los descendientes, cualquiera que sea su estado, edad y condición, deben respeto y consideración a sus ascendientes.

Artículo 329.
La ley no hace ninguna distinción en los derechos de los hijos.

El Registro del Estado Familiar en la expedición de certificados de nacimiento omitirá todo dato personal que atente contra la dignidad humana.

Artículo 330.
El Estado a través de la autoridad y organismo que la ley señale, debe instruir sobre los derechos inherentes a la filiación, a quienes hayan llegado a la pubertad.

Artículo 331.
La filiación resulta:

I. Del nacimiento o la reproducción humana asistida.

II. De las presunciones legales.

III. Del reconocimiento.

IV. De la adopción.

V. De una sentencia que la declare.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la filiación que resulta del nacimiento.

Artículo 332.
Se presumen hijos del esposo:

I. Los nacidos de la esposa durante el matrimonio.

II. Los nacidos de la esposa dentro de los trescientos días siguientes a la disolución del matrimonio.

Artículo 333.
Contra las presunciones establecidas por el artículo 332, se puede ejercer la acción de desconocimiento de la paternidad, sí al marido se le ocultó el nacimiento, si es estéril, salvo el caso de fecundación asistida, si demuestra que le fue físicamente imposible o que no tuvo acceso carnal con su esposa en los primeros ciento veinte días de los trescientos que han precedido al nacimiento o si ésta mantuvo alguna relación con otra persona en la que se presuma que hubo contacto sexual.

Artículo 334.
Mientras el marido viva, únicamente él podrá reclamar contra la filiación del hijo favorecido por las presunciones establecidas en el artículo 332.

Artículo 335.
El marido podrá desconocer al hijo nacido después de trescientos días contados desde que, judicialmente y de hecho, tuvo lugar la separación provisional prescrita para los casos de divorcio y nulidad, así como en el caso de separación de cuerpos ordenada judicialmente, conforme lo establecido en el artículo 261 de esta ley; pero la mujer, el hijo, la hija o el tutor de estos pueden sostener en tales casos que el marido es el padre.

Artículo 336.
El marido podrá ejercitar también la acción de desconocimiento de la paternidad aun cuando no hayan transcurrido los trescientos días de la separación provisional, si para la fecha en que concluyó la separación de los cónyuges, ya habían transcurrido los ciento veinte primeros días de los trescientos anteriores al nacimiento.

Artículo 337.
Los herederos del marido no podrán contradecir la paternidad de un hijo de éste que se beneficie con las presunciones establecidas en las dos fracciones del artículo 332  pero podrán continuar el juicio iniciado por su causante si éste muere.

Artículo 338.
Las cuestiones relativas a la paternidad del hijo nacido después de trescientos días de la disolución del matrimonio, podrán promoverse en cualquier tiempo por la persona a quien interese esa paternidad.

Artículo 339.
Si la viuda, la divorciada o aquélla cuyo matrimonio fuere declarado nulo, contrajese nuevas nupcias dentro del período prohibido por la ley, la filiación del hijo que naciere después de celebrado el nuevo matrimonio, se establecerá conforme a las reglas siguientes:

I. Se presume que el hijo es del anterior marido, si nace dentro de los trescientos días siguientes a la disolución del anterior matrimonio y antes de ciento ochenta días de la celebración del siguiente matrimonio.

II. Se presume que es hijo del subsecuente marido si nace después de ciento ochenta días de la celebración del subsecuente matrimonio, aunque el nacimiento tenga lugar dentro de los trescientos días posteriores a la disolución del anterior matrimonio.

III. El que negare las presunciones establecidas en las dos fracciones que preceden, deberá probar plenamente la imposibilidad física de que el hijo sea del marido a quien se atribuye.

Si el hijo nace después de los trescientos días siguientes a la disolución del anterior matrimonio y antes de los ciento ochenta días contados desde la celebración del subsecuente matrimonio, no existe presunción legal alguna de paternidad.

Artículo 340.
El marido que negare cualquiera de las presunciones establecidas por las fracciones I y II del artículo 339, sea para contradecir la paternidad que se le atribuye a él, sea para contradecir la que se atribuye al otro esposo, deberá probar plenamente la imposibilidad física de que el hijo sea del marido o quien se atribuye.

Artículo 341.
Los dos artículos anteriores no son aplicables cuando las segundas nupcias se contrajeron habiéndose exhibido el certificado médico a que se refiere el artículo 154.

Artículo 342.
En todos los casos en que el marido tenga el derecho de contradecir que el nacido es hijo de su matrimonio, deberá deducir su acción dentro de sesenta días contados desde el nacimiento, si está presente; desde el día en que llegó al lugar, si estuvo ausente; desde el día en que descubrió el engaño, si se le ocultó el nacimiento o si su esposa mantuvo alguna relación con otra persona en la que se presuma que hubo contacto sexual.

Artículo 343.
Si el marido está bajo tutela, este derecho puede ser ejecutado por su tutor o tutora. Si éste no lo ejercitare podrá hacerlo el marido después de haber salido de la tutela o si tiene capacidad para ello, pero siempre en el plazo antes designado, que se contará desde el día en que tuvo conocimiento del hijo que dio a luz su esposa, o desde que se levantó la tutela si antes supo del nacimiento del hijo.

Artículo 344.
Cuando el marido teniendo o no tutor, ha muerto sin recobrar la razón, sus herederos consanguíneos hasta el cuarto grado, bien por sucesión legítima o testamentaria, pueden contradecir la paternidad en los casos en que podría hacerlo el padre.

Artículo 345.
Los herederos en el caso a que se refiere el artículo anterior, podrán contradecir la paternidad de un hijo nacido en el matrimonio o dentro de los trescientos días siguientes a la disolución del mismo, si la acción de negación de paternidad no quedó precluida para el marido, pudiendo ejercitar dichos herederos la acción precitada dentro del plazo de sesenta días contados desde aquel en que el hijo haya sido puesto en posesión de los bienes del padre, o desde que los herederos se vean turbados por el hijo en la posesión de la herencia.

Artículo 346.
El desconocimiento de un hijo de parte del marido o de sus herederos, se hará por demanda ante el juez de lo familiar. Todo desconocimiento practicado de otra manera será nulo. La sola declaración de la madre no será suficiente para tenerlo por demostrado.

La pericial biológica deberá ser decretada de oficio por el juez en beneficio del niño o niña cuya paternidad se impugne, en los casos que no hubiere sido solicitada por las partes.

Artículo 347.
En el juicio de contradicción de la paternidad serán oídos, la madre, el hijo a quien se le nombrará tutor o tutora si es menor de edad o si es mayor de edad pero requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica y el Ministerio Público.

Artículo 348.
Faltando alguna de las circunstancias a que alude el párrafo tercero del artículo 31 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, nunca ni nadie podrá entablar demanda sobre la paternidad.

Artículo 349.
La maternidad puede ser impugnada por no ser la mujer la madre del hijo que pasa por suyo.

Esta acción puede ser entablada en todo tiempo por el marido o sus herederos legítimos, por el hijo y por todo tercero que invoque interés legítimo. La mujer registrada como madre puede ejercer la acción cuando alegue suposición del parto o sustitución del nacido siempre que sea ajena a los hechos.

Artículo 350.
No puede haber sobre la filiación, ni transacción, ni compromiso en árbitros, pero sí sobre los derechos pecuniarios que de la filiación legalmente adquirida se pudieran deducir, sin que en este caso las concesiones que se hagan al que se dice hijo, importen la adquisición de estado de hijo de matrimonio.

Artículo 351.
La filiación de los hijos favorecidos por las presunciones establecidas en los artículos 332 y 339 se prueba  con la partida de nacimiento de aquéllos y el acta de matrimonio de sus padres.

Artículo 352.
La filiación puede probarse, en juicio, por la posesión de estado de hijo de las personas a quienes se señalan como padres y, en defecto de esta posesión, por todos los medios ordinarios de prueba, en los siguientes casos:

I. Cuando no haya actas de matrimonio ni de nacimiento.

II. Cuando las actas que existieren fueren:

a)
defectuosas

b)
incompletas. 

c)
declaradas judicialmente falsas.

III. Cuando en las actas existentes hubiere omisión en cuanto a los nombres o apellidos.

IV. Cuando las personas a quienes se señala como padres, hubieren vivido públicamente como marido y mujer, y por ausencia o enfermedad, no les fuere posible manifestar el lugar donde se casaron.

V. Cuando hayan fallecido las dos personas a quienes se señalan como padres.

Artículo 353.
La posesión de estado de hijo se justificará, en todo caso, demostrando por los medios ordinarios de prueba, que el hijo ha sido tratado por el presunto padre o por la familia  de éste, como hijo del primero, que ha usado constantemente el apellido del presunto padre, que éste ha proveído a su subsistencia, educación y establecimiento, y que ha sido reconocido por la comunidad como tal.

Artículo 354.
La acción que compete al hijo para reclamar su estado, es imprescriptible para él y sus descendientes.

Artículo 355.
Probada la posesión de estado de hijo, queda demostrada la filiación de éste.

Artículo 356.
La filiación de los hijos que no se benefician de las presunciones establecidas en los artículos 332 y 339, resulta, con relación a la madre, del solo hecho del nacimiento y para justificar éste, son admisibles todos los medios de prueba, pudiendo, en los juicios de intestado o de alimentos, probarse la filiación respecto a la madre dentro del mismo procedimiento.

Artículo 357.
Respecto del padre, la filiación de los hijos a que se refiere el artículo anterior, se establece por el reconocimiento o por sentencia que declare la paternidad.

Artículo 358.
Pueden reconocer a sus hijos, los que tengan la edad exigida para contraer matrimonio, más la edad del hijo que va a ser reconocido.

Artículo 359.
El menor de edad no puede reconocer a su hijo sin la asistencia del que o de los que ejerzan sobre él la patria potestad, o de la persona bajo cuya tutela se encuentre, o, a falta de éstos, o por su negativa injustificada, sin la autorización judicial.

Artículo 360.
Puede reconocerse al hijo que aún no ha nacido y al que ya murió, si dejó descendientes; pero en este último caso el que reconoce no tiene derecho a heredar por intestado al reconocido y a sus descendientes ni a recibir alimentos de éstos.

Artículo 361.
Los padres pueden reconocer, junta o separadamente, a su hijo.  

Artículo 362.
El reconocimiento hecho por alguno de los padres, puede ser contradicho por quien pretenda también ser padre o madre del reconocido. 

Artículo 363.
 El reconocimiento de un hijo es declarativo de filiación, no está sujeto a modalidades, es irrevocable, pero podrá impugnarse por el hijo y por quién tenga interés legítimo. El hijo podrá hacerlo en cualquier tiempo y los demás interesados dentro del año siguiente de haber conocido el acto de reconocimiento.

Si el reconocimiento hubiese tenido lugar en testamento, en caso de que éste se revoque, no se tendrá por revocado aquél. El reconocimiento surtirá sus efectos no obstante la nulidad del testamento por defecto de forma, siempre y cuando se trate de testamento público abierto o cerrado.

Artículo 364.
El reconocimiento de un hijo deberá hacerse de alguno de los modos siguientes:

I. En la partida de nacimiento, ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar.


II. En acta especial ante la persona encargada del Registro del Estado Familiar.

III. En el acta de matrimonio de los padres; en este caso los padres tienen el deber de hacer el reconocimiento. Este deber subsiste aunque el hijo haya fallecido al celebrarse el matrimonio, si dejó descendientes.

IV. En escritura pública.

V. En testamento.

VI. Por confesión judicial.

VII. Por declaración o afirmación incidental hecha de manera clara e inequívoca en un acto realizado con otro objeto, siempre que conste en documento público.

Artículo 365.
Cuando los padres reconozcan separadamente a un hijo, no podrán dejar constancia, en el acto del reconocimiento, del nombre de la persona con quien fue habido. Las palabras que contengan la revelación, se testarán de oficio, de modo que queden absolutamente ilegibles. Sin embargo, cuando al momento del registro se señale el nombre y el domicilio del posible progenitor, se informará a la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia para que actúe conforme a lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza.   

Se exceptúa de lo dispuesto en este artículo, el reconocimiento del hijo que no ha nacido, salvo que se trate del hijo de una mujer casada, en cuyo caso no podrá efectuarse el reconocimiento. 

Artículo 366.
La persona encargada del Registro del Estado Familiar, el Juez de Primera Instancia, en su caso, y el notario que consientan en la violación del artículo que precede, serán sancionados con la pena de destitución de empleo e inhabilitación para desempeñar otro, por un término que no sea menor de dos ni exceda de cinco años.

Artículo 367.
El cónyuge podrá reconocer al hijo habido antes de su matrimonio sin el consentimiento del otro cónyuge; pero no tendrá derecho a la guarda y custodia si en su domicilio conyugal no se garantiza la integridad física y mental del hijo, para lo cual deberá solicitarse la intervención del Juez Familiar o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, quienes deberán valorar las condiciones del entorno conyugal y familiar del padre o madre. La madre o el padre podrá tener la guarda y custodia provisional del hijo entretanto se resuelve en definitiva conforme a las disposiciones que resulten aplicables, salvo que exista un grave peligro. 

Artículo 368.
El hijo de una mujer casada sólo podrá ser reconocido como hijo por otra persona distinta al cónyuge, en cualquiera de los dos casos siguientes:  

I. Cuando el cónyuge lo haya desconocido y por sentencia ejecutoriada se haya declarado que no es hijo suyo.  

II. Cuando la madre del hijo reconocido por otra persona distinta del cónyuge, no viva con éste y acepte ella, como padre, a quien hizo el reconocimiento.  

Artículo 369.
El hijo mayor de edad no puede ser reconocido sin su consentimiento, ni el menor de edad sin la asistencia de quien ejerza la patria potestad o su tutor si tiene doce años de edad cumplidos o más, o sin el consentimiento de cualquiera de ellos, sí es menor de doce años de edad. Si no tiene tutor o tutora, el juez le nombrará especialmente uno para el caso.

Artículo 370.
Cuando los padres que no vivan juntos, reconozcan al mismo tiempo al hijo, convendrán cuál de los dos ejercerá la guarda de éste, y con quién de ellos habitará; y en caso de que no lo hicieren, el juez, oyendo a los dos progenitores, resolverá lo que creyere más conveniente a los intereses del niño o niña.  

Artículo 371.
Si el reconocimiento se efectúa sucesivamente por los padres y éstos no viven juntos, el que primero hubiere reconocido ejercerá la guarda del hijo o hija y éste habitará con él, sin perjuicio del convenio que celebren los dos progenitores y que el juez podrá modificar en beneficio del hijo o hija, oyendo tanto a éste como a aquéllos.  

Artículo 372.
Si la madre o padre contradice el reconocimiento que alguien haga de un hijo o hija que reconocen como suyo, y esa contradicción se hace valer para negar al padre o madre, en su caso, los derechos que le da el reconocimiento, y el hijo fuere menor de edad, se aplicarán las siguientes disposiciones:  

I. Se proveerá al niño o niña de un tutor o tutora especial; y con audiencia de éste y del que lo reconoció como hijo o hija, se resolverá lo que proceda acerca de los derechos controvertidos.

II. Quedarán a salvo los derechos del niño o niña para consentir en el reconocimiento del padre o en el de la madre, cuando llegue a la mayoridad.

III. Quedarán también a salvo los derechos hereditarios del hijo o hija, si los padres muriesen durante la minoridad.

Artículo 373.
Si la mujer ha cuidado de la lactancia del hijo, le ha dado su apellido o permitido que lo lleve y ha proveído a su educación y subsistencia, no se le podrá separar de su lado a menos que ella consienta en entregarlo o lo ordene una sentencia ejecutoriada.

Artículo 374.
Cuando el hijo, siendo mayor de edad consienta en el reconocimiento de la madre, en oposición al que haya hecho el padre, no conservará ninguno de los derechos que adquirió con el reconocimiento de éste.

Artículo 375.
El que reconoce a un hijo o hija no tiene derecho:

I. A alimentos, si al hacer el reconocimiento tenía necesidad de ellos.

II. A heredar al hijo si el reconocimiento se hizo durante la última enfermedad de éste.

Artículo 376.
Está permitido al hijo y a sus descendientes investigar la maternidad, la cual puede probarse por cualquiera de los medios ordinarios. Cuando la investigación de la maternidad tenga por objeto atribuir el hijo a una mujer casada deberá fundarse en un principio de prueba contra la pretendida madre. 

Artículo 377.
La investigación de la paternidad está permitida:

I. En los casos de rapto, estupro o violación, cuando la época del delito coincida con la de la concepción.

II. Cuando el hijo tiene o tuvo la posesión de estado de hijo del presunto padre.

III. Cuando el hijo haya sido concebido durante el tiempo en que la madre hacía vida marital con el presunto padre.

IV. Cuando durante la gestación o el nacimiento del hijo, o después del nacimiento, la madre haya habitado con el presunto padre, bajo el mismo techo, viviendo maritalmente; y con ellos el hijo, en el último supuesto, cualquiera que sea el tiempo que haya durado la vida familiar.

V. Cuando el hijo tenga a su favor cualquier otro principio de prueba contra el pretendido padre.

Artículo 378.
La madre soltera tiene derecho a que el padre, reconozca al hijo en forma voluntaria o por sentencia ejecutoriada que declare la paternidad, estando legitimada para el ejercicio de dicha acción durante toda la minoría del hijo.

Artículo 379.
La posesión de estado, para los efectos de la fracción II del artículo 377 se justificará demostrando, por los medios ordinarios de prueba, que al hijo se le ha permitido, por el presunto padre o por su familia, usar sus apellidos; que ha sido tratado por ellos como hijo y presentado a terceros como tal.

Artículo 380.
Las acciones de investigación de maternidad o paternidad sólo pueden intentarse en vida de los padres.

Si los padres hubieren fallecido durante la menor edad de los hijos, tendrán éstos el derecho de intentar la acción antes de que se cumplan cuatro años de su mayor edad. 

Si el hijo fallece durante la tramitación del juicio sus herederos legítimos podrán continuar la acción intentada por aquél.

Si la reclamación de la filiación importa dejar sin efecto una filiación anteriormente establecida, debe, previa o simultáneamente, ejercerse la acción de impugnación de ésta última.  

El reconocimiento del hijo por la parte demandada pone término al juicio sobre la filiación en todos aquellos casos en que el reconocimiento sea admisible, de conformidad con la presente Ley.

La posesión de estado debidamente acreditada, tiene el mismo valor que el reconocimiento expreso, siempre que no se desvirtúe por prueba en contrario sobre el nexo biológico, caso en el cual el juez ponderará ambas pruebas y con las demás que obren en autos, resolverá sobre la filiación que considere más verosímil.

La filiación podrá ser establecida judicialmente con todo género de pruebas, incluidas la biológica que se practicará solo con propósitos de identificación y con conocimiento de las partes involucradas sobre su objeto. La negativa de éstas a someterse a dichas pruebas, se considerará como una presunción en su contra.

El juez podrá negar la admisión de la prueba biológica sólo cuando, de practicarse, pueda originarse grave riesgo para la salud de quien debe sujetarse a examen, o cuando existan otros medios menos lesivos con igual eficacia para acreditar la filiación, supuestos que en todo caso deberán justificarse de manera indubitable.

Los motivos de conciencia, los basados en la desconfianza y rigor científico del laboratorio o del personal sanitario encargado de realizar la prueba o la imposibilidad física o material de acudir a su práctica, debidamente acreditados, serán libremente apreciados por el juez como causas para contradecir la presunción a que se refiere este artículo.

La prueba testimonial sólo se admitirá cuando exista un principio de prueba por escrito o cuando las presunciones o los indicios resultantes de hechos ya comprobados, sean suficientes y bastante graves para determinar su admisión.

El principio de prueba por escrito resulta de documentos de familia, de registros y de cartas privadas de los padres o de actos privados o públicos provenientes de una de las partes en el litigio, o de persona que tuviere interés en él.

El tribunal decidirá, por todos los medios de pruebas desahogados, la filiación que le parezca más verosímil, en atención a la posesión de estado, cuando la haya.

Comprobada la filiación mediante sentencia, el hijo concebido y nacido fuera de matrimonio tiene la misma condición que el hijo nacido o concebido dentro de matrimonio con relación al padre y a la madre y a los parientes consanguíneos de ambos.

El hijo concebido y nacido fuera de matrimonio cuya filiación haya sido establecida en relación con ambos progenitores, tomará los apellidos de éstos en el mismo orden que los hijos concebidos o nacidos durante el matrimonio. Si la filiación ha sido establecida con posterioridad a la partida de nacimiento, el hijo podrá usar los nuevos apellidos, caso en el cual deberá efectuarse la anotación marginal en dicha partida por el Registro del Estado Familiar, mediante la presentación del instrumento o la sentencia en que conste la prueba de su filiación.

Si la filiación solo se ha determinado en relación con uno de los progenitores, el hijo tiene derecho a llevar los apellidos de éste. Si el progenitor tuviera un solo apellido, el hijo tendrá derecho a repetirlo.  

CAPÍTULO TERCERO

De la filiación resultante de la reproducción humana asistida.

Artículo 381.
Se entiende por asistencia médica para la procreación las prácticas clínicas y biológicas que permiten la concepción in vitro, la transferencia de embriones y la inseminación artificial, así como toda técnica de efecto equivalente que permita la procreación fuera del proceso natural.  

Artículo 382.
Sólo podrán ser destinatarios de las técnicas de fecundación humana asistida, quienes se encuentren unidos en matrimonio, concubinato, pacto civil de solidaridad y que después de un año de celebrado o declarado, por razones biológicas, no hayan podido engendrar o concebir, sin que sean estériles o infértiles.

En caso de esterilidad o infertilidad, médicamente diagnosticada, se permite a los cónyuges, concubinos o compañeros civiles la inseminación o fecundación heteróloga.

Las mujeres solteras mayores de 24 años de edad podrán acceder a cualquiera de las técnicas de fecundación humana asistida.

Se entiende por fecundación homóloga aquella en la que los gametos son aportados por ambos cónyuges, concubinos o compañeros civiles y por fecundación heteróloga aquella en que por lo menos uno de los gametos es donado por un tercero.

Artículo 383.
A los destinatarios de las técnicas de fecundación humana asistida, la Secretaría de Salud del Estado deberá entregarles una guía que contenga especialmente:

I. Las disposiciones legales sobre procreación asistida.

II. Descripción de las técnicas.

III. Las disposiciones legales relativas a la adopción y las instituciones de asistencia autorizadas para promoverla.

Artículo 384.
Además de lo dispuesto en el artículo anterior, la Secretaría de Salud del Estado deberá informar a los cónyuges, concubinos o compañeros civiles:

I. Las posibilidades que la ley ofrece en materia de adopción.

II. Las posibilidades de éxito o fracaso de las técnicas de la asistencia médica para la procreación.

III. Que solo se permite la fecundación de un ovocito que deberá ser implantado.

IV. Que una vez fecundado el ovocito deberá ser implantado a la solicitante. 

V. Que está prohibido todo diagnóstico preimplantatorio.

Artículo 385.
Previo al inicio del tratamiento, en el caso de los cónyuges, concubinos y compañeros civiles deberán dar su consentimiento en escritura pública otorgada ante notario y justificar con certificación de dos médicos especialistas en la materia, de los cuales uno lo será de la Secretaría de Salud del Estado, la necesidad de someterse a ese tratamiento. Igualmente deberán justificar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 358 y 359.

Para el caso de las mujeres solteras, bastará con que otorguen su consentimiento ante notario público.

Artículo 386.
Quien haya dado su consentimiento para un tratamiento de asistencia médica para la procreación, no podrá impugnar la filiación, a no ser que la pretensión se base en que el hijo no nació como consecuencia del tratamiento o que el consentimiento fue privado de efecto.

Artículo 387.
El consentimiento a que se refiere el artículo anterior, quedará revocado de pleno derecho con la muerte de quien lo otorgó, si antes no se hubiere producido la fecundación.

Artículo 388.
Si el matrimonio se disuelve por muerte, divorcio o nulidad, la mujer no podrá ser inseminada con material genético de quien fuera su marido. Si hubiere un óvulo fecundado en forma extracorpórea, para que el mismo pueda ser implantado se necesita consentimiento por escrito de la viuda, divorciada o a la mujer cuyo matrimonio se anuló.

Si el hijo nace dentro de los trescientos días de disuelto el matrimonio, o de que el óvulo fue implantado, quedará atribuida la paternidad a quien era el  marido de la madre.

Artículo 389.
Si el hijo nace dentro de los trescientos días de disuelto el matrimonio, o de que el óvulo fue implantado, quedará atribuida la paternidad  a quien era el  marido de la madre.

Artículo 390.
La identificación de una persona por medio de sus improntas genéticas, está permitida cuando tenga por objeto establecer o rechazar un lazo filiatorio.

También está permitido a la persona la investigación de su origen biológico, pero tratándose de fecundación asistida heteróloga no se establecerá ningún lazo filiatorio entre el hijo y el donante de los gametos.

Artículo 391.
La maternidad subrogada se efectúa a través de la práctica médica mediante la cual una mujer gesta el producto fecundado por un hombre y una mujer unidos en matrimonio, concubinato o pacto civil de solidaridad, en cuyo caso, la mujer casada o que vive en concubinato padece una imposibilidad física o contraindicación médica para llevar a cabo la gestación en su útero y es subrogada por una mujer gestante que lleve en su útero el embrión de los padres subrogados.

La relación entre la mujer gestante y el hijo y entre los padres subrogados y la mujer gestante concluye con el nacimiento. 

Artículo 392. Pueden ser mujeres gestantes, quienes se encuentren entre los veinticinco y treinta y cinco años de edad y cuenten buena salud psicosomática y hayan dado su consentimiento voluntario para prestar su vientre.

Artículo 393.
La maternidad subrogada, admite las siguientes modalidades:

I. Subrogación parcial: Cuando la mujer gestante es contratada exclusivamente para portar en su vientre un embrión fecundado in vitro que le ha sido trasplantado, pero que proviene de la unión de espermatozoide y óvulo de la pareja o persona contratante.

II. Subrogación onerosa: Cuando una mujer acepta gestar un embrión, como si se tratase de un servicio, por el cual se paga una cantidad cierta y determinada, además de los gastos de la gestación.

III. Subrogación altruista: Cuando una mujer acepta gestar por cuenta de otra de manera gratuita.

Artículo 394.
Ninguna mujer que padezca alcoholismo, drogadicción, tabaquismo o alguna toxicomanía podrá ser mujer gestante. Para llevar a cabo la maternidad subrogada será necesario que la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, realice una visita domiciliaria a través de su personal de trabajo social para comprobar que su entorno familiar sea estable, libre de violencia y su condición económica y social sea favorable para su adecuado desarrollo. Realizada la visita se deberá emitir la constancia y autorización correspondiente.

La mujer gestante, deberá acreditar mediante dictamen médico que no estuvo embarazada durante los trescientos sesenta y cinco días previos a la implantación del embrión, y que no ha participado más de dos ocasiones consecutivas en dicho procedimiento.

Artículo 395.
Las personas interesadas en realizar un procedimiento médico de maternidad subrogada, deberán dar su consentimiento en escritura pública otorgada ante notario público. Los derechos y obligaciones que de ella emanan son personalísimos, no habiendo lugar a la representación legal para su firma.

Artículo 396.
El instrumento de maternidad subrogada lo firmarán la madre y padre subrogados, la mujer gestante, el intérprete si fuera necesario uno, el Notario Público, el director de la clínica o centro hospitalario, asentándose el lugar, año, mes, día y hora en que hubiere sido otorgado.

Artículo 397.
Es nulo el instrumento para la maternidad subrogada realizado bajo las siguientes circunstancias:

I. Exista algún vicio de la voluntad relativo a la identidad de las personas;

II. No cumpla con los requisitos y formalidades que señala esta Ley;

III. Se establezcan compromisos o cláusulas que atenten contra el interés superior del niño o la niña y la dignidad humana; y,

IV. Se establezcan compromisos o cláusulas que contravengan el orden social y el interés público.

La nulidad del documento no lo exime de las responsabilidades adquiridas y derivadas de su existencia.

Artículo 398.
Los profesionales o personal de salud que realicen esta práctica médica, informarán ampliamente de las consecuencias médicas y legales de la implantación de embriones en el cuerpo de una mujer gestante. 

Actuarán con estricto apego al secreto profesional, respecto a la identidad de las personas que intervienen en la implantación. El médico tratante, deberá solicitar los documentos que acrediten que las personas que van a intervenir, cumplen con las formalidades y requisitos legales y físicos.

Artículo 399.
El instrumento para la maternidad subrogada podrá ser suscrito por las partes, previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

I. Tener plena capacidad de goce y ejercicio;

II. Acreditar que la madre subrogada cuente con certificado médico, expedido por el médico tratante, que acredite que tiene una imposibilidad física o contraindicación médica para llevar a cabo la gestación en su útero;

III. La mujer gestante otorgue su aceptación pura y simple para que se lleve a cabo la implantación del embrión, y acepte su obligación de procurar el bienestar y el sano desarrollo del feto durante el período gestacional y a concluir su relación subrogada, respecto al niño o niña y los padres subrogados con el nacimiento; y,

IV. La mujer gestante cumpla con los requisitos que establece esta Ley.

Para los efectos de la fracción II del presente artículo, el médico tratante deberá extender y solicitar los certificados médicos que acrediten los supuestos correspondientes.

Artículo 400.
El médico tratante realizará los exámenes médicos previos a la implantación  que sean necesarios de la salud física y mental de la mujer gestante, para corroborar que no posee ningún padecimiento que ponga en riesgo el bienestar y el sano desarrollo del feto durante el período gestacional.

Artículo 401.
La mujer gestante, el padre y la madre subrogados, deberán hacerse los estudios que establezca la Secretaría de Salud y que garanticen la salud de los implicados.

Artículo 402.
Una vez que sea suscrito el instrumento, deberá ser notificado en sus efectos a la Secretaría de Salud y a la persona encargada del Registro del Estado Familiar, para que el estado de la niña o niño nacido mediante esta práctica, sea contemplado en su filiación como hijo o hija desde el momento de la fecundación de sus progenitores biológicos, es decir, madre y padre subrogados.

Artículo 403.
El certificado de nacimiento será el documento que expida el médico autorizado o tratante que haya asistido a la mujer gestante en el nacimiento del menor de edad y que llenará el formato expedido para tal efecto por la Secretaría de Salud y que contendrá en este caso, la constancia de que la maternidad fue asistida a través de una técnica de apoyo a la reproducción humana o práctica médica, denominada maternidad subrogada. 

Artículo 404.
El instrumento para la maternidad subrogada carece de validez, cuando haya existido error o dolo, respecto a la identidad de los padres subrogados por parte de la mujer gestante, en cuyo caso están a salvo sus derechos para demandar civilmente los daños y perjuicios ocasionados e interponer denuncias penales, en su caso.

Artículo 405.
También puede la mujer gestante, demandar civilmente a la madre y al padre subrogados, el pago de gastos médicos, en caso de patologías que deriven de una inadecuada atención y control médico prenatal y postnatal.

Artículo 406.
Se harán acreedores a las responsabilidades civiles y penales aquellos médicos tratantes que realicen la implantación o fecundación de embriones humanos sin el consentimiento y plena aceptación de las partes que intervienen de acuerdo a las disposiciones de este Ley.

TÍTULO SÉPTIMO

DE LA ADOPCIÓN

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 407.
La adopción constituye, de una manera irrevocable, una relación de filiación entre el adoptante y el adoptado, al mismo tiempo que establece un parentesco equiparable al consanguíneo entre el adoptado y la familia del adoptante y entre éste y los descendientes del adoptado.

Artículo 408.
Los mayores de 25 años, en pleno ejercicio de sus derechos pueden adoptar a uno o a más niños, niñas o personas mayores de edad que requieran de asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica, aunque estos sean mayores de edad, siempre que el adoptante tenga diecisiete años más que el adoptado y que la adopción sea benéfica para aquellos, previa valoración psicológica y estudio socioeconómico de los adoptantes, quienes deberán acreditar, además: 

I. Que tienen medios bastantes para proveer a la subsistencia, la educación, y el cuidado de la persona que trata de adoptarse, como hijo, según las circunstancias de la persona que trata de adoptar. 

II. Que la adopción es benéfica para la persona que trata de adoptarse, atendiendo al interés superior de la misma. 

III. Que los adoptantes son personas aptas y adecuadas para adoptar.

Artículo 409.
Los cónyuges pueden adoptar, cuando los dos estén conformes en considerar al adoptado como hijo. En el caso de que uno de los contrayentes haya adoptado antes de contraer matrimonio, el otro cónyuge podrá adoptar con posterioridad a la fecha del matrimonio, al hijo adoptivo de su cónyuge, siempre que se cumpla con lo dispuesto por el artículo anterior. Si no se quiere o no se puede adoptar por no cumplir con los requisitos que establece la ley, el hijo o hijos adoptivos del cónyuge que contrajo matrimonio, vivirán con éste en el domicilio conyugal, aun cuando se oponga el otro cónyuge.

Artículo 410.
Nadie puede ser adoptado por más de una persona, salvo en el caso previsto en el artículo anterior.

Artículo 411.
El tutor o la tutora no puede adoptar al pupilo que estuvo bajo su tutela, sino hasta después de que hayan sido definitivamente aprobadas las cuentas de la tutela.

Artículo 412.
Para que la adopción pueda tener lugar deberán consentir en ella, en sus respectivos casos:

I. El que ejerce la patria potestad sobre el niño o niña que se trate de adoptar.

II. El tutor  o la tutora del que se va a adoptar.

III. Las personas que hayan acogido al que se pretende adoptar y lo traten como a hijo cuando no hubiere quien ejerza la patria potestad sobre él ni tenga tutor o tutora.

IV. El Ministerio Público del lugar del domicilio del adoptado, cuando éste no tenga padres conocidos, ni tutor ni persona que ostensiblemente le imparta su protección y lo haya acogido como hijo.

Si el niño o niña que se va a adoptar tiene doce años cumplidos o más, también se necesita su consentimiento para la adopción.

El consentimiento otorgado en términos de la ley ante la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, previa identificación fehaciente de quien deba otorgarlo, surtirá todos sus efectos legales, sin que se requiera su posterior ratificación ante la presencia judicial.

Artículo 413.
Si el tutor, el Ministerio Público o las personas a que se refiere la fracción III del artículo anterior, sin causa justificada no consienten en la adopción, podrá suplir el consentimiento el juez, tomando en consideración el interés superior del niño o niña que trate de adoptarse, procurando su bienestar con absoluto respeto a sus derechos humanos.

Artículo 414.
El Juzgado que apruebe la adopción, remitirá copia de las diligencias respectivas a la persona encargada del Registro del Estado Familiar del lugar para que levante el acta correspondiente, de acuerdo con el artículo 84. 

Artículo 415.
El que adopta tendrá respecto de la persona y bienes del adoptado, los mismos derechos y obligaciones que tienen los padres respecto de la persona y bienes de los hijos.

El adoptado tendrá para con la persona o personas que lo adopten, los mismos derechos y obligaciones que tiene un hijo.

Artículo 416.
La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia y el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, conocerán de las solicitudes de adopción que se presenten ante dichos organismos públicos, en relación con los niños y niñas que se encuentren institucionalizados o bajo su tutela y en aptitud legal de ser adoptados, así como de emitir opinión respecto de las adopciones promovidas ante el Poder Judicial sobre niños y niñas no institucionalizados.

Artículo 417.
La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia realizará las valoraciones psicológica, económica, de trabajo social y todas aquéllas que sean necesarias para determinar la idoneidad de quienes soliciten la adopción para lo cual emitirá el certificado de idoneidad respectivo.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la adopción.

Artículo 418.
Toda adopción es plena e irrevocable. El adoptado se sujetará a las disposiciones de la patria potestad, incluyendo los impedimentos para contraer matrimonio. El adoptado deberá llevar los apellidos de quien lo adopte y en su caso, previa solicitud, podrá autorizarse el cambio del nombre propio, en atención del interés superior del adoptado. 

Artículo 419.
La adopción extingue la filiación preexistente ante el adoptado y sus progenitores y el parentesco con las familias de éstos, salvo para los impedimentos de matrimonio. Si uno de los adoptantes está casado con alguno de los progenitores del adoptado, y se cuenta con consentimiento expreso de adopción plena, no se extinguirán los derechos, obligaciones y demás consecuencias jurídicas que resultan de la filiación consanguínea. 

En la adopción el parentesco se extenderá a todos los ascendientes y descendientes de los adoptantes. 

Artículo 420.
El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia o la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia serán los únicos facultados para promover la adopción de los menores de edad adoptables que se encuentren en los centros o lugares de internamientos públicos o privados. 

Artículo 421.
La asignación de niñas y niños sólo podrá otorgarse a una familia de acogida pre-adoptiva que cuente con certificado de idoneidad. Para tal efecto, se observará lo siguiente:

I. Siempre que sea posible, los niños y las niñas, de acuerdo con su edad, desarrollo cognoscitivo y grado de madurez, serán escuchados y su opinión será fundamental para la determinación que adopte la autoridad judicial;

II. Se tomará en cuenta que las condiciones en la familia de acogimiento pre-adoptiva sean adecuadas para el desarrollo integral de niños y niñas, de conformidad con el principio de interés superior de niños y niñas;

III. Se tomará en consideración el grado de parentesco; la relación de afinidad y de afectividad; el origen, la comunidad y las condiciones culturales en que se desarrollen niños y niñas, y

IV. Se procurará no separar a hermanas y hermanos, pero si hubiere necesidad de ello, se establecerán medidas para que mantengan vínculos de convivencia, contacto y comunicación permanente.

Artículo 422.
La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia deberá dar seguimiento a la convivencia de niños y niñas asignados a una familia de acogida pre-adoptiva y al proceso de adaptación conforme a su nueva situación, con el fin de prevenir o superar las dificultades que se puedan presentar.

Cuando se constate que no se consolidaron las condiciones de adaptación de niños o niñas con la familia de acogida pre-adoptiva, se reincorporará al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos y se realizará, en su caso, una nueva asignación.

Cuando se verifique cualquier tipo de violación a los derechos de niños y niñas asignados, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia revocará la asignación.

Artículo 423.
La resolución judicial que apruebe la adopción, contendrá la orden a la persona encargada del Registro del Estado Familiar, para que actúe en los términos del artículo 84 de esta ley. Al levantar la nueva acta no se hará mención sobre la adopción.

Artículo 424.
Las personas que ejerzan profesiones en trabajo social y psicología de las instituciones públicas y privadas que intervengan en procedimientos de adopción deberán contar con la autorización y registro del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos.

CAPÍTULO TERCERO

De la adopción internacional.

Artículo 425.
La adopción internacional es la promovida por ciudadanos de otro país, con residencia habitual fuera del territorio nacional, y tiene como objeto incorporar en una familia a un niño o niña de nacionalidad mexicana, que no puede encontrar una familia en su propio país de origen. 

Esa adopción se regirá por los tratados internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano y en lo conducente por la Ley General de los derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y el Código Civil Federal.  

La adopción por extranjeros es la promovida por ciudadanos de otro país, con residencia permanente en el Estado. Esta adopción se rige por lo dispuesto en la presente ley. 

Artículo 426.
En igualdad de circunstancias se dará preferencia en la adopción a los mexicanos sobre los extranjeros. 

Artículo 427.
El juez que conozca del caso, antes de otorgar una adopción internacional y tomando en consideración el interés superior del niño o niña, requerirá al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, el informe de adoptabilidad que contenga la información sobre la identidad, medio social, evolución personal y familiar que determina la adoptabilidad de niños y niñas. Asimismo, le concederá un plazo de 30 días naturales, como autoridad central en materia de adopciones, para que presente propuesta de adopción del niño o niña en su estado o país de origen.

TÍTULO OCTAVO

DE LA PATRIA POTESTAD

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 428.
Patria potestad es el conjunto de derechos y deberes recíprocos, reflejo de la filiación, que corresponde por una parte a los padres y en su defecto a los abuelos y por la otra a los descendientes menores de edad no emancipados, cuyo objeto es su desarrollo integral, la guarda de su persona y de sus bienes, así como su representación y asistencia legal.

Artículo 429.
Los descendientes menores de edad no emancipados, están bajo la patria potestad, mientras exista alguno de los ascendientes que deban ejercerla conforme a la ley.

Artículo 430.
La patria potestad es irrenunciable y no puede privarse de ella a quienes la ejercen, excepto en los casos previstos en la ley.

Artículo 431.
La patria potestad se ejerce por ambos padres de manera conjunta, o por el supérstite, cuando uno de ellos haya muerto.  

Artículo 432.
Cuando mueran o estén impedidos los padres del niño o niña sujeta a patria potestad, el ejercicio de ésta corresponde a los abuelos, en los términos del artículo 413.

Artículo 433.
Si el hijo es adoptivo, se aplicarán, en su caso, las siguientes disposiciones:

I. Cuando la adopción se hizo por un matrimonio, ambos cónyuges conjuntamente ejercerán la patria potestad.

II. Si el hijo sólo fue adoptado por una persona, a ésta corresponde ejercer la patria potestad.

Artículo 434.
Cuando los dos progenitores reconocieron a un hijo, ejercerán ambos la patria potestad.

Artículo 435.
En el caso del artículo anterior, si los progenitores viven separados, se observará en cuanto a la guarda y habitación del hijo o hija, lo que disponen los artículos 370 y 371.

Artículo 436.
Cuando por cualquier circunstancia cese de tener la guarda del hijo o hija el ascendiente a quien correspondía y deje aquél de habitar con éste, se encargará del hijo o hija el otro ascendiente y con éste habitará.

Artículo 437.
Si se separan los padres que vivían juntos al hacer el reconocimiento, convendrán quien de los dos se encargará de la guarda del hijo, y si no se ponen de acuerdo sobre este punto, se encomendará al progenitor que designe el juez y con él habitará el hijo.

Artículo 438.
En el caso del artículo 552, se aplicarán las siguientes disposiciones:

I. Los abuelos a quienes corresponde la patria potestad convendrán entre ellos quienes la ejercerán.  

II. Si no se pusieren de acuerdo los abuelos, decidirá el juez, oyendo a los ascendientes y al niño o niña si ya cumplió doce años de edad.

III. La resolución del juez a que se refiere la fracción anterior debe dictarse atendiendo a lo que sea más conveniente a los intereses del niño o niña.

IV. Si el abuelo o abuela por una de las líneas es viudo o casado en segundas nupcias, y los dos abuelos por la otra línea viven juntos, puede el juez conferir a éstos o a aquél la patria potestad, según sea más conveniente para el niño o niña.

V. Si la patria potestad se define por convenio o por resolución judicial a los abuelos por una línea, a falta o por impedimento de éstos, corresponderá ejercerla a los de la otra línea.

CAPÍTULO SEGUNDO

De los efectos de la patria potestad.

Artículo 439.
Los hijos y sus ascendientes se deben respeto y consideración recíprocos.

Artículo 440.
El niño o niña sujeto a patria potestad debe vivir con el ascendiente o ascendientes que la ejerzan.

Artículo 441.
Mientras el niño o niña esté sujeto a patria potestad no podrá dejar el domicilio familiar sin permiso de quien o quienes ejercen aquélla.

Artículo 442.
Las personas que tienen al niño o niña bajo su patria potestad deben educarlo convenientemente y tienen la facultad de corregirlo de una manera prudente y moderada; en ningún caso esta facultad implicará cualquier forma de maltrato. Las mismas personas tienen la obligación de observar una conducta que sirva a los niños y las niñas de buen ejemplo.

Artículo 443.
Cuando llegue a conocimiento del juez que quienes ejercen la patria potestad no cumplen con los deberes que ella les impone, dictará de oficio las medidas que correspondan en interés del sujeto a la patria potestad.

Artículo 444.
El Ministerio Público y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia deberán promover las medidas a que se refiere el artículo anterior, cuando los hechos lleguen a su conocimiento, independientemente de que hayan sido conocidas por el juez y éste no las haya dictado.

Artículo 445.
El que esté sujeto a patria potestad no puede:

I.
Contraer obligaciones sin expreso consentimiento del que o de los que ejerzan aquella función si es menor de doce años de edad.

II.
Contraer obligaciones sin la asistencia del que o de los que ejerzan aquella función si tiene doce años cumplidos o más, en términos de lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley y 37 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

III.
Comparecer en juicio.

Artículo 446.
Cuando la patria potestad se ejerza a la vez por el padre y por la madre o por el abuelo y la abuela, o por los adoptantes, el administrador de los bienes del niño o niña será nombrado por mutuo acuerdo.

Artículo 447.
El administrador nombrado en la forma prevista en el artículo anterior, consultará en todos los negocios al otro ascendiente o adoptante, en su caso, y si hubiere oposición, el juez, sin forma de juicio procurará avenirlos, y si no lo lograre, resolverá lo que fuere más conveniente a los intereses del niño o niña.

Artículo 448.
Quienes ejerzan patria potestad son legítimos representantes de los que están sujetos a ellas, y tiene la administración legal de los bienes que pertenecen a aquéllos, conforme a las prescripciones de esta ley y el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 449.
Las personas que ejerzan patria potestad representarán a los niños y niñas en juicio; pero si se nombra representante a una de ellas, no podrá celebrar ningún arreglo para terminarlo, sin consentimiento expreso de su cónyuge.

Artículo 450.
Cuando por ley o por voluntad del titular o titulares de la patria potestad, el niño o niña tenga administración de bienes, se le considerará respecto de ésta como emancipado, con la restricción que establece la ley para enajenar, gravar o hipotecar bienes raíces.

Artículo 451.
Los que ejercen patria potestad pueden enajenar o gravar los bienes inmuebles y muebles preciosos de propiedad del hijo o hija, por causa de absoluta necesidad o evidente beneficio, previa autorización del juez y consentimiento del niño o niña si tiene doce años cumplidos o más. En caso de oposición del niño o niña, el juez resolverá lo conducente.

Artículo 452.
Quienes ejercen patria potestad no podrán:

I. Arrendar bienes del niño o niña por más de tres años.

II. Recibir renta anticipada del arrendamiento que celebren, por más de dos años.

III. Vender títulos de rentas, valores comerciales, industriales, acciones, frutos y ganados, por menor valor del que se cotice en plaza el día de la venta.

IV. Donar bienes del niño o niña.

V. Remitir voluntariamente derechos del niño o niña.

VI. Dar fianza en representación del niño o niña.

Artículo 453.
Cuando el juez conceda licencia a quienes ejercen patria potestad, para enajenar un bien inmueble o mueble precioso perteneciente al niño o niña, tomará las medidas necesarias para que:

I. El producto de la venta se dedique al objeto a que se destinó.

II. El resto se invierta en la adquisición de un inmueble o se deposite en una institución de crédito o se imponga con segura hipoteca en favor del niño o niña, según sea más conveniente para éstos.

Artículo 454.
Mientras se cumple lo dispuesto en la fracción I del artículo anterior o en el caso de la fracción II del mismo artículo, el precio de la venta se depositará en una institución de crédito, procurando que la suma depositada reditúe el mayor interés y la persona que ejerce la patria potestad no podrá disponer de ese dinero sin orden judicial.

Artículo 455.
Lo dispuesto en el artículo 451 es aplicable a los bienes de que sea copropietario el sujeto a patria potestad.

Artículo 456.
Cuando las personas que ejerzan patria potestad tengan interés opuesto al de los niños o niñas sujetos a ella, serán éstos representados en juicio y fuera de él por un tutor o tutora especial.

Artículo 457.
También nombrará el juez tutor o tutora especial a cada niño o niña, en caso de que la oposición de intereses sea entre dos o más menores de edad, sujetos a una misma patria potestad.

Artículo 458.
Las medidas establecidas por las disposiciones anteriores se dictarán como lo dispone el artículo 16.

Artículo 459.
Las personas que ejercen patria potestad deben entregar a sus hijos o hijas, al llegar éstos a la mayoría de edad, o en su caso, al emanciparse, los bienes que les pertenecen y rendirles cuenta de su administración.

CAPÍTULO TERCERO

De los modos de acabarse y suspenderse la patria potestad.

Artículo 460.
La patria potestad se acaba:

I. Por la muerte  o por la declaración que haga un juez sobre el que la ejerce respecto a la necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, si no hay otra persona en quien recaiga, en términos de lo dispuesto en el artículo 13 de esta Ley.

II. Por la emancipación del niño o niña.

III. Por llegar a la mayoría de edad el que estuvo sujeto a ella.

Artículo 461.
Los derechos que la patria potestad confiere a quien o quienes la ejerzan se pierden:

I. Cuando el que la ejerza cometa actos de violencia grave en forma directa o indirecta contra el niño o la niña.

II. Cuando el titular de ella sea condenado por delito intencional a una pena de prisión inconmutable.

III. Cuando por las costumbres depravadas de quienes la ejerzan, malos tratamientos o abandono de sus deberes frente a sus hijos o nietos, en su caso, se pueda comprometer la salud, la seguridad o la moralidad del niño o niña, aunque esos hechos no sean penalmente punibles.

IV. Cuando el padre, madre, abuelo o abuela, en su caso:

a)
Expongan a su hijo o nieto menor de un año por más de un día.

b)
Abandonen, o dejen de visitar a su hijo o nieto por más de tres meses, si éste quedó a cargo de una persona. Las visitas ocasionales o intermitentes, no interrumpen el término de treinta días si no tienen el firme propósito de que el niño o niña les sea reintegrado.

c)
Abandonen por más de un día a su hijo o nieto si el niño o niña no hubiere quedado al cuidado de alguna persona y el abandono sea intencional.

d) 
Abandone, deje de asistir y convivir injustificadamente con el niño o niña por más de treinta días naturales, cuando este se encuentra acogido en una institución de asistencia social sea pública o privada.

Las visitas ocasionales o intermitentes, no interrumpen el término de treinta días si no tienen el firme propósito de que les sea reintegrado

V. En los casos de divorcio, cuando el juez lo determine.

VI. Cuando por los hábitos de juego o de embriaguez, y el uso indebido y persistente de enervantes, estupefacientes o psicotrópicos o de cualquiera otra sustancia que altere la conducta y produzca dependencia, de quienes la ejerzan, se pueda comprometer la salud, la seguridad o constituyan un serio impedimento para el adecuado desarrollo integral del niño o niña.

VII. Cuando quien la ejerza padezca alguna afección originada por enfermedad o deficiencia persistente de carácter físico, psicológico, psiquiátrico o sensorial; siempre que debido a ella afecte su conducta y pueda comprometer la salud, la seguridad o el adecuado desarrollo integral del niño niña.

Acreditada la pérdida de la patria potestad respecto de un niño o niña, el juez en la misma sentencia deberá tomar las medidas preventivas respecto de los demás menores de edad, sobre los cuales se continúe ejerciendo la misma.

Artículo 462.
La pérdida de los derechos a que se refiere el artículo anterior se decretará:

I. En el caso de la fracción I, en la sentencia que termine el proceso respectivo, mandándose suspender entre tanto la patria potestad.

II. En los casos de las fracciones II, III, IV, VI, y VII en la sentencia del juicio que se siga especialmente al efecto.

III. En el caso de la fracción V, en la sentencia del juicio de divorcio.

La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia podrá promover ante el Juez de lo Familiar, la tramitación de los juicios relativos a la pérdida de la patria potestad.

Artículo 463.
La pérdida de derechos, regulada en los dos artículos anteriores, no extingue los deberes que la patria potestad impone, en cuanto su cumplimiento no se oponga a esa pérdida, a juicio del juez. 

Artículo 464.
Los ascendientes que contraigan segundas nupcias, no pierden por ese hecho la patria potestad.

Artículo 465.
En el caso del artículo anterior, el segundo cónyuge no ejercerá la patria potestad sobre los descendientes del matrimonio anterior.

Artículo 466.
Los derechos que confiere la patria potestad se suspenden:

I. Por padecer alguna deficiencia en las funciones o estructuras corporales que sea de tal grado que impida que quien ejerce la patria potestad tome decisiones por sí mismo, para lo cual será necesario que exista declaración judicial. 

II. Por la ausencia declarada en forma.

III. Por sentencia condenatoria que imponga como pena esta suspensión.

Artículo 467.
Puede el juez, en beneficio de niños y niñas, modificar el ejercicio de la patria potestad, cuando considere que los hechos invocados y probados no son suficientes para privar o suspender al titular de ella, de los derechos que la misma patria potestad le confiere.

Artículo 468.
Cuando conforme a esta ley deba hacerse cargo provisional o definitivamente de la guarda de un niño o de una niña solamente uno de sus padres, se aplicarán las siguientes  disposiciones:

I. El padre y la madre convendrán quién de ellos se hará cargo de la guarda del niño o niña y con éste habitará el hijo.

II. Si los padres no llegaren a ningún acuerdo:

a)
Los menores de doce años quedarán preferentemente al cuidado de la madre.

b)
El juez decidirá quién deba hacerse cargo de la guarda de los mayores de siete años, pero menores de doce.

c)
Los mayores de doce años elegirán cuál de ambos padres debe hacerse cargo de ellos y si éstos no eligen, el juez decidirá quién deba hacerse cargo de ellos.

III. En caso de divorcio se estará a lo que disponga la autoridad judicial 

Artículo 469.
Lo dispuesto en las fracciones I y II del artículo anterior no impide al juez encomendar la guarda de los menores de edad a los abuelos, cuando ello sea conveniente para ellos.

Artículo 470.
En los casos de los artículos 370, 371 y 468, cuando la guarda y custodia corresponda solo a uno de los padres, o solo a uno de los abuelos, convendrán aquéllos o éstos, el tiempo, modo y lugar en que podrán visitar a los menores de edad y comunicarse con éstos el ascendiente con el que no viva el niño o niña y, si no llegaren a un acuerdo, resolverá el juez estas cuestiones.  

Dentro de la convivencia de los padres, en matrimonio o divorciados, de manera recíproca deberá evitarse todo acto de manipulación de parte de cualquiera de los progenitores o ascendientes encaminado a producir en un niño o una niña rechazo, rencor o distanciamiento hacia el otro progenitor. 

Cuando el juez tenga conocimiento de este tipo de actos tomará las medidas necesarias de seguridad y seguimiento, que podrán consistir en modificación del régimen de convivencias y visitas, supervisión por personal de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia o sustitución de la persona que ejerza la guarda y custodia cuando el grado de manipulación, influencia o afectación emocional producido o ejercido sea considerado leve por un especialista del Consejo de Familia.

Cuando el grado de manipulación, influencia o afectación emocional sea diagnosticado como severo o grave, el juez decretará la suspensión de la patria potestad y tanto el niño o la niña como su padre o madre, serán sometidos al tratamiento que indique el especialista del Consejo de Familia que haya diagnosticado dicho trastorno. 

La suspensión de la patria potestad durará el tiempo que se considere necesario para llevar a cabo el tratamiento prescrito, con audiencia del especialista del Consejo de Familia. Vencido este plazo o antes si así lo determina el Consejo de Familia, se realizará un nuevo diagnóstico para determinar si es viable restituir la patria potestad de padre o madre suspendido.

A fin de asegurar el bienestar del niño o la niña, y en caso de que, por su edad, resulte imposible que viva con el otro progenitor, el Consejo de Familia, evaluando a los parientes más cercanos del niño o la niña, determinará qué persona quedará encargada de su cuidado; mientras recibe el tratamiento respectivo que haga posible la convivencia con su padre o madre no suspendido en sus derechos.

Artículo 471.
La patria potestad no es renunciable; pero aquellos a quienes corresponda ejercerla pueden excusarse:

I. Cuando tengan setenta años cumplidos.

II. Cuando por su mal estado habitual de salud, no puedan atender debidamente a su desempeño.

TÍTULO NOVENO

DE LA TUTELA

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales.

Artículo 472.
Están sujetos a tutela:

I. El niño o niña que no tenga quien ejerza sobre él patria potestad.

II. El mayor de edad que requiera de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

III. El niño o la niña emancipada

Artículo 473.
El objeto de la tutela es:

I. La atención, como dispone el artículo 14 de las personas que requieren de asistencia para el ejercicio de sus derechos.

II. La representación o asistencia en los casos que señala la ley.

III. La representación del emancipado en los negocios judiciales de éste.

Artículo 474.
La tutela es testamentaria, legítima, dativa o autodesignada.

Artículo 475.
La tutela se desempeñará por el tutor o tutora con intervención del Juez de lo Familiar, del Ministerio Público o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, en los términos establecidos en esta ley.

Artículo 476.
El cargo de tutor o tutora es voluntario; pero una vez aceptado no es renunciable sino por causa posterior a la aceptación, debidamente justificada a juicio del juez.

Artículo 477.
Si el tutor o la tutora, a pesar de serle desfavorable la calificación de la excusa, sin tener causa para excusarse, decide no continuar en el ejercicio del cargo o es removido de éste por su culpa, responderá de los daños y perjuicios que al respecto se causen a la persona que requirió de su asistencia o representación.

Artículo 478.
El tutor o la tutora testamentaria que sin causa justificada no acepte el cargo, o ya aceptado no lo desempeñe, o sea removida de la tutela por su culpa, pierde todo lo que le haya dejado el testador, salvo si éste hubiere dispuesto lo contrario.

Artículo 479.
El cónyuge y los parientes llamados a la tutela, que por su culpa no la ejerzan o que sean removidos de ella, pierden el derecho de heredar a la persona sujeta a la tutela si muere intestado.

Artículo 480.
La persona sujeta a tutela, no puede tener a un mismo tiempo más de una tutora o tutor definitivo.

Artículo 481.
Un tutor puede desempeñar el cargo respecto de varias personas.

Artículo 482.
Cuando los intereses de alguno o algunos de las personas sujetas a la misma tutela, fueren opuestos, el tutor o tutora lo pondrá en conocimiento del juez, quien nombrará a un tutor o tutora especial a cada tutelada para que defienda sus intereses mientras dure la oposición.

Artículo 483.
Cuando fallezca quien ejerza la patria potestad o la tutela sobre un persona a quien deba nombrarse tutor, el ejecutor testamentario y, en caso de intestado, los parientes o personas con quienes haya convivido, están obligados a dar parte del fallecimiento al juez, dentro de ocho días, a fin de que se provea a la tutela.

Artículo 484.
Si los obligados a dar parte del fallecimiento, en el caso del artículo anterior, no lo hacen, el juez les impondrá una multa cuyo importe será de uno a cincuenta días de salario mínimo general vigente en el Estado.

Artículo 485.
Los encargados del Registro del Estado Familiar y demás autoridades del Estado, deben informar al juez de los casos que conozcan, en ejercicio de sus funciones, en los que sea necesario nombrar tutoro tutora; y el juez dictará las medidas necesarias, para que se brinde la asistencia necesaria provisionalmente a la persona y se administren o cuiden sus bienes, hasta que se le nombre tutor o tutora.

Artículo 486.
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo anterior, podrá el juez:

I. Encomendar la guarda de la persona que requiera de tutor o tutora, a una institución escolar o asistencial, oficial o particular respectivamente, cuando sea necesario.

II. Encargar la administración de los bienes de la persona sujeta a tutela, a una institución fiduciaria.

Artículo 487.
Si las medidas ordenadas por el juez conforme al artículo que precede, continúan después de haberse nombrado tutor o tutora, éste, cualquiera que sea la clase de tutela, además de ejercer sus funciones, deberá:

I. Vigilar la educación, readaptación o curación, en su caso, que se procure a la persona sujeta a tutela.

II. Informar quincenal o mensualmente al juez, según lo disponga éste, de la forma en que se están realizando la educación, readaptación o curación.

III. Revisar la cuenta de administración que rinda la institución fiduciaria en su caso.

IV. Informar al juez, inmediatamente que advierta la comisión de una irregularidad en perjuicio de la persona sujeta a tutela; y el juez en este caso dictará las medidas que procedan.

Artículo 488.
Hecha excepción de la tutela de los niños y niñas en situación de abandono y expósitos, ninguna otra tutela puede conferirse sin que previamente se declare, en los términos que lo disponga el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza, el estado de la deficiencia de la persona que va a quedar sujeta a  ella.

Artículo 489.
Las personas que asuman la tutela no pueden ser removidos de su cargo sin que previamente sean oídos y vencidos en juicio.

Artículo 490.
Los niños o las niñas no sujetas a patria potestad, que se encuentren en  alguno de los casos enumerados en la fracción II del artículo 13, estarán sujetos a tutela legítima, mientras no llegue a la mayor edad.

Artículo 491.
En el caso del artículo anterior, si al cumplirse la mayoría de edad continuare la deficiencia, el  tutor o tutora nombrada seguirá en el desempeño de su cargo, mientras no se cumpla con lo dispuesto por el artículo siguiente.

Artículo 492.
Si al llegar a la mayoría de edad continúa la deficiencia, se sujetará a nueva tutela, previo juicio de tutela, en el cual será oído el tutor o la tutora anterior.

Artículo 493.
En el caso del artículo anterior, la persona que haya asumido la tutela del niño o de la niña, puede ser nombrado tutor o tutora del mayor de edad que requiera de asistencia para el ejercicio de sus derechos.

Artículo 494.
Si el ascendiente que ejerce patria potestad fuese judicialmente declarado con alguna deficiencia en sus funciones o estructuras corporales cuyo grado de afectación lo imposibilite para ejercer plenamente su capacidad jurídica, aquélla la ejercerán los ascendientes a quienes corresponda, y no habiendo en quien recayere, se proveerá al niño o la niña de un tutor o de una tutora, que puede serlo también el del ascendiente.

Si la deficiencia permite que algunos actos los realice con plena autonomía o que la tutela se ejerza con el propósito de asistir a la persona en el ejercicio de su capacidad jurídica pero no para sustituirlo y representarlo, el juez determinará la forma o los actos en que continuará con el ejercicio de la patria potestad y los ámbitos en los que sea necesaria la asistencia de los ascendientes con derecho a ella o la asistencia del tutor o tutora.

El tutor o tutora nombrada, también podrá ser tutor o tutora del ascendiente titular de la patria potestad.

Artículo 495.
El cargo de tutor o tutora de las personas mayores de edad que requieren de asistencia para el ejercicio de sus derechos, durará el tiempo que subsista la deficiencia corporal, cuando el cargo sea desempeñado por los descendientes o por los ascendientes.

Artículo 496.
El cónyuge de la persona que requiere de asistencia, debe desempeñar el cargo de tutor o tutora de éste, mientras subsista el matrimonio. En caso de divorcio, el juez deberá nombrar tutor conforme a las reglas del Capítulo Cuarto de este Título.

Artículo 497.
Los demás parientes del mayor de edad sujeto a tutela, así como los extraños que desempeñen la tutela de éste, tienen derecho de que se les releve de ella a los cinco años de ejercerla.

Artículo 498.
La tutela cesa por la muerte de la persona sujeta a ella o por sentencia definitiva que revoque la resolución que haya declarado la necesidad de asistencia o de representación para el ejercicio de sus derechos.

Artículo 499.
El juez que discierna una tutela, el Ministerio Público o la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia deben vigilar, bajo su responsabilidad, que el tutor o tutora cumplan estrictamente su función.

Artículo 500.
Se concede acción pública para denunciar a las autoridades todo acto de mala conducta del tutor, tutora o de cualquiera otra persona, con relación a la persona sujeta a tutela y a sus bienes.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la tutela testamentaria

Artículo 501.
El ascendiente que sobreviva, de los dos que en cada grado deben ejercer la patria potestad conforme a lo dispuesto en esta ley, tiene derecho, aunque fuere menor de edad, de nombrar tutor en su testamento a aquéllos sobre quienes la ejerza, con inclusión del hijo póstumo.

Artículo 502.
El nombramiento de tutor testamentario hecho por el padre o por la madre, de acuerdo con el artículo anterior, excluye del ejercicio de la patria potestad a los abuelos.

Artículo 503.
Si el testador excluyó de la patria potestad a los abuelos por padecer alguna deficiencia en sus funciones o estructuras corporales o por estar ausentes, la tutela cesará cuando cese el impedimento o se presenten los abuelos, a no ser que el testador haya dispuesto expresamente que continúe la tutela.

Artículo 504.
El testador que deje bienes a una persona que requiera asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, sea por legado, sea por herencia, puede nombrarle tutor sólo para la administración de los bienes que le deja.

Artículo 505.
Si fueren varios los niños o las niñas, el testador podrá nombrarles un tutor o tutora común o conferir a persona diferente la tutela de cada uno de ellos, observándose, en su caso, lo dispuesto en los artículos 480 y 481.

Artículo 506.
El padre o la madre que ejerza la tutela de un hijo mayor de edad que requiera de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, puede nombrarle tutor testamentario si el otro ha fallecido.  

Artículo 507.
Puede también el padre o la madre que ejerza la tutela de su hijo mayor de edad, nombrarle tutor testamentario si la madre o el padre que sobrevive, no puede legalmente ejercer la tutela.  

Artículo 508.
En el caso del artículo anterior, la madre o padre supérstite, desempeñará la tutela, cuando cese la causa que le impida ser tutor. En este caso, podrá hacer el nombramiento a que se refieren los artículos 506 y 507.  

Artículo 509.
El o la adoptante que ejerza la patria potestad, tiene derecho a nombrar tutor testamentario a su hijo adoptivo, en las mismas condiciones en que pueden hacerlo los padres conforme a los dos artículos anteriores.

Artículo 510.
En ningún otro caso habrá tutela testamentaria del mayor de edad que requiera de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos.

Artículo 511.
El emancipado no estará sujeto a tutela testamentaria.

Artículo 512.
Siempre que en un testamento se nombren varios tutores, desempeñará la tutela el primer nombrado, a quien substituirán los demás por el orden de su designación, en los casos de muerte, restricción o pérdida de su capacidad jurídica de ejercicio, excusa o remoción.

Artículo 513.
Lo dispuesto en el artículo anterior no regirá cuando el testador haya establecido el orden en que los tutores deben sucederse en el desempeño de la tutela.

Artículo 514.
Las reglas, limitaciones y condiciones puestas por el testador para la administración de la tutela, que sean perjudiciales a la persona sujeta a ella, serán modificadas o dispensadas por el juez en beneficio de dicha persona, debiéndose oír al tutor o tutora, a la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia  y al Ministerio Público.

Artículo 515.
Si por un nombramiento condicional de tutor o tutora, o por cualquier otro motivo, faltare temporalmente el tutor testamentario, el juez proveerá de tutor o tutora interina al menor de edad, conforme a las reglas generales sobre nombramiento de tutores.

CAPÍTULO TERCERO

De la tutela legítima de niños y niñas.

Artículo 516.
Habrá tutela legítima:

I. Cuando no hay quien ejerza la patria potestad.

II. Cuando no hay tutor o tutora testamentario.

III. Cuando deba nombrarse tutor o tutora por causa de divorcio.

Artículo 517.
La tutela legítima corresponde:

I. A los hermanos o hermanas.

II. Por falta de las personas mencionadas en la fracción anterior o cuando estas padezcan alguna deficiencia en sus funciones o estructuras corporales que los inhabilite para el cargo, a los tíos o tías, hermanos o hermanas de alguno de los padres.  

III. En el supuesto previsto por cualquiera de las dos fracciones anteriores, si hubiera varios hermanos o hermanas, o varios tíos o tías, el juez elegirá entre ellos al que le parezca más apto para el cargo; pero si el niño o niña hubiera cumplido doce años de edad, él hará la elección.

Artículo 518.
La falta temporal del tutor o tutora legítima se suplirá con lo que dispone el artículo anterior.

Artículo 519.
A los niños o niñas expósitos y abandonados se les aplicarán las siguientes  disposiciones:

I. Tendrán como tutor o tutora, por ministerio de la ley, a la persona que por su propia voluntad se haya hecho cargo de ellos.

II. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, los directores de los hospicios, casa de cuna, albergues, estancias infantiles y demás centros de beneficencia donde se reciban niños o niñas expósitos y abandonados, desempeñarán la tutela de éstos, con arreglo a las leyes y a lo que prevengan los estatutos del establecimiento.

III. En estos casos, la tutela se ejercerá por ministerio de la ley y no será necesario el discernimiento del cargo. 

IV. Si el niño o niña que se encuentre en el caso previsto por este artículo, adquiere bienes, se le nombrará tutor dativo de acuerdo con lo dispuesto en el Capítulo Quinto de este Título. 

Artículo 520.
El Estado, a través del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, se hará cargo de los niños y niñas que sin considerarse expósitos o abandonados se encuentren en situación extraordinaria, de modo que pueda comprometerse su educación, moralidad, seguridad, o salud. 

Artículo 521.
La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia tendrá la facultad de nombrar una familia de acogida de forma temporal a niños y niñas que se encuentren en situación extraordinaria, nombramiento que deberá ser autorizado por el Juez en materia Familiar para lo cual se tendrá que demostrar la idoneidad de la familia mediante los medios de prueba que estime convenientes.

La familia de acogida es una modalidad de atención en la cual una familia seleccionada y capacitada, según criterios técnicos de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, acoge voluntariamente y de tiempo completo a un menor de edad, como medida de colocación familiar, esto con la finalidad de que se le brinde un ambiente afectivo, atención integral que le garantice y restituya sus derechos.

La permanencia de este niño o niña en esta modalidad es de carácter temporal hasta en tanto se defina su situación jurídica conforme a lo establecido en la legislación aplicable.

Artículo 522.
Para los efectos de este ordenamiento, se considera expósito a aquel niño o niña cuyo origen se desconoce y se coloque en una situación de desamparo por quienes conforme a la ley estén obligados a protegerlo; y como abandonado al niño o niña que conociendo su origen, los que ejercen la patria potestad o tutela, dejan de cumplir con sus deberes de protección y cuidado, sin importar la posibilidad de que alguna persona o institución se haga cargo del mismo. 

En los casos en los que las personas que ejerzan la patria potestad por extrema pobreza o por necesidad de ganarse el sustento lejos del lugar de residencia, tengan dificultades para atender a niñas, niños y adolescentes, de manera permanente, no será considerados como supuestos de exposición o estado de abandono, siempre que los mantengan al cuidado de otras personas libres de violencia y provean su subsistencia.

El Estado, por conducto del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia o de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, debe hacerse cargo de los niños o niñas expósitos o abandonados, cuando éstos carezcan del tutor a que se refiere el artículo 508.

CAPÍTULO CUARTO

De la tutela legítima de los mayores de edad que requieren de asistencia o representación.

Artículo 523.
Uno de los cónyuges es tutor o tutora legítima y forzosa del otro, en caso de requerir asistencia o representación de éste.

Artículo 524.
Los hijos o hijas mayores de edad, son tutores cuando alguno de sus padres viudos, divorciados o solteros, padezcan alguna deficiencia en sus funciones o estructuras corporales de tal grado que sea necesaria la asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos.  

Artículo 525.
Cuando haya dos o más hijos o hijas, será preferido el hijo o la hija que viva en compañía del que requiera la tutela; siendo varios los que estén en el mismo caso, el juez elegirá entre ellos a quien le parezca más apto.

Artículo 526.
Los padres son de derecho tutores de sus hijos que se encuentren en el supuesto de la fracción II del artículo 13, sean divorciados, solteros o viudos, cuando éstos no tengan hijos que puedan desempeñar la tutela.  

Artículo 527.
Si viven ambos progenitores, deben ponerse de acuerdo, respecto de quién ejercerá la tutela, y en caso de disentimiento el juez elegirá al que le parezca más apto para el cargo.

Artículo 528.
A falta de tutor o tutora testamentaria y de persona que, con arreglo a los artículos anteriores, deba desempeñar la tutela, serán llamados a ella sucesivamente, los hermanos de la persona que requiera asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, sus abuelos, abuelas y demás parientes del mismo a que se refiere el artículo 517, observándose en su caso lo dispuesto en el artículo 518 y, a falta de todos, el administrador del establecimiento en que se encuentre.

Artículo 529.
Debe el Estado encargarse del mayor de edad que requiere de asistencia o representación y no tenga parientes y carezca de bienes.

CAPÍTULO QUINTO

Tutela dativa

Artículo 530.
La tutela es dativa:

I. Cuando no hay tutor o tutora testamentaria ni persona a quien, conforme a la ley, corresponda la tutela legítima;

II. Cuando el tutor o tutora testamentaria está impedido temporalmente para ejercer su cargo, y no hay parientes de los designados en el artículo 517.

Artículo 531.
Son aplicables al nombramiento de tutor o tutora dativa, las siguientes disposiciones:

I. El tutor o tutora dativa será designado por el niño o niña, si ya cumplió doce años de edad.

II. El juez confirmará la designación si no tiene justa causa para reprobarla.

III. Para reprobar un segundo nombramiento, el juez oirá a la persona en quien recaiga éste, al niño o niña y a un defensor de éste, que el mismo menor de edad elegirá.

IV. Si tampoco se aprueba este segundo nombramiento hecho por el niño o la niña, el juez nombrará tutor o tutora conforme a lo dispuesto en la fracción siguiente.

V. Si el niño o la niña no ha cumplido doce años de edad o en el caso de la fracción anterior, el nombramiento de tutor o tutora lo hará el juez, entre las personas que en la localidad gocen de buena fama por su honorabilidad y moralidad.

VI. Si el juez no hace oportunamente el nombramiento de tutor o tutora, es responsable de los daños y perjuicios que se sigan al niño o la niña por esa falta.

Artículo 532.
Siempre será dativa la tutela para asuntos judiciales del niño o la niña emancipada. El tutor dativo tendrá la obligación de asistir al niño o la niña conforme a sus intereses

CAPÍTULO SEXTO

De la tutela auto designada.

Artículo 533.
Las personas mayores de edad tienen derecho a designar su tutor para el caso de que requieran asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos. Este nombramiento excluye del ejercicio de la tutela a las personas a las que pudiera corresponderles de acuerdo con esta ley. 

La persona designada no está obligada a aceptar el cargo, aunque no tenga excusa para ello, pero si lo acepta deberá permanecer en él un año cuando menos, pasado el cual podrá solicitar al juez se le releve del mismo. 

Si se nombran varios tutores, desempeñará la tutela el primero de los nombrados, a quien substituirán los demás en el orden de su designación, en los casos de muerte, deficiencia en sus funciones o estructuras corporales, excusa, remoción, no aceptación o relevo del cargo; excepto que se haya establecido el orden en que los tutores deban sucederse en el desempeño de la tutela.

La designación de tutor o tutora debe hacerse ante notario y es revocable en cualquier tiempo mediante la misma formalidad.

En lo que no se opongan, son aplicables al tutor o tutora auto designada las disposiciones de la tutela en general, salvo lo dispuesto expresamente por quien lo nombre.  

CAPÍTULO SÉPTIMO

De los impedimentos, remoción y excusas de la tutela.

Artículo 534.
No pueden ser tutores o tutoras, aunque estén anuentes en recibir el cargo:

I. Las menores de dieciocho años de edad.

II. Las personas mayores de dieciocho años de edad que se encuentren bajo tutela.

III. Los que hayan sido separados de otra tutela por la causa establecida en la fracción III del artículo siguiente.

IV. Los que por sentencia que cause ejecutoria, hayan sido privados de este cargo o inhabilitados para obtenerlo.

V. Los que hayan sido condenados o estén procesados por delitos contra la propiedad o por delitos infamantes.

VI. Los que no tengan oficio o modo de vivir honesto, o sean notoriamente de mala conducta.

VII. Los que al discernirse la tutela, tengan pleito pendiente con la persona sujeta a ella.

VIII. Los deudores de la persona sujeta a tutela, en cantidad considerable a juicio del juez, a no ser que quien lo nombró tutor o tutora testamentaria lo haya hecho con conocimiento de la deuda, declarándolo así expresamente al hacer el nombramiento.

IX. Los jueces, magistrados y demás funcionarios o empleados de la administración de justicia y del Registro del Estado Familiar, ni los que estén ligados, con parentesco de consanguinidad con las mencionadas personas en línea recta sin limitación de grado y en la colateral dentro del cuarto grado inclusive, ni por afinidad sin limitación de grado en la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado.

X. Los que no estén domiciliados en el lugar en que deba ejercerse la tutela.

XI. Los empleados del Fisco, que por razón de su destino tengan responsabilidad pecuniaria actual o la hayan tenido y no la hubieren cubierto.

XII. Los que padezcan enfermedad crónica contagiosa.

XIII. Los demás a quienes lo prohíba la ley.

Artículo 535.
Serán separados de la tutela:

I. Los comprendidos en el artículo anterior, desde que sobrevenga o se advierta su inhabilidad.

II. Los que sin haber caucionado su manejo conforme a la ley, ejerzan la administración de la tutela.

III. Los que se conduzcan indebidamente o con negligencia en el desempeño de la tutela, ya sea respecto de la persona, ya respecto de la administración de sus bienes.

IV. Los tutores que no rindan sus cuentas dentro del término fijado por esta ley.

V. El tutor o tutora que sin la previa dispensa y aprobación de las cuentas de la tutela, contraiga nupcias con la persona que esté bajo su guarda;

VI. El tutor o tutora que se ausente por más de seis meses del lugar en que debe desempeñar la tutela.

Artículo 536.
No pueden ser tutores o tutoras de las personas comprendidas en la fracción II del artículo 13, quienes hayan sido causa o fomentado directa o indirectamente tales enfermedades o padecimientos.

Artículo 537.
El Ministerio Público, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, y los parientes de la persona sujeta a tutela deben promover la separación de los tutores, que se encuentren en alguno de los casos previstos en los artículos 534 y 535, pero debe el juez iniciar y continuar de oficio el procedimiento de separación del tutor o tutora, si no fuere promovido por ellos o, en su caso, por la misma persona sujeta a tutela. 

Artículo 538.
Si el tutor o tutora es procesado por delito intencional, se aplicarán las disposiciones siguientes:

I. Cualquiera que sea el delito por el que se procese al tutor o tutora, quedará éste suspenso en el ejercicio de su encargo desde que se provea el auto de formal prisión, hasta que se pronuncie sentencia irrevocable.

II. En el caso de la fracción anterior, se proveerá a la tutela conforme a la ley.

III. Absuelto el tutor, volverá a desempeñar su encargo.

IV. Si el tutor es condenado quedará separado definitivamente del cargo.

Artículo 539.
Pueden excusarse de ser tutores o tutoras:

I. Los empleados y funcionarios públicos.

II. Los militares en servicio activo.

III. Los que tengan bajo su patria potestad tres o más descendientes.

IV. Los que por ser de escasos recursos económicos, no puedan atender a la tutela.

V. Los que por el mal estado habitual de su salud, o por no saber leer ni escribir, no puedan atender debidamente a la tutela.

VI. Los que tengan sesenta años cumplidos.

VII. Los que tengan a su cargo otra tutela.

VIII. Los que por su inexperiencia en los negocios o por causa grave, a juicio del juez, no estén en aptitud de desempeñar convenientemente la tutela.

Artículo 540.
El tutor o tutora debe proponer al juez, los impedimentos y excusas que tuviere, dentro de los  quince días siguientes a la fecha en que se le notifique su nombramiento.

Artículo 541.
Cuando el impedimento o la causa legal de excusa ocurrieren después de la aceptación de la tutela, los plazos señalados en el artículo anterior correrán desde el día en que el tutor o tutora conoció el impedimento o la causa legal de la excusa.

Artículo 542.
Si el tutor o tutora tuviere dos o más excusas, las propondrá simultáneamente dentro del plazo; y si propone una sola, se tendrán por renunciadas las demás.

Artículo 543.
Transcurridos los plazos a que se refieren los artículos anteriores, o aceptado el cargo por el tutor o tutora, se entiende que renuncia a las excusas que tuviere.

Artículo 544.
Mientras se califica la excusa, el juez nombrará tutor o tutora interino.

Artículo 545.
El tutor o tutora testamentaria que se excusare de la tutela, perderá todo derecho a lo que le haya dejado el testador, salvo si éste hubiera dispuesto lo contrario. 

Artículo 546.
Pierde el derecho que tenga para heredar a la persona sujeta a tutela:

I. El tutor o tutora de cualquier clase que, sin excusa, o desechada la que hubiere propuesto, no desempeñe la tutela.

II. La persona a quien corresponda la tutela legítima, si legalmente citada no se presenta al juez, manifestando su parentesco con la persona sujeta a tutela.

CAPÍTULO OCTAVO

De la garantía que deben prestar los tutores para asegurar su manejo.

Artículo 547.
El tutor o tutora, antes de que se le discierna el cargo, otorgará garantía para asegurar su manejo. 

El importe de la garantía será fijado por el juez con base en lo dispuesto por el artículo 548. La garantía podrá otorgarse indistintamente mediante depósito en efectivo, hipoteca, prenda o fianza.

Los bienes dados en prenda se depositarán en una institución de crédito autorizada para recibir depósitos; a falta de ella se depositarán en poder de persona de notaria solvencia y honorabilidad. 

El depósito en efectivo se hará en una institución de crédito, imponiéndolo a interés, y la suma que por este concepto se produzca aumentará el importe de la garantía.

Artículo 548.
La garantía ordenada en el artículo anterior se dará:

I. Por una suma igual al importe de las rentas que deban producir en dos años los bienes raíces y los réditos de los capitales invertidos.

II. Por el valor de los bienes muebles, maquinaria, enseres y semovientes de las fincas rústicas.

III. Por el importe de los productos de las mismas fincas en dos años, calculados por peritos, o por el término medio en un quinquenio, a elección del juez.

IV. Por el importe de las utilidades anuales en las negociaciones mercantiles o industriales, calculadas por los libros, si están llevados en debida forma, o a juicio de peritos.

Si los bienes de la persona sujeta a tutela, enumerados en las fracciones que preceden, aumentan o disminuyen durante la tutela, deberán aumentarse y podrán disminuirse las garantías otorgadas.

Artículo 549.
Si el tutor o tutora, dentro de tres meses después de aceptado su nombramiento, no pudiere dar la garantía por las cantidades que fija el artículo 548, se procederá al nombramiento de nuevo tutor o tutora.

Artículo 550.
Durante los tres meses señalados en el artículo precedente, desempeñará la administración de los bienes un tutor o tutora interina, quien los recibirá por inventario, y sólo podrá ejecutar los actos que el juez autorice y que se limitarán a los indispensables para la conservación de los bienes y percepción de los productos.

Artículo 551.
Están exceptuados de la obligación de dar garantía: 

I. El tutor o tutora testamentaria, cuando expresamente lo haya relevado de esta obligación el testador; 

II. El tutor o tutora testamentaria, legítimo o dativo, si la persona sujeta a tutela no está en posesión efectiva de sus bienes, y tenga sólo créditos o derechos litigiosos; 

III. El cónyuge de la persona sujeta a tutela y el padre, madre, abuelo o abuela, en los casos en que conforme a la ley son llamados a la tutela de sus descendientes, salvo lo dispuesto en el artículo 555; 

IV. Los tutores o las tutoras a que se refieren las fracciones I y II del artículo 519, salvo que hayan recibido pensión para cuidar del niño o niña, o cuando el tutor haya sido nombrado en cumplimiento de la fracción IV del mismo artículo; 

V. El tutor o la tutora designada conforme al artículo 533; y 

VI. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia cuando obtenga el pago de una pensión alimenticia a favor de una persona sujeta a su cuidado de conformidad con lo dispuesto en la Ley del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Artículo 552.
Si el haber de varias personas sujetas a tutela, procede de una herencia indivisa y los tutores son varios, sólo se exigirá  a cada uno de ellos garantía por la parte que corresponda a las personas sujetas a tutela que representen.

Artículo 553.
Los  tutores o las tutoras a que se refieren las fracciones I y V del artículo 551, sólo estarán obligados a dar garantía cuando sobrevenga una causa que, a juicio del juez, haga necesaria aquélla.

Artículo 554.
En el caso de la fracción II del artículo 551, luego que se realicen algunos créditos o derechos, o se recobren los bienes, aun cuando sea en parte, estará obligado el tutor o la tutora a dar la garantía correspondiente.

Artículo 555.
Cuando la tutela recaiga en el cónyuge, en los ascendientes o en los hijos, no se dará garantía, salvo el caso de que el juez lo crea conveniente.

Artículo 556.
Cuando el tutor o la tutora sea también coheredero de la persona sujeta a tutela, y éste no tenga más bienes que los hereditarios, no se podrá exigir al tutor otra garantía que la de su misma porción hereditaria, a no ser que esta porción no iguale a la mitad de lo que corresponde al tutelado, pues en tal caso se integrará la garantía de acuerdo con las disposiciones aplicables a ésta.

Artículo 557.
La garantía que preste el tutor o la tutora no impedirá que el juez, de oficio o a petición del Ministerio Público, de los parientes del sujeto a tutela o de éste, dicte las medidas que estime útiles para la conservación de sus bienes.

Artículo 558.
Al presentar el tutor su cuenta anual, el juez calificará la supervivencia e idoneidad de las garantías otorgadas por el tutor o la tutora. Si las mismas no se actualizan, se removerá al tutor o tutora.

Artículo 559
El Ministerio Público debe exigir que el tutor o tutora garantice el manejo de la tutela, cuando esté obligado a ello y promover, anualmente, la información de la supervivencia e idoneidad de las garantías.

El juez y el Ministerio Público responden subsidiariamente con el tutor o la tutora, de los daños y perjuicios que sufra la persona sujeta a tutela  por no haber exigido que se caucione el manejo de la tutela, o por no haber exigido la información y la actualización de las garantías.

CAPÍTULO NOVENO

Del desempeño de la tutela

Artículo 560.
El tutor o la tutora están obligados:

I.- A alimentar y educar a la persona sujeta a tutela, a cargo del patrimonio de éste.

II. A destinar, de preferencia, los recursos de la persona sujeta a tutela a la curación de sus enfermedades o a su regeneración si es un ebrio consuetudinario o abusa habitualmente de las drogas enervantes, estupefacientes, psicotrópicos o de cualquiera otra sustancia que altere la conducta y produzca dependencia.

III. A formar inventario solemne y circunstanciado de cuanto constituya el patrimonio de la persona sujeta a tutela, dentro del término que el juez designe, con intervención del Ministerio Público y del mismo tutelado si goza de discernimiento y ha cumplido doce años de edad.

IV. A administrar el caudal de la persona sujeta a tutela. El pupilo será consultado para los actos importantes de la administración cuando es capaz de discernimiento y ha cumplido doce años de edad. La falta de consulta no perjudica a los terceros.

El plazo para formar el inventario no podrá ser mayor de seis meses. 

V. A representar o asistir, según sea el caso, al tutelado en juicio y fuera de él en todos los actos civiles, con excepción del matrimonio, el reconocimiento de hijos, el testamento y otros estrictamente personales. 

En los actos estrictamente personales, el juez determinará si la persona sujeta a tutela es capaz de decidir de manera autónoma. Los menores de edad sujetos a tutela y con capacidad de discernimiento, requieren la asistencia de su tutor o tutora para contraer matrimonio o la autorización del juez, conforme al artículo 146 de esta ley.

VI. A solicitar oportunamente la autorización judicial para todo lo que legalmente no pueda hacer sin ella.

Artículo 561.
Es aplicable a los tutores lo dispuesto por los artículos 442 y 443. El tutor o tutora brindará al niño o niña la posibilidad de desarrollar la profesión u oficio que éste elija según sus circunstancias. Si el tutor o tutora infringe esta disposición, puede el niño o la niña, por sí mismo o por conducto del Ministerio Público, ponerlo en conocimiento del juez para que dicte las medidas pertinentes.

Si el que tenía la patria potestad sobre el niño o la niña, lo había dedicado a alguna profesión u oficio, el tutor o la tutora no variará éstos sin la aprobación del juez, quien decidirá este punto prudentemente y oyendo, en todo caso, al niño o niña.

Artículo 562.
Los gastos de alimentación de la persona sujeta a tutela y los gastos de educación, en su caso, del niño o la niña, deben regularse de manera que nada necesario le falte, según su condición y posibilidad económica.

El monto de tales gastos será fijado por el juez con audiencia del Ministerio Público y del tutor o tutora al entrar éste al ejercicio de su cargo, sin perjuicio de modificarlo, según el aumento o disminución del patrimonio de la persona sujeta a tutela  y otras circunstancias. Por las mismas razones podrá el juez modificar la cantidad que el testador que nombró tutor o tutora testamentaria hubiere señalado para dicho objeto.

Artículo 563.
Si las rentas del niño o la niña no alcanzan a cubrir los gastos de su alimentación y educación, el juez decidirá si ha de ponérsele a aprender un oficio o adoptarse otro medio para evitar la enajenación de sus bienes y si fuere posible, sujetará a las rentas de éstos los gastos de alimentación.

Artículo 564.
Si el pupilo fuese indigente o careciese de suficientes medios para los gastos que demandan su alimentación y educación en su caso, el tutor o tutora exigirá judicialmente la prestación de esos gastos a los parientes que tienen obligación legal de alimentarlo. Las expensas que esto origine serán cubiertas por el deudor o deudora alimentario. Cuando el mismo tutor o tutora esté obligado a dar alimentos por razón de su parentesco con su tutelado, el Ministerio Público ejercitará la acción a que este artículo se refiere.

Artículo 565.
Si el pupilo indigente no tiene personas que estén obligadas a alimentarlo o si teniéndolas no pudieren hacerlo, el tutor o tutora, con autorización del juez, oirá el parecer del Ministerio Público, pondrá al pupilo en un establecimiento de beneficencia pública o privada en donde pueda educarse. Si esto no fuere posible, el tutor o tutora procurará que los particulares le suministren trabajo, compatible con su edad y circunstancias personales, con la obligación de alimentarlo y educarlo. No por eso el tutor o tutora queda eximido de su cargo, pues continuará vigilando al niño o la niña, a fin de que no sufra daño por lo excesivo del trabajo, lo insuficiente de la alimentación o lo defectuoso de la educación que se le imparta.

Artículo 566.
La persona que padezca alguna deficiencia en sus funciones o estructuras corporales y que sea indigente, que no pueda ser alimentado y educado por los medios previstos en los dos artículos anteriores, lo será a costa de las rentas públicas municipales o estatales, pero si se llega a tener conocimiento de que existen parientes que estén legalmente obligados a proporcionarle alimentos, el Ministerio Público deducirá la acción correspondiente para que se reembolse al gobierno los gastos que hubiere hecho en cumplimiento de lo dispuesto por este artículo.

Artículo 567.
El tutor o tutora de las personas sujetas a tutela a que se refiere la fracción II del artículo 574, está obligado a presentar al juez, en el mes de enero de cada año, un certificado de dos médicos, de preferencia psiquiatras si es que los hay en la localidad, que declaren acerca del estado del individuo sujeto a tutela, a quien para ese efecto reconocerán en presencia del juez quien se cerciorará del estado que guarda el tutelado y tomará todas las medidas que estime convenientes para mejorar su condición.

Artículo 568.
Para la seguridad, alivio y mejoría de las personas a que se refiere el artículo anterior, el tutor o la tutora adoptará las medidas que juzgue oportunas, previa la autorización judicial, que se otorgará con audiencia del Ministerio Público. Las medidas que fueren muy urgentes podrán ser ejecutadas por el tutor o tutora, quien dará cuenta inmediatamente al juez para obtener la debida aprobación.

Artículo 569.
La obligación de hacer inventario no puede ser dispensado ni aun por los que tienen derecho de nombrar tutor o tutora testamentaria y auto-designado. 

Artículo 570.
Mientras que el inventario no estuviese formado, la tutela debe limitarse a los actos de mera protección a la persona y conservación de los bienes del tutelado.

Artículo 571.
El tutor o la tutora están obligados a inscribir en el inventario el crédito o créditos que tenga contra la persona sujeta a tutela; si no lo hace, pierde el derecho de cobrarlos.

Artículo 572.
Los bienes que la persona sujeta a tutela adquiera después de la formación del inventario, se incluirán inmediatamente en él, con las mismas formalidades prescritas en la fracción III del artículo 560.

Artículo 573.
Hecho el inventario, no se admitirá al tutor o tutora rendir pruebas contra él en perjuicio del tutelado, ni antes ni después de la mayor edad de éste, ya sea que litigue en nombre propio o con la representación del tutelado.

Artículo 574.
Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior los casos en que el error del inventario sea evidente o cuando se trate de un derecho claramente establecido.

Artículo 575.
Si se hubiere omitido listar algunos bienes en el inventario, el niño o la niña, antes o después de llegar a la mayor edad, o cualquier pariente suyo, puede ocurrir al juez pidiéndole que los bienes omitidos se listen y el juez, oído el parecer del tutor o tutora, determinará en justicia.

Artículo 576.
El tutor o la tutora, dentro del primer mes de ejercer su cargo, fijará, con aprobación del juez, la cantidad que haya de invertirse en gastos de administración y el número y sueldos de los dependientes necesarios. Ni el número ni el sueldo de los empleados podrá aumentarse después, sino con aprobación judicial.

Artículo 577.
Lo dispuesto en el artículo anterior no libera al tutor o tutora de justificar, al rendir sus cuentas, que efectivamente han sido gastadas dichas sumas en sus respectivos objetos.

Artículo 578.
Si el padre o la madre del niño o la niña ejercían algún comercio o industria, el juez, con informe de dos peritos y audiencia del Ministerio Público, decidirá si ha de continuar o no la negociación a no ser que los padres hubieren dispuesto algo sobre este punto, en cuyo caso se respetará su voluntad en cuanto no ofrezca grave inconveniente a juicio del juez.

Artículo 579.
El dinero que resulte sobrante después de cubiertas las cargas y atenciones de la tutela, el que proceda de las redenciones de capitales y el que se adquiera de cualquiera otro modo, será puesto en depósito en una institución de crédito al mayor interés posible.

Artículo 580.
El tutor o la tutora que no cumpla con lo dispuesto con el artículo anterior, pagará los correspondientes réditos bancarios mientras no haga el depósito, pero si transcurre un mes sin que haga éste, previa audiencia del mismo tutor o tutora, será removido por el juez.

Artículo 581.
Los bienes inmuebles, los derechos anexos a ellos, los muebles preciosos, las acciones, certificados de participación, obligaciones y cualquier otro título semejante, no pueden ser enajenados ni gravados por el tutor o la tutora, sino por causa de absoluta necesidad o evidente utilidad del pupilo y previa audiencia del Ministerio Público y autorización judicial.

Artículo 582.
Cuando la enajenación se haya autorizado para cubrir con su producto algún objeto determinado, el juez señalará al tutor o la tutora  un plazo dentro del cual deberá acreditar que el producto de la enajenación se ha invertido en su objeto y mientras no se haga la inversión, el precio de la venta se depositará en una institución de crédito, con el mejor rédito posible.

Artículo 583.
La venta de bienes raíces de niños, niñas o de los mayores de edad sujetos a tutela, es nula si no se hace judicialmente en pública subasta. En la enajenación de alhajas y muebles preciosos, el juez decidirá si conviene o no la almoneda, pudiendo dispensarla, acreditada la utilidad que resulte al tutelado.

Artículo 584.
Los tutores no podrán vender valores comerciales, industriales, títulos de rentas, acciones, frutos y ganados pertenecientes a la persona sujeta a tutela, por menor valor del que se cotice en la plaza el día de la venta, ni dar fianza ni ninguna otra garantía a nombre de su tutelado.

Artículo 585.
Para todos los gastos extraordinarios que no sean de conservación ni de reparación, necesita el tutor o la tutora ser autorizado por el juez, con audiencia del Ministerio Público.

Tratándose de niños o niñas de doce años cumplidos o más, o en los casos en que la persona sujeta a tutela tenga la capacidad de expresar su opinión al respecto, será necesario oírlos. 

Cuando la autoridad judicial determine que la persona mayor de edad sujeta a tutela, goza de plena autonomía para el ejercicio de sus derechos patrimoniales, no será necesaria la intervención del tutor o tutora, ni la autorización a que se ha hecho referencia en este artículo.

Artículo 586.
Se requiere licencia judicial con audiencia del Ministerio Público, así como de niños o niñas de doce años cumplidos o más, o en los casos en que la persona sujeta a tutela tenga la capacidad de expresar su opinión al respecto, para que el tutor o tutora pueda transigir o comprometer en árbitros los negocios del tutelado.

Artículo 587.
El nombramiento de árbitros hecho por el tutor o tutora deberá sujetarse a la aprobación del juez, con audiencia del Ministerio Público y del tutelado, conforme a lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 588.
Ni con licencia judicial, ni en almoneda o fuera de ella, puede el tutor o tutora comprar o arrendar los bienes del tutelado, ni hacer contrato alguno respecto de ellos, para sí, sus ascendientes, su cónyuge, sus descendientes o hermanos por consanguinidad o afinidad. Si lo hiciere, además de la nulidad del contrato, el acto será suficiente para que se le remueva.

Artículo 589.
Cesa la prohibición establecida por el artículo anterior respecto de la venta de bienes, en el caso de que el tutor o tutora, su cónyuge o sus mencionados parientes sean coherederos, copartícipes o socios de la persona sujeta a tutela.

Artículo 590.
El tutor o la tutora no podrá hacerse a sí mismo pago de sus créditos contra el tutelado, sin que el juez lo autorice, oyendo previamente al Ministerio Público y al tutelado, en los términos del artículo 586.

Artículo 591.
El tutor o la tutora no puede aceptar para sí, a título gratuito u oneroso, la cesión de algún derecho o crédito contra el tutelado y sólo puede adquirir esos derechos por herencia.

Artículo 592.
El tutor o la tutora no puede dar en arrendamiento los bienes del tutelado, por más de cinco años, sino en caso de necesidad o utilidad, y previa autorización judicial otorgada con audiencia del Ministerio Público.

Artículo 593.
El arrendamiento hecho de conformidad con el artículo anterior, subsistirá por el tiempo convenido, aun cuando se acabe la tutela; pero será nula toda anticipación de rentas o alquileres por más de dos años.

Artículo 594.
Sin autorización judicial no puede el tutor o la tutora recibir dinero prestado en nombre del tutelado, ya sea que se constituya o no hipoteca en el contrato.

Artículo 595.
El tutor o la tutora no puede hacer donaciones a nombre del tutelado.

Artículo 596.
Durante la tutela no corre la prescripción ni la usucapión entre el tutor o tutora y el tutelado.

Artículo 597.
El tutor o la tutora tiene obligación de admitir las donaciones simples, legados y herencias que se hagan o dejen respectivamente al tutelado, y para aceptar las donaciones condicionales necesita de la autorización judicial, con audiencia del Ministerio Público y del tutelado en los términos del artículo 586.

Artículo 598.
Cuando el tutor o tutora sea el cónyuge, se observarán, en sus respectivos casos, las siguientes reglas:

I. En los casos en que conforme a derecho se requiera el consentimiento del cónyuge, se suplirá éste por el juez con audiencia del Ministerio Público.

II. En los casos en que el cónyuge sujeto a tutela pueda querellarse contra el otro o demandarlo para asegurar sus derechos violados o amenazados, será representado por un tutor especial que el juez le nombrará o podrá hacerlo el mismo si tiene capacidad para ello, con la asistencia del Ministerio Público. Es obligación del Ministerio Público promover el nombramiento de un tutor especial, y si no lo cumple será responsable de los daños y perjuicios que se causen al tutelado.

Artículo 599.
En caso de maltrato, de negligencia en los cuidados debidos al tutelado o de mala administración de sus bienes, podrá el tutor o tutora ser removido de la tutela a petición del propio tutelado, del Ministerio Público, de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, o de sus parientes y aún de oficio por el juez.

Artículo 600.
El tutor o la tutora tiene derecho a una retribución sobre los bienes del tutelado, que podrá fijar el testador que lo nombre en su testamento y la persona que lo designó conforme al artículo 533. En el supuesto de que no se hubiera fijado retribución para los tutores legítimos y dativos, la fijará el juez, la que en ningún caso bajará de cinco ni excederá del diez por ciento de las rentas líquidas de dichos bienes.

El tutor o tutora testamentaria y el nombrado conforme al artículo 533 tiene derecho de escoger entre la retribución fijada por el juez y la retribución señalada por quien lo nombró.

Artículo 601.
Si los bienes del tutelado tuvieren un aumento en sus productos, debido exclusivamente a la industria y diligencia del tutor o tutora, éste tendrá derecho a que se le aumente la remuneración hasta un veinte por ciento de los productos líquidos. La calificación del aumento se hará por el juez, con audiencia del Ministerio Público y del tutelado cuando tenga doce años cumplidos o más, o cuando sea mayor de edad y tenga capacidad para expresar su opinión.

Artículo 602.
Para que pueda hacerse, en la retribución de los tutores, el aumento extraordinario que permite el artículo anterior, será requisito indispensable que por lo menos en dos años consecutivos haya obtenido el tutor o la tutora la aprobación absoluta de sus cuentas.

Artículo 603.
El tutor o tutora no tendrá derecho a remuneración alguna, y restituirá lo que por este título hubiese recibido, si él o sus descendientes contraen matrimonio con el pupilo sin que hayan sido aprobadas las cuentas de la tutela.

CAPÍTULO DÉCIMO

De las cuentas de la tutela.

Artículo 604.
El tutor o la tutora está obligado a rendir al juez cuenta detallada de su administración, en el mes de enero de cada año, sea cual fuere la fecha en que se hubiere discernido el cargo. La falta de presentación de la cuenta en los tres meses siguientes al de enero, motivará su remoción.

Artículo 605.
También tiene obligación de rendir cuentas cuando, por causas graves que calificará el juez, la exijan el Ministerio Público, los propios tutelados señalados en la fracción  II  del artículo 13 o los niños y las niñas que hayan cumplido doce años de edad.

Artículo 606.
La cuenta de administración comprenderá no sólo las cantidades en numerario que hubiere recibido el tutor o tutora por producto de los bienes y la aplicación que les haya dado, sino, en general, todas las operaciones que se hubieren practicado, e irá acompañada de los documentos justificativos y de un informe del estado de los bienes.

Artículo 607.
El tutor o tutora es responsable del valor de los créditos activos si dentro de sesenta días, contados desde el vencimiento de su plazo, no ha obtenido su pago o garantía que asegure éste, o no ha pedido judicialmente el uno o la otra.

Artículo 608.
Si el tutelado no está en posesión de todos los bienes a que tiene derecho, será responsable el tutor o tutora de la pérdida de los que falten,  si dentro de dos meses contados desde que tuvo noticia del derecho del tutelado, no le brinda la asistencia necesaria o no entabla a nombre de éste las acciones conducentes para recobrar aquéllos.

Artículo 609.
Lo dispuesto en el artículo anterior se entiende sin perjuicio de la responsabilidad que, después de intentadas las acciones, puede resultar al tutor o tutora por su culpa o negligencia en el desempeño de su encargo.

Artículo 610.
Las cuentas deben rendirse en el lugar en que se desempeña la tutela.

Artículo 611.
Deben abonarse al tutor o tutora todos los gastos hechos debida y legalmente, aunque los haya anticipado de su propio caudal y aunque de ellos no haya resultado utilidad al tutelado, si esto ha sido sin culpa del primero.

Ninguna anticipación ni crédito contra el tutelado se abonará al tutor o tutora, si excede de la mitad de la renta anual de los bienes de aquél, a menos que al efecto haya sido autorizado por el juez.

El tutor o la tutora serán igualmente indemnizados, según el prudente arbitrio del juez, del daño que haya sufrido por causa de la tutela y en desempeño necesario de ella, cuando no haya intervenido de su parte culpa o negligencia.

Artículo 612.
La obligación de dar cuenta no puede ser dispensada por disposición de última voluntad o por cualquier otro negocio jurídico, ni aún por el mismo tutelado; y si esa dispensa se pusiere como condición en cualquier acto, se tendrá por no puesta.

Artículo 613.
El tutor o la tutora que sea reemplazado por otro u otra estarán obligados, y lo mismo sus herederos, a rendir cuenta general de la tutela al que lo reemplaza y el nuevo tutor o tutora responderá al tutelado por los daños y perjuicios si no pidiere y tomare las cuentas de su antecesor.

Artículo 614.
El tutor o la tutora, o en su falta, quien lo represente, rendirá las cuentas generales de la tutela en el plazo de tres meses, contados desde el día en que fenezca la tutela. El juez podrá prorrogar este plazo hasta por tres meses más, si circunstancias extraordinarias así lo exigieren.

Artículo 615.
La obligación de dar cuenta pasa a los herederos del tutor o tutora; y si alguno de ellos sigue administrando los bienes de la tutela, su responsabilidad será la misma que la de aquél.

Artículo 616.
La garantía dada por el tutor o tutora no se cancelará sino cuando las cuentas hayan sido aprobadas.

Artículo 617.
Hasta pasado un mes de la rendición de cuentas, es nulo todo convenio entre el tutor o la tutora y el pupilo, relativo a la administración de la tutela o a las cuentas mismas.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

De la extinción de la tutela.

Artículo 618.
La tutela se extingue:

I. Por la muerte del pupilo o porque desaparezca la causa que le dio origen.

II. Cuando la persona sujeta a tutela entre a la patria potestad, por el reconocimiento o por adopción.

CAPÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

De la entrega de los bienes.

Artículo 619.
El tutor o tutora, concluida la tutela, está obligado a entregar todos los bienes de la persona sujeta a ella y todos los documentos que le pertenezcan, conforme a los estados contables que se hubieren presentado en la última cuenta aprobada.

Artículo 620.
La obligación de entregar los bienes no se suspende por estar pendiente la rendición de cuentas.

Artículo 621.
La entrega de bienes debe hacerse durante el mes siguiente a la terminación de la tutela y cuando los bienes sean muy cuantiosos o estuvieren ubicados en diversos lugares, el juez puede fijar un término prudente para su conclusión, pero en todo caso deberá comenzar en el plazo antes señalado.

Artículo 622.
El tutor o la tutora que entre al cargo sucediendo a otro u otra, está obligado a exigir la entrega de bienes y cuentas al que le ha precedido y si no lo exige, es responsable de todos los daños y perjuicios que por su omisión se siguieren al tutelado.

Artículo 623.
La entrega de los bienes y la cuenta de la tutela se efectuarán a expensas del tutelado. Si para realizarse no hubiere fondos disponibles, el juez podrá autorizar al tutor o tutora a fin de que proporcione él o ella, los necesarios para dicho fin, los cuales le serán reembolsados con los primeros fondos de que se pueda disponer.

Artículo 624.
Cuando intervenga dolo o culpa de parte del tutor o tutora, serán de su cuenta todos los gastos.

Artículo 625.
El saldo que resulte en pro o en contra del tutor o tutora, producirá interés legal. En el primer caso correrá desde que previa entrega de los bienes se haga el requerimiento legal para el pago; y en el segundo desde la rendición de cuentas, si hubiesen sido dadas dentro del término designado por la ley; y si no, desde que expire el mismo término.

Artículo 626.
Cuando en la cuenta resulte algún alcance contra el tutor o tutora, aunque por un arreglo con el tutelado o sus representantes se otorguen plazos al responsable o a sus herederos para satisfacerlo, quedarán vivas las hipotecas u otras garantías dadas para la administración, hasta que se verifique el pago.

Artículo 627.
Si la caución fuere de fianza, el convenio que conceda nuevos plazos al tutor o tutora se hará saber al fiador. Si éste consiente, permanecerá obligado hasta la solución; si no consiente, no habrá espera y se podrá exigir el pago inmediato o la substitución del fiador por otro igualmente idóneo que acepte el convenio.

Artículo 628.
Si no se hiciere saber el convenio al fiador, éste no permanecerá obligado.

Artículo 629.
Todas las acciones por hechos relativos a la administración de la tutela que el tutelado pueda ejercer contra su tutor, tutora o contra los fiadores y garantes de éste, quedan extinguidas por el lapso de dos años, contados desde el día en que se cumpla la mayor edad, o desde el momento en que se hayan recibido los bienes y la cuenta de la tutela, o desde que haya cesado la causa que le dio origen a la tutela en los demás casos previstos por la ley.

Artículo 630.
Si la tutela hubiere fenecido durante la minoridad, la persona sujeta a ella podrá ejercitar las acciones correspondientes contra el primer tutor y los que le hubieren sucedido en el cargo, computándose entonces los términos desde el día en que llegue a la mayor edad; y tratándose de la tutela de mayores de edad, los términos se computarán desde que cese la causa que le dio origen.

TÍTULO DÉCIMO

DEL PATRIMONIO DE LA FAMILIA

CAPÍTULO ÚNICO

Constitución y efectos jurídicos del Patrimonio de Familia.

Artículo 631.
Toda familia tiene derecho a disfrutar de una vivienda digna y decorosa.

Para los efectos de este título, se entiende por familia a las personas que estando unidas por matrimonio, concubinato, pacto civil de solidaridad o por parentesco consanguíneo o afín, habitan una misma casa y tienen, por ley o voluntariamente, unidad en la administración del hogar.

Para los mismos efectos se entiende por familia a las personas que viven juntos como si estuvieran casados sin estarlo y sin que exista en ellos ningún impedimento no dispensable para que contraigan matrimonio.

Por lo tanto, también pueden constituir el patrimonio familiar: la madre, el padre o ambos, cualquiera de los cónyuges o ambos, cualquiera de los concubinos o ambos, la madre soltera o el padre soltero, las abuelas, los abuelos, las hijas y los hijos o cualquier persona que quiera constituirlo, para proteger jurídica y económicamente a su familia.  

Artículo 632.
El patrimonio de la familia está compuesto  por todos aquellos bienes constituidos para la satisfacción de las necesidades mínimas de subsistencia y desarrollo de los miembros del núcleo familiar en los términos de esta ley.

Son susceptibles de constituir el patrimonio de la familia los bienes inmuebles, y muebles, que no rebasen la cuantía determinada por el artículo 644 de este ordenamiento. 

Artículo 633.
Las personas a que se refiere el artículo 631 y las que sean acreedoras alimentarias de ellas, tienen derecho de habitar y de aprovechar los frutos de los bienes que constituyen el patrimonio de la familia.

Artículo 634.
La constitución del patrimonio de la familia no transmite la propiedad de los bienes que lo formen a quienes tienen el derecho que concede el artículo 608 y éstos sólo pueden disfrutar de esos bienes según se dispone en esta ley.

Artículo 635.
El acreedor alimentario que no pueda ser incorporado a la familia de su deudor de alimentos, no tiene el derecho que concede el artículo 633.

Artículo 636.
El derecho establecido en el artículo 633 es intransmisible, no estará sujeto a embargo ni a gravamen alguno y se extingue para el miembro de la familia del constituyente, que forme a su vez otra familia.

Artículo 637.
En caso de muerte del constituyente del patrimonio de la familia, si le sobreviven personas que tengan los derechos que concede el artículo 633, continuará existiendo el citado patrimonio sin dividirse, mientras subsista el derecho de éstas o de una de ellas sobre dicho patrimonio.

Artículo 638.
Los herederos del constituyente del patrimonio de la familia deben respetar el derecho concedido por las disposiciones legales a los beneficiarios de ese patrimonio, derecho que por la muerte del constituyente se convierte en usufructo parcial, el cual durará mientras subsista alguno de los beneficiarios de ese patrimonio que necesite alimentos.

Artículo 639.
Los beneficiarios de los bienes afectados al patrimonio de la familia, serán representados en sus relaciones con personas extrañas a ellos, en todo lo que a ese patrimonio se refiere, por el que lo constituyó y, en su defecto, por el que nombre la mayoría.

Artículo 640.
El representante de los beneficiarios del patrimonio de la familia tendrá la administración de los bienes que lo formen.

Artículo 641.
A los bienes que formen parte del patrimonio de la familia, se aplicarán las siguientes disposiciones:

I. Son inalienables.

II. No estarán sujetos a embargo ni a gravamen alguno.

III. La constitución de ese patrimonio no causará ningún impuesto, contribución, derecho o carga fiscal, por la transmisión del dominio ni por su inscripción en el Registro Público.  

Artículo 642.
Sólo puede constituirse el patrimonio de la familia, con bienes sitos en el municipio en que está domiciliado el que lo constituye, o en los municipios conurbados a aquél.

Artículo 643.
El patrimonio de la familia podrá establecerse por cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 633 y por el tutor o tutora, cuando administre bienes pertenecientes a niños o niñas. 

Por cada familia, sólo puede constituirse un patrimonio de la clase reglamentada en este capítulo, y serán inexistentes los que se constituyan subsistiendo el primero.

Artículo 644.
Son objeto del patrimonio de familia:

I.- La casa, cualquiera que sea su valor, siempre que se trate de un inmueble destinado a la habitación de la familia; y

II.- El mobiliario y equipo de la vivienda familiar, siempre que estén perfectamente identificados y su valor no exceda de 3,000 salarios mínimos diarios en la capital del Estado.

Artículo 645.
Para constituir el patrimonio de la familia, el interesado presentará por escrito una solicitud al juez de su domicilio, manifestando su voluntad para la constitución, designando con toda precisión los bienes que se pretende afectar, a fin de poder acordarse oportunamente la inscripción del patrimonio en el Registro Público, y ofrecerá pruebas sobre los hechos a que se refiere el artículo siguiente.

Artículo 646.
Comprobará el constituyente del patrimonio de la familia, lo siguiente:

I. Que es mayor de edad o que está emancipado.

II. Que está domiciliado en el lugar donde se quiere constituir el patrimonio.

III. La existencia de la familia a cuyo favor se va a constituir el patrimonio y que es miembro de la misma.  

IV. El parentesco o matrimonio o pacto civil de solidaridad entre los miembros de la misma familia, o las circunstancias previstas en el tercer párrafo del artículo 631.

V. Que son propiedad del constituyente los bienes destinados al patrimonio de la familia y que no reportan gravámenes fuera de las servidumbres.

VI. Que, en su caso, se extinguió legalmente el patrimonio de la familia constituido con anterioridad.

VII. Que el valor de los bienes que van a formar ese patrimonio queda dentro de los límites del artículo 644.

Artículo 647.
El valor del inmueble o inmuebles que integrarán el patrimonio de la familia, solamente se acreditará mediante avalúo catastral. Los muebles serán valuados mediante dictamen pericial. 

Artículo 648.
Si el inmueble destinado al patrimonio de la familia reporta gravámenes, podrá constituirse con ese bien, aunque el acreedor o los acreedores no consientan en ello; pero, en todo caso, el inmueble responderá del pago del adeudo a que se refiere el gravamen como disponga la ley.

Artículo 649.
El juez instruirá a los interesados de los requisitos necesarios para la constitución del patrimonio de la familia y en caso de que advirtiere deficiencias en la solicitud a que se refieren los artículos 645 y 646, y el promovente lo pidiere o el juez advirtiere que es necesario, deberá redactarla el juez mismo, haciéndola constar en acta y supliendo las mencionadas deficiencias.

Artículo 650.
Si se satisfacen los requisitos exigidos por este Capítulo, el Juez, previos los trámites que fije el Código  de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza, aprobará la constitución del patrimonio de la familia y mandará que se hagan las inscripciones correspondientes en el Registro Público. 

Artículo 651.
Cuando el valor de los bienes que forman el patrimonio de la familia sea inferior al máximo fijado en el artículo 644, podrá ampliarse el patrimonio hasta llegar a ese valor. La ampliación se sujetará al mismo procedimiento que para su constitución.

Artículo 652.
Cuando haya peligro de que un deudor de alimentos pierda sus bienes por mala administración o porque los esté dilapidando, su cónyuge o la persona a que se refiere el párrafo tercero del artículo 631,  sus acreedores alimentistas,  los representantes de éstos, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia y el Ministerio Público pueden exigir judicialmente que se constituya el patrimonio de la familia, hasta por los valores fijados en el artículo 644.

Artículo 653.
En la constitución del patrimonio de la familia a que se refiere el artículo anterior, se observará en lo conducente lo dispuesto en los artículos 645 a 646.

Artículo 654.
Con el objeto de favorecer la formación del patrimonio de la familia, se venderá a las personas que quieran constituirlo y no sean propietarias de un bien inmueble, las propiedades raíces que a continuación se expresan:

I. Los terrenos pertenecientes al Gobierno del Estado o a los municipios, que no estén destinados a un servicio público, ni sean de uso común.

II. Los terrenos que el Gobierno adquiera para dedicarlos a la formación de este patrimonio, en beneficio de familias que cuenten con pocos recursos.

Artículo 655.
Para la adquisición de los terrenos comprendidos en lo dispuesto por la fracción I del artículo anterior, tendrá preferencia sobre cualquier otra persona, quien desee constituir el patrimonio de la familia.

Artículo 656.
El precio de los terrenos a que se refiere la fracción I del artículo 654, se pagará en no más de veinte anualidades, de acuerdo con las condiciones económicas del comprador, que amorticen capital y réditos, a un tipo de interés que no exceda al de interés social fijado por el Banco de México.

Artículo 657.
En los casos previstos en el artículo 654 la autoridad vendedora fijará la forma y plazo para el pago del precio de los bienes vendidos, tomando en cuenta la capacidad económica del comprador.

Artículo 658.
Quien desee constituir el patrimonio de la familia con la clase de bienes que menciona el artículo 654, además de cumplir con los requisitos exigidos por las fracciones I, II y III del artículo 646 comprobará:

I. Que es de nacionalidad mexicana.

II. Su aptitud o la de sus familiares para desempeñar algún oficio, profesión, industria o comercio.

III. Que él, ella o sus familiares poseen los instrumentos y demás objetos indispensables para ejercer la ocupación a que se dediquen, en caso de no ser asalariados.

IV. El promedio de sus ingresos, a fin de que se pueda calcular, con probabilidades de acierto, que el comprador pagará el precio del terreno que se le venda.

V. Que carece de bienes inmuebles.

Artículo 659.
Si se demuestra posteriormente que al adquirir uno de los terrenos a que se refiere el artículo 654, quien constituyó el patrimonio de la familia con ese terreno, era propietario de otro u otros bienes raíces, la compraventa y la constitución del patrimonio serán nulas.

Artículo 660.
La constitución de que trata el artículo 654, se sujetará a la tramitación administrativa  que fijen los reglamentos respectivos y se inscribirá en el Registro Público una vez que sea aprobada.

Artículo 661.
La constitución del patrimonio de la familia no puede hacerse en fraude de los derechos de los acreedores.

Artículo 662.
Constituido  el patrimonio de la familia, los miembros de ésta, mencionados en el artículo 633, deben habitar la casa que forme parte de aquél, y esa casa será el domicilio familiar.  Deben también, en su caso, cultivar la parcela.

Artículo 663.
Del cumplimiento de habitar la casa, según lo dispuesto en el artículo anterior, puede sustraerse la familia, sin necesidad de declaración judicial, si la persona que constituyó el patrimonio y los beneficiarios del mismo, por evidente necesidad o conveniencia, acuerdan darla en arrendamiento. Si al ocurrir lo anterior no hubiere mediado el acuerdo de referencia, el contrato pactado será nulo. Respecto a los hijos menores de edad o las personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, la responsabilidad de la determinación que se tome recae en los restantes miembros de la familia, salvo que exista persona que por declaración judicial los represente, la que en ese caso habrá de hacerlo. 

Artículo 664.
El patrimonio de la familia se extingue, en cualquiera de los casos siguientes:

I. Cuando todos los beneficiarios cesen de tener derecho de percibir alimentos.

II. Cuando sin causa justificada, la familia deje de habitar, por un año, la casa que debe servirle de morada, o de cultivar por su cuenta y por dos años consecutivos, la parcela que forma parte de ese patrimonio.

III. Cuando se demuestre que hay gran necesidad o notoria utilidad en la extinción del patrimonio de la familia, para quienes tienen sobre éste los derechos que concede el artículo 633.

IV. Cuando se expropien los bienes que lo forman.

V. Cuando tratándose del patrimonio formado con los bienes vendidos conforme al artículo 668, se declare judicialmente nula o rescindida la venta de esos bienes.

Artículo 665.
La declaración de que queda extinguido el patrimonio la hará el juez competente, mediante el procedimiento fijado en el Código de Procedimientos Familiares de Coahuila de Zaragoza y la comunicará al Registro Público para que se hagan las cancelaciones correspondientes. 

Artículo 666.
En el caso de la fracción IV del artículo 639, hecha la expropiación, el patrimonio queda extinguido sin necesidad de declaración judicial, debiendo hacerse la cancelación que proceda en el Registro Público. 

Artículo 667.
La indemnización por la expropiación y la cantidad pagada por el seguro de un siniestro sufrido por los bienes afectados al patrimonio de la familia, se depositarán en una institución de crédito y de modo que produzca el mayor interés posible, a fin de dedicarlos a la constitución de un nuevo patrimonio de la familia, y durante un año son inembargables el precio depositado, o el importe del seguro y los intereses.

Artículo 668.
Si la persona a quien se expropiaron los bienes, no constituye nuevamente el patrimonio de la familia dentro del plazo de seis meses, los beneficiarios tienen derecho a exigir judicialmente su constitución.

Artículo 669.
Transcurrido un año desde que se hizo el depósito a que se refiere el artículo 667, sin que se hubiere promovido la constitución del patrimonio, la cantidad depositada se entregará al dueño de los bienes.

Artículo 670.
Puede disminuirse el patrimonio de la familia: 

I. Cuando se demuestre que ello es necesario o útil para quien lo constituyó y para quienes tiene el derecho establecido por el artículo 633.

II. Cuando el patrimonio familiar, por causas posteriores a su constitución, ha rebasado en más de un doscientos por ciento el valor máximo que puede tener conforme al artículo 644.

Artículo 671.
Extinguido el patrimonio de la familia, los bienes que lo formaban vuelven al pleno dominio del que lo constituyó, si la extinción se verifica en vida del mismo, y en su caso se transmitirán a los herederos del constituyente.

Artículo 672.
El Ministerio Público y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia serán oídos en la constitución, ampliación, reducción y extinción del patrimonio de la familia.

TÍTULO DÉCIMO PRIMERO

DE LOS CONSEJOS DE FAMILIA

CAPÍTULO ÚNICO

Integración y obligaciones de los Consejos de Familia.

Artículo 673.
El Consejo de Familia actuará como auxiliar de la administración de justicia en los términos y con las facultades que establece la presente Ley.

Artículo 674.
El Juez Familiar escuchará la opinión del Consejo de Familia, cuando esto sea procedente.

Artículo 675.
En el Estado habrá el número de Consejos de Familia que determine el Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado y su ubicación será la que determine su titular, quien los tendrá bajo su cargo y coordinación. Los Consejos de Familia estarán integrados cuando menos por:

I.- Un licenciado en derecho;

II.- Un psicólogo;

III.- Un médico general; 

IV.- Un  trabajador social; y

V.- Un profesor o pedagogo.

Artículo 676.
Los Consejos de Familia, tendrán las siguientes funciones: 

I.- Proponer al Juez Familiar, los nombres de tres parientes o conocidos de la persona que requiera de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, dispuestos a desempeñar la tutela, en la forma más conveniente para el pupilo;

II.- Velar que los tutores cumplan con sus deberes, especialmente en la educación de los niños y niñas, dando aviso al Juez Familiar de sus fallas;

III.- Avisar al Juez Familiar, si los bienes de la persona que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos están en peligro de ser mal administrados;

IV.- Investigar y poner en conocimiento del Juez Familiar cuando las personas que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, carezcan de tutor o tutora para hacer los respectivos nombramientos; 

V.- Vigilar el ejercicio de la tutela, teniendo acceso directo a las funciones del tutor, para cerciorarse del buen funcionamiento de éste, comunicándolo al Juez Familiar para los efectos procedentes;

VI.- Dar cuenta al Juez Familiar cuando los Titulares de la patria potestad no cumplan con sus obligaciones;

VII.- Dentro de sus posibilidades organizar conferencias de orientación en materia familiar; y

VIII.- Brindar terapias de pareja en los juicios de divorcio donde existan hijos del matrimonio.

IX.- Todas las demás funciones señaladas en esta Ley cuando se refiera a los Consejos de Familia, así como las mencionadas en cualquier otra Ley.

Artículo 677.
Cuando un cónyuge abandone a otro y a sus hijos sin recursos económicos para satisfacer sus necesidades, el Consejo de Familia tendrá la personalidad jurídica de mandatario judicial del acreedor alimentario para los efectos legales que procedan.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se crea el Código de Procedimientos Familiares para quedar como sigue:

CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS FAMILIARES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

LIBRO PRIMERO

TÍTULO PRIMERO

PRINCIPIOS Y GENERALIDADES

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 1. Las disposiciones de este Código son de orden público, de interés social y de observancia obligatoria en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

En defecto de este ordenamiento, es aplicable el Código Procesal Civil vigente en el Estado

Intervención oficiosa del Juez 

Artículo 2.El juzgador  en asuntos del orden familiar estará  facultado para intervenir de oficio en todos aquellos procesos que afecten a la familia, cuando se trate de niños, niñas, adultos mayores o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, de la ministración de alimentos y de cuestiones relacionadas con la violencia familiar, decretando las medidas tendientes a preservarla y a proteger a sus miembros.

Ni la recusación de los funcionarios judiciales, ni la interposición de alguna excepción procesal dilatoria impedirán que la autoridad judicial adopte las medidas 
necesarias para proteger los derechos de personas que manifiesten ser víctimas de violencia, personas menores de dieciocho años de edad o personas mayores de edad que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica. En dichos supuestos, inmediatamente después de tomadas dichas medidas, se dará el trámite correspondiente a la cuestión planteada.

Intervención de autoridades administrativas y auxiliares de la administración de justicia.

Artículo 3. En todos los asuntos que trata este Código deberán tener intervención el Ministerio Público y, en su caso, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, el Consejo de Familia y las autoridades administrativas del Estado o de los municipios, que por razón de sus funciones, tengan que ver con las cuestiones familiares.

Suplencia de la queja deficiente y del derecho aplicable en asuntos del orden familiar.

Artículo 4. En todos los asuntos del orden familiar las autoridades judiciales estarán obligadas a suplir la queja deficiente de las partes y aplicará el fundamento de derecho que corresponda aunque no haya sido invocado por las partes o haya sido erróneamente citado durante el proceso.

Del esclarecimiento de los hechos

Artículo 5. Para la resolución de los procesos del orden familiar la autoridad judicial tendrá la facultad de ordenar el desahogo de cualquier prueba, aunque no la ofrezcan las partes, y podrá auxiliarse de profesionistas y personal especializado en las distintas áreas del conocimiento y de servidores públicos que presten sus servicios dentro de la administración pública para esclarecer los hechos y producir la convicción sobre la verdad de los mismos.

Principio de publicidad de los procesos familiares

Artículo 6. Los procedimientos familiares se llevarán en audiencias abiertas al público, salvo que expresamente la ley disponga lo contrario o el juez así lo decida por razones de seguridad o para la protección de la personalidad o la moral de alguna de las partes o interesados.

En los procesos familiares donde participen niños o niñas, la autoridad judicial deberá prohibir que las personas que presencien las audiencias, difundan los datos personales, audios, videos o imágenes referidas a los mismos, salvo que  otorguen por escrito su consentimiento conforme a las normas de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza relativas al ejercicio de su capacidad jurídica.
Para los efectos de este Código las personas menores de dieciocho años de edad serán consideradas como niños o niñas, según corresponda a su género. Se reconoce que todo niño y toda niña, de acuerdo con su edad, género y la maduración funcional y estructural de su cuerpo, transita por las siguientes etapas de desarrollo: infancia, niñez y adolescencia.

Principio de igualdad y no discriminación.

Artículo 7. La autoridad judicial debe mantener la igualdad de las partes y evitar que las diferencias entre las personas por razón de nacionalidad, origen étnico, género, estado civil religión, idioma, condición social, política o económica, orientación sexual, o cualquier otra condición que atente contra la dignidad humana, afecten el desarrollo o resultado del procedimiento.

Cuando una de las partes requiera de asistencia o mecanismos especializados para asegurar su intervención y participación en juicio, el juez deberá tomar todas las medidas que sean necesarias para la protección de sus derechos humanos, en especial, el derecho de defensa y audiencia.

Para que una persona menor de edad o mayor de edad que requiera asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica por tener alguna deficiencia en sus funciones corporales conforme a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, pueda intervenir en el proceso, se dará intervención a personal especializado para que emplee mecanismos que faciliten su participación y aseguren pericia para comprender lo que manifieste.

En el caso de niños y niñas, se deberá ordenar que se realice una o varias pruebas de capacidad que tendrán por objeto determinar si a partir de su edad y de su propio grado de desarrollo y madurez puede comprender las preguntas que se le formulen en un lenguaje comprensible para el mismo.

Las preguntas que se utilicen para la prueba de capacidad, deberán ser de acuerdo a la edad y nivel de desarrollo del niño o de la niña, las cuales no estarán relacionadas con las cuestiones en controversia y deberán orientarse a determinar la capacidad con la que cuentan para comprender y contestar preguntas sencillas.

Esta misma prueba se realizará en personas mayores de edad que presenten alguna deficiencia en sus funciones corporales que tenga como consecuencia una disminución en su capacidad cognitiva e intelectual.

Principio de impulso procesal y oficioso.

Artículo 8. Iniciado el proceso por las partes y sin perjuicio de las facultades que la ley les concede para impulsarlo, el juzgador tomará de oficio las medidas tendientes a evitar su paralización.

Derecho de participación de niños y niñas

Artículo 9. En todo proceso en materia familiar cuyo resultado necesariamente trascienda los derechos de niños y niñas, se deberá tomar en cuenta su opinión o recabar su consentimiento cuando así lo ordene la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza. 

Autonomía progresiva e interés superior

Artículo 10. El reconocimiento de la autonomía progresiva de niños y niñas, su interés superior y el de personas mayores de edad que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, prevalecerá en la aplicación de las normas en materia familiar. 

CAPÍTULO SEGUNDO

Reglas generales de la jurisdicción y la competencia.

Jurisdicción en materia familiar de las autoridades judiciales del Estado.

Artículo 11. La jurisdicción en materia familiar se ejercerá por las personas que integren como titulares, los tribunales y juzgados del fuero común del Estado de Coahuila de Zaragoza, en consonancia con las disposiciones de este Código, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado y las siguientes reglas:
I. Sólo las personas que integren como titulares los tribunales y juzgados, son titulares de la potestad jurisdiccional en su integridad.  Los auxiliares de la administración de justicia realizarán únicamente los actos de ayuda, complementación o aportación técnica previstos por la ley, por delegación y bajo la dirección y responsabilidad de la autoridad judicial, cuando revistan la idoneidad respectiva.

II. La jurisdicción y competencia de los tribunales y juzgados del Estado de Coahuila de Zaragoza, no quedará excluida por prórroga en favor de una jurisdicción extranjera hecha por convenio entre particulares; ni por la litispendencia o conexidad planteadas ante un tribunal extranjero.

III. La cosa juzgada procedente de un fallo dictado por tribunal extranjero sólo tendrá efecto en el Estado, previa declaración de validez hecha en los términos del Código Procesal Civil vigente en el Estado.

IV. La competencia de los Tribunales y Juzgados del Estado de Coahuila de Zaragoza se rige por la ley del lugar del juicio.

V. Los medios de prueba admisibles para demostrar la existencia o inexistencia de un hecho jurídico, se regularán en cuanto a la forma, por la ley del lugar en que se produjeron, siempre que no contraríen los principios fundamentales del derecho probatorio en el Estado. Salvo prueba en contrario, se presumirá la coincidencia de la ley extranjera con la ley de la entidad.

VI. Cualquier sujeto de derecho tendrá acceso a los tribunales y juzgados del Estado de Coahuila de Zaragoza, para demandar o ser demandado, cuando ello proceda conforme a las reglas de la competencia. El tribunal o juzgado requerido deberá proveer en plazo breve, sobre sus peticiones lícitas

De la competencia de los Juzgados Familiares

Artículo 12.  La competencia en asuntos familiares, se ejercerá de acuerdo con las disposiciones  del presente Código y con la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Demanda ante órgano competente

Artículo 13. La demanda en asuntos familiares debe de formularse ante la autoridad judicial de primera instancia de competencia familiar. 

Determinación de competencia

Artículo 14.  La competencia de los juzgados y tribunales se determinará por la materia, el territorio, la conexidad, la prevención, el turno, el grado, la condición subjetiva de los justiciables, por remisión, por prórroga en razón de territorio, por resolución de incidente, por ser recurrente, por atracción y por itinerancia La competencia se determinará conforme al estado de hecho existente en el momento de la presentación de la demanda, por lo que no deberán tomarse en cuenta los cambios posteriores.

Reglas de competencia para juzgados familiares

Artículo 15. Los juzgados familiares tienen obligación de observar lo siguiente:

I. Ningún juzgado familiar puede negarse a conocer de un asunto sino por considerarse incompetente. En este caso, debe expresar en su resolución los fundamentos legales en que se apoye, siempre y cuando no acepte expresa o tácitamente su competencia, caso en el cual ya no puede declararse de oficio incompetente;

II. Ningún Juez familiar puede sostener competencia con un tribunal superior bajo cuya jurisdicción se halle, pero sí con otro que, aunque sea superior en su categoría, no ejerza jurisdicción sobre él;

III. El juzgado familiar que reconozca la competencia de otro por providencia expresa, no puede sostener la propia. Si el acto del reconocimiento consiste sólo en la cumplimentación de un exhorto; el juzgado exhortado no está impedido para sostener su competencia, cuando se trate de conocer del asunto con jurisdicción propia;

IV. Si un Juez deja de conocer por excusa o recusación, turnará el expediente al juzgado que establezca la Ley. 

No procedencia de prórroga de competencia

Artículo 16. La competencia no puede prorrogarse por convenio de las partes, salvo cuando se trate de la establecida por razón del territorio y con las limitaciones que establezca este Código. Por consiguiente, no habrá prórroga de competencia, en todos los asuntos del orden familiar, estado familiar o condición de las personas.
Desistimiento de la competencia por razón de territorio.

Artículo 17. Las partes pueden desistirse de seguir sosteniendo la competencia de un órgano jurisdiccional, antes o después de la remisión de los autos al Superior, si se trata de competencia por razón del territorio.

Nulidad de lo actuado ante órgano incompetente.

Artículo 18. Es nulo lo actuado ante juzgado o tribunal que fuere declarado incompetente, excepto:

I.  Lo actuado ante un órgano jurisdiccional que el actor y el demandado estimen competente, hasta que el juzgador de oficio se inhiba del conocimiento del negocio, siendo indispensable que exprese en su resolución los fundamentos legales en que se apoye

II.  Cuando la incompetencia sea por razón del territorio y convengan las partes del pleito principal en su validez.

III.  Si se trata de incompetencia sobrevenida.  En este caso la nulidad sólo opera a partir del momento en que sobreviene la falta de competencia.

IV.  En los casos de actuaciones probatorias que sean lícitas, las que podrán tomarse como válidas en otro juicio.

V.  En los casos de incompetencia por declinatoria, la demanda y la contestación se tendrán por presentadas ante el órgano, que una vez resuelta se estime competente.  El embargo que, en su caso, se haya practicado, quedará subsistente y válido.

VI.  En los demás casos previstos por la ley

La nulidad a que se refiere este artículo es de pleno derecho y, por tanto, no requiere declaración judicial, sino en los casos expresos en que este código así lo disponga. Los tribunales declarados competentes harán que las cosas se restituyan al estado que tenían antes de practicarse las actuaciones nulas.

CAPITULO TERCERO

Competencia por materia

Artículo 19. Los juzgados de primera instancia con competencia en materia familiar, conocerán de: 

I. Asuntos relativos al matrimonio, a su inexistencia o nulidad y al divorcio, incluyendo los que se refieren al régimen de bienes matrimoniales; de los que tengan por objeto modificaciones, rectificaciones en la actas de registro del estado familiar; de los que afecten al parentesco, a los alimentos, a la paternidad y a la filiación; de los que tengan por objeto cuestiones derivadas de la patria potestad y tutela, así como de cualquier cuestión relacionada con el patrimonio de familia;

II. Asuntos judiciales concernientes a otras acciones relativas al estado familiar, a la capacidad de las personas y las derivadas del parentesco;

III. Diligencias de consignación en todo lo relativo al derecho familiar; y

IV. Asuntos que afecten los derechos de niños, niñas y mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos; así como, en general todas las cuestiones familiares que reclamen la intervención judicial.

CAPITULO CUARTO

Competencia por territorio.

Artículo 20. Salvo que la ley ordene otra cosa, será competente para conocer de un proceso, el juzgado de la circunscripción territorial en que el demandado tenga su domicilio.

Si el demandado no tuviere domicilio fijo dentro del Estado, o fuere desconocido, será competente para conocer del proceso el juzgado donde esté ubicado el domicilio del actor, salvo el derecho de aquel para impugnar la competencia.

Reglas  especiales para establecer la competencia por territorio.

Artículo 21. Es juzgado competente por razón de territorio:

I. El del domicilio del que promueve, en asuntos no contenciosos.

II. El de la residencia de los niños, las niñas o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, cuando se trate de asuntos relativos a la patria potestad o a la designación de tutor y, en los demás casos, el del domicilio de éstos últimos. 
III. En los procedimientos para  alimentos el del domicilio del acreedor alimentario.

IV. En los negocios para suplir el consentimiento o asistencia de quien ejerza la patria potestad o sobre impedimentos para contraer matrimonio, el del lugar en donde se hayan presentado los pretendientes.

V. El del último domicilio conyugal y en su caso, a falta de éste o por abandono del mismo, el del domicilio del cónyuge que promueve para los asuntos de divorcio y nulidad de matrimonio y cualesquiera otros que se susciten con motivo de éste o en relación con él.

En los procedimientos de divorcio, cuando se tenga la obligación de dictar medidas provisionales para proteger y garantizar los derechos de hijos o hijas, será juez competente el de la residencia de los niños y las niñas.

VI. En los procedimientos tratándose de niños o niñas acogidos en una institución de asistencia social sea pública o privada, serán juzgados competentes los del Estado donde se haya establecido el domicilio de los mismos.

VII. En tratándose de derechos de la personalidad, el del domicilio del actor;

VIII. En los procedimientos de adopción, el del domicilio del adoptado; 

IX. En los procedimientos que versen sobre paternidad y maternidad, el del domicilio del hijo o de la hija;

X. Cuando se promuevan actos prejudiciales el que fuere competente en el procedimiento principal;

XI. Para conocer de la reconvención será juzgado competente el que lo sea para dirimir la demanda original;

XII. En las controversias sobre anulación o rectificación de actas del estado familiar, el juzgado del domicilio del Registro del Estado Familiar.

CAPITULO QUINTO

Competencia por razón de conexidad

Efectos

Artículo 22. .La competencia por conexidad opera para remitir los autos al juzgado que previno en el conocimiento de la causa conexa.

CAPITULO SEXTO

Otros criterios para determinar la competencia

Competencia por prevención.

Artículo 23. En la hipótesis de que varios tribunales tengan igual competencia, conocerá del asunto aquel que prevenga. Previene el que primero emplaza.
Competencia por turno.

Artículo 24. Cuando varios órganos jurisdiccionales tengan igual competencia, para la distribución equitativa de los procesos, se podrá establecer un orden de turno para su conocimiento, así como en caso de resolución favorable de la recusación o excusa interpuestas.

Competencia por grado.

Artículo 25. La competencia por grado tiene lugar, cuando a raíz de un recurso interpuesto por la parte agraviada contra una resolución judicial de primera instancia que le perjudica; un tribunal superior puede revisarla y decretar su eventual revocación o modificación, en los casos en que este código lo autorice.

Competencia por remisión.

Artículo 26. Será  competente por razón de remisión, el juzgado que determine el tribunal de competencia, después de resolver favorablemente un conflicto de competencia o porque el juzgador no dictó las resoluciones que tenía obligación dentro de los plazos legales señalados.  Así mismo, lo será el juzgado al que se declare competente una vez resuelta una recusación o una excusa.
Competencia por itinerancia
Artículo 27. En atención a las necesidades de las diversas regiones del Estado, la competencia podrá asignarse a juzgados que atiendan los litigios en distintos lugares, según lo determine la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza.

CAPITULO SÉPTIMO

Conflictos de juzgamiento.

Controversias funcionales del juzgamiento.

Artículo 28. Son conflictos de Poderes o de atribuciones, los que para conocer o para no conocer, surjan entre órganos del Poder Judicial y del Ejecutivo; o, entre el Judicial y el Legislativo locales, los que se ventilarán en consonancia con los artículos 104 fracción IV y 105 fracción I inciso L) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 1o, 10, 22, 23, 24 a 50 de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del citado artículo 105.

Conflictos de jurisdicción.

Artículo 29. Son conflictos de jurisdicción las contenciones internas del Poder Judicial, que se planteen en sentido positivo o negativo, entre juzgados o tribunales del Estado de Coahuila de Zaragoza y los Tribunales Federales o con alguno de los de cualquier Entidad Federativa o del Distrito Federal, que se resolverán de acuerdo con lo ordenado por el artículo 106 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; el artículo 21, fracciones VI y VII de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y, los artículos 30 a 36 del Código Federal de Procedimientos Civiles.

Controversias de competencia.

Artículo 30. Los conflictos de competencia se presentan cuando dos órganos jurisdiccionales del Estado de Coahuila de Zaragoza, pretendan conocer o dejar de hacerlo, respecto de asuntos basados en alguno de los criterios fijados en el artículo 14 de este Código.

CAPITULO OCTAVO

Substanciación y decisión de los conflictos de competencias.

Cuestiones de competencia.
Artículo 31. Las cuestiones de competencia sólo podrán promoverse por declinatoria, la que se propondrá ante el juzgador que se considera incompetente, precisamente en el escrito de contestación a la demanda, pidiéndole que se abstenga de continuar conociendo del proceso y remita el expediente al considerado competente.

Substanciación de la declinatoria.
Artículo 32. La competencia por declinatoria se substanciará como excepción procesal, sin suspensión del procedimiento.

En los juicios escritos, la autoridad judicial ordenará se corra traslado a la parte actora con copia del escrito en el que la parte demandada interponga la excepción de incompetencia por declinatoria para que en un plazo de tres días manifieste lo que a su derecho convenga.  Dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo anterior, el juzgador dictará resolución sobre la excepción de incompetencia. Si el juzgador sostiene su competencia, continuará conociendo del proceso; en caso contrario, remitirá el expediente al que considere competente, el cual dentro de los cinco días siguientes resolverá si se considera o no competente. Si este último se declara incompetente, remitirá el expediente al tribunal de competencia para que determine cuál es el juzgador competente para continuar conociendo del proceso.

Las resoluciones en las que los juzgadores afirmen o sostengan su competencia serán impugnables a través del recurso de apelación, el cual se admitirá en el efecto devolutivo.

Conflictos negativos de competencia.

Artículo 33. Cuando dos o más juzgadores del Estado se nieguen a conocer de determinado asunto, la parte a quien perjudique podrá ocurrir ante al Superior, a fin de que ordene a los que se nieguen a conocer, que le remitan los expedientes en que se contengan sus respectivas resoluciones.

Recibidos los autos, el tribunal citará a las partes a una audiencia de pruebas y alegatos, que se efectuará dentro del tercer día, y en ella pronunciará resolución.

Desechamiento de plano de las cuestiones de competencia.

Artículo 34. Si por los documentos que se hubieren presentado, o por otras constancias del expediente, apareciere que la parte que promueve la declinatoria se ha sometido al juzgado que conoce del asunto, aquélla se desechará de plano, continuando el juicio su curso.

No se tomará en cuenta para los efectos de este artículo la sumisión expresa o tácita que se haga cuando se trate de competencia improrrogable.

Sanción al juzgador que sostenga una competencia contra ley expresa
Artículo 35. Los magistrados o jueces que sostengan una competencia contra ley expresa, incurrirán en la suspensión de empleo de tres a seis meses por la primera vez y pagarán los perjuicios que se siguieren.  En caso de reincidencia, se les separará el cargo.

El superior, al dirimir la competencia, dictará las medidas necesarias para que se finque la responsabilidad en los términos de la ley.

CAPÍTULO NOVENO

Impedimentos

Capacidad subjetiva

Artículo 36. Se presume la imparcialidad de los Magistrados, Jueces, Secretarios y Actuarios del Poder Judicial del Estado de Coahuila de Zaragoza  que hayan satisfecho los requisitos que exigen las leyes para extenderles su nombramiento.

Motivos de Impedimento

Artículo 37. Para combatir la presunción legal establecida en el artículo anterior, el litigante afectado por la presunta falta de capacidad subjetiva individual del funcionario judicial en el proceso específico de que se trate, deberá probar la existencia de alguna de las hipótesis siguientes, que constituyen motivo de impedimento para conocer:

I. Tener interés directo o indirecto en el negocio.

II. Tener dicho interés su cónyuge, concubino o concubina, sus parientes consanguíneos en línea recta, sin limitación de grado; los colaterales dentro del cuarto grado y los afines dentro del segundo.

III. Tener, el funcionario de que se trate y alguna de las partes o sus abogados o procuradores, relación de intimidad nacida de algún acto civil o religioso sancionado y respetado por la costumbre, o si fuere comensal habitual o viviere en el mismo domicilio de cualquiera de los nombrados.

IV. Tener parentesco por consanguinidad o afinidad con el abogado o procurador de alguna de las partes, en los mismos grados a que se refiere la fracción II de este artículo.

V. Haber manifestado su amor, marcado afecto, gratitud, hecho dádivas, servicios o promesas estimables o, por el contrario, expresado odio, rencor, recibido amenazas o sido víctima de violencia física o moral, por alguna de las partes, sus abogados o procuradores.

VI. Haber sido adversario  o representante de alguna de las partes en el juicio; o le ha prestado auxilio como consultor técnico o consejero; o si ha declarado como testigo o perito; o ha intervenido como juez, arbitro, amigable componedor, conciliador o agente del ministerio público, en la misma instancia que ventila o en alguna otra o en alguna causa anterior o simultánea a la que está juzgando. La declaración como testigo será causa de excusa cuando se refiera a actos ocurridos durante el juicio, y de los que el funcionario haya conocido por su intervención oficial.

VII. Ser él, su cónyuge, concubino, concubina o alguno de sus hijos, heredero, legatario, donante, donatario, socio, acreedor, deudor, fiado, fiador, arrendatario, arrendador, principal dependiente de alguna de las partes o administrador actual de sus bienes.  La calidad de heredero, legatario, donante o donatario, sólo será causa de excusa cuando exista con anterioridad a la fecha de la iniciación del juicio de que se trate.

VIII. Si es tutor de una de las partes, o no han pasado tres años de haberlo sido.

IX. Cuando hayan sido sancionados penal o administrativamente por ejercer algún tipo de violencia familiar, no podrán conocer de casos referidos a violencia familiar; y

X. Si se encuentra en cualquier otra hipótesis grave o incompatible con su deber de imparcialidad.

CAPITULO DÉCIMO

Excusa

Deber de excusarse.

 Artículo 38.Los magistrados, jueces, secretarios y actuarios, tienen el deber de excusarse del conocimiento de los asuntos en que ocurra alguno de los impedimentos previstos en el artículo anterior, aun cuando no los recusen; expresando concretamente la causa que funde su falta de competencia subjetiva.

Oportunidad de la excusa.

Artículo 39. Sin perjuicio de las medidas que conforme a este código deban dictar quienes se excusan, tienen la obligación de inhibirse inmediatamente que se aboquen al conocimiento de un negocio del que no deben conocer por impedimento, o dentro de las veinticuatro horas siguientes de que ocurra el hecho que lo origina, o de que tengan conocimiento de él.

Trámite de la excusa.

 Artículo 40. .El funcionario impedido, suspenderá desde luego el procedimiento en el asunto de que se trate y remitirá lo actuado con un informe escrito al órgano competente para conocer y resolver de la excusa de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, acompañando los documentos y demás constancias que acrediten la causa de impedimento.

El órgano competente deberá dictar la resolución dentro de los cinco días siguientes y contra ella no procederá recurso alguno. Cuando la excusa se hubiere planteado sin causa legítima, podrá imponerse al funcionario una corrección disciplinaria que consistirá en una multa de hasta 300 veces el salario mínimo general diario vigente en la capital del Estado.

CAPITULO DÉCIMO PRIMERO

Recusación

Procedencia de la recusación.

Artículo 41.Cuando los magistrados, jueces, secretarios o actuarios no se inhibieren a pesar de existir alguno de los impedimentos expresados, procede la recusación que siempre se fundará en causa legal,  la que podrá ser promovida por cualquiera de las partes perjudicadas o por su representante.
Recusación en litisconsorcio.

Artículo 42.Cuando en un negocio intervengan varias personas antes de haber nombrado representante común, se tendrán por una sola para el efecto de la recusación. En este caso se admitirá la recusación cuando la proponga la mayoría de los interesados en cantidades.

Cuando ya hubiere sido designado dicho representante, sólo éste podrá interponerla.

Recusación de magistrados.

Artículo 43. En el Tribunal Superior o en la Sala Civil y de lo Familiar la recusación relativa a los Magistrados que lo integren, sólo importa la del funcionario expresamente recusado. Si fueren varios los recusados, deberá fundarse la causa de impedimento que afecte a cada uno.

Negocios en que no tiene lugar la recusación.

Artículo 44. No se admitirá recusación:

I. En los actos prejudiciales.

II. Al cumplimentar exhortos o despachos, excepto cuando proceda conocer de oposición de tercero.

III. En las diligencias de mera ejecución; entendidas como aquellas en las que el tribunal no tenga que ventilar cuestión alguna de fondo. Más sí en las que el juez ejecutor deba resolver sobre las defensas o contraprestaciones que se opongan en contra de la ejecución de sentencias o si hubiera oposición de terceros.

IV. Cuando se basen en opiniones expresadas por el juzgador al intentar la conciliación de las partes.

V. En los demás actos que no importen conocimiento de causa, ni radiquen jurisdicción.

Tiempo para interponer la recusación.

Artículo 45. Las recusaciones pueden interponerse durante el juicio desde la contestación de la demanda hasta antes de la citación para sentencia definitiva o, en su caso, de dar principio a la audiencia en que deba resolverse, a menos que, hecha la citación o comenzada la audiencia, hubiere cambiado el personal del juzgado.
No se admitirá ni dará trámite a ninguna recusación, una vez iniciada una audiencia o diligencia, sino hasta que éstas concluyan.

Artículo 46. En los procedimientos de apremio y en el juicio que empieza por ejecución no se dará curso a ninguna recusación, sino practicado el aseguramiento, hecho el embargo o desembargo.

Desechamiento de recusaciones.

Artículo 47. La autoridad judicial desechará de plano toda recusación, cuando:
I. No estuviere propuesta en tiempo;

II. No se funde en alguno de los impedimentos a que se refiere este código, y

III. Se interponga en asuntos en que no puede tener lugar.

Competencia para conocer de la recusación.

Artículo 48. De la recusación de un Magistrado integrante del Pleno y de la de los Magistrados en conjunto de la Sala Civil y Familiar, conocerá el Pleno del Tribunal Superior de Justicia. 

De la de un Magistrado de dicha Sala y de la de los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Distrito, en asuntos en materia  familiar, conocerá la Sala Civil y de lo Familiar. 

De la de un Juez de Primera Instancia, de un Juez Letrado o de un Juez de Conciliación conocerá el Magistrado del Tribunal Unitario de Distrito de su adscripción. Las recusaciones de los Secretarios y Actuarios se substanciara ante los magistrados y jueces con quienes actúen.

Si con motivo de la resolución de la recusación fuese necesario integrar el Pleno o la Sala Civil y Familiar, se mandará llamar a los Magistrados Supernumerarios indispensables a fin de que concurran a las sesiones correspondientes.

Irrecusabilidad.

Artículo 49. Los magistrados y jueces que conozcan de una recusación son irrecusables para este solo efecto.
Interposición de la recusación.

Artículo 50. Toda recusación se interpondrá ante el magistrado o juez que conozca del asunto, expresándose con toda claridad y precisión la causa en que se funde.
En los juicios escritos, el juzgador remitirá de inmediato, dentro del plazo de tres días, testimonio de las actuaciones respectivas al superior, acompañado de un informe, en el cual, bajo protesta de decir verdad, expondrá las argumentaciones que considere apoyan la inexistencia de la causal en que se funde la recusación. La falta de informe hará presumir como cierto el impedimento alegado por el promovente.

Trámite de la recusación.

 Artículo 51. En los juicios escritos, la recusación se tramitará en forma de incidente, sin audiencia de la parte contraria, a no ser que ésta lo solicite.  Serán admisibles todos los medios de prueba establecidos en este código, cuyo ofrecimiento deberá hacerse en los escritos en que el recusante la interponga, en el informe que deba rendir el juzgador o, en su caso, en el escrito en que la contraria solicite intervención y se recibirán en el lapso de los cinco días siguientes.

No se suspenderán las actuaciones del tribunal o del juzgador recusado, entre tanto se califica o decide la recusación.

Si la recusación se refiere a un secretario o actuario, se seguirá actuando en forma provisional con otro secretario, substanciándose el incidente en la forma prevista en el párrafo anterior.

Invariabilidad de la recusación.

Artículo 52. Una vez interpuesta la recusación, la parte recusante no podrá alzarla en ningún tiempo, ni variar la causa. A menos que surgiere un impedimento superviniente, en cuyo caso, se podrá permitir la substanciación de una nueva recusación.

Sentencia que resuelve la recusación.

Artículo 53.Si en la resolución se declara que procede la recusación, con testimonio de la misma, se ordenará remitir los autos al juzgador que deberá continuar conociendo del proceso y el funcionario recusado quedará definitivamente separado para conocer del litigio y será nulo todo lo actuado por él a partir de la fecha en que la recusación se haya promovido.  En el Tribunal Superior, el Magistrado recusado quedará separado para conocer del asunto y será sustituido en la forma que lo determine la ley.

En el supuesto de que la sentencia declare improcedente o no probada la causa de recusación, se remitirá testimonio de la resolución al tribunal o juzgado de su origen para que continúe el procedimiento. Además se impondrá al recusante una sanción consistente en una multa de hasta trescientos días de salario mínimo general diario vigente en la Capital del Estado si fuere un Magistrado de un Tribunal Unitario o juez de primera instancia; y de hasta quinientos días de dicho salario, si fuere un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia. 

Improcedencia de recusaciones ulteriores.

Artículo 54.Si se declara inadmisible o no probada la primera recusación interpuesta, se rechazará de plano toda otra recusación propuesta, aunque el recusante proteste que la causa, cualquiera que sea, es superviniente o que no había tenido conocimiento de ella.

TITULO SEGUNDO

Actuaciones judiciales

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones comunes

Definición de acto procesal y proceso judicial.

Artículo 55. Son actos procesales, los actos jurídicos que tienen por inmediata consecuencia la constitución, el desarrollo, la modificación, la definición o la extinción de una relación procesal.

El proceso judicial es el conjunto de actos procesales desenvueltos en forma progresiva y ordenada, unidos por el propósito de resolver un conflicto mediante una sentencia con la autoridad de cosa juzgada.

Distintos tipos de actos procesales.

Artículo 56. Los actos procesales son producidos por la actividad del tribunal o juez o por los secretarios y actuarios que con ellos colaboren; así como por las partes y los terceros ligados al proceso.
Actos del tribunal y de sus colaboradores.

Artículo 57. Los actos procesales del tribunal o juez y de sus colaboradores constituyen manifestaciones de la función pública y se hallan dominados por los principios que regulan la producción de actos jurídicos de derecho público.

Estos actos, desarrollados dentro de los límites de las atribuciones conferidas por la ley, producen fe plena.

Actos de las partes.

Artículo 58. En los casos admitidos por la ley, los actos procesales de parte, constituidos por declaraciones de voluntad unilaterales y bilaterales, producen inmediatamente, sin el concurso del juzgador, la constitución, modificación o extinción de derechos procesales.

Documentación de los actos procesales.

Artículo 59.Todo acto procesal debe documentarse, según las normas del presente Código para su validez y conservación, salvo disposición expresa en contrario.
Obligación del juez de proveer oralmente  

Artículo 60. El juez debe atender y emitir la resolución correspondiente en forma oral y al momento, toda petición que le sea planteada durante las audiencias, salvo las excepciones de ley.  

Validez formal de los actos procesales.

Artículo 61. Cuando la ley no prescriba una determinada forma para un acto procesal, el mismo podrá ser realizado en cualquier forma, siempre que sea idónea para alcanzar su finalidad.

Idioma

Artículo 62. En las  actuaciones judiciales y en los ocursos deberá emplearse el idioma español.

Cuando se exhiban en juicio documentos redactados en idioma extranjero, la parte que los presente, deberá acompañarlos con la correspondiente traducción al español.  Si la contraparte la objeta, o el juzgador lo estima necesario, se nombrará perito traductor oficial para el cotejo; si no lo objeta o manifiesta su conformidad, se pasará por la traducción.
Cuando deba oírse a una persona que no conozca el idioma español, el juzgador lo hará por medio de intérprete que designe al efecto.

El sordomudo será examinado por escrito y, en caso necesario, mediante intérprete.

Si la persona es invidente, deberá comparecer asistida por otra persona de su confianza, que firme a su ruego el acta respectiva.

Peritos traductores

Artículo 63. El juzgador, además de en los casos previstos por el artículo anterior, puede proceder al nombramiento de perito traductor siempre que lo considere necesario para realizar un acto procesal o para interpretar un escrito en lengua extranjera.  El perito que designe, deberá satisfacer los requisitos que se precisan en el artículo 414.
Personas impedidas para ser peritos traductores.

Artículo 64. No pueden ser peritos traductores, bajo pena de nulidad:
I. Las personas menores de 18 años, y las personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

II. Quien no puede ser asumido como testigo, o ha sido llamado a declarar como tal, o a prestar oficio de perito en el mismo procedimiento.

Falsas declaraciones del perito traductor.

Artículo 65.Si la autoridad judicial tiene motivo para considerar que el perito traductor da informes o interpretaciones mendaces, lo denunciará al Ministerio Público para que proceda contra él, a tenor de la ley penal, por falsedad en declaraciones judiciales.

Lugar, fecha y cantidad.

Artículo 66. La fecha está constituida por la indicación del lugar, día, mes y año en que el acto se realiza.  La indicación de la hora será necesaria sólo cuando sirva para establecer la observancia de un plazo. La cantidad se expresa en base a la unidad aritmética a la que se refiere. Las fechas y cantidades, se escribirán con número y letra

Expresiones injuriosas.

Artículo 67. Si en la demanda o contestación, o en general en un acto procesal de parte, una de ellas o su abogado patrono o procurador, de viva voz, o por escrito, ha ofendido el honor, la reputación o el decoro de la otra parte o de un tercero, de oficio o a instancia de parte, el juzgador deberá declarar si las ofensas se deben considerar hechos concernientes a la controversia.

Se consideran hechos no concernientes a la controversia, aquellas ofensas que excedan, por la calidad o por la cantidad, de las necesidades de exposición de las razones de cada parte del juicio.

Si el juzgador considera que las ofensas no son concernientes a la controversia, puede decretar la cancelación de las escritas e imponer al culpable una sanción económica en los términos de este código, independientemente de las sanciones dispuestas por la ley penal.

Formación de expedientes.

Artículo 68. Con el escrito inicial de cada asunto que se promueva, se formará un expediente al que se incorporarán sucesivamente las actuaciones posteriores.

Control de expedientes.

Artículo 69.Los secretarios y los funcionarios que señale la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, serán responsables del control de los expedientes que se radiquen en el tribunal respectivo.  Cuidarán de que todas las actuaciones o documentos se glosen al expediente que corresponda.  Los expedientes deberán ser foliados y al agregarse cada una de las hojas se rubricarán por el secretario en el centro y se pondrá el sello del tribunal en el fondo del cuaderno de manera que queden selladas las dos caras.  Cuando se desglose algún documento se pondrá la razón respectiva de los folios de que se trate.

La infracción de este artículo será sancionada con corrección disciplinaria, conforme a lo dispuesto en este Código; pero la falta de cumplimiento de las disposiciones de este artículo no traerá como consecuencia la nulidad de la actuación respectiva.

Copias certificadas y simples.

Artículo 70. A petición y a costa de parte interesada, el secretario del juzgado o tribunal podrá expedir copias certificadas o copias simples totales o parciales de cualquier expediente judicial.  Las copias certificadas se despacharán sin necesidad de citación de parte contraria, pero en todo caso, el juzgador que ordene su expedición podrá mandarlas adicionar con las constancias que estime pertinentes;  de su entrega, se asentará razón de recibo en autos.  Las copias simples se expedirán sin necesidad de acuerdo, ni constancia de recibo.

Si se pide copia de una resolución que haya sido revocada con posterioridad  mediante el uso de un recurso o hubiere sido declarada nula, o bien, de otra que hubiere removido de su cargo a un albacea, depositario, interventor o algún auxiliar de la administración de justicia; al expedirse, deberá hacerse constar, de oficio, cualesquiera de estas circunstancias.

Desgloses o devoluciones de documentos.

Artículo 71. Los documentos públicos o privados podrán desglosarse de los expedientes o extraerse del secreto del juzgado y entregarse a quien los haya presentado, una vez precluida la oportunidad para tacharlos de falsos o desestimada la tacha, todo con sujeción a las siguientes reglas:
a). Cuando contengan crédito distinto del que se cobra en el proceso, para lo cual el juzgador hará constar en cada documento qué crédito es el allí exigido
b). Cuando en ellos aparezcan hipotecas o prendas que garanticen otras obligaciones.

c). Una vez terminado el proceso, caso en el cual se hará constar en cada documento si la obligación se ha extinguido en todo o en parte.

d). Cuando lo solicite un juez penal, en procesos sobre falsedad material del documento.

II. En los demás procesos, al desglosarse o extraer un documento en que conste una obligación, el juzgador dejará testimonio al pie o al margen del mismo, si ella se ha extinguido en todo o en parte, por qué modo y por quién.

III. En el respectivo lugar del expediente o del archivo se dejará, en transcripción o reproducción, copia del documento desglosado o devuelto y al pie o margen de ella el secretario anotará el proceso a que corresponde.

IV. Cuando la copia que haya de dejarse sea de planos u otros gráficos, se practicará su reproducción mecánica, pero si ella no fuese posible, el secretario deberá asesorarse de un experto, que haga la transcripción manual y la autorice con su firma.

Consulta de expedientes.

Artículo 72. Los expedientes judiciales o las actuaciones de los mismos, permanecerán en las oficinas para el examen de las partes y de todos los que tuvieren interés legítimo en la exhibición.
Las frases "dar vista" o "correr traslado"; sólo significan que los autos quedan en la secretaría, para que se impongan de ellos los interesados, para que se les entreguen copias, para tomar apuntes, o para formar o glosar cuentas.  Las disposiciones de esté artículo comprenden al Ministerio Público

Reposición de expedientes.

Artículo 73. Los expedientes que se perdieren serán repuestos a costa del responsable de la pérdida, quien, además pagará los daños y perjuicios y quedará sujeto, en su caso, a las disposiciones del Código Penal.
La reposición se substanciará en la vía incidental y, sin necesidad de acuerdo judicial, el secretario hará constar, desde luego, la existencia anterior y falta posterior del expediente.

El juzgador estará autorizado para investigar de oficio la preexistencia de las piezas de autos desaparecidas, valiéndose para ello de todos los medios de prueba que no sean contrarios a la moral o al derecho.

Las partes estarán obligadas a aportar para la reposición de los expedientes, las copias de documentos, escritos, diligencias o resoluciones judiciales que obren en su poder, y el juzgador tendrá las más amplias facultades para usar los medios de apremio que autoriza la ley.

Cuando existan indicios o pruebas de que alguna de las partes o sus representantes o abogados hayan intervenido como autores, cómplices o encubridores de la substracción o pérdida del expediente, se hará la denuncia correspondiente para la imposición de las sanciones penales.

Archivo de expedientes.

Artículo 74. Concluido un expediente, se dispondrá su archivo, ya sea en el mismo tribunal, ya sea en el Archivo General del Poder Judicial.
Allí podrá ser consultado libremente, pero no podrá ser retirado sino por mandato judicial y con calidad de oportuna devolución.

En el lugar que ocupaba el expediente, se dejará un certificado en el que consten todos los detalles de su extracción.

Abreviaturas, correcciones y márgenes.

Artículo 75. En las actuaciones judiciales no se emplearán abreviaturas ni se rasparán las partes equivocadas, sobre las que solo se pondrá una línea delgada que permita su lectura y se entrerrenglonarán las que se agreguen, salvándose al final con toda precisión el error cometido.
Se dejarán los márgenes necesarios a efecto de permitir la lectura una vez glosado el documento.

Declaraciones bajo protesta de decir verdad.

Artículo 76.Todas las declaraciones ante los tribunales y juzgados, se rendirán bajo protesta de decir verdad y bajo apercibimiento de la pena en que incurre el que comete el delito de falsedad en declaraciones judiciales.
Concentración de las audiencias de pruebas.

Artículo 77. En los juicios escritos, cuando el número de pruebas y su naturaleza lo justifiquen, el juzgador señalará fechas continuas para las audiencias que deba celebrar para su práctica, con el fin de que haya mayor concentración en ellas.

Actas de las audiencias.

Artículo 78. De todas las audiencias se levantará acta, la que deberá contener la indicación de las personas que hayan intervenido y las circunstancias del lugar y tiempo en que se hayan cumplido las diligencias a que se refieran; deberá, además, contener la descripción de las actividades realizadas, de los reconocimientos efectuados y de las declaraciones recibidas.

Una vez redactada el acta, el secretario le dará lectura y pedirá a las personas que hubieren intervenido en la diligencia, que la firmen.  Si alguna de ellas no puede o no quiere firmar, se dejará constancia de este hecho.  En todo caso, las actas serán suscritas por el secretario y los funcionarios que hayan intervenido.

Elaboración de actas con auxilio de estenógrafos o grabaciones.

Artículo 79. El juzgador dispondrá, cuando lo estime conveniente, que se tome relación de lo ocurrido en la audiencia o diligencia taquigráficamente o mediante estenógrafo, caso en el cual la versión será firmada por él y por el taquígrafo o estenógrafo, quienes entregarán a más tardar al día siguiente, firmada por ellos la transcripción articulada del acta, junto con los originales taquigráficos o estenográficos, que serán agregados al expediente, previa revisión y autorización del juzgador.  

El juzgador en cualquier momento y las partes dentro de los tres días siguientes por conducto de aquel, podrán pedir a quien elaboró el acta, que aclare o revise la versión articulada dentro de las veinticuatro horas siguientes, vencidas las cuales dispondrán  de otros dos días para dejar constancias escritas acerca de su inconformidad con la versión final asentada.

El juzgador también podrá disponer el empleo de medios mecánicos de grabación videograbación, que servirán de auxiliares para elaborar el acta, que en este caso deberá ser firmada también, en su caso, por quien manejó los aparatos.

Dentro de los tres días siguientes las partes podrán solicitar verbalmente la confrontación del acta con la grabación, la cual se conservará durante dicho término, sin perjuicio de que si el juzgador lo estima conveniente, forme parte de la pieza de autos.

Las partes podrán obtener a su costa, copias de las versiones taquigráfica y estenográfica; así como de las grabaciones y videograbaciones.

Actos procesales del juzgador

Artículo 80. Los actos procesales sometidos a los órganos de la jurisdicción, deberán realizarse sin demora; para ello el juzgador tratará de abreviar los plazos y de concentrar en el mismo acto todas las diligencias que sea necesario realizar, cuando se le faculte de manera expresa por la ley.
Autorización y responsabilidad del juzgador.

Artículo 81. Los magistrados y jueces a quienes corresponda, recibirán por si mismos las declaraciones y presidirán todos los actos de prueba bajo su más estricta y personal responsabilidad so pena de declarar nulas las actuaciones probatorias que no hayan sido presididas por el juzgador.
Promociones frívolas.

Artículo 82. Los magistrados y jueces no admitirán nunca promociones, incidentes, o recursos notoriamente frívolos o improcedentes.  Los desecharan de plano, sin necesidad de mandarlos hacer saber a la otra parte, ni formar artículo, y en su caso, dará vista con el hecho al Ministerio Público para los efectos legales a que hubiere lugar.

Depuración del procedimiento.

Artículo 83. Los  magistrados y jueces podrán ordenar que se subsane toda omisión formal que notaren en la substanciación, para el sólo efecto de regularizar el procedimiento.
Orden y respeto en las actuaciones.

Artículo 84. Los magistrados, jueces y secretarios, tienen el deber de mantener el buen orden y exigir que se les guarde el respeto y consideración debidos, tanto de parte de los litigantes y personas que ocurran a los tribunales, como por parte de servidores públicos y empleados bajo sus órdenes, por lo que tomarán de oficio o a petición de parte, todas las medidas necesarias establecidas en la ley, tendientes a prevenir o a sancionar cualquier acto contrario a lo dispuesto en este precepto. Pueden también emplear la fuerza pública. 

Cuando la infracción llegara a tipificar un delito, se dará vista con el hecho al Ministerio Público, para que de estimarlo, inicie la investigación correspondiente.
Correcciones disciplinarias.

Artículo 85. Se autorizan como correcciones disciplinarias, las siguientes:
I. El apercibimiento o amonestación.

II. La multa, que será de cinco o hasta ciento cincuenta veces el salario mínimo general vigente, de acuerdo con la gravedad de la falta.

III.  La suspensión del empleo sin goce de sueldo que no exceda de un mes de trabajo.

IV. El arresto hasta por un término de treinta y seis horas.  Esta medida se aplicará particularmente a quienes se resistieren a cumplir una orden de expulsión de un recinto judicial o cuando, habiendo sido apercibidos por segunda o más ocasiones, se negaren a brindar auxilio para la impartición de justicia.

Inconformidad con la corrección disciplinaria.

Artículo 86. Dentro de los tres días de haberse hecho saber una corrección disciplinaria a la persona a quien se hubiere impuesto, podrá ésta pedir, ante el mismo juzgado o tribunal que la oiga en justicia.  Recibida la petición, el tribunal citará para dentro de los tres días siguientes a una audiencia, en la cual, después de escuchar lo que el interesado expusiere en su descargo, resolverá dentro de las ulteriores veinticuatro horas.  En la resolución que se dicte, podrá  confirmarse, atenuarse o dejarse sin efecto la corrección, sin que en su contra proceda recurso alguno.

Autentificación de constancias.

Artículo 87 .Las actuaciones judiciales deberán ser autorizadas por el secretario a quien corresponda dar fe o certificar el acto, y no surtirá efectos legales si falta este requisito.
Oficialía común de partes.

Artículo 88. En los lugares donde se establezca una oficialía de partes común, los escritos de demanda y aquellos con los que se inicie un procedimiento judicial nuevo, deberán presentarse en dicha oficialía, al igual que los escritos subsecuentes que se presenten fuera de las horas de labores del tribunal o juzgado.

Podrán presentarse ante cualquier autoridad judicial de primera instancia, quien decretará desde luego las diligencias más urgentes, la solicitud de depósito de persona y demás cuestiones de derecho familiar.

Fuera de los casos expresados en el párrafo anterior, los jueces que dicten medidas provisionales o cautelares en un negocio que no estuviere turnado a ellos, serán corregidos disciplinariamente.

Sanción para quien burle el turno establecido en la oficialía común de partes.

Artículo 89. En el caso de comprobarse la realización de cualquier acción tendiente a burlar el turno establecido en la Oficialía Común de Partes, una vez presentado un escrito por el cual se inicie un procedimiento, ya sea exhibiendo varios de éstos para elegir el juzgado que convenga, o desistiéndose de instancias más de una vez, sin acreditar la necesidad de hacerlo, o cualquiera acción similar; la parte 1ue promueve y sus abogados patronos o procuradores se harán acreedores, solidariamente, a una multa que no será menor de treinta, ni mayor de ciento cincuenta días de salario mínimo general vigente en el Estado, que les será impuesta por el juzgador que advirtiere dicha acción.

Obligación del secretario de informar sobre los escritos presentados.

Artículo 90. En cada documento que se presente ante el oficio judicial, la persona autorizada al efecto hará constar el día y hora en que se recibe el escrito y una relación de los documentos que se anexen.
El secretario dará cuenta al juzgador de dichos escritos a más tardar dentro de las veinticuatro horas en que le hayan sido turnados, sin perjuicio de hacerlo de inmediato, cuando se trate de asunto urgente, so pena de una multa equivalente al importe de un día de salario mínimo general vigente en la capital del Estado, en caso de incumplimiento.

Custodia de documentos originales.

Artículo 91. El secretario guardará bajo su responsabilidad, en el secreto del juzgado, los documentos originales o irremplazables que presenten los interesados.  Al expediente se agregarán copias cuidadosamente cotejadas y autorizadas por el propio secretario, sin perjuicio de que, a pedimento justificado de cualquier interesado, se le muestren los originales.
Responsabilidad de los secretarios

Artículo 92. Los secretarios son responsables de los expedientes, libros y documentos que existan en el archivo del juzgado o tribunal.
Cuando por disposición de la ley o del oficio judicial, deban entregar alguno de los objetos mencionados a otro funcionario o empleado, recabarán recibo autorizado y firmado para su resguardo.  En este caso, la responsabilidad se transmitirá a la persona que suscriba el recibo.

Atribución de los actuarios.

Artículo 93. La cumplimentación de las resoluciones judiciales y de las notificaciones que deban tener lugar fuera del local del juzgado o tribunal, cuando no estén encomendadas especialmente a otro funcionario, estará a cargo de los actuarios adscritos.
Revisión de oficio de sus actuaciones.

Artículo 94. Las actuaciones de los actuarios pueden ser revisados de oficio por el juzgador, para subsanar los errores, excesos o defectos, en que hubiesen incurrido.  La parte a quien afecte la enmienda podrá hacer uso del recurso de apelación que le será admitido en el efecto devolutivo.
CAPITULO SEGUNDO

Nulidad de los actos procesales

Procedencia de la nulidad

Artículo 95. Las actuaciones serán nulas cuando carezcan de alguna de las formalidades o requisitos establecidos por la ley de manera que por esta falta quede sin defensa cualquiera de las partes, o cuando en ellas se cometan errores substanciales, y, además, en el caso en que la ley expresamente lo determine.

La nulidad no procede en los casos establecidos en el párrafo anterior, si la actuación, aunque irregular, logre el fin al que estaba destinado, sin violación al derecho de defensa y audiencia o de cualquier otro derecho humano de alguna de las partes.

Reglas para resolver las peticiones de nulidad.

Artículo 96. Para resolver sobre las peticiones de nulidad, el tribunal deberá observar lo siguiente:
I. La nulidad deberá reclamarse en la actuación subsiguiente en que intervenga la parte que la pida, pues de otra manera quedará convalidada de pleno derecho.

II. La nulidad no podrá ser invocada por la parte que intervino en el acto sin hacer la reclamación correspondiente, ni por la que dio lugar a ella.

III. La nulidad establecida en beneficio de una de las partes no puede ser invocada por la otra.

IV. Sólo puede pedir la nulidad, la parte que resulte perjudicada por la actuación ilegal.

V. No procederá cuando el acto haya satisfecho la finalidad procesal a que estaba destinado.

VI. La nulidad de un acto no importa la de los antecedentes ni la de los posteriores que sean independientes de aquél.

Los jueces pueden, en cualquier tiempo, aunque no lo pidan las partes, mandar corregir o reponer las actuaciones defectuosas, pero sin que ello afecte el contenido o esencia de las mismas.

Substanciación de la nulidad.

Artículo 97. En los casos en que las nulidades de que se trata en el artículo anterior se hagan valer por parte interesada en los juicios escritos, se tramitarán en la vía incidental mediante vista a la contraparte por el término de tres días y resolución del juzgador dentro de los tres días siguientes. El incidente se tramitará sin suspensión del procedimiento.

La resolución que decida el incidente será apelable en el efecto devolutivo.

CAPÍTULO TERCERO

Tiempo y lugar

Días y horas hábiles.

Artículo 98. Las actuaciones judiciales se practicarán en días y horas hábiles.
Son días hábiles todos los del año, menos los sábados y domingos; aquellos que las leyes declaren festivos y los de vacaciones de los tribunales; así como en los que éstos, de hecho, suspendan sus labores.

Se entenderán como horas de labores de los tribunales las que medien entre las nueve y quince horas y entre las diecisiete y las diecinueve horas. Para las actuaciones que se practiquen fuera de la sede del tribunal o juzgado, serán horas hábiles las que medien entre las siete y las diecinueve horas.  Iniciada una diligencia en hora hábil, podrá concluirse válidamente en horas inhábiles, sin necesidad de determinación especial del juzgador.

En todos los juicios sobre cuestiones familiares y sobre el estado familiar de las personas, declaración de necesidad de asistencia o representación para que una persona pueda ejercer su capacidad jurídica y los demás que determinen las leyes, no habrá días ni horas inhábiles.

Habilitación de días y horas.

Artículo 99. El juzgador puede habilitar días y horas inhábiles, cuando hubiere causa urgente que lo exija, expresando cuál sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse.
Si una diligencia se inició en día y hora hábiles, puede llevarse hasta su fin, sin interrupción, sin necesidad de habilitación expresa.

Razón de actuaciones no realizadas.

Artículo 100. Siempre que deba tener lugar una actuación judicial en día y hora señalados, y por cualquier circunstancia no se efectúe; el secretario hará constar en los autos esta circunstancia y la razón por la cual no se practicó.
Cómputo del plazo.

Artículo 101. Los plazos empezarán a correr desde el día siguiente al en que surta efectos el emplazamiento, citación o notificación, y se contará en ellos, el día del vencimiento.
Plazo común.

Artículo 102.Cuando fueren varias las partes y el plazo común, se contará desde el día siguiente a aquél en que todas hayan quedado notificadas.
Días no computables.

Artículo 103. En ningún plazo se contarán los días en que no puedan tener lugar  actuaciones judiciales, salvo disposición en contrario de la ley.
Cuando, en uno o más días, dentro de un plazo, no haya habido, de hecho labores en el tribunal, se aumentarán de oficio, con la debida oportunidad para que no haya interrupción del plazo, los días en que no se hubiere laborado.  Esta resolución no es recurrible.

Constancia del principio y fin del plazo.

Artículo 104. En el expediente se asentará razón del día en que comienza a correr un plazo y del en que deba concluir.  Esta constancia deberá asentarse precisamente el día en que surta sus efectos la notificación de la resolución en que se conceda o mande abrir.

La falta de la razón no surte más efectos que los de la responsabilidad del omiso, sin que impida el transcurso del plazo.

El error en el cómputo podrá corregirse de oficio o a petición de parte, sin necesidad de substanciar artículo.  En ningún caso dicho error podrá hacerse valer en perjuicio de las partes.  El error que consista en computar un número mayor de días, que el que legalmente corresponda, deberá reclamarse dentro de los tres días siguientes a la fecha en que el mismo se haga saber.  La falta de reclamación convalida el cómputo, pero deberá sancionarse al responsable, según el prudente arbitrio del juzgador.

Preclusión

Artículo 105. Concluidos los plazos fijados a las partes, se tendrá por perdido el derecho que dentro de ellos debió ejercitarse, sin necesidad de acusar rebeldía.
Vencido el plazo, el secretario dará cuenta inmediata, y el juzgador sin necesidad de acuse de rebeldía, dictará la resolución que corresponda, según el estado del juicio.

Ampliación del plazo en razón de la distancia.

Artículo 106. Cuando la práctica  de una actuación judicial o el ejercicio de un derecho, dentro de un procedimiento judicial, deba efectuarse fuera del lugar en que radique el negocio, y se deba fijar un plazo para ello o esté fijado por la ley, se ampliará éste un día más por cada cien kilómetros de distancia o fracción que exceda de la mitad, entre el lugar de radicación y el en que deba tener lugar el acto o ejercitarse el derecho.  La distancia se calculará sobre la vía de transporte más usual, que sea más breve en tiempo.
Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior, los casos en que, atenta la distancia, se señale expresamente, por la ley, un plazo o un término para los actos indicados.

Plazos comunes.

Artículo 107. Los plazos que, por disposición de la ley no son individuales, se tienen por comunes para todas las partes.
Conclusión anticipada del plazo.

Artículo 108. Los plazos, salvo disposición en contrario, no pueden suspenderse, ni abrirse después de concluidos; pero pueden darse por terminados, por voluntad de las partes, cuando estén establecidos en su favor.
Cómputo de los años, meses y días.

Artículo 109. Para fijar la duración de los plazos, los años, se entenderán de trescientos sesenta y cinco días  naturales; los meses de treinta días naturales; y los días  de veinticuatro horas, contadas de las cero horas a las veinticuatro.
Falta de señalamiento de plazos.

Artículo 110. Cuando este código no señale plazos para la práctica de algún acto judicial, o para el ejercicio de algún derecho, se tendrán por señalados los siguientes:
I. Nueve días para interponer el recurso de apelación contra sentencia definitiva.

II. Cinco días para apelar contra autos y sentencias interlocutorias.

III. Tres días para la celebración de juntas, reconocimiento o exhibición de documentos, dictamen de peritos y otras diligencias, a no ser que por circunstancias especiales el juzgador considere justo ampliar el plazo, lo cual podrá hacer por cinco días más.

IV. Tres días para todos los demás casos.

Prórroga de plazos.

Artículo 111. Podrán ampliarse los plazos cuya prórroga no esté expresamente prohibida; además, se requerirá oír a la parte contraria cuando la prórroga fuere solicitada antes de que expire el plazo señalado. Las prórrogas sólo se concederán una vez por el lapso que estime el juzgador, el que no será mayor de diez días.

Plazos improrrogables.

Artículo 112. No se prorrogarán los plazos:

I. Para interponer recursos.

II. Para contestar la demanda o reconvención en su caso

III. Para ofrecer pruebas

IV. Para pedir aclaración de sentencias.

V. Para oponerse a la ejecución. 

VI. Cualesquiera otros determinados de manera expresa en la ley y aquellos respecto de los que haya prevención terminante de que concluidos, no se admiten en juicio la pretensión, la defensa o el derecho para los que fueren concedidos.

CAPÍTULO CUARTO

Notificaciones

Tiempo en que deben hacerse las notificaciones.

Artículo 113. Las notificaciones se efectuarán dentro de los tres días siguientes al en que se dicten las resoluciones que las ordenan, cuando el juzgador o la ley no dispusieren otra cosa.  

Para los anteriores efectos, se llevará un registro diario de los expedientes que se entreguen a los notificadores, debiendo recibirlos bajo su firma y directamente del secretario de acuerdos, a quien se le devolverán dentro del plazo señalado.

El juzgador impondrá a los infractores de esta disposición la corrección disciplinaria que corresponda conforme a lo que establece el artículo 85 de este código.

Forma de notificaciones.

Artículo 114. Las notificaciones se harán:

I.   Personalmente.

II.  Por cédula.

III. Por lista de acuerdos.

IV. Por edictos. 

V. Por correo, telégrafo o fax.

VI. Por cualesquier otro medio idóneo diverso a los anteriores y que estime conveniente el juzgador.

Señalamiento del domicilio para efectos procesales.

Artículo 115. Las partes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicial, deben designar domicilio ubicado en el lugar del juicio para que se les hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias.
También deben designar el domicilio en el que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas contra quienes promuevan.

Así mismo, en el escrito en donde se interponga recurso de alzada o en el que por primera vez se comparezca ante el Tribunal Unitario o ante el Tribunal Superior de Justicia, deberá señalarse domicilio en el lugar de ubicación de éstos, para que se hagan las notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias en la segunda instancia.

Consecuencias de la falta de señalamiento de domicilio

Artículo 116.Cuando la parte no cumpla con lo prevenido en la primera parte del artículo anterior, las notificaciones, aun las que, conforme a las reglas generales deban hacerse personalmente, se le harán por lista de acuerdos.
Si faltare a la segunda parte, no se hará notificación alguna a la persona contra quien promueva hasta que se subsane la omisión.

Si el litigante no cumple con lo prevenido en la tercera parte de ese artículo, las notificaciones, aun las que conforme a las reglas generales deban hacerse personalmente, se le harán por lista de acuerdos.

Forma de hacer las notificaciones mientras no se señale nuevo domicilio.

Artículo 117.Entre tanto que una parte no hiciere nueva designación  de domicilio donde se practiquen las diligencias y se le hagan las notificaciones, seguirán haciéndose en el que para ello hubiere designado.  En caso de no existir dicho domicilio o que el mismo se encuentre desocupado, o de negativa para recibirlas en el señalado, le surtirán efectos por lista de acuerdos que se fije en el tablero de avisos del tribunal o juzgado, y las diligencias en que debiere tener intervención se practicarán en el local de éstos.

Facultad de las partes para designar personas para oír notificaciones.

Artículo 118. Las partes tienen facultad para designar una o varias personas para que oigan notificaciones.
En tanto no se revoque esta designación, las resoluciones que se notifiquen a los designados surtirán todos los efectos legales, como si se hubieran hecho personalmente a las partes que los designaron.

Emplazamiento.

Artículo 119. Cuando la primera notificación personal sea el emplazamiento, el notificador deberá cumplir las siguientes reglas:
I. El emplazamiento debe hacerse según los casos, a las personas que a continuación se indica:

Directamente a la parte a quien se va a emplazar, si esta es persona menor de dieciocho años o persona mayor que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, en cuyo caso se hará a su representante legal o a la persona que brinde legalmente asistencia respectivamente.

Sólo se autoriza el emplazamiento por medio de apoderado cuando éste radique dentro de la jurisdicción del tribunal y la persona emplazada radique fuera de ese lugar y se ignore su paradero, o si el apoderado vive fuera de la jurisdicción, pero dentro de la República y el emplazado en el extranjero, o no tiene domicilio conocido, o se ignora su paradero.  En este caso se requiere  que el apoderado tenga poder general o especial bastante para contestar la demanda y para la defensa en juicio del emplazado.  El apoderado solo puede negarse a intervenir si demuestra que no aceptó o renunció al mandato.  A petición del apoderado y según las circunstancias, el juzgador podrá ampliar el término para contestar el emplazamiento hasta por treinta días más, si necesitare recabar instrucciones de su poderdante.

II. El emplazamiento deberá hacerse en el domicilio que señale la parte que lo pide, que deberá ser precisamente el lugar en que habita el emplazado, 

El notificador deberá cerciorarse de que el señalamiento reúne estas circunstancias antes de hacer el emplazamiento, expresando los medios de que se haya valido.

III. El emplazamiento se entenderá directamente con el interesado si estuviere presente, entregándosele copia de la demanda y demás documentos y del auto o proveído que deba notificarse.

IV. Si la persona a quien se hace el emplazamiento no fuere encontrada en su domicilio se le dejará citatorio para hora fija, dentro de las horas hábiles del día siguiente.

V. En caso de que no espere, se le hará notificación por cédula.

La cédula  en estos casos se entregará a los parientes, empleados o domésticos del interesado, o a cualquier otra persona adulta que viva en el domicilio señalado, después de que el notificador se haya cerciorado de que allí tiene su domicilio la persona que debe ser notificada, de todo lo cual asentará razón en las diligencias.

La cédula se entregará junto con las copias del traslado y deberá contener los requisitos siguientes:

a) El nombre y apellido del que promueve.

b) El tribunal o juzgado que manda practicar la diligencia.

c) La resolución que se manda notificar, individualizándola por su fecha y por la mención  del negocio y expediente en que se dictó.

d) La fecha y hora en que se deja.

e) El nombre y apellido de la persona a quien se entrega.

f) el nombre, apellido y cargo de la persona que practique la notificación.

La persona que recoja la cédula, deberá firmar por su recibo, y si se rehusare a hacerlo, se pondrá razón en la diligencia, debiendo expresarse el nombre de ella o la manifestación de que se negó a darlo.

Emplazamiento en el lugar de trabajo.

Artículo 120. Si después que el notificador se hubiere cerciorado de que la persona por notificar vive en la casa y se negare aquél con quien se entiende la notificación a recibir ésta, se hará en el lugar en que  aquella habitualmente trabaje, sin necesidad de que el juzgador dicte una determinación especial para ello.

Emplazamiento del demandado en el lugar en que se encuentre

Artículo 121. Cuando no se conociere el lugar en que la persona que debe notificarse tenga el principal asiento de sus negocios, y en la habitación no se pudiere, conforme al  artículo anterior hacer la notificación, se podrá hacer ésta en el lugar en donde se encuentre.
En este caso, la notificación se firmará por el notificador y por la persona a quien se hiciere.  Si ésta no supiere o no pudiere firmar, lo hará a su ruego un testigo.  Si no quisiere firmar o presentar testigo que lo haga por ella, firmarán dos testigos requeridos al efecto por el notificador.  Estos testigos no podrán negarse a hacerlo, bajo pena de multa equivalente de tres a diez días de salario mínimo general vigente en la capital del Estado.

En caso de ocultamiento del demandado, a petición del actor y previa comprobación de este hecho, el emplazamiento podrá practicarse por edictos en los términos previstos por este código.

Notificaciones personales.

Artículo 122. Además del emplazamiento, deberán hacerse personalmente las siguientes notificaciones:

I. La primera resolución que se dicte en el procedimiento.

II. El auto que ordena la absolución de posiciones, la declaración de parte, o el reconocimiento de documentos.

III. La primera resolución que se dicte cuando:

a) Por cualquier motivo se deje de actuar por más de tres meses.

b) Cuando se ordene la reanudación del procedimiento, cuya tramitación hubiere estado interrumpida o suspendida por cualquier causa legal.

IV. El requerimiento a la parte que deba cumplirlo.

V. Las sentencias interlocutorias y definitivas.

VI. En casos urgentes o cuando concurran circunstancias especiales, a juicio del juzgador.

VII. Los demás casos en que la ley lo disponga.

Forma de las notificaciones personales.

Artículo 123. La primera notificación  a los terceros que no sean parte en juicio y las demás notificaciones personales posteriores al emplazamiento, a que se refieren las fracciones II a VII del artículo anterior, se harán personalmente  al interesado o a su representante, patrono, procurador o autorizado para oír notificaciones, en el domicilio señalado para ello.

En caso de que el notificador  no encontrare a la persona que debe notificar, le dejará cédula,  que contendrá los mismos requisitos  y se entregará con las mismas formalidades a que alude la fracción V  del artículo 114.

Emplazamientos y notificaciones personales por Notario.

Artículo 124. A solicitud de cualquiera de las partes, el juzgador podrá autorizar que el emplazamiento y las  notificaciones personales se hagan por un notario, quien las llevará a cabo cumpliendo en lo conducente lo dispuesto en los artículos precedentes y una vez efectuadas, expedirá constancia o certificación pormenorizada que se mandará agregar a los autos como justificación de la práctica  de la diligencia respectiva.
Forma de hacer del conocimiento de las partes el cambio de personal.

Artículo 125. Cuando variare el personal de un tribunal, no se dictará proveído haciendo saber el cambio sino que al margen de la primera resolución que se dictaré después de ocurrido, se pondrán completos los nombres y apellidos de los nuevos funcionarios, a excepción de que el cambio ocurriere cuando el asunto se encuentre citado para sentencia, en cuyo caso se dictará proveído especial.

Notificaciones personales posteriores en el local del juzgado o tribunal.

Artículo 126.La segunda y ulteriores notificaciones se harán personalmente a los interesados o a sus procuradores, patronos o autorizados, si ocurren al tribunal o al juzgado respectivo, al día siguiente o al tercer día del en que se fije en la tabla de avisos, la lista de acuerdos a que se refiere el artículo 130 siempre y cuando sea antes de las catorce horas.

Firma de las notificaciones.

Artículo 127. Deben firmar las notificaciones la persona que las hace y aquella a quienes se hacen. Si éstas no supieren o no quisieren firmar, lo hará el secretario o empleado autorizado haciendo constar estas circunstancias.  A toda persona se le dará copia simple de la resolución que se le notifique, si la pidiere.
Momento en que surte sus efectos la notificación personal.

Artículo 128. Las notificaciones personales surtirán sus efectos desde la hora en que hayan quedado legalmente hechas.

Notificación por lista de acuerdos.

Artículo 129. Si las partes o sus procuradores, patronos o autorizados no concurren al tribunal a notificarse en los días señalados en el artículo 126, las notificaciones se darán por hechas y surtirán  sus efectos a partir de las catorce horas del tercer día al en que se haya fijado la lista en el tablero de avisos del tribunal o juzgado

Formulación y publicación de la lista.

Artículo 130. Los secretarios del tribunal y de los juzgados, formularán diariamente por duplicado y autorizada con su firma y sello, una lista de los negocios que se hayan acordado o resuelto en el mismo día, expresando en ella la naturaleza del juicio, el número del expediente, los nombres y apellidos de los interesados y la fecha de su publicación.  Uno de los ejemplares lo fijarán a las catorce horas en la tabla de avisos del tribunal o juzgado, y estará siempre a disposición del público; el otro se guardará en el archivo de la dependencia bajo la responsabilidad del secretario para comprobar que la notificación quedó hecha. 
Por ningún motivo se incluirán en la lista los negocios o resoluciones que tengan por objeto  el depósito de personas, el requerimiento de pago, el mandamiento de pago o aseguramiento de bienes y cualquier otra diligencia semejante de carácter reservado, a juicio del juez.

Constancia en el expediente de la notificación por lista.

Artículo 131. En el tribunal y en los juzgados, los funcionarios o empleados que determine el juzgador harán constar en el expediente  respectivo que se hizo la publicación y que causo estado la notificación  por medio de lista.  La infracción a este precepto será motivo para que se imponga al responsable la corrección disciplinaria que corresponda conforme a lo que dispone el artículo 85; pero no será causa de nulidad de las actuaciones judiciales respectivas.
Notificación por edictos.

Artículo 132. Procede la notificación por edictos:
I. Cuando se trate de personas inciertas.

II. Cuando se trate de personas cuyo domicilio se ignora.

III. En todos los demás casos previstos por la ley.

En los casos de las fracciones I y II, los edictos se publicarán por tres veces de tres en tres días, en el Periódico Oficial y otro periódico de los de mayor circulación, haciéndose saber que debe presentarse el citado dentro de un término que no será menor de quince ni excederá de sesenta días.

Tratándose de juicio de pérdida de patria potestad el término para que el demandado comparezca a juicio no será menor de diez ni excederá de quince días. 

Citatorio a peritos o testigos.

Artículo 133. Cuando se trate de citar a peritos, testigos o terceros que no sean parte en el juicio, se les notificará en sus domicilios por conducto del actuario o del secretario, entregándoles copia de la determinación judicial en forma personal o dejándola en poder de familiares, domésticos o persona adulta que viva en el domicilio, recogiendo la firma o huella del notificado en el documento que será agregado a los autos.
También podrán practicarse las citaciones por conducto de las mismas partes, que deberán cumplir con lo dispuesto en el párrafo que precede.

Citatorio a peritos y testigos por correo certificado, fax, mensajería o telégrafo.

Artículo 134. Cuando se trate de citar a testigos, peritos o terceros que no constituyan parte, pueden ser citados también por correo certificado, fax, mensajería o telégrafo, a costa del promovente.  Si se hiciere por correo certificado, fax o mensajería certificada, será requisito indispensable recabar y exhibir al juzgado los correspondientes acuses de recibo.

Cuando se haga por telegrama se enviará por duplicado a la oficina que haya de transmitirlo,  la cual devolverá, con el correspondiente recibo, uno de los ejemplares que se agregará al expediente.

Respuesta con motivo de la notificación.

Artículo 135. En los emplazamientos, notificaciones y citaciones no se admitirá ni consignará respuesta alguna del interesado, a no ser que se hubiere mandado en la providencia que se comunica.
En los requerimientos se admitirá la respuesta que diere el requerido, consignándola sucintamente  en la diligencia.

Notificación por conducto  de los abogados o procuradores.

Artículo 136. Los abogados o procuradores de las partes, podrán cambiarse notificaciones o entregarse documentos directamente, recabando el acuse de recibo en una copia fotostática del documento o proveído notificado. La exhibición en autos de la copia con acuse de recibo se tendrá por notificación legal, aunque se trate de notificaciones personales, y surtirá efectos desde la fecha asentada en el acuse de recibo.
Nulidad de las notificaciones.

Artículo 137. Las notificaciones serán nulas cuando no se verifiquen en la forma prevista en los artículos precedentes. 

Para resolver sobre las peticiones de nulidad, el tribunal observará las reglas siguientes:

I. La nulidad sólo podrá ser invocada por la parte a quien perjudique o a la que deje de recibir la notificación.

II. La notificación surtirá sus efectos como si hubiere sido legalmente hecha, a partir de la fecha en que la parte se hubiere manifestado en cualquier forma sabedora de la resolución notificada, incluyéndose en esta regla el emplazamiento.

III. La nulidad de la notificación deberá reclamarse por la parte perjudicada en el primer escrito o en la actuación subsiguiente en que intervenga, a contar de cuando se hubiere manifestado sabedora  de la resolución o se infiera que la ha conocido, pues de lo contrario queda revalidada aquélla de pleno derecho.

IV. El juzgador puede, en cualquier tiempo, aunque no lo pidan las partes, mandar repetir las notificaciones irregulares o defectuosas, sin lesionar derechos legalmente adquiridos por aquellas.

Trámite de la nulidad en los juicios escritos.

Artículo 138. La nulidad en los juicios escritos se tramitará en la vía incidental. En el incidente sólo procederá conceder término probatorio, cuando la irregularidad no se derive de datos que aparezcan en el expediente.  El incidente solo tendrá efectos suspensivos cuando se trate de emplazamiento; sin embargo, si el negocio llegare a ponerse en estado de dictar sentencia, sin haberse pronunciado resolución que decida el incidente, se suspenderá el procedimiento hasta que éste sea resuelto. La sentencia que se dicte mandará reponer la notificación declarada nula y determinará, además las actuaciones que deban considerarse nulas, por estimar que las ignoró el que promovió el incidente, o por no poder subsistir, ni haber podido legalmente practicarse sin la existencia previa y la validez de la que se anuló. 

El juzgador puede sancionar con multa a los funcionarios o a las partes que aparezcan como culpables de la irregularidad.
CAPÍTULO QUINTO

Exhortos, despachos, cartas rogatorias

Auxilio judicial.

Artículo 139. Los tribunales y jueces están obligados a prestarse recíproco auxilio en las actuaciones y diligencias que habiendo sido ordenadas por uno, requieran la colaboración  de otro para su práctica.
Corresponderá prestar el auxilio al órgano jurisdiccional de igual categoría o, en su defecto, al inferior en grado más próximo, salvo que el contenido de las actuaciones determine otro distinto

Medios para prestar el auxilio judicial.

Artículo 140. El auxilio entre órganos jurisdiccionales se prestará por los siguientes medios:
I. Exhorto, que son las comunicaciones escritas que un juzgador dirige a otro de la misma jerarquía judicial o equivalente, pero de diversa competencia territorial para pedirle su auxilio a fin de realizar alguna diligencia.

II. Despacho, carta orden o requisitorio, es el oficio que un órgano jurisdiccional superior dirige a otro de jerarquía judicial inferior, por el que le ordena ejecute un proveído o practique alguna diligencia.

III. Carta rogatoria o suplicatoria, es un medio de comunicación de una autoridad de grado inferior, dirigido a otro jerárquicamente superior con el único propósito de solicitarle un dato o informe relacionado con algún asunto de su conocimiento.

Reglas para proveer el auxilio judicial.

Artículo 141. Los exhortos, despachos y rogatorios que reciban las autoridades judiciales del Estado, se proveerán dentro de las veinticuatro horas siguientes a su recepción, y se diligenciarán dentro de los cinco días posteriores, a no ser que la práctica de la diligencia requerida exija mayor tiempo para su realización.
La diligenciación de los exhortos, despachos y rogatorios se llevará a cabo conforme a las siguientes reglas:

I. El tribunal o juzgado requerido practicará únicamente las diligencias que le hayan sido encomendadas en forma expresa.

II. La diligencia no podrá afectar a terceros extraños a la contienda judicial que motivó el exhorto, despacho o rogatorio.

III. Cuando una autoridad judicial actúe en auxilio de un tribunal o juzgado requirente para citar y examinar a personas como testigos, declarantes o absolventes, se entenderán delegadas las facultades necesarias para la recepción de esas pruebas, así como para usar medidas de apremio para hacer cumplir las determinaciones.

IV. Al diligenciar un exhorto, despacho o rogatorio, se desecharán de plano los conflictos de competencia que pudieran presentarse, sin perjuicio de que el órgano requerido decida si le corresponde cumplimentarlos.

V. El tribunal o juzgado requerido podrá resolver las cuestiones que se presenten con motivo de la ejecución de los mandamientos del requirente; pero sin afectar ni modificar la resolución de que se trate.

VI. Para diligenciar los exhortos enviados por tribunales del Estado de Coahuila o por los de las demás entidades federativas o del Distrito Federal, no será necesaria la legalización de las firmas de los funcionarios que los expidan.

Despachos a órganos de menor jerarquía.

Artículo 142. Los tribunales superiores pueden, en su caso, encomendar la práctica de diligencias a los jueces inferiores de su jurisdicción. Los jueces podrán encomendar la práctica de una diligencia que deba ejecutarse dentro de su propia jurisdicción a otro juzgador de menor jerarquía de la propia jurisdicción, si por razón de la distancia se facilita más que éste la practique.
Exhortos para la práctica de diligencias dentro del territorio nacional.

Artículo 143. Las diligencias que no puedan practicarse en el territorio de la jurisdicción en que se siga el juicio, deberán encomendarse precisamente al juzgador con competencia en el lugar en que deban practicarse, siempre que sea dentro de la República Mexicana.  En este caso se observará lo siguiente:
I.  En los exhortos no se requerirá la legalización de las firmas del juzgador que las expida, a menos que lo exija el requerido, por ordenarlo la ley.

II. Los exhortos podrán remitirse directamente al juzgador que deba diligenciarlos, sin intervención de otras autoridades, a menos de que las leyes del tribunal requerido exijan otras formalidades.

Intervención en las actuaciones solicitadas.

Artículo 144. En la resolución en que se solicita el auxilio judicial podrá designarse, a instancia de parte, persona o personas para que intervengan en su diligenciación, con expresión del alcance de su intervención y del plazo para su comparecencia ante el órgano a quien se encomienda la diligencia, expresando si su incomparecencia determina o no el que el exhorto, despacho o requisitoria, quede sin efectos.
Actuaciones urgentes.

Artículo 145. En el caso de que la actuación requerida se considere de urgente práctica y deba tener lugar en el territorio del Estado,  podrá formularse la petición por telefax, telégrafo, teléfono o cualquier otro medio bajo la fe del secretario, sin perjuicio de confirmarla por los medios ordinarios el mismo día o al siguiente.  En igual circunstancia, podrán utilizarse  estos mismos medios cuando las leyes del tribunal requerido los autoricen.
Oposiciones que pueden formularse ante el tribunal requerido

Artículo 146. El tribunal requerido desechará de plano en todo caso, las excepciones y defensas que fueren opuestas por las partes que litiguen ante el tribunal requirente.
Si al ejecutar la resolución inserta en la requisitoria, se opusiere algún tercero que se considere afectado en sus derechos, el juzgador lo oirá incidentalmente y calificará las excepciones y defensas que oponga conforme a las reglas siguientes:

I. Cuando un tercero que no hubiere sido oído por el tribunal requirente, poseyere en nombre propio la cosa en que deba ejecutarse la sentencia, suspenderá la ejecución y devolverá  las actuaciones, con inserción  del auto en que se dicte esa determinación, así como la constancia en que se haya fundado.

II. Si el tercero opositor que se presente ante el tribunal requerido no prueba con la documentación correspondiente que posee en nombre propio la cosa sobre que verse la ejecución a que se refiere la requisitoria, se ejecutará el mandamiento y además será condenado a satisfacer las costas, daños y perjuicios a quien se los hubiere ocasionado.

Contra esta resolución solo procede el recurso de  queja.

Facultades de los órganos judiciales requeridos para denegar la diligenciación de exhortos, despachos y rogatorios.

Artículo 147. Los tribunales requeridos sólo podrán denegar la diligenciación de exhortos, despachos y rogatorios:
I. Cuando la resolución cuya ejecución se requiera afecte bienes inmuebles o derechos reales constituidos sobre los mismos, que se ubiquen en la jurisdicción del requerido, y sea contraria a las leyes del lugar de ejecución.

II. Cuando se trate de derechos personales o del estado civil y la persona obligada no se haya sometido expresamente o por razón de domicilio, a la jurisdicción del tribunal requirente, y si se trata de sentencia, cuando aparezca que no fue citada personalmente para ocurrir al juicio.

III. Cuando no proceda la ejecución de la sentencia pronunciada por el tribunal requirente en los términos de lo dispuesto por la fracción III del artículo 121 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Incumplimiento de la obligación de prestar el auxilio judicial.

Artículo 148. El auxilio judicial deberá cumplirse en los plazos previstos en el artículo 140. De no ocurrir así, se recordará la urgencia del cumplimiento, de oficio o a instancia de parte interesada.
Si a pesar del recordatorio, continuase la misma situación, el tribunal o juzgado que haya solicitado el auxilio lo pondrá en conocimiento  del superior inmediato del que debe cumplimentarlo, para que adopte las medidas pertinentes a fin de obtener el cumplimiento.

Mandamientos.

Artículo 149. Se utilizará la forma de mandamiento en el Estado, para ordenar la expedición de certificaciones o testimonios y la práctica de cualquier diligencia judicial, cuya ejecución corresponde a los encargados del Registro  Público de la Propiedad o de la Dirección de Notarías. Esta forma se utilizará también en las entidades federativas que la autoricen.
Comunicación de los tribunales o jueces con autoridades no judiciales.

Artículo 150. Al dirigirse los tribunales y jueces del Estado a funcionarios o autoridades que no sean judiciales, lo harán por medio de oficio.
Exhortos o cartas rogatorias internacionales.

Artículo 151. Los exhortos o cartas rogatorias internacionales que se remitan o que se reciban del extranjero, se ajustarán a lo dispuesto por los artículos 334 a 339 del Código Federal de Procedimientos Civiles, salvo lo ordenado por los tratados o convenciones de los que los Estados Unidos Mexicanos sean parte.
CAPÍTULO SEXTO

Resoluciones judiciales

Clases de resoluciones judiciales.

Artículo 152. Las resoluciones judiciales serán:
I. Decretos, cuando sean simples determinaciones de trámite, que no impliquen impulso u ordenación del procedimiento, ni impongan cargas o afecten oportunidades procesales.

II. Autos, cuando se trata de resoluciones que ordenen, paralicen o impulsen el procedimiento o de los que se puedan derivar cargas o afecten derechos procesales.

III. Sentencias interlocutorias, cuando decidan un incidente promovido antes o después de dictada la sentencia definitiva, o resuelven alguna cuestión previa  o algún punto procesal que implique contradicción entre partes. 

IV. Sentencias definitivas, cuando decidan el fondo de la controversia.

Requisitos de las resoluciones judiciales.

Artículo 153. Las resoluciones judiciales deberán expresar el tribunal que las dicte, el lugar y la fecha; la motivación y fundamentación legal, con la mayor brevedad, así como la determinación judicial; serán firmadas por el juez o el magistrado que las pronuncie y serán autorizadas, en todo caso, por el secretario de acuerdos.
Los decretos podrán dictarse sin expresar la motivación, cuando por su contenido no sea  indispensable.

Requisitos de las sentencias.

Artículo 154. Además de los requisitos comunes a todas las resoluciones judiciales, las sentencias deberán contener una relación sucinta de las cuestiones planteadas, el análisis y valoración de las pruebas rendidas, así como los fundamentos de derecho en que se apoyen;  terminarán resolviendo con toda precisión  y de manera exhaustiva todos los puntos litigiosos sujetos a la consideración del juzgador, fijando, en su caso, el plazo dentro del cual deba cumplirse lo resuelto.
Plazo para dictar resoluciones.

Artículo 155. Cuando la ley no establezca plazos distintos, las resoluciones judiciales deberán dictarse a más tardar dentro de los siguientes:
I.  Dentro de los tres días después del último trámite o de la promoción correspondiente, cuando se trate de decretos o autos.
II. Dentro de los cinco días siguientes a partir de la fecha de que el incidente quede en estado, si se tratase de sentencias interlocutorias.

III. Dentro de los quince días siguientes a la fecha de la citación, si se tratare de sentencias definitivas.

Plazos de tolerancia para dictar resoluciones.

Artículo 156. Sin perjuicio de su obligación de pronunciar sentencias dentro de los plazos a que se refiere el artículo anterior, el juzgador dispondrá de un plazo de tolerancia de diez días, para dictar las sentencias definitivas, y de tres días para las interlocutorias, contados desde el vencimiento de los plazos previstos en dicho artículo cuando, a su juicio,  la complejidad del asunto lo requiera, haciendo constar en autos las razones para hacer uso de dicho plazo.
Sanción por no dictar resolución dentro del plazo legal.

Artículo 157. El juzgador que no dictare resolución dentro de los plazos precedentemente establecidos, será sancionado con una multa hasta el importe de dos meses de salario mínimo vigente en la capital del Estado y se tendrá por impedido para seguir conociendo del negocio.

En este supuesto, a solicitud de cualquiera de las partes, el juzgador remitirá el expediente, de inmediato al superior, quien lo turnará al magistrado o juez que corresponda conforme a las reglas establecidas para la recusación, a fin de que éste dicte la resolución omitida dentro de los plazos aludidos.

El importe de la multa será aplicado como sobresueldo al juzgador que resuelva el negocio; en caso de reincidencia, el magistrado o juez se hará acreedor a las medidas disciplinarias que señalan este código y la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

Presunción de legalidad de las resoluciones judiciales.

Artículo 158. Toda resolución judicial, una vez firmada, tiene a su favor la presunción de haberse pronunciado con conocimiento de causa del magistrado o juez que la debe dictar, según la forma prescrita por la ley y por el órgano competente.
Prohibición de aplazar, demorar y negar  resoluciones.

Artículo 159. Los magistrados y jueces no podrán, bajo ningún pretexto, aplazar, dilatar, ni negar la resolución de cuestiones que hayan sido planteadas en el pleito.
Invariabilidad de las resoluciones judiciales.

Artículo 160. Los magistrados y jueces no podrán variar ni modificar sus sentencias o autos después de firmarlos; salvo en caso de aclaración de sentencia conforme a este Código.
Efectos de la sentencia firme.

Artículo 161. La sentencia firme produce efectos entre los que litigaron y frente a terceros llamados legalmente al juicio.
Modificación de resoluciones judiciales.

Artículo 162. Las resoluciones judiciales dictadas con el carácter de provisionales pueden modificarse en la sentencia definitiva.

Las resoluciones judiciales firmes dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y suspensión de la patria potestad, declaración de necesidad de asistencia o representación de personas y demás procedimientos que prevengan las leyes, pueden alterarse y modificarse cuando cambien las circunstancias que mediaron para el ejercicio de la pretensión que se dedujo en el juicio correspondiente.

CAPÍTULO SÉPTIMO

Medios de apremio.

Artículo 163. Los juzgadores, para hacer cumplir sus determinaciones, podrán emplear de los siguientes medios de apremio, el que sea más eficaz:
I. Multa de diez y hasta doscientos salarios mínimos generales, que se duplicará en caso de reincidencia.

II. El auxilio de la fuerza pública, que deberá prestarse en el momento en que sea solicitado.

III. El arresto hasta por treinta y seis horas, después de haberse aplicado la medida a que se refiere la fracción I.

IV. La ruptura de cerraduras por orden escrita.

V. Cateo.

Si la falta de cumplimiento llegare a implicar la comisión de un delito, se denunciarán los hechos a la autoridad competente.

Los secretarios y actuarios podrán solicitar directamente y deberá prestárseles el auxilio de la fuerza pública, cuando actúen para cumplimentar una determinación del juzgador.

En toda resolución que ordene a las partes y demás personas que intervengan en el proceso, llevar a cabo uno o varios actos procesales determinados, el juzgador deberá precisar el plazo o plazos dentro del cual deberán cumplir el acto ordenado, con el apercibimiento de que, de no  hacerlo, les impondrá el medio de apremio que corresponda conforme a lo previsto en este artículo, medio que también deberá indicarse en la propia resolución.

CAPÍTULO OCTAVO

Cauciones

De las diferentes formas de otorgar cauciones.

Artículo 164. Siempre que por ley o por disposición judicial se requiera el otorgamiento de cauciones, la garantía podrá consistir:

I. En fianza otorgada por institución autorizada. El juzgador considerará de acreditada solvencia a la institución que la expida y sólo calificará el monto y alcance de la fianza de acuerdo con la redacción de la póliza respectiva.

II. En fianzas otorgadas por particulares.  Cuando las fianzas excedan el importe de mil días de salario mínimo general, el fiador acreditará tener bienes raíces inscritos en el Registro Público, ubicados en el lugar del juicio y de un valor que garantice suficientemente las obligaciones que contraiga.  En este caso deberán cumplirse las disposiciones del Código Civil sobre la materia.

III. En prenda o hipoteca, constituidas de acuerdo con la ley.

IV. En depósito en efectivo o en valores a disposición del tribunal.

V. En fideicomiso en garantía irrevocable, legalmente constituido sobre bienes bastantes para responder de la obligación.

Procedimientos para la fijación de la caución.

Artículo 165. El monto de la caución será determinado por el juzgador, pero en todo caso deberá ser suficiente para responder de la obligación que garantice.
El juzgador, cuando medie causa justificada superviniente, de oficio o a petición de parte y bajo su responsabilidad, podrá aumentar o disminuir el monto de la caución. Si se objetare el monto de ésta por exceso o por defecto, se substanciará incidente con un escrito de cada parte y la resolución se pronunciará dentro del tercer día.

Contra esta resolución sólo procederá el recurso de queja.

Del plazo para otorgar las cauciones.

Artículo 166. Las cauciones deberán otorgarse dentro del plazo de diez días, a partir de la fecha en que se notifique la resolución en que el juzgador  fije su monto, salvo que la ley señale plazos distintos.
Transcurrido el plazo sin otorgarse, para todos los efectos legales se tendrá por no cumplido el requisito de la caución; pero en los casos en que ésta deba otorgarse para suspender la ejecución de una resolución judicial, será admisible mientras no se haya ejecutado el fallo; en los demás casos quedará al prudente arbitrio del juzgador aceptar o rechazar las cauciones extemporáneas.

Procedimiento para hacer efectiva la responsabilidad proveniente de cauciones.

Artículo 167. Cuando se trate de hacer efectiva la responsabilidad proveniente de las cauciones que se otorgaren en juicio, se tramitará un incidente ante el juzgador que conozca del negocio principal en los términos previstos por este código.  El incidente deberá promoverse dentro de los sesenta días siguientes al en que sea exigible la obligación garantizada, en la inteligencia de que de no presentarse la reclamación dentro de ese plazo, sólo podrá exigirse dicha responsabilidad en juicio por separado.

Caducidad del derecho para hacer efectivas las cauciones.

Artículo 168. El derecho para hacer efectivas las cauciones judiciales caduca si no se presenta la reclamación que corresponda dentro del año siguiente a la fecha en que sea exigible la obligación.
Cancelación de las cauciones judiciales.

Artículo 169. Las cauciones judiciales podrán cancelarse en los siguientes casos:

I. Cuando haya desaparecido el motivo de las mismas.

II. Cuando la obligación garantizada se hubiere cumplido.
III.  Cuando haya caducado el derecho para hacer efectiva la caución por haber transcurrido el plazo señalado en el artículo anterior sin presentarse la reclamación
IV.  Por mutuo acuerdo de las partes.
La cancelación de las cauciones en los casos anteriores sólo podrá decretarse a petición de parte. Formulada la petición, se dará vista a las demás por el plazo de tres días y si alguna se opusiere, se substanciará incidentalmente. Si las partes lo piden o el juzgador lo estima necesario, se abrirá el incidente a prueba por un plazo hasta de ocho días. La resolución que recaiga será recurrible mediante queja, suspendiéndose su ejecución hasta que ésta se decida.


TÍTULO TERCERO

De las partes

CAPÍTULO PRIMERO

De la capacidad y la Personalidad

De la capacidad y la personalidad de las partes

Artículo 170. Toda persona con capacidad para el ejercicio de sus derechos conforme a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, puede promover  procedimiento en materia de familia.

Derecho a comparecer por medio de representantes

Artículo 171. Las partes o interesados pueden comparecer por sí o por medio de sus representantes legítimos, excepto en los casos en que la ley exija su comparecencia personal o el juez así lo ordene.

Personas que para comparecer requieren de asistencia o representación

Artículo 172. Las personas físicas que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, deben comparecer representadas por su tutor o representante legítimo. Por los concebidos y no nacidos, deben comparecer las personas que legítimamente los representarían, si ya hubieren nacido.

Partes en el procedimiento

Artículo 173. Son partes en los procedimientos el actor y el demandado.
Cambios en la capacidad de las partes.

Artículo 174.Cuando durante el proceso ocurran cambios en la capacidad de las partes, se observará lo siguiente:

I. Si la parte por cualquier causa ocurrida durante el tiempo en que se realice el  procedimiento, requiere de asistencia o representación para el ejercicio de la misma y esta no se hubiere otorgado, los actos posteriores a la declaración de esta situación  serán nulos. 

Los actos anteriores sólo serán anulables, si la necesidad de asistencia o representación fuere notoria cuando estos tuvieron lugar.

II.  Si la  parte  durante el procedimiento, por las causas que sean, no requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad, se seguirá con ella el procedimiento, pero los actos consumados antes de la comparecencia de la misma serán válidos, con independencia de las reclamaciones que ésta pudiera tener contra quien actuó como su representante.

Examen de la personalidad de las partes.

Artículo 175. El tribunal o juzgado examinará de oficio la personalidad de las partes bajo su responsabilidad; esto no obstante, el litigante tiene el derecho de impugnar la resolución cuando considere que existe razón para ello. 

Contra el auto en el que el juez desconozca la personalidad del actor negándose a dar curso a la demanda, procederá al recurso de queja.

Los interesados podrán corregir cualquier deficiencia respecto a su personalidad hasta antes de que se pronuncie sentencia.

Representación del ausente o ignorado en casos urgentes.

Artículo 176. El que no estuviere presente en el lugar del juicio ni tuviere persona que legítimamente lo represente, será citado en la forma prescrita en este código; pero si la diligencia de que se trate fuere urgente o prejudicial, a juicio del juzgador, el ausente será representado por el Ministerio Público.

Representante común.

Artículo 177. Siempre que dos o más personas ejerciten una acción con una misma pretensión u opongan la misma excepción con igual contrapretensión, deberán litigar unidas y bajo una misma representación.

A este efecto, en los propios escritos de demanda o contestación o dentro de tres días de presentados éstos, o elegir de entre ellos mismos un representante  común.  El representante común podrá ser nombrado por designación hecha por escrito privado que firmen los interesados  y tendrá las facultades de un mandatario general para pleitos y cobranzas, excepto las de desistirse o transigir.  Si los interesados no nombraren representante común o no se pusieren de acuerdo en ello, el juzgador  se los nombrará escogiendo a alguno de los interesados.  Las partes tienen derecho a oponerse a la designación judicial, demostrando que se les causa perjuicio con ello.

Mientras continúe el  representante común en su cargo, los emplazamientos, notificaciones y citaciones de toda clase que se le hagan, tendrán la misma fuerza que si se hicieren a los representados, sin que le sea permitido pedir que se entiendan con ellos.

Cuando promuevan los representados algún trámite o incidente que sólo a ellos puede interesar, serán parte legítima para intentarlo.

Si el representante común omitiera interponer los recursos  o incidentes, ofrecer, preparar o desahogar las pruebas, o presentar los alegatos que procedan para la mejor defensa de sus representados; éstos podrán actuar de manera directa, dentro del último día del plazo de que se trate. 

Pluralidad de demandas.

Artículo 178. Pueden promoverse varias demandas en el mismo procedimiento contra una misma parte, aunque no sean conexas, si los pretendidos acreedores estuvieren conformes, a efecto de que en una misma sentencia se gradúen sus créditos.

Litisconsorcio: facultativo y necesario

Artículo 179. En la posición de parte demandante o demandada puede haber varias personas en el mismo juicio.

El litisconsorcio será facultativo cuando en las pretensiones o contrapretensiones que se promuevan por vía de acción o excepción, exista conexión sobre el objeto o sobre el título del cual dependan; o bien cuando la decisión esté subordinada total o parcialmente a la resolución de cuestiones idénticas.

Salvo disposición en contrario, los litisconsortes facultativos serán considerados en su relación con la contraparte, como litigantes independientes, por lo que los actos de cada uno de ellos no redundarán ni en provecho ni en perjuicio de los otros, sin que por ello se afecte la unidad del proceso.

El litisconsorcio será necesario cuando la sentencia sólo pueda dictarse con relación a varias partes, debiendo en este caso demandar o ser demandadas todas ellas en el mismo procedimiento.  En caso de que las partes no lo hicieren, el juzgador de oficio, mandará llamar a los ausentes, señalando un plazo perentorio que no será menor de cinco ni excederá de quince días, para la integración del litigio.

En el litisconsorcio necesario, cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de manera uniforme para todos los litisconsortes, los recursos y en general las actuaciones de cada uno, favorecerá a los demás.  Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio, solo tendrán eficacia si emanan de todos.

En ambas clases de litisconsorcio, el derecho de impulsar el procedimiento corresponderá a todos los litisconsortes, y cuando a solicitud de uno de ellos se cite a la parte contraria para alguna actuación, deberá citarse también a sus colitigantes.

Legitimación en la causa.

Artículo 180. Habrá legitimación de parte cuando la pretensión se ejercita por la persona a quien la ley concede facultad para ello y frente a la persona contra quien deba ser ejercitada.

La legitimación no es requisito para el ejercicio de la acción, sino para su admisión en la sentencia.  Consecuentemente, su ausencia no puede dar lugar a la falta de personalidad. Si de las pruebas no resulta la legitimación activa o pasiva, la sentencia rechazará la demanda, en tanto que la acción no corresponde al actor o contra el demandado.

Substitución procesal.

Artículo 181. Nadie puede hacer valer en juicio en nombre propio, un derecho ajeno excepto en los casos previstos por la ley, Sin embargo, es dable ejercer por un interés propio un derecho ajeno en los siguientes casos:

I. Cuando a alguien se le puedan seguir consecuencias dañosas a su propio interés por la falta de ejercicio de un derecho perteneciente  a otro, podrá exigírsele que lo haga valer y si excitado para ello, se rehusare, lo podrá hacer aquel.

II. En los demás casos en que la ley lo autorice de manera expresa.

CAPÍTULO SEGUNDO

Abogados patronos y procuradores.

Asistencia técnica profesional.

Artículo 182.Las partes deben hacerse patrocinar o representar en juicio por uno o más abogados o licenciados en derecho.

La intervención de los abogados o licenciados en derecho para la asistencia técnica de las partes podrá llevarse a cabo en dos formas:

I. Como patronos de los interesados.

II. Como procuradores en los términos del mandato judicial respectivo.

Las partes podrán revocar con causa justificada la designación de abogados patronos y de procuradores, y los poderes que tuvieren otorgados, y a su vez, los abogados patronos y los procuradores, tendrán siempre el derecho de renunciar al patrocinio o mandato; casos en los cuales, la renuncia sólo surtirá efectos una vez que se haya notificado a la parte,  a quien patrocinan y haya transcurrido un término razonable, que fijará el juzgador, para que designe sustituto.

Cuando la parte nombre varios abogados patronos, o si en el mandato figuran varios procuradores, se determinará cuál es el principal y quienes los sustitutos.  En caso de omisión, el juzgador determinará dicho orden.

Si las partes no se hacen asistir por un abogado o licenciado en derecho, el juzgador les nombrará uno, seleccionándolo dentro del cuerpo de defensores de oficio de la localidad de que se trate.

El abogado defensor de oficio que actúe en patrocinio gratuito, comparecerá como patrono, expresando ese carácter.

El patrono, defensor de oficio, no puede renunciar, pero el juzgador podrá sustituirlo cuando advierta deficiencias o falta de actividad, comunicando esta circunstancia al titular de la dependencia.

Solo será dispensado del deber de patrocinio la parte que cuente con título de abogado o de licenciado en derecho.

Los abogados o licenciados en derecho deberán de tener su título inscrito en el Tribunal Superior de Justicia y contar con cédula profesional expedida en los términos de la Ley de Profesiones del Estado.

Designación de abogados patronos y procuradores.

Artículo 183. La designación de procurador, se efectuará mediante mandato, en los términos que establezca el Código Civil, con las facultades y limitaciones que expresamente se determinen.

Las partes podrán también otorgar el mandato, mediante escrito que dirigirán al juzgador y que ratificarán en su presencia, en el que fijarán las facultades que desean conferirle al procurador.

Los abogados patronos y defensores de oficio, serán designados por la parte, mediante ocurso presentado al juzgador;  entendiéndose que por el solo hecho de su designación, están autorizados para llevar a cabo todos los actos que correspondan a la parte que los designó, excepto los que impliquen disposición del derecho en litigio y aquellos que por ley estén reservados a la persona del interesado.

La parte podrá comparecer a las audiencias asistido de un abogado, autorizándolo para intervenir únicamente en ese acto, en cuyo caso, se hará constar esta circunstancia en el acta respectiva.

Cuando intervengan varios abogados patronos o procuradores, autorizados para actuar indistintamente, la carga comunicada por conducto de cualquiera de ellos, se entenderá impuesta a la parte.  Así mismo, cualquiera de ellos, podrá promover a nombre de la parte el acto que a ésta le corresponda.

Honorarios a que tienen derecho los abogados, patronos o procuradores.

Artículo 184.Los honorarios de los abogados patronos y de los procuradores, se regularán mediante  convenio celebrado con la parte que los designe.   A falta de convenio, se fijarán de acuerdo con el Arancel.

Los abogados patronos y procuradores podrán reclamar de las partes que los designen, el pago de sus honorarios en forma incidental, dentro del mismo proceso.

Las personas que ejerzan la abogacía sin título debidamente inscrito en el Tribunal Superior de Justicia y sin contar con cédula profesional expedida en los términos de la Ley de Profesiones del Estado,  no podrán cobrar honorarios.

Deberes de abogados patronos, procuradores y defensores de oficio.

Artículo 185. Son deberes de los abogados patronos, procuradores y defensores de oficio, los siguientes:

I. Colaborar en la recta y cumplida administración de justicia.

II. Observar y exigir el respeto debido a las autoridades judiciales, colaboradores y auxiliares de la justicia, así como a la contraparte, sus abogados y demás personas que intervengan en el proceso.

III. Poner sus conocimientos científicos y técnicos al servicio de su cliente para la defensa de sus intereses.

IV. Guardar el secreto profesional

V. No alegar a sabiendas, hechos falsos o leyes inexistentes o derogadas.

VI. Abstenerse de conducirse de mala fe y evitar que la parte que represente se conduzca en esa forma.

VII. Obrar con lealtad con sus clientes

Intervención de los abogados y procuradores.

Artículo 186. Los abogados que actúen como patronos o procuradores, acreditarán su carácter con la cédula expedida por la Dirección General de Profesiones, dependiente de  la Secretaría de Educación Pública, o mediante la constancia de inscripción del título profesional ante el Tribunal Superior de Justicia en el Estado. Bastará para dicha acreditación que el Tribunal o juzgado ante el que litigan tome nota de la cédula o constancia de inscripción y que citen en el primer escrito que formulen en el negocio en que intervengan los números de la cédula o de la inscripción que les correspondió.

CAPÍTULO TERCERO

De la Procuraduría para niños, niñas y la familia

Obligación de los jueces para notificar a la Procuraduría

Artículo 187.  Los jueces deben notificar a la Procuraduría para niñas, niños y la familia el procedimiento o juicio de que se trate, con objeto de que ésta intervenga de acuerdo a lo establecido en este Código y demás disposiciones legales aplicables.
CAPÍTULO CUARTO

Deberes, Derechos y cargas procesales

Artículo 188. No podrá privarse a las partes de los derechos que les correspondan, ni liberarlas de las cargas procesales que tengan que asumir, sino cuando la ley lo autorice.  Por carga procesal se entiende, para estos efectos, la situación jurídica del litigante, cuando la ley o el juzgador le requieran una conducta de realización opcional, cuya omisión le ocasionará un gravamen, mientras que su cumplimiento repercute en beneficio de su propio interés.

Cuando la ley o un mandato judicial establezcan una carga  procesal, o conminen o compelen a alguna de las partes a realizar un acto dentro de un plazo determinado, quien no lo realice, reportará el perjuicio procesal que sobrevenga.

CAPÍTULO QUINTO

Gastos, costas y daños procesales

Prohibición de costas judiciales.

Artículo 189. Por ningún acto judicial se cobrarán costas, ni aun cuando se actuare con testigos de asistencia, o se practicaren diligencias fuera del lugar del juicio.

Gastos y costas procesales.

Artículo 190. Los gastos comprenden las erogaciones legítimas y necesarias para preparar, iniciar, tramitar o concluir un proceso o procedimiento, con exclusión de las excesivas o superfluas y de aquellas que la ley no reconoce, por contravenir disposición expresa.
Las costas comprenden los honorarios que se causen con motivo de la substanciación del proceso o del procedimiento; pero sólo podrán cobrarse cuando intervengan como patronos o procuradores, abogados que acrediten poseer título legalmente expedido y debidamente registrado en el Tribunal Superior de Justicia, o contar con cédula profesional expedida en los términos de la Ley de Profesiones del Estado, o cuando la parte interesada que se defienda por sí misma, haya satisfecho dicho requisito.

La condena en los gastos y costas procede de acuerdo con las disposiciones de este Capítulo y en los demás casos que lo determine la ley.

Costas en las sentencias de condena.

Artículo 191. En las sentencias de condena, las costas serán a cargo de la parte o partes a quienes la sentencia fuere adversa.  Si fueren varias las partes vencidas, la condena en costas afectará a todas ellas proporcionalmente al interés que tengan en la causa.
Los abogados extranjeros no podrán cobrar las costas, sino cuando estén autorizados legalmente para ejercer su profesión y haya reciprocidad internacional con el país de su origen en el ejercicio de la abogacía.

Cuando cada uno de los litigantes sea vencido y vencedor en parte, las costas se compensarán mutuamente o se repartirán proporcionalmente, según lo determine el juzgador en la sentencia. 

Se exceptúa de las reglas anteriores y no será condenado al pago en costas, el demandado que se allane a la demanda antes de fenecer el plazo para su contestación, o el actor que se conforme en la contestación a la contrademanda, dentro de los tres días siguientes a la fecha de la notificación de ésta.

Si las partes celebran convenio o transacción, las costas se consideran compensadas, salvo acuerdo en contrario.

En los juicios que versen sobre condena a prestaciones futuras, el actor será condenado al pago de las costas, aunque obtenga sentencia favorable, si apareciere del proceso que el demandado no dio lugar al mismo.

Costas en las sentencias declarativas y constitutivas.

Artículo 192. En las sentencias declarativas y constitutivas la condenación en costas se regirá por las reglas siguientes:
I. Si ninguna de las partes hubiere procedido con temeridad o mala fe, no habrá condena en costas y cada una reportará las que hubiere erogado.

II. La parte que, a juicio del juzgador, hubiere obrado con temeridad o mala fe, será condenada a indemnizar a su contraparte las costas del juicio.

III. Cuando el demandado se allane a las peticiones del actor, o el actor se conforme con la contestación a la demanda, no habrá condenación en costas y cada parte reportará las que hubiere erogado.

Posposición de costas en providencias cautelares.

Artículo 193.En los juicios que versen sobre medidas provisionales o cautelares no se hará desde luego condena en gastos y costas, sino que éstas serán sujetas a lo que se resuelva en la sentencia definitiva.
Costas en intervención coadyuvante.

Artículo 194.Las costas causadas por la intervención  del tercerista coadyuvante se impondrán siguiendo lo que se decida respecto a la parte original a que se adhiera, a menos que el juzgador estime que debe resolverse en forma distinta por la temeridad o mala fe de una de las partes que no sea imputable a la otra.

Costas de litisconsorcio.

Artículo 195. En los casos de litisconsorcio el juzgador podrá condenar solidariamente a todas o algunas de las partes de acuerdo con las reglas contenidas en los artículos anteriores y establecerá la forma en que se repartan las costas.  En todo caso, cuando sean varias las personas  o partes que pierdan y haya condena en costas, el juzgador distribuirá su importe entre ellas en proporción a sus respectivos intereses, y si no hubiere base para fijar la proporción, se entenderá que se hace por partes iguales.
Condena parcial en costas a la parte vencedora.

Artículo 196. El tribunal podrá condenar a una de las partes, aun cuando la sentencia definitiva le fuere favorable, al pago de los gastos y costas parciales que se originen con motivo de un procedimiento o incidente que haya suscitado sin fundamento legal, o cuando se trate de recursos  desestimados o gastos inútiles, o bien podrá excluir estas costas parciales de la condena a la parte vencida.
Condena forzosa en costas.

Artículo 197. Siempre serán condenados en los gastos y costas, sin que tengan aplicación en estos casos las reglas de los artículos anteriores que pudieran beneficiarlo:

I. El que ninguna prueba rinda para justificar su pretensión o su defensa si se funda en hechos disputados.

II. El que presentare instrumentos o documentos falsos o testigos falsos o sobornados.

III. El que intente maliciosamente pretensiones o haga valer contrapretensiones notoriamente improcedentes y que así lo declare la sentencia definitiva que se dicte en el negocio, y

V. El que oponga defensas dilatorias notoriamente improcedentes o haga valer recursos e incidentes de este tipo, con el fin de entorpecer la buena marcha del juicio.

Daños y perjuicios por falta de probidad.

Artículo 198. El juzgador podrá sancionar a la parte o a su abogado patrono o procurador, o a ambos, cuando procedan con falta de probidad  y buena fe en el proceso, condenándoles al pago de los daños y perjuicios que ocasionen a la contraparte con motivo de su actuación, independientemente de lo que se acuerde sobre las costas; además, ordenará que se tome nota de esta falta en el Registro Judicial.
Costas en caso de apelación.

Artículo 199. En caso de apelación, será condenada en las costas de ambas instancias, sin tener en cuenta la declaración a este respecto formulada en la primera, la parte contra la cual haya recaído dos sentencias adversas, siempre que éstas sean conformes de toda conformidad.  Cuando no concurran estas circunstancias en la sentencia de segunda instancia se hará la condena en costas con sujeción a las reglas de los artículos anteriores.
Incidente de costas procesales.

Artículo 200. Las costas serán reguladas por la parte a cuyo favor se hubieren declarado y se substanciará el incidente con un escrito de cada una, resolviéndose dentro del tercer día. En contra de esta decisión se admitirá el recurso de apelación en el efecto devolutivo. Servirá de base para el cálculo de las costas el importe de lo sentenciado.
Monto máximo de las costas procesales.

Artículo 201. Cualesquiera que fuesen las actividades ejecutadas y los gastos expensados en el negocio, las costas no podrán exceder del veinticinco por ciento del interés pecuniario del mismo.  Si éste no constituyere una cantidad cuantificable en dinero, el juzgador deberá, de oficio, pedir la valoración oficial de las costas y gastos reclamados.
Reserva de honorarios profesionales.

Artículo 202. Los abogados  patronos o mandatarios de las partes pueden solicitar que el juzgador, en la sentencia en que se imponga la condena en costas, establezca a su favor la reserva del importe de los honorarios no cobrados y de los gastos que manifiesten haber anticipado.  La parte afectada puede pedir al juzgador la revocación de la reserva si comprueba haber satisfecho el crédito que la haya motivado.
CAPÍTULO SEXTO

Actos de postulación

Calidad de parte.

Artículo 203. La persona que propone una demanda, y la persona contra quien se propone, adquieren sin más, por este único hecho, la calidad de partes del proceso, aunque la demanda sea infundada, improcedente o inadmisible.

Las partes son el sujeto activo o actor y el sujeto pasivo o demandado de la relación procesal.

Actuación de las partes dentro del proceso.

Artículo 204. Los actos de las partes tienen por fin obtener  la satisfacción de sus pretensiones hechas valer en el proceso.

A las partes corresponde fundamentalmente la afirmación de los hechos y la aportación de pruebas para demostrarlos.

Cualidad de los actos procesales de las partes.

Artículo 205. Los actos procesales de las partes son normalmente unilaterales recepticios, en tanto que se perfeccionan cuando y en cuanto la manifestación se lleva al conocimiento del juzgado o de la otra parte.

Actos dispositivos de las partes.

Artículo 206. En los términos y con las excepciones establecidas por la ley, las partes tienen la libre disponibilidad de sus derechos materiales cuestionados en el proceso, mediante el allanamiento, desistimiento o transacción. También pueden, cuando la ley se los autorice, renunciar a sus derechos procesales particulares.
CAPÍTULO SÉPTIMO

Escritos de las partes

Redacción de los escritos.

Artículo 207. Los escritos de las partes deberán ser  redactados en español y suscritos por la persona o personas que actúan en el juicio.
Escritos de personas que no saben o no pueden firmar.

Artículo 208. Cuando alguna de las partes no pudiere o no supiere firmar, lo hará otra persona a su ruego y al calce del documento imprimirá la huella digital del pulgar derecho.
Si no fuera posible estampar la impresión dígito pulgar derecha, se estampará otra, mencionándolo en el escrito. Y si ello tampoco fuere posible, el secretario del juzgado certificará que ante su presencia el interesado manifestó conocer el texto del escrito y estar conforme con su contenido. 

Ratificación de escritos.

Artículo 209. En caso de duda sobre la autenticidad de una firma que aparezca al calce de un escrito o cuando lo disponga la ley, podrá el juzgador llamar a su despacho, de oficio o a petición de parte al promovente, para que, en su presencia y previa justificación de su identidad, ratifique la firma o el contenido del escrito.

Si el citado negara el contenido del escrito o la autenticidad de la firma, o se rehusara a contestar, o citado personalmente no compareciere, el juzgador lo tendrá por no presentado.

Escritos que no se ajustan a las disposiciones precedentes.

Artículo 210. Si los escritos presentados por las partes no se ajustan a las disposiciones precedentes, el juzgador, sin desestimarlos, deberá prevenirlas de que de no cumplir con ellas en sus promociones subsecuentes,  se les aplicará una sanción económica de 5 salarios mínimos vigentes en la Capital del Estado, en cada caso de incumplimiento.
Copias de los escritos y documentos que se presenten.

Artículo 211. De todo escrito presentado por las partes se dará vista a la contraria para que se imponga de ellos en autos., 
Sin embargo, las demandas principales o incidentales o los escritos con los que se formulen liquidaciones, no serán admitidas si no se acompañan copias de traslado, excepción  hecha de las demandas en que se reclamen alimentos o se planteen supuestos de violencia familiar, en cuyo caso el juzgador de oficio mandará sacarlas.

Documentos extranjeros.

Artículo 212. Los documentos públicos expedidos en el extranjero deberán presentarse legalizados y acompañarse con su correspondiente conforme este código.
Guarda de documentos originales.

Artículo 213. A fin de que los documentos originales que presenten las partes puedan guardarse en el secreto del juzgado y no se agreguen al expediente; deberán exhibir copias fotostáticas simples, para que, cotejadas y autorizadas  por el secretario, obren en autos.

Recibo de escritos y documentos.

Artículo 214. Los interesados podrán exhibir una copia de sus escritos, a fin de que se les devuelva con la anotación de la fecha y hora de la presentación y del número de documentos anexos, sellada y firmada por el empleado autorizado que las reciba en el tribunal o juzgado.

.

TÍTULO CUARTO

De la acción y de la excepción

CAPÍTULO PRIMERO

De la acción familiar

Acción y pretensión

Artículo 215. Para interponer una demanda o contradecirla es necesario tener interés jurídico en la misma.

El actor es el sujeto activo de la relación jurídica material que se pretende amparado por una norma legal, y el demandado, es el sujeto pasivo frente al cual se pretende hacer valer esa relación jurídica material.

El ejercicio de la acción que corresponde al Ministerio Público está sujeto a las disposiciones del estatuto legal de esa Institución y de este código.

Unidad de la acción y pluralidad de las pretensiones.

Artículo 216.  La acción es única por ser su finalidad idéntica, cualquiera que sea la pretensión que en ella se haga valer.

Consecuentemente la acción procede en juicio aun cuando no se exprese el nombre de la pretensión perseguida o se  exprese equivocadamente, con tal de que se determine con claridad la clase de solicitación que se exija del demandado y el título o causa para reclamársela.

Las prestaciones tomarán su nombre del contrato, acto o hecho a que se refieran.

Pretensiones principales y accesorias.

Artículo 217. Son principales todas las pretensiones, menos las siguientes, que se consideran accesorias o incidentales:

I. Las que nacen de una obligación que garantice a otra, como la de fianza, prenda o hipoteca.

II. Las que tienen por objeto reclamar intereses o daños y perjuicios por falta de cumplimiento de un contrato, o bien por actos u omisiones sujetos expresamente por la ley a esa responsabilidad.

Extinguida la pretensión principal, no procede en juicio la accesoria, pero al contrario, extinguida la segunda puede ejercitarse la primera.

Fines de la acción.

Artículo 218. Mediante el ejercicio de la acción el demandante podrá pretender:
I. Que se declare la existencia o se reconozca la inexistencia de un interés jurídico legítimamente protegido, o de un hecho, acto, relación o negocio jurídicos, o la autenticidad o falsedad de un documento.

II. La constitución, modificación o extinción de una situación o estado jurídico concreto.

III. La condena al demandado para que realice una conducta determinada.

IV. La aplicación de las normas jurídicas encaminadas a la defensa de cualquier situación de hecho o de derecho favorable al actor o a evitar el riesgo probable de un bien jurídico propio, o respecto del cual se esté en obligación de salvaguardar. 

Personas contra quienes debe ejercitarse la acción.

Artículo 219. La acción deberá ejercitarse, salvo lo que disponga la ley para casos especiales:
I. Contra el obligado o contra quienes legalmente lo sucedan en la obligación, si se pide la protección coactiva de derechos personales.

II. Contra quienes tengan interés contrario si se trata de pretensiones declarativas o constitutivas.

III. Sin contraparte o con la intervención del Ministerio Público, oyendo en su caso, a terceros interesados, si se trata del ejercicio de procedimientos no contenciosos.

Acción con pretensión declarativa.

Artículo 220. En la acción con pretensión declarativa, tendrán aplicación las siguientes reglas:

I. Se considerarán como susceptibles de tutela legal la declaración o el reconocimiento sobre la existencia o inexistencia de cualquier hecho, acto, relación o negocio jurídico; o de un derecho subjetivo; siempre que medie un estado de incertidumbre sobre su existencia o interpretación.

II. Deberá justificarse la necesidad de obtener la declaración judicial que se pida, por no disponer de otro medio para hacer cesar la incertidumbre.

III. Los efectos de la sentencia podrán retrotraerse al tiempo en que se produjo el estado de hecho o de derecho sobre el cual verse la declaración.

Acción con pretensión constitutiva.

Artículo 221. En la acción con pretensión constitutiva, tendrán aplicación las reglas siguientes:
I. Que la ley condicione la existencia de una situación o estado jurídico a lo que disponga la sentencia.

II. La sentencia que se dicte sólo surtirá efectos para el futuro, salvo los casos en que la ley disponga otra cosa.

III. Si la sentencia es constitutiva del estado civil  alcanzará aún a los que no litigaron.

Acción con pretensión de condena.

Artículo 222. En la acción con pretensión de condena, tendrán aplicación las reglas siguientes:
I. La fundamentación de estas acciones requerirá de la existencia de un derecho y que éste sea exigible.

II. Los efectos de las sentencias que se dicten sobre las acciones de condena, se retrotraerán al día de la presentación de la demanda.

Acción con pretensión cautelar.

Artículo 223. En la acción con pretensión cautelar, tendrán  aplicación las siguientes reglas:
I. Los efectos quedarán sujetos a lo que disponga la sentencia definitiva que se dicte en el juicio correspondiente.

II. Las providencias que se dicten con motivo de su ejercicio, nunca tendrán fuerza de cosa juzgada.

Prescripción  de la acción.

Artículo 224. La acción como poder para pedir la tutela judicial,  se extingue cuando opere la prescripción negativa regulada en el Código Civil de  Coahuila de Zaragoza.

Una vez interrumpida la prescripción por la interposición de la demanda, no continuará operando mientras el juicio esté en trámite.

Acumulación de pretensiones en una sola demanda.

Artículo 225. Cuando haya varias pretensiones contra una misma persona, respecto de una misma cosa y provengan de una misma causa, deben acumularse en una sola demanda.  Por el ejercicio de una o más quedan extinguidas las otras, excepto en los casos en que por disposición de la ley, deban entablarse sucesivamente en demandas distintas, o que no sean acumulables.

No pueden acumularse en la misma demanda las pretensiones incompatibles o contradictorias.

Cuando el actor infrinja esta prohibición, el juzgador deberá requerirlo para que manifieste, dentro del plazo de tres días, por cuál de las acciones opta, apercibiéndole de que, de no hacerlo, se tendrá por no presentada la demanda o la reconvención, en su caso, tampoco son acumulables pretensiones que por su cuantía o naturaleza correspondan a competencias diferentes.

Desistimiento de la demanda, de la instancia, de actos procesales o de la acción.

Artículo 226. La parte actora podrá desistir de la demanda, de la instancia, de actos procesales o de la acción, de acuerdo con las reglas siguientes:
I. El desistimiento de la demanda podrá hacerse antes de que se emplace al demandado; no extinguirá la pretensión y tendrá el efecto de que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la incoación del juicio; no requerirá el consentimiento del demandado y no obligará al actor  al pago de las costas procesales.

II. El desistimiento de la instancia podrá hacerse después de que se haya verificado el emplazamiento y hasta antes de que se haya declarado ejecutoriada la sentencia definitiva o de que ésta haya adquirido firmeza; tampoco extinguirá la pretensión, sino sólo los actos procesales desarrollados durante la instancia en que se formule; requerirá que el demandado no manifieste su oposición  dentro del plazo de cinco días que para tal fin se le otorgue y obligará a la parte actora a pagar las costas procesales, salvo convenio en contrario.

III. Cada parte podrá desistir libremente de actos procesales determinados que les sean favorables o que hayan sido promovidos por ellas y se encuentren en trámite, sin necesidad del consentimiento de la contraparte.

IV. El desistimiento de la acción extinguirá tanto el proceso como la pretensión intentada, la cual no podrá ser ejercida en ningún proceso ni en alguna oportunidad procesal posterior; no requerirá el consentimiento del demandado, pero si se formula después de que se haya hecho el emplazamiento, obligará a quien lo hace a pagar las costas procesales, salvo convenio en contrario. El desistimiento de la acción sólo procederá cuando los derechos materiales controvertidos sean renunciables y siempre que no se afecten derechos de terceros.

CAPITULO SEGUNDO

De la excepción

Excepción y contestación de la demanda.

Artículo 227. Toda excepción debe hacerse valer en el escrito de contestación a la demanda.

Unidad de la excepción y pluralidad de las contrapretensiones.

Artículo 228. La excepción es única en tanto implica el derecho procesal de defensa.
La excepción procede en juicio aun cuando no se exprese su nombre o se exprese equivocadamente, con tal de que se determine con claridad y precisión el hecho en que se hace consistir la defensa o la contrapretensión.

Carácter irrenunciable de la excepción.

Artículo 229. La renuncia anticipada, mediante convenio o contrato entre las partes respecto del derecho de defensa o de oponerse a la pretensión del actor, no tendrá efectos en juicio.

Excepción sustancial o defensa.

Artículo 230. Existe excepción sustancial o defensa siempre que el demandado, sin desconocer el hecho constitutivo afirmado por el actor, alegue como contrapretensión un hecho impeditivo, extintivo o modificativo, que obsta al reconocimiento de la pretensión jurídica deducida en la acción.
Esta excepción debe ser opuesta al contestar la demanda y resuelta por el juzgador en la sentencia.
Excepción perentoria o mixta.

Artículo 231.  El demandado también puede aducir por vía de excepción una contrapretensión que importe un  hecho ajeno al mérito de la demanda, que haga innecesario entrar al estudio de fondo
Tiene este carácter la contrapretensión de cosa juzgada, transacción o prescripción. En estos casos si así lo decide el demandado, esta contrapretensión se podrá sustanciar y decidir por los trámites establecidos para los incidentes.

Excepción procesal o dilatoria.

Artículo 232.  El demandado podrá aducir ante el juzgador y hacer valer como excepción procesal o dilatoria cualquier solicitación que se relacione con la falta o el incumplimiento de los presupuestos o requisitos procesales necesarios para que el juicio tenga existencia jurídica y validez formal.
No obstante, todos ellos pueden hacerse valer o mandar subsanar de oficio, cuando el juzgador tenga conocimiento de esta situación, a fin de evitar un proceso nulo o inútil.

Causas que fundamentan la excepción procesal o dilatoria.

Artículo 233. Solo serán admisibles como alegaciones dilatorias, las siguientes:
I. La incompetencia del juzgador.

II. La falta de capacidad o personalidad en el actor por carecer de las cualidades necesarias para comparecer en juicio o por no acreditar el carácter o representación con que reclama.

III. La falta de personalidad en el procurador del actor por insuficiencia o ineficacia del poder.

IV. La falta de personalidad en el demandado, por no tener el carácter o representación con que se le demanda.

V. La litispendencia en el mismo o en otro juzgado o tribunal.

VI. La conexidad de la causa.

VII. El defecto legal en el modo de proponer la demanda.  Se considera que existe el defecto cuando la demanda no reúna los requisitos a que se refiere el artículo 246.

VIII. La sumisión de la cuestión litigiosa a medios alternos de solución de conflictos

IX. Las demás a las que den ese carácter las leyes o que las califiquen como dilatorias.

Trámite de las dilatorias.

Artículo 234. Salvo la incompetencia del órgano jurisdiccional, las dilatorias se resolverán en la audiencia señalada para el desahogo de pruebas en los juicios escritos y en la audiencia preliminar en los juicios orales, a menos que en disposición expresa se señale trámite diferente.

De toda excepción de naturaleza dilatoria que deba resolverse en la audiencia, se dará vista a la contraria por el término de tres días para que manifieste lo que a su derecho convenga.

Si al oponer la dilatoria de falta de capacidad, personalidad, conexidad o litispendencia, se promueven pruebas; deberán ofrecerse en los escritos respectivos, fijando los puntos sobre los que versen, y se ordenará su preparación para que se reciban en la audiencia señalada para el desahogo de pruebas en los juicios escritos y en la audiencia preliminar en los juicios orales.

Cuando se trate de falta de capacidad o personalidad, únicamente serán admisibles la documental y la pericial, y en las demás, solo se admitirá la prueba documental, salvo que se trate de la litispendencia y conexidad, respecto de las cuales también podrá ofrecerse, la prueba de inspección de los autos.

Desahogadas las pruebas en una sola audiencia, que no se podrá diferir bajo ningún supuesto, se oirán los alegatos y en el mismo acto se dictará la sentencia interlocutoria.

Incompetencia.

Artículo 235. La incompetencia sólo puede promoverse por declinatoria y se substanciará conforme lo establece este Código.
Sanción por el abuso del derecho de defensa.

Artículo 236. En la sentencia definitiva podrá sancionarse el uso abusivo o malicioso del derecho de defensa de acuerdo con lo dispuesto en este  código.
TÍTULO  QUINTO

Interrupción, suspensión y extinción de los procesos familiares

CAPÍTULO PRIMERO

Interrupción y suspensión del proceso.

Interrupción del procedimiento.

Artículo 237. El procedimiento se interrumpirá:

I. Por la muerte de cualquiera de las partes. Si ésta hubiere estado representada por mandatario, no se interrumpirá sino que continuará con éste, entre tanto el albacea o los herederos comparezcan al proceso. Si no hubiere mandatario, la interrupción durará mientras no comparezcan el albacea o los herederos.  Si no lo hacen, a petición de la otra parte, el juzgador fijará un plazo razonable de treinta días hábiles  para que lo hagan y mandara notificarlo al representante de la sucesión y a los herederos.  Si no comparecen uno y otros, el procedimiento se continuará en su rebeldía, una vez transcurrido el plazo fijado por el juzgador.
II. Por pérdida o limitación de la capacidad procesal.  En este caso, el procedimiento se interrumpirá hasta que se nombre representante o asistente legal de la parte mencionada y se le haga saber la reanudación.

III. Por muerte del mandatario o patrono. En este caso el procedimiento se reanudará tan pronto como se notifique a la parte principal para que provea la substitución del representante o patrono desaparecido o comparezca voluntariamente, por si o por medio de nuevo mandatario o patrono.

IV. Cuando por fuerza mayor los tribunales no puedan actuar, o bien las partes o una de ellas, sin culpa alguna, por fuerza exterior irresistible, se encuentre en absoluta imposibilidad de atender su defensa en la causa.

Suspensión del procedimiento.

Artículo 238. El procedimiento se suspenderá:
I. Cuando en un proceso  familiar se denuncie un hecho que constituya delito, siempre que se llenen los siguientes requisitos:

a) Que con motivo del ejercicio de la acción penal se dicte auto de formal prisión o de sujeción al proceso.

b) Que lo pida el Ministerio Público en el proceso  familiar.

c) Que los hechos denunciados sean de tal naturaleza que la sentencia que se llegue a dictar en el proceso penal con motivo de ellos, deba necesariamente influir en las resoluciones que pudieren dictarse en el proceso civil o familiar.   Este, salvo disposición en contrario, sólo se suspenderá en la parte relacionada con el hecho delictuoso y la suspensión se mantendrá hasta que recaiga sentencia definitiva en el proceso penal, o antes si se decreta la libertad por falta de méritos o por desvanecimiento de datos, o el procedimiento concluye por cualquier motivo sin decidir sobre los hechos delictuosos denunciados.

II. Cuando el mismo u otro juzgador deban resolver una controversia civil o familiar cuya definición sea previa o conexa a la decisión del proceso. Este podrá suspenderse total o parcialmente, según afecte la controversia todo o parte del fondo del negocio.

III. A petición de todas las partes interesadas, siempre que no se afecten derechos de tercero, y por un período que en ningún caso excederá de tres meses.

IV.A petición de todas las partes interesadas, cuando decidan asistir con los especialistas en mecanismos alternativos de solución de controversias, siempre que no se afecten derechos de tercero, y por el tiempo que señala la ley

IV. En los demás casos en que la ley lo determine.

La suspensión se hará constar a petición de parte o de oficio y la reanudación del procedimiento, una vez que cese la causa que la motivó, será ordenada por auto del juzgador. 

Consecuencias de la interrupción o suspensión del procedimiento.

Artículo 239. Durante la interrupción o suspensión del procedimiento, no podrán realizarse actos procesales y este lapso no se computará en ningún plazo.

Los plazos correrán nuevamente desde el día en que se notifique el auto que acuerde el cese de la causa de interrupción o suspensión. Los actos procesales que se verifiquen se considerarán como no realizados, sin que sea necesario pedir ni declarar su nulidad. Se exceptúan las medidas urgentes y de aseguramiento que sean necesarias a juicio del juzgador y aquellas de mero trámite que no impliquen impulso del procedimiento, las que sí podrán ser autorizadas.

Impugnación.

Artículo 240. Los autos que ordenen la interrupción y suspensión del procedimiento y los que ordenen que se levanten serán apelables en el efecto devolutivo.
CAPÍTULO SEGUNDO

Extinción

Extinción de la instancia.

Artículo 241. La instancia se extinguirá:
I. Porque el actor desiste de aquélla.  En este caso, se observará lo siguiente:

a) Para el desistimiento se requerirá el consentimiento expreso del demandado o que éste no manifieste su oposición dentro del plazo de cinco días que se le conceda para tal fin, mediante notificación personal.

b) Las costas serán a cargo del actor, salvo convenio en contrario. En este caso el actor no podrá iniciar nuevo proceso hasta que acredite haber pagado el importe de las costas al demandado.

II. Por caducidad de la instancia.  En este caso se aplicarán las reglas siguientes:

a) La caducidad de la instancia operará de pleno derecho cualquiera que sea el estado del proceso, desde el emplazamiento hasta la citación para sentencia, si transcurridos ciento veinte días hábiles contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, no hubiere promoción de cualquiera de las partes que tienda a impulsar el procedimiento.

b) La caducidad de la instancia es de orden público e irrenunciable, por lo que no podrá ser materia de convenio entre las partes.  El juzgador la declarará, de oficio o a petición  de cualquiera de las partes, cuando concurran las circunstancias  a que se refiere el presente artículo.  Antes de decretar la caducidad el secretario de acuerdos levantará en el expediente la certificación correspondiente haciendo constar el transcurso del tiempo, sin promoción de las partes que impulse  el procedimiento, dando cuenta de ello a la autoridad judicial que conozca el procedimiento, quién deberá dar vista a las partes por el plazo de tres días, con el objeto de que expongan lo que a su derecho convenga;  transcurrido dicho plazo, dictará la resolución que corresponda.

c) Sólo procederá por falta de promoción de las partes dirigida a impulsar el procedimiento, ya sea en el expediente principal o en cualquier incidente o recurso. Las actuaciones o promociones de mero trámite que no impliquen ordenación o impulso de procedimiento, no se considerarán como actividad de las partes ni impedirán que opere la caducidad.

d) La caducidad de la primera instancia hará ineficaces las actuaciones del juicio y las cosas deberán volver al estado que tenían antes de la presentación de la demanda, levantándose los embargos provisionales y cautelares. Se exceptúan de la ineficacia mencionada las resoluciones firmes sobre competencia, litispendencia, cosa juzgada, personalidad y capacidad de los litigantes, que regirán en cualquier otro proceso.  Las pruebas rendidas en el proceso extinguido por caducidad podrán ser invocadas en el nuevo, si se promoviere, siempre que se ofrezcan y precisen en la forma legal.

e) La caducidad de los incidentes se causará por el transcurso de treinta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última determinación judicial, sin promoción; la declaración respectiva sólo afectará a las actuaciones del incidente sin abarcar las de la instancia principal, aunque haya quedado en suspenso ésta por la substanciación del incidente.

f) La caducidad de la segunda  instancia o de los recursos de que conozcan los Tribunales Unitarios, las Salas o el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, operará por el transcurso de sesenta días hábiles, contados a partir de que haya surtido efectos la notificación de la última resolución, sin promoción, y dejará firme la resolución impugnada.  Así lo declarará el tribunal de alzada.

g) Tampoco tendrá lugar en los juicios de alimentos, 

h) La suspensión del procedimiento producirá la interrupción del plazo de la caducidad.

i) Contra la resolución de caducidad se dará sólo el recurso de reconsideración en los procedimientos que no admitan apelación.  En los procedimientos que admiten la apelación, ésta se substanciará en el efecto suspensivo.

j) Las costas serán a cargo del actor, cuando se decrete la caducidad de la primera instancia, o de la parte que haya promovido el incidente o interpuesto el recurso, cuando se decrete la caducidad de un incidente o de la segunda instancia, respectivamente.

Consecuencias de la extinción de la instancia.

Artículo 242. La extinción de la instancia no producirá la extinción de la acción, por lo que dejará a salvo los derechos del actor para entablar nueva demanda.  La extinción de la instancia producirá la ineficacia de los actos realizados, y dejará sin efecto la interrupción de la prescripción operada por la presentación de la demanda.  Si las costas fueren a cargo del actor, no podrá iniciar nuevo proceso hasta que acredite haber pagado su importe al demandado.

Extinción del proceso

Artículo 243. El proceso se extinguirá:
I. Por transacción celebrada entre las partes.

II. Porque el demandado declare que reconoce el derecho del actor.

III. Por cumplimiento voluntario de la prestación reclamada o por haberse logrado el fin perseguido en el proceso.

IV. Por confusión o cualquier otra causa que haga desaparecer substancialmente la materia del litigio.

V. Porque el actor desista de la acción, aún sin consentimiento del demandado.

Consecuencias de la extinción del proceso.

Artículo 244.  La acción que se ejercitó y el proceso se extinguirán totalmente en los casos previstos en el artículo anterior y no podrá iniciarse nuevo proceso sobre el mismo litigio, a menos que se trate de convenio o transacción, si el derecho subsiste.

LIBRO SEGUNDO

TÍTULO PRIMERO

De los Procesos en materia Familiar

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones comunes

Artículo 245. Para alcanzar la solución de un conflicto en materia de derecho de familia, se podrán emplear los siguientes procesos  formales que regula este ordenamiento:

I. Juicio escrito

II. Juicio oral

III. Juicios especiales

Requisitos de la demanda 

Artículo 246. Todo proceso  principiará con la demanda, en la que se expresará:

I. El juzgado ante quien se promueve.

II. La clase de proceso o juicio que se incoa.

III. El nombre y apellido del actor, el domicilio que señale para oír notificaciones y, en su caso, el nombre y apellido del abogado que designa como patrono o procurador, o el de la persona autorizada para oír notificaciones y recibir documentos.

IV. En su caso, el nombre y domicilio del apoderado o representante legal y el carácter con el que promueve.

V. El nombre y domicilio del demandado o bien, que su domicilio se ignora.

VI. La enumeración precisa y concreta de las peticiones que se sometan al fallo del juzgado. Cuando sean varios los pronunciamientos judiciales que se pretendan, se deben expresar con la debida separación. Las peticiones formuladas subsidiariamente, para el caso de que las principales fuesen desestimadas, se deben hacer constar por su orden y separadamente

VII. Una relación clara y sucinta de los hechos en que el actor funde su demanda, de tal manera que el demandado pueda preparar su contestación y defensa, y quede establecido cuál es el título o la causa de la pretensión

VIII. Las pruebas que se ofrecen, relacionándolas con los hechos.

IX. Los fundamentos de derecho, procurando citar los preceptos legales, doctrinas, precedentes jurisprudenciales o principios jurídicos aplicables.

X. La fecha del escrito y la firma del actor o de su representante legítimo.

Documentos que deben acompañarse a la demanda.
Artículo 247. A toda demanda deberán acompañarse:
I. Los documentos que acrediten la personalidad o representación del que comparece en nombre de otro.

II. Los documentos en que la parte interesada funde su derecho. Si el demandante no los tuviere a su disposición, designará el archivo o lugar en que se encuentren los originales para que, a su costa, se mande expedir copia de ellos, en la forma que prevenga la ley, antes de admitirse la demanda.  Se entiende que el actor tiene a su disposición los documentos, siempre que legalmente pueda pedir copia autorizada de los originales.  

III. Si los documentos obran en poder del demandado, el actor podrá pedir en la demanda que los exhiba, y el juez lo apremiará por los medios legales, y si aún se resistiere a hacer la exhibición o destruyere, deteriorare u ocultare aquellos, o con dolo o malicia dejare de poseerlos, satisfará todos los daños y perjuicios que se hayan causado, quedando, además, sujeto a la correspondiente responsabilidad penal por desobediencia a un mandato legítimo de autoridad.  Si alegare alguna causa para no hacer la exhibición, se le oirá incidentalmente.

IV. Descripción y copia de objetos tecnológicos. 

V. Tantas copias del escrito de demanda y de los documentos que acompañe, cuantas fueren las personas demandadas.

Presentación de documentos.

Artículo 248. La presentación de documentos  de que habla el artículo anterior, cuando sean públicos, podrá hacerse por copia simple, si el interesado manifestare que carece de otra fehaciente; pero no producirá aquélla ningún efecto si durante el término de prueba o en la audiencia respectiva no se presentare con los requisitos necesarios para que haga fe en juicio.

A la demanda se acompañarán todos los documentos que el actor tenga a su disposición y que hayan de servir como prueba de su parte.  

Después de presentada la demanda, al actor no se le admitirá ningún documento, salvo los que proponga como prueba contra las contrapretensiones y defensas aducidas por el demandado; los que fueren de fecha posterior a la presentación de la demanda; aquellos que, aunque fueren anteriores, el actor asevere, bajo protesta de decir verdad, que no tenía conocimiento de ellos, y los que expresamente autorice la ley.

En todo caso, los documentos que se presenten después de contestada la demanda se acompañarán con copia para que se corra traslado a la parte contraria, y ésta tendrá derecho de impugnarlos si su presentación no fuere admisible conforme a las reglas de este artículo.

No se admitirá ningún documento después de la citación para sentencia y el juzgador los repelerá de oficio mediante devolución a la parte, sin ulterior recurso, pero sin perjuicio de la facultad que tienen los tribunales de investigar la verdad sobre los puntos controvertidos, de acuerdo con las reglas generales de prueba.

Retiro y modificación de la demanda.

Artículo 249. El actor podrá modificar o retirar su demanda antes de que haya sido emplazado el demandado.
Una vez que el emplazamiento se ha efectuado, la demanda no puede modificarse o alterarse, salvo en los casos en que la ley expresamente lo permita.

Acumulación de pretensiones.

Artículo 250. El actor podrá acumular en una misma demanda todas las pretensiones que tuviere contra una misma parte, siempre que se reúnan las siguientes condiciones:
I. Que no sean incompatibles entre sí.

II. Que correspondan a la competencia del mismo juzgador.

III. Que puedan substanciarse por los mismos trámites.

Medidas de conservación.

Artículo 251.El actor podrá pedir en la demanda, y el juzgador deberá acordar, según el caso, las siguientes medidas de conservación del bien materia del litigio:

I. Si se tratare de bien mueble o inmueble no registrados, prevendrá al demandado que se abstenga de enajenarlo, a menos de que declare la circunstancia de que se trata de bien litigioso en los términos del Código Civil y que dé cuenta por escrito de la venta al tribunal, bajo las sanciones que establece el Código Penal y pago de los daños y perjuicios si el adquiriente sufre la evicción.

II. El depósito del bien litigioso cuando hubiere el peligro de que se desaparezca, previa caución que fijará el juzgador.

III. Si se tratare de un bien mueble o inmueble registrados, se mandará hacer anotación en el Registro Público en que el bien se encuentra sujeto a litigio, para que se conozca esta circunstancia y perjudique a cualquier tercero adquiriente.

Admisión de la demanda 

Artículo 252. El juzgador examinará el escrito de demanda y los documentos anexos, para resolver de oficio:
I. Si la demanda reúne los requisitos a que se refiere el artículo 246.

II. Si está debidamente justificada la personalidad o representación legal del actor.

III. Si de los documentos presentados aparece que existe legitimación activa y pasiva de las partes.

IV. Si conforme a las reglas de competencia puede avocarse el conocimiento del litigio.

V. Si el procedimiento intentado es el procedente.

Si encontrare que está arreglada a derecho, la admitirá, mandando correr traslado a la persona o personas contra quienes se proponga y se les emplace para que la contesten dentro del plazo de 9 días,  El plazo para contestar la demanda se aumentará cuando el demandado resida fuera del lugar del juicio y en los términos del artículo 106 de este Código según el juicio. En el mismo auto se resolverá sobre la exhibición de documentos en poder del demandado solicitadas por el actor. El auto que dé entrada a la demanda no es recurrible, pero si contuviera alguna irregularidad o fuere omiso, podrá corregirse de oficio o a petición de parte.

Prevención y desechamiento de la demanda.

Artículo 253. Si el juzgador encuentra que la demanda no satisface los requisitos que establece el artículo 246 que no se ha hecho acompañar de todos los documentos previstos en el artículo 247, prevendrá por escrito a la parte actora para que subsane dentro de los tres días las irregularidades de que se trate, las que señalará con toda precisión en el mismo auto.  En la prevención el juzgador no podrá, bajo ningún motivo, referirse a los elementos que funden la pretensión ni a hechos que no hayan sido expresados en la demanda.

En caso de que el promovente no desahogue la prevención dentro del plazo señalado, el juzgador desechará la demanda y ordenará devolver al interesado todos los documentos originales y copias que haya exhibido, con excepción de la demanda que deberá conservarse en el expediente.

Si el juzgador estima que las deficiencias de la demanda no se podrán subsanar mediante la prevención, desechará la demanda en los plazos indicados en el párrafo anterior.

El auto que desecha la demanda será impugnable a través del recurso de queja.

Efectos de la presentación de la demanda.

Artículo 254. Los efectos de la presentación de la demanda serán los siguientes:
I. Señalar el principio de la instancia.

II. Determinar el valor de las prestaciones exigidas, cuando no pueda referirse a otro tiempo.

III. Establecer el momento procesal con base en el cual se deberá determinar la competencia del tribunal, bajo los criterios que se señalan en el Título Primero del Libro Primero.

Emplazamiento al demandado.

Artículo 255.El emplazamiento se hará a la persona o personas contra quienes se entable la demanda, con los requisitos señalados en el artículo 119, corriéndoles traslado mediante la entrega de la copia de la demanda y demás documentos, otorgándoles el plazo de nueve días para que la contesten.
El plazo para contestar la demanda se aumentará cuando el demandado resida fuera del lugar del juicio, conforme a lo previsto en el artículo 106.

La omisión o alteración en las formas del emplazamiento trae la nulidad del mismo y de los actos posteriores, de acuerdo con lo que establece el artículo 132.  No existirá la nulidad si la forma seguida ofreciera al demandado las mismas o mayores garantías que las que este código establece.

Efectos del emplazamiento.

Artículo 256.Los efectos del emplazamiento son:
I. Constituir la relación jurídica procesal.

II. Prevenir el juicio en favor del juzgador que lo hace.

III. Imponer al demandado la carga de contestar la demanda ante el órgano jurisdiccional que lo emplazó, salvo siempre el derecho de impugnar la competencia.

IV. Producir todas las consecuencias de la interpelación judicial, si por otras causas no se hubiere constituido en mora el obligado

Contestación de la demanda.

Artículo 257. El demandado formulará la contestación a la demanda en los siguientes términos:
I. Señalará el tribunal ante quien contesta.

II. Indicará su nombre y apellido, el domicilio que señala para oír notificaciones y, en su caso, el nombre y apellido del abogado que designa como patrono o procurador o el de la persona q autoriza para oír notificaciones y recibir documentos.

III. El nombre y apellido del apoderado o representante legal y su domicilio, así como el carácter con el que promueve, si no actuase por su cuenta.

IV. Se referirá a las pretensiones y a cada uno de los hechos aducidos por el actor en su demanda, admitiéndolos o negándolos, y expresando los que ignore por no ser propios.  Cuando el demandado aduzca hechos incompatibles con los referidos  por el actor, se tendrá como negativa de estos últimos.  El silencio y las evasivas harán que se tengan por admitidos los hechos sobre los que no se suscitó controversia.

V. Las defensas o contrapretensiones que como excepción oponga, cualquiera que sea su naturaleza, se harán valer simultáneamente en la contestación y nunca después, a menos que sean supervinientes.

El demandado expondrá  en forma clara y sucinta los hechos en que funde sus defensas o contrapretensiones y  deberá ofrecer sus pruebas relacionándolas con los hechos motivo de litis y de sus excepciones.  

VI. Podrá hacer valer la y reconvención.

IV. Asentará la fecha y su firma o la de su representante legítimo.

Documentos que deberán acompañarse a la contestación.

Artículo 258. Con el escrito de contestación se acompañarán:
I. Los documentos que acrediten la personalidad o representación del que comparece en nombre de otro.  Pueden no acompañarse estos documentos, siempre que se proteste presentarlos y se designe el lugar o archivo en que se encuentren, y en este caso se fijará al compareciente un término de diez días para que lo haga o recabe copia de ellos, y de no hacerlo en este término, a petición del actor y sin más trámite, se tendrá por no hecha la promoción, pudiendo éste al mismo tiempo pedir que se tenga al demandado por rebelde.

II. Los documentos que funden la contrapretensión objeto de  excepción y las defensas del demandado y la compensación o reconvención y los que quiera utilizar como prueba, siguiéndose en lo conducente las reglas de los artículos  246 y 247 con la diferencia de que se permitirá al demandado la protesta de presentarlos o recabar copia autorizada durante el término de ofrecimiento de pruebas.

III. Una copia del escrito de contestación y demás documentos para que se corra traslado al actor.

Reconvención

Artículo 259.Si al contestarse la demanda se opone reconvención, se deberán satisfacer los mismos requisitos previstos para la demanda, y se correrá traslado al actor para que la conteste en el plazo de nueve días, observándose lo dispuesto en los artículos anteriores.  La reconvención y las defensas de fondo opuestas en relación con aquéllas, se discutirán al mismo tiempo que el negocio principal, y se decidirán en la sentencia definitiva.
Auxilio de especialistas de medios alternos

Artículo 260. Si en constancia de autos el Juez advirtiere que el asunto es susceptible de solucionarse a través de la mediación o conciliación, el juez exhortará a las partes a que acudan al procedimiento respectivo a que se refiere la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias, e intenten, a través de dicho procedimiento, llegar a un acuerdo que ponga fin a la controversia. El juez podrá decretar la suspensión del juicio hasta por el término de dos meses, a partir de que las partes le informen que han iniciado el procedimiento de mediación correspondiente.

En el caso de que las partes logren la construcción de un acuerdo por medio del procedimiento de mediación o conciliación, lo harán del conocimiento del Juez quien decretará la conclusión del procedimiento y lo archivará como corresponda. En caso de que las partes no hubieren aceptado el procedimiento, o habiéndolo iniciado no fuera posible llegar a un acuerdo dentro del plazo señalado, lo harán saber al Juez del conocimiento para que dicte el proveído que corresponda y continúe la sustanciación del procedimiento

Incompetencia por declinatoria.

Artículo 261. Si en la contestación de la demanda se planteare la incompetencia por declinatoria, se substanciará sin suspensión del procedimiento. 

Litispendencia.

Artículo 262. La litispendencia procederá cuando un juzgador conoce ya del mismo litigio. Se considerará que se trata del mismo litigio, cuando haya identidad en las partes, las pretensiones deducidas y los objetos reclamados.  El que oponga la excepción de litispendencia deberá señalar precisamente el juzgador donde se tramita el primer proceso, así como los datos que permitan la identificación de éste.
Si se declara procedente la excepción, el proceso posterior se dará por concluido.

Conexidad y acumulación de autos.

Artículo 263. Hay conexidad entre dos procesos y procede la acumulación de autos, en los siguientes casos:

I. Cuando las demandas respectivas provengan de una misma causa, aun cuando sean diferentes las personas que litigan y los bienes que sean objeto de las demandas.

II. Cuando las personas y los bienes sean los mismos, aunque las demandas sean diferentes.

III. Siempre que la sentencia que haya de pronunciarse en un proceso, deba tener efectos de cosa juzgada en otro.

IV. Cuando por disposición de la ley, un juicio deba acumularse a otro de carácter atractivo y universal como en los casos de quiebras, concursos o sucesiones.

Artículo 264. La excepción de conexidad tiene por objeto la remisión del expediente en que se opone, al juzgado que previno en el conocimiento de la causa conexa o al juicio atractivo, según el caso.

Si se declara procedente la excepción de conexidad, se mandará hacer la correspondiente acumulación de expedientes.

Artículo 265. No será procedente ni se admitirá la excepción de conexidad:

a) Cuando los procesos estén en diversas instancias.

b) Cuando el juzgador ante quien se sigue el proceso sobre el cual deba hacerse la acumulación no sea competente, en razón de la materia, para conocer del que se pretende acumular.

c) Cuando ambos procesos tengan trámites incompatibles.

d) Cuando los juzgados que conozcan respectivamente de los procesos pertenezcan a tribunales de alzada diferentes.

e) Cuando se trate de un proceso que se ventile en el extranjero.

Artículo 266. Cuando se planteen cuestiones de acumulación de expedientes, independientemente de la excepción de conexidad, se tramitarán incidentalmente, observándose las siguientes reglas:

a) La acumulación sólo podrá pedirse antes de que se dicte la sentencia, y siempre que no se haya opuesto como excepción. 

b) No procederá en los interdictos, actos preparatorios de providencias cautelares y demás casos en los que las sentencias que se dicten tengan el carácter de provisionales.

c) Si un mismo juzgador conoce de los expedientes cuya acumulación se pide, dispondrá  que se traigan a la vista y se oiga a las partes en una audiencia, en la que se dictará resolución.

d) Si los pleitos se siguen en juzgados diferentes, se pedirá la acumulación ante el juzgador que conozca del juicio al que los otros deban acumularse, quien resolverá dentro de tres días si procede o no. Si lo creyere procedente librará oficio al juzgador que conozca del otro pleito para que se le remitan los autos.  Recibido el oficio por el juzgador, dictará resolución, si se negare la acumulación, ambos juzgadores enviarán sus respectivos expedientes al tribunal superior, el cual decidirá de plano.

e) El pleito más nuevo se acumulará al más antiguo, salvo los casos de juicio atractivo.

f) Es válido todo lo actuado por los jueces competentes antes de la acumulación.

Cosa juzgada.

Artículo 267. La cosa juzgada excluye la posibilidad de volver a tratar en cualquier otro proceso o medio de impugnación la cuestión ya resuelta por sentencia firma. El juzgador podrá tomar en cuenta la cosa juzgada de oficio si tuviere conocimiento de su existencia.

Trámite de la litispendencia, conexidad y cosa juzgada.

Artículo 268. Para que se pueda dar trámite a la litispendencia, conexidad y cosa juzgada, el demandado deberá acompañar a su escrito de contestación a la demanda copia certificada de las constancias procesales que las acrediten o solicitar la inspección judicial del expediente respectivo, para lo cual deberá precisar todos los datos indispensables para identificar dicho expediente.
Opuesta la excepción perentoria con las pruebas anteriores, se dará traslado a la parte contraria para que conteste dentro de tres días, y transcurrido este plazo, el juzgador fallará en la audiencia previa y de conciliación; antes, mandará inspeccionar el primer juicio.

Si los datos proporcionados resultan falsos o no corresponden a un proceso del que pueda deducirse la litispendencia, la conexidad o la cosa juzgada, se impondrá al demandado una multa conforme a los medios de apremio.

Falta de personalidad o cualquier otro defecto subsanable

Artículo 269.Cuando se aduzca falta de personalidad o se haga valer cualquier otro defecto procesal que pueda enmendarse para encauzar legalmente el desarrollo del proceso, podrá el interesado subsanarlo en cualquier estado del juicio, hasta antes de la fecha en que deba tener lugar la audiencia previa y de conciliación, y en ésta se tomará en cuenta tal circunstancia al decidir sobre la procedencia o improcedencia de la dilatoria planteada.
Declaración de la rebeldía del demandado.

Artículo 270. Transcurrido el plazo fijado en el emplazamiento sin haber sido contestada la demanda, se hará declaración de rebeldía, sin que medie petición de parte.

Para hacer la declaración de rebeldía, el juzgador examinará escrupulosamente y bajo su más estricta responsabilidad, si el demandado fue emplazado en forma legal y sólo hará tal declaración, cuando compruebe que se cumplió debidamente con este requisito.

Cuando el juzgador advirtiere que el emplazamiento no se hizo correctamente, mandará reponerlo e impondrá una corrección disciplinaria al actuario, cuando aparezca responsable.

Se presumirán admitidos los hechos de la demanda que se dejó de contestar, sin embargo, se tendrá por contestada en sentido negativo cuando se trate de asuntos que afecten las relaciones familiares, el estado civil de las personas, y en los casos en que el emplazamiento se hubiere hecho por edictos.

Oportunidad para resolver sobre dilatorias presupuestos procesales.

Artículo 271. La excepción de carácter procesal dilatoria y los presupuestos procesales necesarios para que el juicio tenga existencia jurídica y validez formal que no se hayan subsanado por el interesado para encausar legalmente el desarrollo del proceso, deberán de ser resueltos en la audiencia previa y de conciliación.
Auto sobre la contestación de la demanda.

Artículo 272. El auto que provea sobre la contestación a la demanda, deberá contener precisamente lo siguiente:
I. La declaración sobre si se produjo dentro del plazo señalado en el emplazamiento.

II. El resultado del examen que haga el juzgador respecto a la personalidad de quien comparezca por el demandado y sobre la legitimación de éste.

III. Las dilatorias, defensas y contrapretensiones que se admitan y, en su caso, la declaración sobre la admisión de hechos.

IV. El señalamiento del día y hora para la celebración de la audiencia que corresponda conforme al tipo de juicio.

V. Ordenará dar vista al actor con el escrito de contestación a la demanda y las copias de los documentos que se acompañen con el mismo.

VI. Proveerá lo que pida el demandado respecto de documentos que no tengan a su disposición y que deban allegarse al proceso como prueba.

Escritos que fijan el debate.

Artículo 273. Los escritos de demanda y contestación, así como, en su caso, aquellos en que se haga valer la reconvención y en los que se dé contestación a éstas, fijarán normalmente el debate.  En caso de rebeldía, se entenderá fijado por el auto en que se haga la declaración correspondiente.
Falta de personalidad.

Artículo 274.Cuando se declare la falta de personalidad, y esta deficiencia fuere reparable, el juzgador concederá un plazo de cinco días para que el interesado la subsane.  Si dentro de ese plazo la parte actora no subsana la deficiencia, el juzgador declarará terminado el procedimiento; si quien omite subsanarla es el demandado, el juzgador lo declarará en rebeldía y continuará su curso el procedimiento.
Irregularidades en la demanda y contestación.

Artículo 275. Si se alegaren defectos en la demanda o en la contestación, el juzgador dictará las medidas conducentes para subsanarlas en los términos del artículo 253 de este ordenamiento.
Regularización del procedimiento.

Artículo 276. Los jueces y magistrados podrán ordenar, que se subsane toda omisión que notaren en la substanciación para el solo efecto de que se regularice el procedimiento. 

CAPITULO SEGUNDO

Medidas provisionales y cautelares

Objeto de las medidas cautelares

Artículo 277. Cuando existan fundadas razones para temer que las partes, antes de la decisión de la controversia, realicen actos tales que puedan lesionar de un modo grave, no fácilmente reparable, un derecho controvertido, o que en el proceso una de ellas se encuentre en desventaja por su particular situación familiar o social, el juzgador, a petición de parte legítima, puede adoptar medidas cautelares aptas para evitar que el peligro se verifique o para hacer cesar la injustificada desventaja, o, en fin, para asegurar los efectos de la sentencia definitiva.
Casos en que las medidas cautelares pueden dictarse.

Artículo 278. A los fines del artículo anterior, el juzgador podrá acordar medidas cautelares en los casos siguientes:
I. Cuando hubiere temor de que se ausente u oculte la persona contra quien deba entablarse o se haya entablado una demanda.

II. Para la determinación y aseguramiento de alimentos provisionales.

III. Respecto de la separación, depósito de cónyuges y niños y niñas, ya previstos como actos prejudiciales o al admitirse la solicitud de divorcio, la demanda de nulidad de matrimonio o la de pérdida de la patria potestad. 

IV. Cuando la pretensión sea personal siempre que el deudor no tuviere otros bienes que aquellos en que se ha de practicar la diligencia y se tema que los oculte o enajene.

V. Cuando se tema el perjuicio de derechos materiales o procesales regulados por este código.

Personas a quienes pueden abarcar las medidas  cautelares.

Artículo 279. Las disposiciones del artículo anterior comprenden no sólo al deudor, sino también a los tutores, albaceas, socios y administradores de bienes ajenos.
Acreditamiento del derecho y de la necesidad de las medidas.

Artículo 280. El que pida la providencia deberá acreditar el derecho que tiene para gestionar y la necesidad de la medida que solicita. El juzgador debe decretar la medida con la urgencia necesaria para su eficacia sin substanciación alguna, ni audiencia del deudor y sólo con vista de las alegaciones y de la justificación documental que presente el solicitante. 
El auto que concede la providencia servirá de mandamiento en forma para que se lleve a efecto, conforme a las reglas de la ejecución forzosa.

Garantías de los posibles daños y perjuicios que  causen al deudor.

Artículo 281. Los daños y perjuicios que puedan causarse al deudor serán garantizados mediante fianza u otra caución que otorgue el solicitante por el monto que fije el juzgador.

En los casos de embargo precautorio, la fianza no será inferior al monto de lo reclamado. La fianza o caución no será necesaria cuando el secuestro precautorio se funde en título ejecutivo o cuando por la ejecución de la medida cautelar no puedan derivarse daños patrimoniales al deudor, y en los demás casos exceptuados por la ley.

Tiempo en que se pueden decretar las medidas cautelares.

Artículo 282. Las medidas cautelares podrán decretarse, según las circunstancias, como actos anteriores a la demanda, durante el juicio y aún después de dictada la sentencia definitiva.

Si la providencia cautelar se pidiese como acto preparatorio, la demanda deberá presentarse dentro del plazo que fije el juzgador, que no excederá de diez días, y perderá su eficacia y se levantará si no se presenta la demanda dentro de ese plazo.  Cuando se trate de conservación y aseguramiento de pruebas, no se fijará plazo para la presentación de la demanda posterior.

Si la providencia cautelar se pidiere después de iniciado el juicio, se substanciarán en incidente por cuerda separada ante el mismo juzgador que conozca del negocio.

Duración de la providencia cautelar.

Artículo 283. Las medidas cautelares, dispuestas en los términos de este capítulo, conservan su eficacia durante el proceso, pero pueden, en cualquier momento, ser revocadas o modificadas.
Tanto si la sentencia definitiva revoca la providencia cautelar como si no la revoca, ésta pierde en todo caso su eficacia, cuando la sentencia haya quedado firme.

Si el proceso cesa por otro motivo, la providencia pierde su eficacia desde luego.

El juzgador que ha concedido la providencia cautelar puede prorrogar su eficacia, fuera del término indicado en el párrafo segundo, por el tiempo necesario para asegurar a la parte la ejecución de la sentencia.

Durante la suspensión del proceso, la providencia cautelar conserva eficacia, salvo disposición en contrario.

Una vez verificada la interrupción del proceso, la providencia cautelar conserva eficacia por los treinta días siguientes, salvo disposición contraria del juzgador.

Levantamiento de la medida.

Artículo 284. Cuando  la providencia cautelar consista en embargo preventivo, se decretará su levantamiento en los siguientes casos:
I. Si el deudor da caución para responder de lo reclamado.

II. Si fue decretado como acto preparatorio y no se presenta la demanda dentro del plazo fijado por el juzgador.

III. Si se declarare fundada la reclamación del deudor o de un tercero.

IV. Si la sentencia definitiva que se dicte en cuanto al fondo fuera desestimatoria de las acciones del actor. En caso contrario el embargo precautorio quedará convalidado.

Costas ocasionadas por la medida.

Artículo 285. Las costas de la medida cautelar serán por cuenta del que la pida, quien responderá, además, de los daños y perjuicios que origine al deudor o a terceros, según se determine en la sentencia que se dicte en el juicio correspondiente.  El monto de los daños y perjuicios, si procediere su pago, en ningún caso será superior al veinticinco por ciento de lo reclamado.

Juzgador competente para decretarla medida cautelar.

Artículo 286. Será competente para decretar la providencia cautelar el juzgador que lo sea para conocer de la demanda principal.
En caso de urgencia también podrá decretarlas el juzgador del lugar en que deba efectuarse.  En este último caso, una vez ejecutada y resuelta la reclamación si se hubiere formulado, se remitirán las actuaciones al juzgador competente y los plazos para la presentación de la demanda se aumentarán en el número de días que corresponda por razón de la distancia.

Medidas cautelares indeterminadas.

Artículo 287. Antes de iniciarse el juicio, o durante su desarrollo, pueden decretarse todas las medidas  necesarias para mantener la situación de hecho existente.

Estas medidas pueden solicitarse por cualquiera de las partes que tengan interés en ellas y se decretarán sin audiencia de la contraria.  La resolución  que decida sobre las medidas es apelable en el efecto devolutivo.

En los casos en que sea procedente conservar las cosas en el estado que guardan, pero pueda ocasionarse daño o perjuicio a la contraparte del solicitante, el juzgador exigirá previamente garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con las medidas se causaren, los que se determinarán en favor de una u otra parte, según sea el sentido de la sentencia que se dicte.

CAPÍTULO TERCERO

Procesos Urgentes

Libertad en la forma en ciertos procedimientos familiares.

Artículo 288. No se requieren formalidades  especiales para acudir ante las autoridades judiciales en asuntos de materia familiar, cuando se solicite la declaración, preservación, restitución o constitución de un derecho, o se alegue la violación del mismo, o el desconocimiento de una obligación;  cuando  se trate de violencia familiar, de alimentos, de calificación de impedimentos para contraer matrimonio, o de las diferencias que surjan entre los cónyuges, sobre la educación de los hijos, o las autorizaciones que sus padres deban dar en relación a su persona o a sus bienes; las oposiciones de padres y tutores y, en general, todas las cuestiones familiares similares que reclamen la intervención judicial.

Esta disposición no es aplicable en los casos de nulidad de matrimonio, divorcio, pérdida de la patria potestad e investigación de la paternidad.

Procedimientos urgentes.

Artículo 289. En los asuntos del orden familiar podrá acudirse al juzgador por escrito o por comparecencia personal en los casos de suma urgencia a que se refiere el artículo anterior, exponiendo de manera breve y concisa los hechos de que se trate.

El juzgador, una vez apreciada la premura del caso, admitirá de inmediato la demanda y con copia del escrito o del acta que se levante con motivo de la comparecencia y de los documentos que, en su caso, se hayan presentado, correrá traslado a la parte demandada, la que deberá comparecer en la misma forma, por escrito o verbalmente, dentro del plazo de tres días.  Al ordenarse el traslado, el juzgador deberá señalar día y hora para la celebración de una audiencia dentro de los quince días siguientes,  que en este caso será de depuración, conciliación y pruebas; además, dictará las prejudicialidades  y demás providencias que procedan con arreglo a la ley.

Será optativo para las partes acudir asesoradas y en este supuesto, los asesores necesariamente deberán ser Licenciados  en Derecho, con cédula profesional.  En caso de que una de las partes se encuentre asesorada y la otra no, se solicitarán de inmediato los servicios de un defensor de oficio, el que deberá presentarse desde luego.

En la audiencia se depurará el procedimiento y se tratará de avenir a las partes, y de no lograrlo, se aportarán  las pruebas que así procedan y que se hayan ofrecido, sin más limitación que no sean contrarias a la moral o estén prohibidas por la ley.  El juzgador también podrá ordenar la recepción de una o más pruebas para mejor proveer, aunque no las ofrezcan las partes.

Para resolver la cuestión que se plantea, el juzgador se cerciorará de la veracidad de los hechos y los evaluará personalmente o con auxilio de especialistas o de las instituciones especializadas en la materia a las que alude el artículo 1.  Estas presentarán el informe correspondiente en la audiencia y podrán ser interrogadas tanto por el juzgador como por las partes.

La sentencia se pronunciará de manera breve y concisa en el mismo momento de la audiencia de ser posible o dentro de los ocho días siguientes  y podrá ser recurrida en apelación, que será admisible en el efecto devolutivo.

En todo lo no previsto y en cuanto no se oponga a lo ordenado por este precepto, se aplicarán las disposiciones conducentes de este código.

CAPÍTULO CUARTO

Separación de personas

Juez competente.

Artículo 290. El que intente demandar o denunciar o querellarse contra su cónyuge,  podrá solicitar su separación al juez de primera instancia, donde los cónyuges estén haciendo vida marital.  Sólo que por circunstancias especiales no pueda ocurrirse al juez de primera instancia competente, el juez del lugar podrá decretar la separación provisionalmente, remitiendo las diligencias practicadas al competente, quien confirmará o revocará la separación.

Solicitud y medidas urgentes

Artículo 291. La solicitud podrá ser escrita o verbal, y en ella se señalarán las causas en que se funde, el domicilio que habiten los cónyuges, la existencia de hijos o hijas que no han cumplido dieciocho años y las demás circunstancias del caso.

En los casos en que la urgencia lo amerite, el juzgador deberá con toda premura decretar y hacer ejecutar las medidas de depósito o separación.

Substanciación y resolución.

Artículo 292. Presentada la solicitud, el juzgador ordenará la práctica de las diligencias que a su juicio sean necesarias, resolverá sobre su procedencia y si concediere la separación, dictará las disposiciones pertinentes para que se efectúe materialmente, atendiendo a las circunstancias de cada caso en particular.
En la misma resolución  se ordenará su notificación al cónyuge, previniéndole que se abstenga de impedir la separación o causar molestias al cónyuge separado, bajo apercibimiento de imponerle el medio de apremio que corresponda conforme al artículo 163.

Separación de la mujer.

Artículo 293. Cuando la mujer sea la que solicita la separación y permanezca en el domicilio conyugal, se conminará al marido para que se abstenga de concurrir al mismo mientras la medida subsista, sin perjuicio de que se le permita retirar su ropa, objetos personales y los bienes que sean necesarios para el ejercicio de su profesión, arte u oficio a que está dedicado.

Plazo para demandar y duración de la medida.

Artículo 294. En la resolución se señalará el plazo de que dispondrá el solicitante para presentar la demanda, denuncia o querella, que podrá ser hasta de quince días hábiles contados a partir del día siguiente de efectuada la separación.  A juicio del juzgador podrá concederse por una sola vez una prórroga por igual plazo.

Intentada la demanda dentro del plazo mencionado, la separación subsistirá mientras dure el juicio.

Situación de los hijos niños, niñas o adolescentes durante la separación.

Artículo 295. El juzgador determinará la situación de los hijos que sean niños o niñas, atendiendo a las circunstancias del caso, tomando en cuenta las obligaciones señaladas en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, así como las propuestas de los cónyuges, si las hubiere, quienes podrán designar de común acuerdo la persona que tendrá a su cargo la custodia de aquellos, pudiendo ser uno de ellos.
En ausencia de convenio, el juzgador  dejará a la madre el cuidado de los hijos que no hayan cumplido siete años, siempre y cuando no se ponga en peligro la salud física o mental de los mismos  y, resolverá, según su criterio, lo que juzgue más conveniente en interés superior  de los niños y niñas, protegiendo  su derecho de participar, de acuerdo a su edad y maduración.

Inconformidad de uno de los cónyuges sobre la medida decretada.

Artículo 296. Si se presentare inconformidad por alguno de los interesados sobre la resolución o las disposiciones decretadas, el juzgador citará a una audiencia que deberá celebrarse dentro del plazo de tres días, en la que oirá a los cónyuges y dictará la resolución que corresponda, sin ulterior recurso.

Medidas emergentes.

Artículo 297. El juzgador podrá citar a las partes en cualquier tiempo, ya sea conjunta o separadamente;  variar sus determinaciones, de oficio o a petición de parte, si las circunstancias lo ameritan, bajo su responsabilidad y sin substanciación especial;  y resolverá con carácter provisional lo que proceda, respecto a la entrega de ropa y otros objetos, subsistencia  de cualquiera de los cónyuges y de los hijos y lo demás que juzgue procedente.  Podrá también dictar  las medidas de apremio o correcciones disciplinarias que se requieran para que los cónyuges no se causen molestias entre sí.

Cesación de la medida.

Artículo 298. Si al vencimiento del plazo concedido no se acredita al juzgador que se ha presentado la demanda, denuncia o querella, cesarán los efectos de la separación decretada.  El cónyuge que se haya separado tendrá el derecho de volver al domicilio conyugal.
Solicitantes en unión libre.

Artículo 299. Las medidas a que se refiere este capítulo, también podrán solicitarse por la mujer o el varón que sin estar unidos en matrimonio, tengan un domicilio común con las características del domicilio conyugal a que se refiere la Ley de Familia.

Remisión del expediente al juzgador competente.

Artículo 300. Si el juzgador que decretó la separación no fuere el que deba conocer del proceso, remitirá las diligencias practicadas al que fuere competente, ante quién deberá presentarse la demanda 

.

CAPÍTULO QUINTO

Violencia familiar

Solicitud de medidas.

Artículo 301. Toda persona que sufra, maltrato físico, psícoemocional o sexual, por parte de alguno de los integrantes del grupo familiar, podrá denunciar estos hechos en forma verbal o escrita y solicitar al juez de primera instancia de su domicilio que decrete una medida provisional urgente que evite su reiteración.

El Ministerio público, la Procuraduría de niñas, niños y la Familia, la Unidad de Asistencia y Atención para la Prevención de la Violencia Familiar, los directores o encargados de los servicios asistenciales sociales, educativos o de salud, públicos o privados, o cualquier servidor  público que por razón de su encargo tenga conocimiento de alguno de estos hechos que afecten a niñas, niños  o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, ancianos o discapacitados, deberán formular la petición a que este precepto se refiere.

Medidas adoptables.

Artículo 302. El juzgador podrá adoptar, al tomar conocimiento de los hechos motivo de la denuncia, las siguientes medidas:

I. Ordenar la exclusión de la persona generadora de violencia, de la vivienda donde habita el grupo familiar.

II. Prohibir el acceso a la persona generadora de violencia, al domicilio de la persona afectada, así como a los lugares donde trabaja o estudia.

III. Ordenar el reintegro al domicilio a petición de quien ha debido salir del mismo por razones de seguridad personal, excluyendo a quien generó la violencia.

IV. Decretar provisionalmente alimentos, custodia y derechos de comunicación con los hijos.

El juzgador establecerá la duración de las medidas en vista a la determinación definitiva que habrá de adoptar.

CAPÍTULO SEXTO

Alimentos provisionales

Procedencia y requisitos de la pensión provisional de alimentos.

Artículo 303. El juez podrá decretar el pago de una pensión provisional de alimentos  en favor de quien acredite tener derecho de exigirlos y contra quien tenga la obligación de pagarlos.  En este caso, deberá justificarse el título o causa jurídica en cuya virtud se pide la pensión provisional, las posibilidades de quien deba darla y la urgencia de la medida.  Cuando la pensión provisional se pida por razón de parentesco, deberá demostrarse éste.  Si se funda en testamento, contrato o convenio, debe exhibirse el documento en que conste.

Resolución sobre pensión provisional de alimentos.

Artículo 304.  Rendida la justificación a que se refiere el artículo anterior, el juzgador fijará el porcentaje o la suma en que deba consistir la pensión provisional de alimentos, ordenando que se entregue directamente al beneficiario por semanas, quincenas o meses anticipados, según sea el caso.

La providencia se ejecutará sin necesidad de otorgamiento de caución.  

La resolución que niegue la pensión provisional de alimentos es recurrible en queja ante el superior.  La que la conceda es apelable en el efecto devolutivo.

Improcedencia de la reclamación sobre el derecho a percibir alimentos provisionales.

Artículo 305. En la providencia no se permitirá ninguna discusión sobre el derecho de percibir alimentos.  Cualquier reclamación sobre este derecho deberá ser materia del proceso principal y entre tanto se seguirá abonando la suma señalada. Las cuestiones que se susciten sobre el monto de la pensión provisional de alimentos se substanciarán en la vía incidental.

CAPÍTULO SÉPTIMO

Aseguramiento de la prueba

Supuestos en los que procede el aseguramiento de pruebas.

Artículo 306. Para la conservación  o aseguramiento de pruebas necesarias en una causa que vaya a iniciarse, podrán dictarse, a petición de parte legítima, las siguientes medidas cautelares:
I. El examen de testigos para constancia futura, cuando exista temor justificado de que podrán faltar o ausentarse, o éstos sean de edad avanzado o se hallen en grave peligro de perder la vida; si sus declaraciones se consideran necesarias para un proceso futuro.

II. La inspección judicial o la prueba pericial sobre el estado de personas o lugares o la calidad o condición de las cosas, cuando exista riesgo evidente de que no se puedan practicar en el proceso futuro.

III. La verificación  o cotejo de escritos o la tramitación de diligencias para la comprobación de falsedad de documentos, cuando exista el riesgo señalado en la fracción anterior.

Requisitos de la solicitud.

Artículo 307. La petición se presentará ante el juzgador que deba conocer de la demanda y en casos de urgencia, ante el del lugar en que deba recibirse la prueba. En el escrito se expresarán los motivos que justifiquen la urgencia o los riesgos que tratan de evitarse, los hechos sobre los cuales versará la prueba y, además, sucintamente las pretensiones o defensas a que se refiere la prueba.
Práctica y efectos de la providencia.

Artículo 308. Si el juzgador estima justificada la providencia, señalará día y hora para recibir la prueba, citando a la contraparte para la diligencia, mediante notificación oportuna.  No obstante, en caso de urgencia excepcional podrá recibirse la prueba sin notificación de la otra parte, pero deberá enterársele luego.

La recepción de las pruebas como medidas cautelares no prejuzga sobre su admisión y valor en el proceso posterior, ni impide que las mismas se retiren o puedan practicar de nuevo en dicho proceso.

TITULO SEGUNDO

DEL PROCEDIMIENTO ORAL

CAPITULO PRIMERO

Principios y directrices

Materia juicio oral

 Artículo 309. Son materia de juicio oral: alimentos, guarda y custodia, régimen de convivencia familiar, diferencias conyugales y nulidad de matrimonio.

Inclusión de convenio

Artículo 310. En el escrito inicial de demanda se incluirá cuando proceda propuesta de convenio, así mismo en la contestación escrita de la demanda deberá, en su caso anexar la contrapropuesta de convenio.

Facultad del juez de pronunciar medidas provisionales

Artículo 311. Desde los autos que recaigan a los escritos de demanda, contestación, reconvención y su contestación, el Juez deberá pronunciarse sobre las medidas provisionales que se llegaren a solicitar, mismas que se resolverán a más tardar en la segunda fase de la audiencia preliminar.

El Juez está facultado para decretar y modificar en cualquier momento del procedimiento y de forma oficiosa, las medidas provisionales que sean necesarias para preservar a la familia y proteger a sus miembros, especialmente tratándose de niños, niñas y de aquellas personas que se encuentren en estado de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

Las medidas provisionales pueden ser impugnadas mediante el recurso de apelación de tramitación inmediata en efecto devolutivo. 

Incidentes

Artículo 312. Los únicos incidentes que se tramitarán serán el de nulidad de actuaciones por defecto o falta de emplazamiento y el de impugnación de falsedad de documentos, que se interpondrán por escrito.

El incidente de nulidad por defecto o falta de emplazamiento será de previo y especial pronunciamiento y suspenderá el procedimiento. En la demanda incidental y su contestación se ofrecerán las pruebas, mismas que de admitirse se desahogaran en audiencia especial si su naturaleza lo exige. 

En el mismo acuerdo que recaiga a la contestación de la demanda incidental o en el que declare la preclusión del término para hacerlo, se señalará la fecha para la audiencia especial y en su caso, para el desahogo de las mismas. 

De no requerirse audiencia para la recepción de pruebas, se citará para sentencia interlocutoria dentro de los tres días posteriores. Si se reciben las pruebas en audiencia especial el Juez, después de escuchar los alegatos, dictará la sentencia interlocutoria en el mismo acto o, en su defecto, citará a las partes dentro del mismo término para la emisión de la resolución respectiva. En todo caso, el Juez explicará brevemente la sentencia y sus resolutivos en la misma audiencia especial o su continuación. 

El incidente de impugnación de falsedad de documentos deberá promoverse conjuntamente en la contestación de demanda o la reconvención, salvo que se impugnen documentos exhibidos en dichos ocursos o con posterioridad. Las pruebas se ofrecerán en la demanda incidental y su contestación, se admitirán en el mismo acuerdo que recaiga a la contestación, a la demanda o en el que declare la preclusión del término para hacerlo, y se recibirán en la audiencia de juicio, resolviéndose conjuntamente con la sentencia definitiva.
Promociones orales

Artículo 313. Las promociones de las partes deberán formularse oralmente durante las audiencias y la junta anticipada, salvo los casos expresamente señalados en este Título. El Juez no admitirá promociones frívolas o improcedentes y deberá desecharlas de plano, fundando y motivando su decisión.

Asesoramiento de abogados

Artículo 314. Las partes tienen la obligación de acudir a las audiencias y a la junta anticipada asesoradas por licenciado en derecho con cédula profesional. Si los interesados no pueden contratar los servicios de un abogado, deberán acudir previamente ante las instituciones públicas o privadas que proporcionen asesoría jurídica gratuita.

Custodia y Convivencia provisional

Artículo 315. Cuando alguna de las partes solicite la custodia y convivencia provisional de niños y niñas lo hará por escrito en la demanda principal o reconvencional o en sus contestaciones, se dará vista a la contraria por el término de tres días, quien por escrito contestará la solicitud. El Juez escuchará al niño o niña  durante la audiencia preliminar atendiendo al caso concreto.

En caso de rebeldía, por desacuerdo de las partes, o bien, a juicio del Tribunal se señalará día y hora para que el Juez en diligencia privada escuche al niño o niña ante el Ministerio Público y la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia , sin la presencia de las partes, en la que podrá comparecer el asistente de niños y niñas, quien será profesional en psicología, pedagogía o trabajo  social,  sólo para el efecto de facilitar la comunicación libre, espontánea y procurarle protección psicoemocional al niño o niña. Sin que se requiera la protesta del cargo del citado profesional. 

Si la diligencia se encuentra debidamente preparada y no comparece el asistente y sí el niño o niña, la audiencia se llevará a cabo, correspondiendo a las personas que tengan a los niños o niñas bajo su cuidado a presentarlos en las diligencias y audiencias respectivas para que sean escuchados, apercibidos que de no hacerlo se les aplicarán las medidas de apremio establecidas en este Código, sin perjuicio de que el Juez resuelva lo conducente respecto de la custodia y convivencia provisional solicitadas.

El Juez deberá tomar en cuenta todos los elementos que estén a su alcance para decidir bajo el principio del interés superior de niños y niñas el derecho de convivencia de manera provisional. En caso de duda y para salvaguarda de los niños y niñas, deberá ordenar que las convivencias se realicen durante el procedimiento en los centros e instituciones destinados para tal efecto.

El Juez resolverá en la misma diligencia o audiencia sobre la custodia y convivencia provisional. Las personas que tengan a los niños y niñas bajo su cuidado, estarán obligados a presentarlos en las diligencias y audiencias respectivas para que sean escuchados, apercibidos que de no hacerlo se les aplicarán las medidas de apremio establecidas en este Código, sin perjuicio de que el Juez resuelva lo conducente respecto de la custodia y convivencia provisional solicitadas.

Convivencias

Artículo 316. El ascendiente que no le sea otorgada la custodia podrá convivir con el niño y niña, tal y como lo determine el Juez, diversos días de la semana fuera del horario escolar, sin desatender las labores escolares y debiendo auxiliarlo en dichas actividades. También en forma equitativa tiene derecho a convivencias en fines de semana alternados, períodos de vacaciones escolares y días festivos.

Alimentos provisionales

Artículo 317. El Juez fijará el importe de los alimentos provisionales inmediatamente a petición del acreedor, sin audiencia del deudor y mediante la información que estime necesaria.

De la admisión de pruebas y audiencia preliminar

Artículo 318. Una vez contestada la demanda y, en su caso, la reconvención o transcurridos los términos para ello, el Juez señalará fecha y hora para la celebración de la audiencia preliminar, dentro de los quince días siguientes, siempre que la naturaleza del asunto lo permita.

En el mismo auto, el Juez admitirá las pruebas que fueren ofrecidas en relación con las excepciones procesales opuestas, para que se desahoguen en la audiencia preliminar. En caso de no exhibirse las pruebas en dicha audiencia, el juez ofrecerá las que crea conveniente y que se desprendan de los hechos

Allanamiento

Artículo 319. En caso de allanamiento, se señalará fecha para audiencia de juicio dentro del término de quince días en la que se dictará sentencia definitiva.

En el supuesto que cualquiera de las partes se conforme con la propuesta de convenio exhibido por su contraria, se ordenará ratificar el mismo y de ajustarse a derecho, el Juez lo aprobará de inmediato.

Cuando la controversia se refiera solo a puntos de derecho, el Juez citará para la audiencia de juicio en el término antes citado y después de escuchar los alegatos, dictará la sentencia.

Obligación de  las partes de asistir a junta anticipada y audiencias.

Artículo 320. Es obligación de las partes asistir a la junta anticipada y las audiencias del procedimiento, por sí o a través de sus representantes legales, quienes deberán estar asistidos por licenciado en derecho para su debida defensa.

Reglas del juicio oral

Artículo 321. En las audiencias del juicio oral se observarán, las siguientes reglas:

I. Se ajustaran a los principios del procedimiento oral. 

II. El Juez tendrá la más amplia facultad para hacer a los testigos, peritos y a las partes las preguntas que estime conducentes a la investigación de la verdad respecto a los puntos controvertidos. 

III. El Juez tiene el deber de mantener el buen orden, evitar las digresiones, faltas de decoro y probidad y exigir que se guarde el debido respeto, pudiendo imponer las sanciones establecidas en este código.

 IV. Concluida cada una de las etapas de las audiencias, se tendrán por precluídos los derechos procesales que debieron ejercitar las partes. 

V. La parte que asista tardíamente a la junta anticipada o a las audiencias, se incorporará en la etapa en que éstas se encuentren, sin perjuicio de la facultad del Juez en materia de conciliación.

VI. Podrán decretarse los recesos que razonablemente se consideren necesarios por parte del Juzgador.

VII. La audiencia podrá diferirse o suspender por caso fortuito o fuerza mayor. En el mismo acto, en su caso, se señalará la fecha para su continuación o celebración, de la que se tendrá por notificadas a las partes.

Al reanudarse, el Juez expondrá una síntesis de los actos realizados hasta ese momento. 

VIII. Al terminar las audiencias, se levantará acta que deberá contener, cuando menos, el lugar, la fecha, el expediente y juzgado al que corresponda; el nombre de los participantes; una relatoría sucinta del desarrollo de la audiencia; y la firma autógrafa y en su caso electrónica del Juez y del Secretario Judicial. 

IX. En el trámite de los asuntos a que se refiere el presente capitulo, las actuaciones del Juez en el ejercicio de sus funciones serán plenamente válidas, en razón de su investidura, sin requerir la fe del Secretario Judicial.

Principios del juicio oral

Artículo 322. En el juicio oral familiar se observarán especialmente los principios de oralidad, publicidad, igualdad, inmediación, contradicción, continuidad, concentración, dirección, impulso y preclusión procesal. Estos principios se materializan de la siguiente forma:

I. Oralidad: El procedimiento se desarrollará preponderantemente en audiencias orales, en las que las partes promoverán y el Juez resolverá oralmente. A ninguna promoción escrita presentada en las audiencias se dará trámite.

II. Publicidad: Las audiencias serán públicas, atendiendo a lo dispuesto en la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila, así como a los casos de excepción establecidos en este Código y los que el Juez consideré su tramitación privada..

III. Igualdad: Las partes tendrán las mismas oportunidades, derechos y cargas procesales. El Juez deberá atender los casos de equidad establecidos en las leyes para grupos vulnerables.

IV. Inmediación: El Juez tendrá contacto directo y personal con las partes, recibirá las pruebas en la audiencia de juicio, salvo las foráneas, y será quien dicte la sentencia definitiva, salvo lo previsto en la Ley  caso de suplencia de su ausencia.

V. Contradicción: Cada parte tiene derecho a oponerse y ser escuchada ante las promociones de su contraparte, antes de que el Juez decida lo conducente.

VI. Dirección procesal: El Juez tiene la potestad para conducir el proceso, observando los principios del juicio oral y sus formalidades esenciales.

VII. Impulso procesal: Las partes tienen la facultad para solicitar las diligencias necesarias que impidan la paralización del procedimiento, en aquellos casos en que expresamente la ley exija su petición.

VIII. Preclusión: Los derechos procesales se extinguen o pierden por el sólo transcurso del tiempo, al no ejercerlos en el término o etapa procesal respectiva.

IX. Continuidad y concentración: El Juez debe buscar en el menor tiempo posible y a través del menor número de actos procesales resolver la controversia planteada.

Registros de audiencias

Artículo 323. Las audiencias se registrarán por medios electrónicos o cualquier otro idóneo, a juicio del Juez, que permita garantizar la fidelidad e integridad de la información, la conservación y reproducción de su contenido y el acceso al mismo.

Al inicio de las audiencias el Secretario Judicial correspondiente, hará constar oralmente en el registro a que hace referencia el párrafo anterior, la fecha, hora y el lugar de realización, datos del asunto y el nombre del Juez que preside la audiencia.

Las personas que intervengan en el desarrollo de las audiencias deberán identificarse y rendir previamente protesta de que se conducirán con verdad. Para tal efecto, el Secretario Judicial correspondiente los identificará y les tomará protesta, previo al inicio de su intervención, apercibiéndolos de las penas que se imponen a quienes declaran con falsedad. 

Acceso de las partes al registro de audiencias

Artículo 324. El Secretario Judicial correspondiente certificará el medio en donde se encuentre registrada la junta anticipada o audiencia respectiva e identificará dicho medio con el número de expediente. Se podrá solicitar copia simple o certificada del acta de audiencia, o certificada del medio electrónico que la contenga, a costa del litigante. 

Cuando por cualquier causa se dañe el soporte material del registro, el Juez ordenará su reposición conforme a lo establecido en las reglas generales del procedimiento.

En el Juzgado estarán disponibles los aparatos y el personal de auxilio para que las partes tengan acceso a los registros de audiencias, a fin de conocer su contenido.
CAPÍTULO SEGUNDO

De la audiencia preliminar

Fases de la audiencia preliminar

Artículo 325. La audiencia preliminar se integra por dos fases:

I. Junta Anticipada, que se celebrará ante el Secretario Judicial correspondiente; y

II. Audiencia ante el Juez.

Objeto de la Junta Anticipada

Artículo 326.La Junta Anticipada tiene por objeto:

I. Exhortar en su caso, a las partes a que acudan al procedimiento respectivo a que se refiere la Ley de Medios Alternos de Solución de Controversias, e intenten, a través de dicho procedimiento, llegar a un acuerdo que ponga fin a la controversia.

II. Cruzar información e intercambiar pruebas entre las partes;

III. Formular propuestas de convenio;

IV. Establecer acuerdos sobre hechos no controvertidos; y,

V. Fijar acuerdos probatorios.

El Secretario Judicial correspondiente dará cuenta al Juez con el resultado de la junta.

Objeto de Audiencia ante Juez

Artículo 327. La audiencia ante el Juez tiene por objeto:

I. Depuración del procedimiento, en la que se estudiará:

a) Legitimación de las partes, y

b) Excepciones procesales;

II. La revisión y aprobación del convenio que hayan celebrado las partes;

III. En su caso, la conciliación entre las partes;

IV. Aprobación de acuerdos sobre hechos no controvertidos y probatorios;

V. Resolver sobre las medidas provisionales pendientes; y

VI. Admisión y preparación de las pruebas.

De la comparecencia de las partes.

Artículo 328. Ambas partes deberán comparecer a la audiencia preliminar, directamente o por conducto de representante legal o mandatario judicial. En el caso de que la parte actora no comparezca, se le tendrá por desistida de la instancia. Si la parte demandada no comparece, se tendrán por aceptadas las propuestas de la parte actora en esta etapa. 
En los asuntos de alimentos y de aquellos que se encuentren en estado de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, podrá diferirse la audiencia por una sola ocasión y, en el supuesto de que la parte actora reitere su incomparecencia, se le tendrá por desistida de la instancia. Si la parte demandada no comparece a la nueva cita se tendrán por aceptadas las propuestas de la parte actora en esta etapa.

En el caso de procedimientos en rebeldía, el demandado tendrá derecho a comparecer a la junta anticipada a efecto de formular propuestas de convenio, intervenir en la audiencia preliminar, en la conciliación, en la resolución de medidas provisionales y participar en la audiencia de juicio, sin que ello implique retrotraer los efectos de su comparecencia a la etapa en que su decretó su rebeldía.

Desarrollo de la Junta Anticipada

Artículo 329. La Junta Anticipada se desarrollará oralmente ante el Secretario Judicial. Iniciará con el intercambio de pruebas e información entre las partes en forma libre, espontánea y directa, con el fin de identificar y explorar mayores elementos probatorios para apoyar sus acciones o desvirtuar las pretensiones del contrario.

Las partes podrán proponer acuerdos sobre hechos no controvertidos, a fin de reducir la litis a los aspectos controvertidos. 

También, pueden celebrar acuerdos probatorios en relación con las pruebas ofrecidas, con el objeto de excluir las que resulten ociosas o no idóneas. Ambos acuerdos serán aprobados por el Juez en la segunda fase de la audiencia preliminar.

Con el fin de dirimir la controversia a través de un convenio el Secretario Judicial podrá proponer alternativas de solución. 

Durante estas negociaciones las declaraciones propuestas o aceptaciones de las

partes, no podrán ser utilizadas por la parte contraria. 

El Secretario Judicial dará cuenta al Juez con el resultado de la Junta Anticipada.

Segunda fase de la audiencia preliminar

Artículo 330. El Juez en la segunda fase de la audiencia preliminar, procederá a depurar el procedimiento y en su caso, a examinar las propuestas de convenio formuladas en la Junta Anticipada. En caso de no existir propuestas, propondrá alternativas de solución para que los interesados lleguen a un convenio. En todo caso, se aprobará el convenio que se ajuste a derecho, mismo que tendrá el carácter de sentencia firme.

De la admisión de pruebas

Artículo 331. En las etapas respectivas el Juez revisará y, de proceder, aprobará los acuerdos sobre hechos no controvertidos y los probatorios. Posteriormente resolverá las medidas provisionales solicitadas, que se encuentren pendientes.

Acto seguido se emitirá la admisión de pruebas, ordenándose su preparación. Se declararán desiertas aquellas que no se reciban por causas imputables al oferente, a cuyo cargo corresponderá su diligenciación.

Una vez preparadas las pruebas documentales que se deban rendir, se fijará fecha y hora para la celebración de la audiencia de juicio dentro del término de quince días.

CAPÍTULO TERCERO

De la audiencia de juicio

Alegatos de apertura  y desahogo de pruebas

Artículo 332. Abierta la audiencia, el Juez escuchará los alegatos de apertura de las partes, los cuales durarán un máximo de diez minutos y se integrarán de una exposición de los hechos y pruebas con las que demostrarán sus pretensiones. 

Posteriormente se iniciará de inmediato el desahogo de las pruebas, en el orden que el Juez establezca, para lo cual contará con las más amplias facultades como rector del procedimiento. Serán declaradas desiertas aquellas pruebas que no estén debidamente preparadas por causas imputables al oferente.

Uso de la palabra de la parte

Artículo 333. En la audiencia solo se concederá el uso de la palabra, por una vez a cada una de las partes y por un máximo de diez minutos para formular los alegatos de apertura y cierre, respectivamente. El Juez tomará las medidas que procedan a fin de que las partes se sujeten al tiempo indicado.

Sentencia

Artículo 334. Concluido el desahogo de pruebas, se recibirán los alegatos de cierre de las partes hasta por diez minutos a cada una, declarando visto el procedimiento. Inmediatamente después el Juez dictará la sentencia definitiva, explicando brevemente las razones de hecho y de derecho en que se sustenta y se dará lectura a sus puntos resolutivos. Acto seguido quedará a disposición de las partes copia por escrito de la sentencia. En casos excepcionales, atendiendo a la complejidad del asunto, al cúmulo y naturaleza de las pruebas desahogadas, el Juez podrá diferir el dictado de la sentencia hasta por quince días, citando a las partes para escucharla. 

En caso de que las partes no estén presentes en la audiencia donde se emita la sentencia, se dispensará su explicación y lectura de puntos resolutivos, y se les notificará por boletín judicial.

CAPÍTULO CUARTO

De las pruebas

Medios de Prueba

Artículo 335. En el juicio oral se admitirán todos los medios de prueba, sea cual sea su naturaleza, siempre y cuando se cumpla con sus formalidades para el ofrecimiento y sean conducentes a la controversia.

Pruebas fuera del Estado

Artículo 336. Cuando las pruebas hubieren de desahogarse en el interior de la República o en el extranjero, se contará con el término de treinta y sesenta días naturales, respectivamente, poniéndose a disposición del oferente los exhortos o cartas rogatorias para su diligenciación y, en caso de no rendirse dentro de dicho término, la probanza de que se trate se declarará desierta. 

De la declaración de parte

Artículo 337. Desde los escritos de demanda y contestación y hasta la junta anticipada se podrá ofrecer la declaración voluntaria de parte propia o de la parte contraria, quedando las partes obligadas a declarar bajo protesta de decir verdad y realizarse de modo personal.

Del Interrogatorio 

Artículo 338. El interrogatorio será oral, deberá referirse a los hechos controvertidos, claro y preciso, abierto o cerrado y tendiente a acreditar el objeto del debate. Las partes pueden hacer las objeciones que consideren pertinentes, las que serán calificadas por el Juez, quien repelerá de oficio las inconducentes, sin perjuicio de atender al principio de contradicción.

El interrogatorio abierto debe referirse a hechos controvertidos, el deponente contestará de manera amplia y libre. En el cerrado se contestará en forma afirmativa o negativa. 

Reglas de la declaración de parte

Artículo 339. La declaración de parte se desahogará conforme a las siguientes reglas:

I. El oferente de la prueba formulará su interrogatorio en primer término, concluido éste la parte contraria a su vez tiene derecho a formular preguntas.

II. Previo apercibimiento de ley, en caso de que el deponente no asista sin justa causa al desahogo de la declaración forzada, se tendrán por ciertas las afirmaciones que su colitigante pretenda acreditar, salvo prueba en contrario.

III. En caso de que el deponente no asista sin justa causa se tendrá por desierta la prueba, cuando se trate de declaración voluntaria de parte propia.

IV. Previo apercibimiento de ley, tratándose de la declaración forzada, cuando el deponente se rehúse a contestar las preguntas que le formule su colitigante o lo haga evasivamente, el Juez podrá tener por ciertas las afirmaciones de la otra parte.

V. Tratándose de la declaración voluntaria de parte propia y no conteste las preguntas que le formule su abogado patrono o lo haga evasivamente, se hará efectivo el apercibimiento y se dará por concluido el testimonio, y tendrá entonces la parte contraria el derecho a interrogarlo, con el apercibimiento contenido en la fracción que antecede.

De la declaración de testigos

Artículo 340. Para el examen de los testigos, el interrogatorio y contrainterrogatorio será formulado oral y directamente, el que deberá de desahogarse bajo protesta de decir verdad. Las preguntas tendrán relación con los puntos controvertidos y se articularán en términos claros y precisos. Las partes tienen el derecho de realizar las objeciones que consideren pertinentes, las que serán calificadas por el Juez, quien repelerá de oficio las preguntas y objeciones inconducentes, sin perjuicio del respeto al principio de contradicción de la contraparte.

De la pericial

Artículo 341. En el ofrecimiento de la prueba pericial se deberá de observar lo previsto en este Código, señalando con precisión los puntos sobre los que versará y las cuestiones que se deban resolver, con el cual se dará vista a la parte contraria para que al momento de contestar la demanda principal o reconvencional, en su caso, amplíe el cuestionario correspondiente. En el supuesto de que se encuentre debidamente ofrecida, el Juez la admitirá y designará perito único, ya sea que pertenezca a instituciones públicas, privadas o bien de la lista de peritos.

 En el caso de que el perito pertenezca a una institución pública, su designación se le hará saber mediante el oficio correspondiente, con la información necesaria para que pueda rendir oportunamente su dictamen, sin que se requiera su comparecencia para los efectos de su aceptación.

Tratándose de peritos de instituciones privadas, se les hará saber su designación mediante notificación personal para el efecto de que en el término de tres días, presenten escrito de aceptación y, de ser necesario, precise los elementos que requiera para poder elaborar su dictamen, tales como entrevistas, exámenes o acceso a determinados, expedientes, archivos, bienes o cosas objeto de su dictamen. El dictamen será exhibido por escrito dentro del plazo de cinco días, que empezará a correr a partir del día siguiente en que cuente con todos los elementos suficientes para realizar su evaluación. 

El perito deberá comparecer a la audiencia de juicio para exponer sus conclusiones y responder a las preguntas que le formulen las partes o el Juez.

Asimismo, el perito propondrá los gastos que deban erogarse y el monto de sus honorarios en términos de la legislación correspondiente, mismos que deberán ser autorizados por el Juez y posteriormente serán cubiertos por ambas partes en igual proporción. En caso de negativa de alguna de las partes, se despachará ejecución para su cobro.

Tratándose del examen de bienes o cosas que pertenezcan a alguna de las partes, o bien de personas que se les deba de examinar para conocer su condición física, mental o de salud, las partes serán apercibidas cuando se nieguen a proporcionar las facilidades necesarias o no se presenten para su estudio y se tendrán por ciertas las afirmaciones de la oferente; salvo los casos en que se encuentren involucrados derechos de niñas y niños  y de aquellas personas que se encuentren en estado de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, donde se podrán agotar como acto previo, la aplicación de medidas de apremio que a juicio del Juez resulten conducentes.

En el caso de que se trate de acciones derivadas de la filiación, se apercibirá a la parte objeto de estudio que en caso de negativa para la práctica del examen correspondiente u otorgar las facilidades necesarias. 

Si el perito no exhibe su dictamen dentro del plazo señalado o deja de asistir sin justa causa a la audiencia de juicio, se le impondrá una sanción equivalente a una cantidad igual a la que cotizó por sus servicios. Asimismo, el Juez designará otro perito, con las mismas obligaciones y apercibimientos señalados en los párrafos que anteceden.

Si el perito no se presenta a la audiencia de juicio, pero éste ya exhibió en tiempo y forma y fue ratificado su dictamen, la prueba se desahogará en sus términos por el Juez atendiendo a los principios de los juicios orales, haciendo efectivos los apercibimientos conducentes antes señalados.

Cuando la parte que promueve lo haga a través del  Instituto Estatal de Defensoría Pública, de la Procuraduría para niñas, niños y la Familia o por las Unidades de Atención a la violencia  y ésta no cuente con el perito solicitado, el Juez previa la comprobación de dicha circunstancia, nombrará un perito oficial de alguna institución pública que cuente con el mismo; cuando dichas instituciones no cuenten con el perito requerido, el juez nombrará perito en términos del primer párrafo del presente artículo, proveyendo al perito lo necesario para rendir su dictamen, así como en el caso de que se nombre perito tercero.

De la instrumental

Artículo 342. Los registros del juicio oral, cualquiera que sea el medio, serán instrumentos públicos que harán prueba plena y acreditarán el contenido y modo en que se desarrolló la audiencia.

Objeción de documentos

Artículo 343. Los documentos que presenten las partes en los escritos de demanda y contestación, podrán ser objetados en cuanto a su alcance y valor probatorio, una vez admitidos en la audiencia preliminar. Los documentos que lleguen con posterioridad, podrán ser objetados al tercer día de su recepción

Reconocimiento de pruebas

Artículo 344. En el reconocimiento de documentos u otros medios de prueba se observará lo dispuesto en los artículos 409, 410, 411 y demás relativos de este Código

Impugnación de falsedad de documento

Artículo 345. La impugnación de falsedad de un documento debe hacerse desde la contestación de la demanda y contestación a la reconvención y hasta la segunda fase de la audiencia preliminar. En el caso de documentos exhibidos con posterioridad se impugnarán al tercer día de su recepción. 

De la inspección judicial

Artículo 346. La inspección judicial se practicará el día, hora y lugar que se señalen, la que se llevará a cabo antes de la audiencia de juicio para que en la misma se desahogue. Las partes, sus representantes o abogados, pueden concurrir a la inspección y hacer las observaciones que estimen oportunas.

Artículo 347. De la inspección judicial se levantará constancia a través de los medios referidos en los artículos 425 de este código.

Otros medios de prueba

Artículo 348. Para acreditar hechos o circunstancias que tengan relación con el negocio que se ventile, pueden las partes presentar los escritos, notas taquigráficas, registros dactiloscópicos, fonográficos, fotografías, cintas cinematográficas, copias fotostáticas, archivos digitales o los obtenidos por cualquier medio cibernético, telemático, así como cualquier otro elementos producido por la ciencia y la tecnología que pueda producir convicción con el Juzgador.

La parte que presente estos medios de prueba deberá ministrar al Tribunal los aparatos o elementos necesarios con el fin de reproducirse los sonidos y figuras. Los acompañará de ser necesario de su traducción y especificación del sistema empleado.

CAPITULO QUINTO

De la Ejecución

Artículo 349. Las sentencias y convenios emitidos en un procedimiento oral, se ejecutarán de acuerdo a las formalidades establecidas en el Libro Segundo, Título Sexto.
CAPITULO SEXTO

De los recursos

Artículo 350. En el juicio oral sólo se admitirán los recursos de apelación y queja, así como reposición en segunda instancia.

Artículo 351. En el juicio oral en materia familiar, para las actuaciones ante el Tribunal de apelación se observarán los principios que rigen en el Libro Segundo, Título Quinto, Capítulo Cuarto en lo que fuere aplicable.

De la apelación

Artículo 352. El recurso de apelación procede contra todas las resoluciones emitidas por el Juez en el juicio oral. Se interpondrá por escrito y se admitirá en el efecto devolutivo de tramitación conjunta con la sentencia definitiva, con excepción del que se interponga contra la determinación que resuelva medidas provisionales y la pronunciada en el incidente de nulidad de actuaciones, el que procederá en el efecto devolutivo de tramitación inmediata.

El recurso de apelación en contra de la sentencia definitiva será admitido en ambos efectos, salvo en materia de alimentos y declaración de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica que se tramitará en el efecto devolutivo de tramitación inmediata.

Procedimiento apelación

Artículo 353. Admitido y calificado el recurso, a juicio de la Sala o a petición de parte, se señalará fecha para una audiencia que presidirá el Magistrado Ponente, en la que se otorgará el uso de la palabra a los interesados directamente o por conducto de su procurador, para que realicen sus alegatos de apertura. Posteriormente, en su caso, se recibirán pruebas, supuesto en el cual, al concluir el desahogo, se recibirán también alegatos finales. Acto seguido se citará a las partes a oír sentencia, la que se pronunciará en los plazos previstos para tal efecto por este Código.

De no comparecer ninguna de las partes, el secretario proyectista designado hará una exposición sucinta del asunto, procediendo a la declarar desiertas las pruebas no preparadas y, en su caso, a recibir las que proceda bajo la dirección procesal del Magistrado Ponente. 

Cuando el recurso deba resolverse en forma unitaria, la audiencia será presidida por el Magistrado designado, de acuerdo a las disposiciones anteriores.

De la queja

Artículo 354. En el juicio oral será admisible el recurso de queja en los casos previstos en el Libro Segundo, Título Quinto, Capítulo Cuarto de este Código

De la reposición

Artículo 355. Procede el recurso de reposición de segunda instancia en contra de cualquier decreto o auto.

Procedimiento de reposición.

Artículo 356. La reposición debe interponerse por escrito dentro de los tres días siguientes a la notificación hecha por Boletín Judicial, dándose vista a la contraria por el término de tres días para que exprese lo que a su derecho convenga. Se resolverá dentro de los cinco días siguientes, contados a partir de que surta sus efectos la notificación del auto que cita para sentencia, la que se pronunciará en Audiencia Pública por el Magistrado ponente de haberlo solicitado así las partes en los escritos correspondientes y a juicio del Tribunal.

TÍTULO TERCERO

Juicio escrito

CAPÍTULO PRIMERO

Periodo probatorio

Artículo 357. Constituido el litigio, el juez queda facultado para decidir la forma oral o escrita en la recepción y desahogo de las pruebas, razonando la elección.

En la forma escrita, las pruebas se recibirán durante el período probatorio. La recepción oral de las pruebas se hará en una audiencia a la que se citará a las partes, señalándose al efecto día y hora.

Tomando en consideración el tiempo para su preparación; la audiencia deberá celebrarse dentro de los veinte días hábiles siguientes al auto de admisión de pruebas.
Término desahogo de pruebas

Artículo 358. Admitidas las pruebas en la forma escrita, se abre el término ordinario de veinte días hábiles para su desahogo.
Excepciones al término de desahogo de pruebas

Artículo 359. Ni el término ordinario ni el extraordinario podrán ampliarse ni suspenderse, sólo por causas graves a juicio del juez. Las diligencias de prueba sólo podrán practicarse dentro del término probatorio bajo pena de nulidad y responsabilidad del juez. Se exceptúan aquellas diligencias que pedidas en tiempo legal no pudieron practicarse por causas independientes del interesado o que provengan de caso fortuito, de fuerza mayor o dolo del colitigante; en estos casos, el juez si lo cree conveniente, podrá mandar concluirlas, dando conocimiento de ellas a las partes y señalando al efecto el término complementario de prueba que no excederá de diez días.

Pruebas supervinientes

Artículo 360. El juez queda facultado para admitir pruebas supervenientes que podrán ofrecerse hasta antes de que se cite para sentencia, siempre que a su criterio dichas pruebas sean de trascendental importancia en el asunto de que se trata, con conocimiento de las partes.
Objeto de prueba

Artículo 361. Serán objeto de prueba los hechos controvertidos por las partes en los escritos que fijan el debate.  El derecho no será objeto de prueba, salvo cuando se trate de usos y costumbres.
El juzgador aplicará el derecho extranjero tal como lo harían los jueces del Estado cuyo derecho resulte aplicable, sin perjuicio de que las partes puedan alegar su existencia y contenido.

Para informarse del texto, vigencia, sentido y alcance legal del derecho extranjero, el juzgador podrá valerse de informes oficiales que rindan funcionarios facultados del Servicio Exterior Mexicano, o bien ordenar las diligencias probatorias que estime necesarias, o admitir las que ofrezcan las partes

Disposiciones generales de la prueba

Artículo 362. Cuando una de las partes se oponga a la inspección o reconocimiento ordenados por el juzgado, para conocer sus condiciones físicas o mentales, o no conteste a las preguntas que éste le dirija, se presumirán como ciertas las afirmaciones de la contraparte, salvo prueba en contrario, si previo el apercibimiento que se le haga de esos efectos, insiste en su oposición. Lo mismo hará si una de las partes no exhibe a la inspección del juzgado, la cosa o documento que obre en su poder, si la tenencia está acreditada legalmente. 

En los juicios de investigación o impugnación del vínculo paterno filial, se considerará como idónea la pericial genética. Si para el desahogo de la prueba pericial, una de las partes tiene que prestar su colaboración sometiéndose a pruebas bioquímicas y todas aquellas relativas a su función orgánica, o que requieran de toma de muestras, el Juez la prevendrá para que haga saber su disposición de someterse al examen, bajo apercibimiento de que su negativa o nula manifestación conllevará la presunción de que trata el párrafo anterior. En caso afirmativo, el juzgado señalará día, hora y lugar al que deberán concurrir las partes y sus peritos, a practicar el reconocimiento o para tomar las muestras necesarias, debiéndose adoptar por el Juez todas las medidas tendientes a preservar el derecho a la intimidad del interesado. En caso de inasistencia injustificada de éste, o de no brindar en el acto su colaboración, se hará constar esa circunstancia y se tendrán por ciertos los hechos que se pretenden acreditar con dicha probanza. 

En el desconocimiento de paternidad o maternidad, la presunción anterior no aplica

Herramientas tecnológicas que apoyen participación de niños y niñas

Artículo 363. El Juez, podrá utilizar herramientas tecnológicas especializadas que faciliten la participación de niñas y niños en los procesos familiares, asegurando en todo momento la protección de sus derechos humanos.

Carácter irrenunciable de la fase probatoria.

Artículo 364. Las partes no pueden renunciar anticipadamente a la fase probatoria, ni a ofrecer las pruebas autorizadas por la ley.

Prescindencia total o parcial de la etapa probatoria.

 Artículo 365.  No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, las partes podrán solicitar que se falle el pleito sin más pruebas que las documentales que, en su caso, hayan ofrecido con los escritos de demanda y contestación, en cuyo caso el juzgador mandará traer los autos a la vista para dictar sentencia.

También podrán desistirse de la práctica de las pruebas que estén pendientes de recepción, a fin de que el procedimiento continúe por sus demás trámites, pero no podrán hacerlo una vez desahogadas.

Cuando no se hayan ofrecido pruebas oportunamente, o estas no se hayan desahogado por causas imputables al  oferente, no justificadas, el juzgador de oficio o a petición de parte concluirá la fase probatoria.

Hechos excluidos de prueba.

Artículo 366. No requerirán prueba:
I. Los hechos notorios.

II. Los hechos negativos, a menos que la negación:

a) Envuelva la afirmación expresa de un hecho concreto susceptible de prueba.

b) Desconozca la presunción legal que tenga a su favor la contraparte.

c) Desconozca la capacidad de alguna de las partes.

Pruebas improcedentes.

Artículo 367.Serán improcedentes y el juzgador deberá desechar de plano las pruebas que pretendan rendirse:
I. Para demostrar hechos que no son materia de la controversia o no han sido alegados por las partes.

II. Para demostrar hechos que quedaron admitidos por las partes y sobre los que no se suscite controversia al quedar fijado el debate.

III. Para demostrar un hecho que no pueda existir porque sea incompatible con una ley de la naturaleza o con las reglas de la lógica y las máximas de la experiencia.

IV. Para demostrar hechos que suponen una presunción legal absoluta.  No obstante, se admitirán aquellas que combatan una presunción legal relativa que favorezca a la parte contraria.

V. Cuando su fin sea notoriamente malicioso o dilatoria.

VI. En número excesivo o innecesarias en relación con otras pruebas sobre los mismos hechos.

VII.  En los casos expresamente prohibidos por la ley.

Contra el auto que desecha una prueba, procede la apelación preventiva  cuando fuere apelable la sentencia en lo principal.

Carga de la prueba.

Artículo 368.Las partes tienen la carga de demostrar sus respectivas proposiciones de hecho.

Quien pretende algo ha de probar los hechos constitutivos de su pretensión, quien contradice la pretensión del adversario, ha de probar los hechos extintivos o las circunstancia impeditivas de esa pretensión.

El que funde su pretensión en una norma de excepción, debe probar el hecho que constituye su supuesto.

En caso de duda respecto de la atribución de la carga de la prueba, ésta debe ser rendida por la parte que se encuentre en circunstancias de mayor facilidad para proporcionarla o, si esto no pudiera determinarse, corresponderá a quien sea favorable el efecto jurídico del hecho que deba probarse.

Facultades del juzgador para el conocimiento de los puntos controvertidos.

Artículo 369.Independientemente de la carga de la prueba impuesta a las partes conforme a los artículos anteriores, el juez o tribunal tendrán los siguientes poderes para conocer la verdad sobre los puntos controvertidos:

I. Examinar a cualquier persona, sea parte o tercero, o valerse de cualesquiera cosas o documentos, ya sea que pertenezcan a las partes o a un tercero, sin más limitación que la de que las pruebas no estén prohibidas, y de que si se trata de tercero, se procure armonizar el interés de la justicia con el respeto que merecen sus derechos.

II. Decretar en todo tiempo, sea cual fuere la naturaleza del negocio, la práctica o ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre que sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los puntos cuestionados.  En la práctica de estas diligencias, el juzgador obrará como estime procedente para obtener el mejor resultado, sin lesionar el derecho de las partes, oyéndolas y procurando en todo su igualdad y sin que rijan para ello las limitaciones o prohibiciones establecidas en materia de prueba para aquellas.

III. Carear a las partes entre sí o con los testigos y a éstos unos con otros; examinar documentos, objetos y lugares, o los hará reconocer por peritos, y en general, practicar cualquier diligencia que, a su juicio, sea necesaria para el esclarecimiento de la verdad.

Obligaciones de las partes, los terceros y las autoridades.

Artículo 370.Para la aportación de las pruebas y para que las mismas se reciban, las partes, los terceros y las autoridades tendrán las siguientes obligaciones:

I. Las partes estarán obligadas a facilitar la inspección o reconocimiento ordenados por el juzgador; a exhibir los documentos que tengan en su poder y se relacionen con el proceso; a permitir que se haga el examen de sus condiciones físicas o mentales y a contestar las preguntas que el tribunal o sus contrapartes les dirijan sobre los hechos controvertidos. El juzgador podrá hacer cumplir sus determinaciones a través de la aplicación de los medios de apremio, o bien podrá apercibir de que se tendrán por ciertas las afirmaciones de la contraparte si no se cumplen con estas obligaciones, dejando siempre a salvo el derecho de rendir prueba en contrario.

II. Los terceros estarán obligados en todo tiempo a prestar auxilio a los tribunales para el esclarecimiento de los hechos controvertidos y, en consecuencia, deberán exhibir documentos y objetos que tengan en su poder cuando para ello sean requeridos, o permitir su inspección.  Los tribunales tienen la facultad y el deber de compeler a los terceros por los medios de apremio más eficaces, para que cumplan con esta obligación.  En caso de oposición, oirán las razones en que la funden y resolverán sin ulterior recurso.  De esta obligación estarán exentos los ascendientes y descendientes, el cónyuge y las personas que deban guardar secreto profesional, en los casos en que se trate de probar contra la parte con la que estén relacionados.

III. Las autoridades tendrán la obligación de proporcionar los informes que se les pidan respecto de hechos relacionados con el proceso, y de los que hayan tenido conocimiento o en los que hayan intervenido por razón de su cargo.

Gastos de las diligencias probatorias.

Artículo 371.Para cubrir los gastos que causen las diligencias de prueba y los daños y perjuicios ocasionados a terceros, se observarán las siguientes reglas:
I. Los daños y perjuicios que se ocasionen a tercero, por comparecer o exhibir alguna cosa, serán indemnizados por la parte que ofreció la prueba o por ambas si el juzgador procedió de oficio.

II. Igual regla se seguirá respecto a los gastos que originen las pruebas solicitadas por las partes u ordenadas por el juzgador.

III. Cada parte deberá pagar los gastos y honorarios de los peritos que designe.  Los de los que designe el juzgador serán pagados por la parte que ofreció la prueba, a cuyo efecto aquél podrá disponer que ésta exhiba  previamente su importe.

Las reglas establecidas en este artículo, serán sin perjuicio de lo que ordene la sentencia definitiva respecto a gastos y costas

Medios de prueba.

Artículo 372.Las partes tendrán libertad para ofrecer como medios de prueba las que estimen conducentes para la demostración de sus pretensiones, siempre y cuando sean adecuados para producir  convicción en el juzgador.
En forma enunciativa, serán admisibles los siguientes medios de prueba:

I. Confesión.

II. Declaración de las partes.

III. Informe de las autoridades.

IV. Documentos públicos y privados.

V. Dictámenes periciales.

VI. Reconocimiento, examen o inspección judicial.

VII. Testimonios.

VIII. Fotografías, copias fotostáticas, registros dactiloscópicos, grabaciones en disco, cassette, cinta, video, o cualquier otro tipo de reproducción y, en general, todos aquellos elementos aportados por la ciencia y la tecnología.

IX. Presunciones e indicios.

Prueba trasladada.

Artículo 373. Las pruebas practicadas válidamente en un proceso, podrán trasladarse a otro en copia auténtica, y serán apreciables sin más formalidades, siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a petición de la parte contra quien se aducen o con audiencia de ella. 
Periodo de ofrecimiento de pruebas

Artículo 374.- Las pruebas se ofrecerán en los escritos de demanda, contestación, reconvención y contestación de ésta.
Requisitos del ofrecimiento

Artículo 375.- En los escritos de demanda, contestación, reconvención y contestación de ésta, las partes ofrecerán sus pruebas, relacionándolas con los puntos controvertidos, proporcionando el nombre, apellidos y domicilio de los testigos que hubieren mencionado en los escritos señalados al principio de este artículo, así como el de sus peritos y la clase de pericial de que se trate con el cuestionario que deban resolver, y todas las demás pruebas que permitan las Leyes.

Si los testigos no se hubieren mencionado con sus nombres y apellidos en los escritos que fijan la litis, el juez no podrá admitírselas aunque se ofrezcan por las partes posteriormente, salvo que importen excepción superveniente.

Admisión de pruebas

Artículo 376. Al día siguiente de que concluya el término para contestar la demanda o la reconvención, el juez dictará resolución en la que determinará las pruebas que se admitan sobre cada hecho, pudiendo limitar el número de testigos prudencialmente. No se admitirán diligencias de prueba contra el derecho, contra la moral o sobre hechos que no han sido controvertidos por las partes, sobre hechos imposibles o notoriamente inverosímiles.

El auto que admita pruebas no será recurrible; el que las desecha será apelable en el efecto preventivo, cuando fuere apelable la sentencia definitiva.

Preparación de las pruebas.

Artículo 377.Antes de la celebración de la audiencia, los medios de convicción deberán prepararse con toda oportunidad, para que en ella puedan recibirse y al efecto se procederá:
I. A citar a las partes a absolver posiciones, bajo el apercibimiento de que si no se presentan a declarar serán tenidas por confesas.

II. A mandar traer copias, documentos, libros y demás instrumentos ofrecidos por las partes, ordenando las compulsas que fueren necesarias.

III. A citar a las partes cuando se solicite su declaración y a los testigos y peritos, bajo el apercibimiento de multa fijada por el juzgador, en caso de no comparecer sin justa causa, a menos de que la parte que ofreció a los testigos se comprometa a presentarlos.

IV. A dar todas las facilidades necesarias a los peritos para el examen de personas, objetos, documentos o lugares, para que rindan su dictamen a la hora de la audiencia.

V. A delegar o exhortar al juzgado que corresponda para que practique la inspección judicial y las compulsas que tengan que efectuarse fuera del lugar del juicio.

VI. A exhortar al tribunal que corresponda para que reciba la declaración de testigos, cuando este medio de prueba tenga que practicarse fuera de su competencia territorial. 

VII. Girar los oficios para recabar los informes de autoridades solicitados y ofrecidos como medios de prueba.

CAPÍTULO SEGUNDO

Práctica de las pruebas

Audiencia de pruebas.

Artículo 378.Al admitir las pruebas ofrecidas, el juzgador ordenará su recepción en una audiencia para la que señalará día y hora, y a la que citará a las partes.  La audiencia de pruebas deberá llevarse a cabo dentro de los treinta días siguientes a la notificación del auto que ordene su admisión.
La audiencia se celebrará con las pruebas que estén preparadas, dejándose a salvo el derecho de que se designe nuevo día y hora para recibir las pendientes, y para tal fin señalará fecha para su continuación, la que tendrá verificativo dentro de los quince días siguientes. En este caso no será necesario seguir el orden establecido para la recepción de las pruebas.

Tiempo y lugar de las pruebas.

Artículo 379.Todas las pruebas deberán practicarse dentro de la audiencia de recepción y desahogo de pruebas, sea en la fecha que se señaló inicialmente o en la de su continuación, en su caso, bajo pena de nulidad y de responsabilidad del juzgador.  Se exceptúan aquellas que, ofrecidas en tiempo legal, no pudieran practicarse por causas independientes al interesado, o que provengan de caso fortuito o fuerza mayor, o dolo del colitigante; en estos casos, el juzgador, si lo considera conveniente, podrá mandar concluirlas dando conocimiento a las partes, para lo que señalará un plazo no mayor de diez días para su recepción.

Término extraordinario

Artículo 380. Cuando las pruebas deban desahogarse fuera del Estado, se concederá un término extraordinario de la siguiente manera:

I.- De treinta días si las pruebas han de practicarse dentro del Territorio Nacional y fuera del Estado de Coahuila;

II.- De sesenta días si hubieren de practicarse en la América del Norte, América Central o en las Antillas; y

III.- De noventa días, si hubieren de practicarse en cualquiera otra parte.

Pruebas fuera del estado o del país

Artículo 381. Para la incorporación en autos de las pruebas  que deban practicarse fuera del Estado o del país, se deben satisfacer los siguientes requisitos.
 I. Que se solicite durante el período de ofrecimiento de pruebas.

II. Que se indique con claridad las que se pretendan rendir y los puntos sobre los que deban versar.

III. Que si se trata de la testimonial,  desde los escritos que fijan el debate se hayan indicado los nombres y el domicilio de los testigos que hayan de ser examinados.

IV. Que de ser la prueba instrumental, se hayan designado en los escritos que fijan el debate, los archivos públicos o particulares donde se hallen los documentos que hayan de cotejarse o presentarse originales.

El juzgador, al calificar la admisibilidad de las pruebas, determinará la cantidad que el oferente deberá depositar para garantizar el pago de la multa, en caso de que la prueba no sea incorporada a los autos  dentro del plazo respectivo.  Si el oferente no hace este depósito dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que admitió la prueba, éste quedará sin efecto jurídico y prelucirá el derecho del oferente a que se practique dicha prueba.

El plazo extraordinario correrá desde el día siguiente al de la notificación del auto en que se hubiere otorgado y no podrá prorrogarse.

Entrega de exhortos y sanciones.

Artículo 382. A la parte a la que se le hubiere concedido el período extraordinario de prueba a que se refiere el artículo anterior, se le entregará el exhorto para su diligenciación y si no lo devolviere debidamente diligenciado dentro de los plazos señalados en el artículo anterior, sin justificar que para ello tuvo impedimento bastante, se le impondrá una multa que fijará el juzgador hasta por quinientos días de salario mínimo general vigente en la capital del Estado, así mismo, se le condenará a pagar indemnización de daños y perjuicios en beneficio de su contraparte y se declarará desierta la prueba.

Excepciones al término de desahogo de pruebas

Artículo 383. Ni el término ordinario ni el extraordinario podrán ampliarse ni suspenderse, sólo por causas graves a juicio del juez. Las diligencias de prueba sólo podrán practicarse dentro del término probatorio bajo pena de nulidad y responsabilidad del juez. Se exceptúan aquellas diligencias que pedidas en tiempo legal no pudieron practicarse por causas independientes del interesado o que provengan de caso fortuito, de fuerza mayor o dolo del colitigante; en estos casos, el juez si lo cree conveniente, podrá mandar concluirlas, dando conocimiento de ellas a las partes y señalando al efecto el término complementario de prueba que no excederá de diez días.

Pruebas supervinientes

Artículo 384. El juez queda facultado para admitir pruebas supervenientes que podrán ofrecerse hasta antes de que se cite para sentencia, siempre que a su criterio dichas pruebas sean de trascendental importancia en el asunto de que se trata, con conocimiento de las partes.
Formulación de alegatos

Artículo 385. Desahogadas las pruebas, se concederán tres días hábiles comunes a las partes para formular alegatos, término que correrá a partir del día siguiente en que se hayan desahogado las pruebas.
CAPÍTULO TERCERO.

Confesión

Período en que debe ofrecerse.

Artículo 386.La confesión judicial podrá ofrecerse desde los escritos de demanda y contestación a la demanda y hasta diez días antes de la audiencia de pruebas.
No será permitido usar de este medio probatorio más de una vez en la primera instancia y otra en la segunda, a no ser que se aleguen hechos o se presenten documentos nuevos, en cuyo caso se podrá ofrecer una vez más y sólo con referencia a los hechos o documentos nuevamente aducidos.

Personas que deben absolver posiciones.

Artículo 387.Toda persona que tenga el carácter de parte estará obligada a declarar, bajo protesta de decir verdad, cuando así lo exija la parte contraria.
Sólo podrán absolver posiciones las personas con capacidad procesal, de acuerdo con las siguientes reglas:

I. Las personas físicas estarán obligadas a absolver personalmente las posiciones,  aunque tengan representante en juicio, cuando así lo pida la contraparte en el ofrecimiento de la prueba y en los escritos que fijan el debate se hayan señalado hechos concretos que sean propios de dichas personas, que justifiquen, a juicio del juzgador, que la prueba tenga que ser absuelta personalmente y no por conducto de apoderado.

II. Procederá articular posiciones al mandatario judicial o al apoderado, siempre que tenga facultades para absolverlas.

III. Por los que no gocen de capacidad procesal, lo harán sus representantes legales.

IV. Si el que debe absolver posiciones estuviera ausente, se le mandará examinar por medio de exhorto, al que se acompañará en sobre cerrado y sellado, el pliego en que consten las posiciones, después de que el juzgador haya hecho la correspondiente calificación de las que considere legales, anotándolo en el mismo pliego.  Se  sacará previamente copia del pliego de posiciones autorizada por el secretario, debiendo conservarse ésta en secreto del juzgado hasta que se lleve a cabo la diligencia.

El juzgador exhortado recibirá la confesión; o en su caso, hará constar la falta de comparecencia del absolvente.

Forma de ofrecimiento.

Artículo 388.La prueba de confesión judicial se ofrecerá presentando el pliego que contenga las posiciones y pidiendo que se cite a la persona que debe absolverlas.  Si el pliego se presentare en un sobre cerrado, deberá guardarse así en el secreto del juzgado.  La prueba será admitida aunque no se exhiba el pliego, pidiendo tan sólo la citación; pero si no concurriere el absolvente a la diligencia de prueba, no podrá ser declarado confeso más que de aquellas posiciones que se hubieren presentado por escrito, cuando menos un día antes de la fecha señalada para la celebración de la audiencia.
Posiciones.

Artículo 389. Las posiciones deberán de formularse de acuerdo con las siguientes reglas:
I. Deberán referirse a hechos que sean objeto del debate.

II. Deberán expresarse en términos precisos y no ser insidiosas.  Se tendrán por insidiosas las posiciones que se dirijan a ofuscar la inteligencia del que ha de absolverlas con objeto de inducirlo a error y obtener una confesión contraria a la verdad.

III. Cada posición no debe contener más de un sólo hecho, a menos que por la íntima relación que exista entre varios, no pueda afirmarse o negarse uno sin afirmar o negar el otro, de tal modo que formen un sólo hecho complejo.

IV. Deberán referirse a hechos propios o conocidos de la parte absolvente.

El juzgador estará facultado para calificar las posiciones y desechar las que no se ajusten a lo previsto en este artículo.  El articulante podrá subsanar los defectos que indique el juzgador y reemplazar en el acto de la diligencia las posiciones defectuosas.  En caso de confesión ficta, el articulante no tendrá este derecho.

El auto que califique de legales las posiciones formuladas, así como el que las deseche, será apelable en el efecto preventivo, si fuere apelable la sentencia definitiva.

Práctica de la confesión.

Artículo 390. Para la práctica de la prueba de confesión judicial, se observarán las siguientes prevenciones:
I. La citación para absolver posiciones se hará a más tardar tres días antes del señalado para la audiencia y deberá hacerse en forma personal.

II. La citación contendrá el apercibimiento al que deba absolver las posiciones, de que, si dejare de comparecer sin justa causa, será tenido por confeso.

III. En caso de que el citado para absolver posiciones comparezca, el juzgador abrirá el pliego y las calificará con base en las reglas del artículo anterior.  El absolvente podrá firmar el pliego de posiciones o estampar en él su huella digital.  Si el articulante omite presentar el pliego con anticipación a la fecha de la diligencia y no concurre a ella, se le tendrá por desistido de la prueba; pero si concurre podrá articular posiciones en el acto.

IV. La absolución de posiciones se realizará sin la presencia del abogado patrono o procurador de la parte llamada a absolverlas. Si el absolvente no hablare el castellano, podrá ser asistido de un intérprete que nombrará el juzgador.

V. Las contestaciones deberán ser categóricas, en sentido afirmativo o negativo, pudiendo agregar el absolvente las explicaciones que estime pertinentes o las que el juzgador le pida.  En caso de que el declarante se negare a contestar, o contestare con evasivas o afirmare ignorar los hechos, el juzgador lo apercibirá de tener por admitidos los hechos sobre los cuales sus respuestas no fueren categóricas o terminantes.

VI. En el acto de la diligencia, la parte que promovió la prueba podrá articular posiciones adicionales en forma verbal y directa, las cuales serán calificadas por el juzgador.

VII. De la diligencia se levantará acta en la que se harán constar las contestaciones, la protesta de decir verdad, los datos generales del absolvente y el apercibimiento de ser declarado confeso si se negare a contestar en forma categórica o manifestaré ignorar los hechos que evidentemente le sean propios o conocidos.  El acta será firmada al pie de la última hoja y al margen de las que contengan las respuestas producidas, después de leerlas el interesado si quisiere hacerlo, o de que sean leídas por la secretaría.  Si no supiere firmar o se rehusare a hacerlo, se harán constar estas circunstancias.

VIII. Cuando el absolvente, al enterarse de lo asentado en su declaración, manifieste no estar conforme, el juzgador decidirá en el acto lo que proceda acerca de las rectificaciones que deben hacerse.

Una vez firmadas las declaraciones, no podrán variarse ni en la substancia ni en la redacción.

IX. La nulidad proveniente de error o violencia se substanciará incidentalmente por cuerda separada y la resolución se reservará para la sentencia definitiva.

X. Concluidas sus contestaciones, el absolvente tendrá derecho, a su vez, a formular en el acto las que estime convenientes al articulante, si hubiere asistido.

XI. El juzgador podrá en el mismo acto interrogar libremente a las partes sobre los hechos y circunstancias que sean conducentes a la averiguación de la verdad.

Confesión de varios absolventes.

Artículo 391.Si fueren varios los que hayan de absolver posiciones al tenor de un mismo pliego, las declaraciones se recibirán en la misma audiencia, pero en forma separada, evitando que los absolventes se comuniquen entre sí, ni que conozcan sus respectivas contestaciones.
Confesión de enfermos.

Artículo 392. En caso de enfermedad legalmente comprobada del que deba declarar, el tribunal se trasladará al domicilio de aquél, donde se efectuará la diligencia en presencia de la otra parte si asistiere.
Confesión ficta.

Artículo 393.El que deba absolver las posiciones será declarado confeso:
I. Cuando sin justa causa no comparezca.

II. Cuando compareciendo se niegue a declarar sobre las posiciones calificadas de legales.

III. Cuando declare, pero insista en no responder categóricamente a las preguntas o trate de contestarlas con evasivas.

En el caso de la fracción I, no podrá ser declarado confeso el llamado a absolver posiciones, si no hubiere sido apercibido legalmente en la citación, de tenerlo como tal, si no compareciere sin justa causa.  Si el apercibimiento se hizo, el juzgador abrirá el pliego y calificará las posiciones antes de hacer la declaración.

En los casos de las fracciones II y III, el juzgador deberá hacer al absolvente, en el acto de la diligencia, el apercibimiento de tenerlo por confeso, haciendo constar esta circunstancia respecto de todo el pliego de posiciones, si la negativa fuere total, o respecto de la posición o posiciones concretas a las que conteste con evasivas o se niegue a contestar.

La justa causa para no comparecer deberá hacerse del conocimiento del juzgador hasta antes de la hora señalada para el inicio de la audiencia, exhibiéndose  los comprobantes. Sólo excepcionalmente y por motivos justificados, se aceptará comprobación posterior, substanciándose en este caso incidente por cuerda separada y sin suspensión del procedimiento.

La declaración de confeso se hará de oficio o a petición de parte, en el mismo acto de la diligencia o dentro de los tres días posteriores.  El auto que declare confeso a una litigante y el que niegue esta declaración, serán impugnables a través del recurso de apelación en el efecto preventivo, si fuese apelable la sentencia definitiva.

Confesión a través de la posición.

Artículo 394. Se tendrá por confeso al articulante respecto a los hechos propios que le perjudiquen, que afirme en las posiciones.
Confesión por informe de autoridades.

Artículo 395.Las autoridades, las dependencias y las entidades de la administración pública no absolverán posiciones en la forma que establecen los artículos anteriores.  En su lugar la parte contraria podrá pedir que se les libre oficio, insertando las preguntas que quiera hacerles para que, por vía de informe, sean contestadas por los servidores públicos  a quienes conciernan los hechos, dentro del plazo que designe el juzgador y que no excederá de ocho días.  
Este oficio se dirigirá  por conducto de la autoridad que representa al Estado o al Municipio, quienes estarán obligadas a presentar la contestación dentro del plazo que el juzgador haya señalado.  La no contestación dentro del plazo fijado, o la contestación en términos vagos e imprecisos, sin respuestas categóricas, motivará que se tengan por admitidos los hechos contenidos en las preguntas.

CAPÍTULO CUARTO

Declaración de parte.

Ofrecimiento de la prueba.

Artículo 396. Las partes podrán, desde los escritos de demanda y de contestación a la demanda y hasta diez días antes de la audiencia de pruebas, pedir por una sola vez que la contraparte se presente a declarar sobre los interrogatorios que en el acto de la audiencia de pruebas se le formulen de manera verbal.  Estarán obligadas a declarar las mismas personas que están obligadas a absolver posiciones.
Tenor del interrogatorio.

Artículo 397.En este caso, los interrogatorios podrán formularse libremente, sin más limitación que las preguntas se refieran a los hechos  objeto del debate.
Las preguntas podrán ser inquisitivas y podrán no referirse a hechos propios, con tal de que el que declare tenga conocimiento de los mismos.

Práctica de la prueba.

Artículo 398.La declaración de las partes se recibirá de acuerdo con las siguientes reglas:
I. Podrá recibirse con independencia de la prueba de posiciones; pero también podrán formularse las preguntas en el mismo acto de la absolución de posiciones, aprovechando la misma citación.

II. Cuando la citación para declarar sea distinta de la citación para absolver posiciones, el juzgador podrá emplear los medios de apremio autorizados en este código para hacer comparecer a las partes ante su presencia y para hacer que éstas declaren en el proceso.
III. No procederá la confesión ficta en la prueba de declaración de parte.

IV. Serán aplicables a esta prueba, en lo conducente, las reglas de la prueba testimonial.

CAPÍTULO QUINTO

Informe de las autoridades

Ofrecimiento de la prueba.

Artículo 399. Las partes tendrán derecho a pedir al juzgador que requiera a cualquier autoridad para que informe respecto de algún hecho, constancia o documento que obre en sus archivos o del que haya tenido conocimiento por razón de la función que desempeña y se relacione con los hechos objeto de prueba.
Obligación de las autoridades de rendir informes.

Artículo 400. Las autoridades estarán obligadas a proporcionar al juzgador que las requiera todos los informes y datos de que tengan conocimiento en el ejercicio de su cargo o que obren en sus archivos, y que tengan relación con los hechos objeto de prueba, siempre que no estén impedidas por una disposición legal  para hacerlo.

Solicitud del informe.

Artículo 401. Los juzgadores requerirán los informes y datos con el apercibimiento de imponer a la autoridad que no atienda el requerimiento, los medios de apremio previstos en este código.
Con independencia de la imposición del medio de apremio, la autoridad que no atienda el requerimiento incurrirá en responsabilidad.

Ampliación del informe.

Artículo 402.Recibido el informe por el juzgador, éste, de oficio o a instancia de parte, podrá disponer que la autoridad que lo haya emitido esclarezca o amplíe cualquier punto que estime pertinente.
CAPÍTULO SEXTO

Documentos

Ofrecimiento de la prueba.

Artículo 403. La prueba de documentos  deberá ofrecerse conforme a lo dispuesto en los artículos 247, 248 y 258, exhibiendo los documentos si no obraren ya en los autos, o señalando el lugar o archivo en que se encuentren y proponiendo, en este último caso, los medios para que se alleguen al expediente. 
Si estuvieren redactados en idioma extranjero, se acompañará su traducción. Si la parte contraria estuviere conforme con la traducción o no la impugnare, se pasará por ella; y si no estuviere, el juzgador nombrará traductor.

Clases de documentos.

Artículo 404. Para demostrar los hechos controvertidos, son admisibles toda clase de documentos públicos o privados, sin que haya limitación por el hecho de que procedan o no de las partes o estén o no firmados, incluyendo copias, minutas, correspondencia telegráfica, libros de contabilidad, tarjetas, registros, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos, periódicos, libros, revistas, folletos, volantes, publicaciones, copias fotostáticas, fotográficas o facsimilares, y, en general, todos los objetos aptos para representar o reproducir los hechos objeto del proceso y que puedan utilizarse para formar convicción en el juzgador.
Documentos públicos.

Artículo 405.Son documentos públicos los autorizados por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la ley.

Tendrán ese carácter tanto los originales como los testimonios y copias certificadas que autoricen o expidan dichos funcionarios o profesionales  con facultades para certificar.

La calidad de auténticos y públicos se podrá demostrar, además, por la existencia regular en los documentos, de sello, firmas u otros signos exteriores, que en su caso, prevengan las leyes.

Por tanto, en forma enunciativa y no limitativa, son documentos públicos:

I. Los testimonios y copias certificadas de las escrituras y actas otorgadas ante notario, así como los originales de dichas escrituras y actas

II. Las pólizas y actas autorizadas por los corredores públicos, así como los asientos de su libro de registro y las copias certificadas que expidan de las pólizas, actas y asientos, con apego a la ley de la materia.

III. Los documentos auténticos expedidos por funcionarios que desempeñen cargos públicos, en lo que se refiere al ejercicio de sus atribuciones legales.

IV. Las certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidos por los funcionarios a quienes competa.

V. Los documentos, libros de actas, estatutos, registros y catastros que se hallen en los archivos públicos dependientes del Gobierno Federal, del Gobierno del Estado, de las demás entidades federativas o del Distrito Federal, así como de los gobiernos municipales.

VI. Las certificaciones de actas del estado familiar expedidas por la Dirección o los oficiales del Registro del Estado Familiar, respecto de constancias existentes en los libros correspondientes.

VII. Las certificaciones de constancias existentes en los archivos parroquiales y que se refieran a actos pasados antes del establecimiento del Registro del Estado Familiar, siempre que fueren cotejados por notario público o quien haga sus veces, con arreglo a derecho.

VIII. Las ordenanzas, estatutos, reglamentos y actas de sociedades o asociaciones, y de universidades, siempre que su establecimiento estuviere aprobado por el Gobierno Federal o los de los Estados o el Distrito Federal,  y las copias certificadas que de ellos se expidan.

IX. Las actuaciones judiciales de toda especie.

X. Los demás a los que se reconozca ese carácter por la ley.

Los documentos públicos procedentes de otros Estados y del Distrito Federal, harán fe sin necesidad de legalización de la firma del funcionario que los autorice.

Para que hagan fe en el Estado los documentos públicos procedentes del extranjero, deberán cumplir con los requisitos que fija el Código Federal de Procedimientos Civiles en su artículo 546.
A todo documento redactado en idioma extranjero, se acompañará la traducción del mismo y copia de aquel y de ésta.  Dicha traducción podrá ser hecha privadamente, en cuyo caso, si alguna de las partes la impugnare dentro del tercer día, manifestando que no la tiene por fiel y exacta, el juzgador nombrará traductor. 

Documentos privados.

Artículo 406. Documento privado es el que carece de los requisitos que se expresan en el artículo anterior.

El documento privado será considerado como auténtico cuando la certeza de las firmas se certifique o autorice por profesionistas dotados de fe pública con facultades para hacer la certificación.

Exhibición y compulsa de documentos.

Artículo 407. Las copias de documentos públicos y compulsas de documentos privados o su exhibición, se sujetarán a las reglas siguientes:
I. Siempre que uno de los litigantes pidiere copia o testimonio de parte de un documento o pieza que obre en los archivos  judiciales, el contrario tendrá derecho a que, a su costa, se adicione lo que crea conducente del mismo.  Los documentos existentes en un partido judicial distinto del en que se siga el proceso, se compulsarán en virtud de exhorto que dirigirá el juzgador al del lugar en que aquellos se encuentren.

II. Los documentos privados se presentarán en originales y cuando formen parte de un libro, expediente o legajo, se exhibirán para que se compulse la parte que señalen los interesados.  Si se encontraren en libros o papeles de casa de comercio o de algún otro establecimiento industrial, el que pida el documento o la constancia deberá fijar con precisión cuál es.  La copia se compulsará en el establecimiento, sin que los directores de él estén obligados a llevar al tribunal los libros de cuentas, ni a más que presentar las partidas o documentos designados.

III. Cuando las partes deban servirse de documentos en poder de terceros, solicitarán del juzgador se requiera a los mismos la exhibición o entrega de copia fotográfica, fotostática, facsimilar o testimonio certificado de ellos, siendo los gastos que se originen a cargo del que pida la prueba.  Los terceros podrán rehusarse a la entrega si tienen derechos exclusivos sobre los documentos o por alguna otra causa justificada, y en este caso se les oirá en la vía incidental.

IV. Si se trata de documento que se halle o se hubiere hallado en poder del adversario, se le requerirá para que lo presente en el plazo que señale el juzgador.  El que promueva la prueba podrá presentar copia del documento o proporcionar los datos que conozca acerca de su contenido, copia o datos que se tendrán por exactos si se probare que el documento se halla o hubiere hallado en poder del adversario y éste, sin justa causa, no lo presentare.

Consecuencia de la no exhibición de un documento.

Artículo 408.Si la parte se niega, sin justa causa, a exhibir en juicio un documento que obra en su poder o al que se haya referido en el proceso al objeto de la formación de la prueba documental de su intención, o a presentar de nuevo un documento, temporalmente retirado, o si, con hecho  propio, impide la producción de un documento, a cuya presentación tiene derecho; la autoridad judicial, valoradas cuidadosamente todas las circunstancias del caso y su influencia  sobre la decisión podrá considerar como probadas las afirmaciones del adversario sobre el contenido del documento.
Presunción de legitimidad y eficacia del documento público.

Artículo 409.El documento público hace fe plena de su formación y de los hechos que el funcionario público o el notario o corredor, autorizados por la ley para formarlo, declaren haber ocurrido en su presencia.  Contra esta prueba sólo se admite la impugnación de falsedad a que se refiere el artículo 412.
Reconocimiento ficto de documentos privados.

Artículo 410.Los documentos privados procedentes de uno de los interesados, presentados en juicio por vía de prueba y no objetados por la parte contraria, se tendrán por admitidos y surtirán sus efectos como si hubieren sido reconocidos expresamente.
Reconocimiento expreso de documentos privados.

Artículo 411. Podrá exigirse el reconocimiento expreso de documentos privados presentados como prueba, si el que los ofrece así lo pidiere.  Con ese objeto, se exhibirán los originales a quien deba reconocerlos y se les dejará verlos en su integridad y no sólo la firma. En el reconocimiento de documentos se observarán, en lo conducente, las reglas de la confesión judicial.  Sólo podrá reconocer un documento privado el que lo haya firmado, el que lo haya mandado extender o el legítimo representante de ellos, con poder o cláusula especial.

Los documentos privados que no provengan de las partes deberán ser reconocidos por su autor, quien podrá ser examinado en la forma establecida para la prueba testimonial.

Impugnación de falsedad de documentos.

Artículo 412.Las partes podrán impugnar la falsedad o la inexactitud de los documentos  públicos o privados exhibidos en el proceso, desde la contestación a la demanda y hasta diez días antes de la celebración   de la audiencia de pruebas, salvo que se trate de documentos que se admitan con posterioridad, pues en este supuesto el interesado podrá formular su impugnación dentro de los cinco días siguientes a la notificación del auto que ordene su admisión.
La falsedad consiste en la formación de un documento no verdadero, o en la alteración de uno auténtico, o bien en la falta de veracidad de los hechos representados en un documento público que se afirman como ocurridos ante un funcionario público, notario o corredor.

También  se considera que existe falsedad, en los documentos privados cuando quien ha recibido el documento firmado, con el texto no escrito en su totalidad, haya formado o complementado, o hecho formar o completar su texto, en contra de los acuerdos tomados con el firmante.

Para que se pueda dar curso a la impugnación, el interesado deberá satisfacer necesariamente los siguientes requisitos:

I. Expresará con toda precisión los motivos o causas en los que se base para sostener que el documento es falso o inexacto.

II. Ofrecerá las pruebas con las que pretenda demostrar los motivos o causas de la falsedad o la inexactitud del documento, entre las cuales deberá incluir en todo caso, la pericial y los documentos que estime indubitados para el cotejo.

Se consideran como documentos indubitados para el cotejo los que las partes reconozcan como tales, de común acuerdo, y los privados cuya letra o firma hayan sido reconocidas en juicio por aquél a quien se atribuya la falsedad o hayan sido declaradas judicialmente auténticas, pudiendo ser las del mismo escrito impugnado en la parte en que  reconozca la letra como propia aquél a quien perjudique, así como las firmas que hayan sido puestas en documentos públicos o las que para el efecto se pongan en presencia del secretario del juzgado o tribunal por la persona cuya letra o firma se trata de comprobar, y

III. Precisará el archivo o protocolo del que provenga el documento impugnado, para que pueda hacerse el cotejo correspondiente; o en su defecto, señalará los documentos indubitables para que el mismo se practique.

En caso de que el impugnador cumpla con estos requisitos, el juzgador ordenará que se tramite la impugnación en forma incidental, en cuerda por separado y sin suspensión del procedimiento, observándose las reglas siguientes:

a) La parte que ofreció el documento puede, dentro del término para contestar la impugnación, declarar que no quiere servirse de él.  En este caso no se le dará curso, si quien impugnó consiente que el documento sea retirado de los autos.   En caso contrario el documento impugnado quedará en resguardo en la secretaría, formulándose acta por el secretario para asegurar su identidad y el estado en que se encuentra.

b)  Si el documento fuere público el juzgador decretará su cotejo con los que obren en los archivos o protocolos de los que provengan, y, en su caso, cuando se trate del cotejo de firmas o letras, designará un perito para que formule dictamen, sin perjuicio  de hacer por sí mismo la comprobación correspondiente.  Las partes si lo desean, podrán también nombrar perito.

El cotejo se practicará en el archivo o local en donde se halle la matriz del documento objetado, con asistencia de las partes, si concurriesen, a cuyo fin se señalará y hará saber previamente el día y la hora, salvo que el juzgador lo decretare en presencia de los litigantes  o se hiciere en el acto de la audiencia de pruebas.  El cotejo también podrá hacerlo el secretario o funcionario que designe el juzgador cuando este lo determine.  Si el archivo o protocolo  no están dentro de la jurisdicción, el cotejo se practicará por medio de exhorto;

c) Si se desconociere o atacare de falsedad un documento privado o uno público que carezca de matriz,  el que lo objete está obligado a negar formalmente y bajo protesta de decir verdad, el contenido o firma del documento, o ambos.  Los herederos o causahabientes podrán limitarse a declarar que no conocen la letra o la firma de su causante.

El juzgador ordenará el cotejo del documento atacado de falsedad con alguno o algunos de los señalados como indubitables, a cuyo efecto nombrará perito, al que podrán asociarse los que designen las partes, ordenando se les entreguen copias nítidas tanto del documento redargüido de falso como de los indubitados para el cotejo, manteniéndose los originales en la secretaría donde podrán ser examinados.

El juzgador después de tener a la vista los peritajes, apreciará el resultado de la prueba sin tener que sujetarse a su resultado, pudiendo, si lo estima necesario, ordenar que se repita la prueba por otros.

d) Si apareciere que existe falsificación o alteración del documento,  se  hará  la  denuncia  para  iniciar  la  averiguación  penal  correspondiente, interpelándose a la parte que lo ha presentado, para que manifieste si insiste en hacer uso del mismo. Si  la contestación fuere negativa no será utilizado en el juicio, ordenándose su cancelación total o parcial, según las circunstancias, mediante anotación de la determinación al margen de cada página del mismo y al calce.  Si  la contestación fuere afirmativa, de oficio o a petición de parte se denunciarán los hechos al Ministerio Público, entregándole el documento original y testimonio de las constancias conducentes.  Solo se suspenderá el procedimiento del juicio civil si lo pide el Ministerio Público y se satisfacen los requisitos relativos, siempre y cuando a juicio del juzgador el documento que se impugna sea esencial para la decisión  del litigio.  En este caso,  si el proceso penal concluye sin decidir sobre la falsedad o autenticidad del documento, o no se decreta la suspensión, el juzgador podrá estimar libremente su valor probatorio cuando dicte la sentencia definitiva en el proceso principal.

e) Si apareciere que no existe falsificación, el juicio continuará en sus trámites y el juzgador podrá apreciar libremente el valor probatorio de la documental, y

f) Si se objetaren de falsedad o alteración, documentos no firmados por las partes,  como telegramas, copias simples de correspondencia, contraseñas, sellos o documentos similares, el juzgador mandará substanciar la impugnación en incidente por cuerda separada, y sin suspensión del procedimiento.  En este incidente  mandará hacer los cotejos, compulsar y recabar los informes, y en general  recibirá todas las pruebas que procedan para averiguar si existe o no falsedad, alteración o substitución de esta clase de documentos.  Si al resolverse el incidente apareciere que existe o no falsedad, el juzgador seguirá las reglas establecidas en los incisos anteriores.  En el caso a que se refiere este inciso, bastará que las partes expresen que se consideran dudosos los documentos, indicando los motivos en que se fundan para iniciar el incidente respectivo.

CAPÍTULO SÉPTIMO

Prueba pericial

Admisibilidad de la prueba pericial.

Artículo 413.Será admisible la prueba pericial cuando la naturaleza de los puntos o cuestiones materia de la misma, requieran conocimientos científicos o técnicos  o bien experiencias prácticas en el ejercicio de un oficio, de los que no esté provisto el juzgador, con el fin de obtener auxilio para la comprobación de un hecho.
El juzgador, aunque no lo pidan las partes, podrá hacerse asistir por uno o más peritos, cuando lo considere necesario para el esclarecimiento de puntos o cuestiones de litigio, o para el cumplimiento de actos que no esté en condiciones de apreciar por sí mismo.

Requisitos que deben reunir los peritos.

Artículo 414.Los peritos deben tener título en la ciencia o arte a que pertenezca el punto sobre el que ha de oírse su parecer, si la profesión o el arte estuvieren legalmente reglamentados.  Si la profesión o el arte no estuvieren legalmente reglamentados, o estándolo no hubiere peritos titulados en el lugar, podrán ser nombradas personas entendidas, aun cuando no tengan título.
Ofrecimiento de la prueba pericial.

Artículo 415. La prueba pericial se ofrecerá, dentro del período correspondiente, expresando los puntos sobre los que debe versar y las cuestiones que deba dictaminar el perito.
El juzgador, al resolver sobre la admisión de la prueba, nombrará uno o más peritos, según lo considere necesario, para que dictaminen en relación con el objeto materia de la peritación.

La contraparte, dentro de los tres días siguientes a la fecha de notificación de la resolución de admisión de pruebas, podrá proponer nuevos puntos o cuestiones sobre los que deba versar la pericial; dentro de este mismo plazo, las partes, si lo consideran pertinente, podrán, a su vez, nombrar peritos, pero si no lo hicieren o el perito designado no aceptare el cargo o dejare de rendir su dictamen, la prueba pericial se perfeccionará con el solo dictamen del perito designado por el juzgador.

Aceptación y protesta del cargo por los peritos.

Artículo 416.Una vez nombrados los peritos por el juzgador y las partes, se les notificará el auto para que concurran al juzgado a aceptar y protestar el cargo conferido. El tribunal los instruirá sobre la cuestión que es objeto de la prueba, para que emitan su dictamen con anticipación a la audiencia  de pruebas o bien durante ésta.
Denegación de la prueba pericial.

Artículo 417. El juzgador podrá denegar la admisión de la prueba pericial, cuando los puntos sobre los que deba versar la peritación y las cuestiones que deban resolver los peritos, a su juicio, sean innecesarios; o porque el conocimiento, objeto o materia de la pericia propuesta o su explicación, no requiera especial preparación; o cuando su práctica no sea posible, en razón de la naturaleza transitoria  del hecho, de su incosteabilidad, o por  falta de precisión de los puntos y cuestiones que se sometan a la opinión de los peritos.
Recusación de peritos.

Artículo 418.El perito nombrado por el juzgador puede ser recusado por los mismos impedimentos por los que pueden serlo los jueces.

La parte que alegue prejuicio por la designación del perito, dentro de las cuarenta y ocho horas que sigan a la notificación de su nombramiento, presentará su ocurso recusatorio.

El juzgador  resolverá, dentro del plazo de tres días de recibida la recusación de acuerdo con lo prescrito en el Capítulo Décimo Primero, Título Primero, Libro Primero de este ordenamiento.

El juzgador calificará de plano la recusación tomando en cuenta las pruebas que presenten las partes al hacerla valer.

Admitida la recusación, nombrará perito para reemplazar al recusado.  En caso de ser desechada la recusación se aplicará lo prescrito por el artículo 53 de este código.

Facultades de los peritos y de las partes.


Artículo 419. Los peritos podrán solicitar aclaraciones a las partes, requerir informes de terceros y ejecutar calcas, planos, relieves y toda clase de actividades indispensables para rendir su dictamen.  Igualmente estarán  facultados para inspeccionar lugares, bienes muebles o inmuebles, documentos y libros, y obtener muestras para motivar sus dictámenes.  Las partes y terceros estarán obligados a darles facilidades para el cumplimiento de su misión y el juzgador les prestará, para este fin, el auxilio necesario.

Las partes y sus abogados y consultores técnicos, podrán asistir a la práctica de la peritación, salvo que se disponga otra cosa por el juzgador o que se trate de investigaciones que el perito estime debe realizar sin asistencia de las partes.  Estas pueden presentar también sus observaciones por escrito a los peritos.

Recepción de la prueba pericial.

Artículo 420. En el lugar, día y hora fijado por el tribunal para la audiencia de pruebas, se seguirán las siguientes reglas:
I. El perito dará a conocer su dictamen ante el juzgador y ante las partes interesadas, debiendo, además, dejarlo asentado por escrito y ratificarlo ante la presencia judicial.  En el dictamen fundamentará en forma idónea sus conclusiones, que podrán acompañarse con dibujos, planos, muestras u otros anexos que sirvan para ilustrarlo.  El dictamen deberá ser firmado  por el perito, quien protestará haber cumplido su cometido oficial de buena fe y con conocimiento.

II. El perito que dejare de concurrir sin causa justificada calificada por el juzgador, será sancionado con una multa hasta de ciento cincuenta días de salario mínimo diario general vigente en la capital del Estado y será responsable de los daños y perjuicios que causare por su culpa;

III. Las partes pueden formular cuestiones al perito o peritos designados acerca del dictamen rendido.

IV. El juzgador podrá interrogar al perito, sobre el fundamento de su dictamen o en relación a sus respuestas a las preguntas formuladas por las partes.

V. El juez podrá ordenar, de oficio o a petición de parte, que se repita o amplíe el peritaje o que el perito practique las indagaciones que estime pertinentes.

VI. Si el motivo del dictamen pericial consistiere en la práctica de un avalúo, el perito tendrá en cuenta los precios de plaza, los frutos que en su caso produjere o fuere capaz de producir la cosa objeto del avalúo, y todas las circunstancias que puedan influir  en la determinación del valor comercial.

Sanción a los peritos.

Artículo 421. El perito que haya faltado a la obligación asumida, por haberse negado sin motivo justificado a concluir su oficio después de asumir su encargo con arreglo a la ley, o por no dejar asentado su dictamen por escrito, o por no comparecer a la audiencia  de pruebas, se le impondrá una sanción pecuniaria hasta por ciento cincuenta días de salario mínimo general vigente en la capital del Estado.

El perito que haya faltado a la protesta rendida, por haber proporcionado el juzgador indicaciones o informaciones contrarias a la verdad, por dolo o por culpa grave, está obligado al resarcimiento de los daños y perjuicios, independientemente de la sanción pecuniaria y de la que le corresponda en aplicación del Código Penal.

Contra el proveído que resuelva sobre el incumplimiento, el perito podrá hacer valer la apelación en el efecto suspensivo.

CAPÍTULO OCTAVO

Inspección o reconocimiento judicial

Ofrecimiento de la prueba de inspección o reconocimiento judicial.

Artículo 422. A solicitud de parte o por orden del juzgador, podrán verificarse  inspecciones o reconocimientos de lugares, de cosas muebles o inmuebles, o de personas.  Si la prueba es pedida por alguna de las partes, deberá indicar con toda precisión, al ofrecerla, la materia y objeto de la inspección y los hechos controvertidos que pretenda acreditar.
Citación para la práctica de la prueba.

Artículo 423. Al admitir la prueba, el juzgador ordenará que el reconocimiento o inspección se practique previa citación de las partes, y fijará fecha y lugar para que se lleve a cabo, la que podrá verificarse antes de la audiencia de recepción y desahogo de pruebas o bien durante el desarrollo de ésta.
Las partes y sus representantes o patronos, podrán concurrir a la inspección y hacer las observaciones que estimen oportunas, a menos que el juzgador haya dispuesto otra cosa por razones de evidente necesidad o moralidad.

Si el reconocimiento o inspección requiere conocimientos especiales o científicos, podrán concurrir también peritos, los cuales deberán ser designados de acuerdo con las reglas de la prueba pericial.

Así mismo podrán citarse para que concurran, si fuere necesario, testigos de identidad.

Práctica de la inspección.

Artículo 424.La inspección o reconocimiento se practicará personalmente por el juzgador o se encomendará al secretario o a otro funcionario.

Si se trata de inspeccionar un inmueble, o bien un objeto o documento que no pueda ser llevado ante el juzgador sin gran dificultad o considerables gastos, o porque la ley no lo autorice, la inspección se efectuará constituyéndose en el lugar donde el bien se encuentre.  En caso contrario la parte que lo tenga en su poder deberá exhibirlo  ante la autoridad judicial.

La inspección judicial sobre personas, podrá practicarse con el concurso  de uno o varios asesores técnicos, y deberá efectuarse en tal forma que no menoscabe el respeto que las personas merecen.

En la inspección de documentos de contabilidad y libros, el juzgador también podrá  auxiliarse de asesores técnicos nombrados por él o por las partes, quienes en su informe podrán referirse a libros o documentos que tuvieron a la vista, aunque no haya sido con  objeto de la inspección.

Al practicarse la inspección, el juzgador o funcionario que actúe podrá disponer que se ejecuten planos, calcas o copias, se tomen fotografías, películas, grabaciones por video o de cualquier otra especie, de objetos, documentos y lugares, cuando se precise.

También podrá ordenar, para comprobar que un hecho se ha producido, o pudo haberse producido en forma determinada, que se reconstruya, haciendo ejecutar eventualmente su reproducción fonográfica, fotográfica, cinematográfica, videográfica o de cualquier otra especie.

Durante la inspección, el juez o funcionario que la practique podrá oír testigos para obtener informes, aunque éstos no hayan sido designados antes, y podrá dictar las providencias necesarias para que se exhiban las cosas o se tenga acceso a los lugares materia de la inspección.

Acta de la inspección.

Artículo 425. De la inspección o reconocimiento se levantará acta circunstanciada que firmarán los que concurran.  En el acta se asentarán los puntos que motivaron la inspección o reconocimiento, las observaciones, declaraciones de peritos y testigos, y todo lo necesario para esclarecer la verdad, pudiendo el juzgador indicar el resultado de la prueba, con expresión de las observaciones que hayan provocado su convicción.
CAPÍTULO NOVENO

Prueba testimonial

Admisibilidad de la prueba testimonial.

Artículo 426.La prueba testimonial es siempre admisible, en cuanto no obste a ella una disposición  contraria a la ley.  Sin embargo, la autoridad judicial deberá negarla cuando considere ya probados por otros medios los hechos, o considere dicha prueba inconcluyente a los fines de la decisión de la causa.
La resolución que rechace la prueba testimonial será apelable en el efecto preventivo.

Personas que deben declarar como testigos.

Artículo 427. Todos los que tengan conocimiento de los hechos que las partes deben probar, estarán obligados a declarar como testigos.

No estarán obligados a declarar como testigos y podrán pedir que se les exima de hacerlo, las personas señaladas en la fracción II  del artículo 370.

Sólo cuando resulte indispensable por las circunstancias del caso se oirán los testimonios de niñas y niños menores de catorce años, o de personas mayores de edad que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica. En tales casos se tomará su declaración, sin que se les exija la protesta de decir verdad, con la intervención de personal especializado para que emplee mecanismos que faciliten su participación y aseguren pericia para comprender lo que manifiesten. Con tal propósito, se deberá ordenar que se realice una o varias pruebas de capacidad que tendrán por objeto determinar si el niño o niña, a partir de su edad y de su propio grado de desarrollo y madurez, puede comprender las preguntas que se le formulen en un lenguaje comprensible para el mismo. 

Las preguntas que se utilicen para la prueba de capacidad, deberán ser de acuerdo a la edad y nivel de desarrollo de los niños o niñas, las cuales no estarán relacionadas con las cuestiones en controversia y deberán orientarse a determinar la capacidad con la que cuenta para comprender y contestar preguntas sencillas. 

Los sordomudos podrán ser admitidos como testigos en el caso de que por saber leer y escribir, puedan dar sus declaraciones por escrito. 

Ofrecimiento de la prueba testimonial.

Artículo 428. La prueba testimonial se ofrecerá indicando los nombres y domicilios de las personas, terceras ajenas al pleito, a quienes deba interrogarse, y los hechos sobre los cuales cada uno de ellos o todos deban declarar.  

Cuando se trate de niñas y niños se deberán indicar tal circunstancia y la parte oferente deberá exhibir el interrogatorio correspondiente con copia simple para correr traslado. La contraparte podrá formular preguntas adicionales dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que ordena la admisión de la prueba. 

La contraparte podrá, a su vez, dentro de los tres días siguientes al en que se le notifique el auto de admisión de la prueba, proponer otros testigos sobre los mismos hechos, indicando los puntos sobre los que debe interrogárseles. 

Los hechos materia del examen deben referirse a los puntos del debate y no serán contrarios al derecho o a la moral; la formulación de preguntas en relación con cada uno, se hará en cuestionamientos separados. En el caso de niños y niñas, los cuestionamientos se realizarán con la intervención de personal especializado que emplee mecanismos que faciliten su participación, aseguren pericia para que entiendan lo que se les pregunta y se comprenda lo que manifiesten para lo cual será necesario ordenar que se realice la prueba o pruebas de capacidad que se señalan en el artículo 427. Si alguno de los testigos no sabe el idioma castellano, se indicará esta circunstancia para que se haga oportunamente la designación de intérprete por el juzgador. 

La falta de indicación del domicilio de los testigos impedirá la admisión de la prueba, a menos que la parte ofrezca presentarlos. Si el testigo no vive en el domicilio señalado, se tendrá al oferente por desistido de utilizarlo. 

Si alguno de los testigos propuestos reside fuera del lugar del juicio se le examinará por exhorto. En este caso la prueba se ofrecerá acompañando interrogatorios con copia para la contraparte, requisito sin el cual no será admitida.  

La contraparte podrá formular preguntas adicionales dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que ordena la admisión de la prueba. El juzgador, calificará el pliego con arreglo a las prevenciones del párrafo tercero de este artículo, procurando además, que las preguntas estén concebidas en términos claros y precisos y que en una sola no se comprenda más de un hecho, a menos que por la íntima relación que exista entre varios, no puedan enunciarse separadamente, y formen un solo hecho complejo; calificación que se anotará en el mismo interrogatorio. Se dejará en el expediente respectivo, copia del pliego autorizada por el secretario.  

El juzgador podrá formular por escrito el interrogatorio sobre los hechos propuestos por las partes, pudiendo incluir en el exhorto el pliego de preguntas y el de repreguntas en sobre cerrado y sellado. 

El juzgador podrá limitar el número de testigos, cuando los propuestos hayan sido a su juicio en número excesivo, procurando observar la regla de igualdad de las partes. 

La sustitución de testigos  podrá hacerse incluso en la audiencia de desahogo de pruebas.

Carga procesal de presentar a los testigos.

Artículo 429. Las partes tendrán el deber de presentar a sus propios testigos. Cuando realmente estuvieren imposibilitados para hacerlo, lo manifestarán así bajo protesta de decir verdad al juzgador y le pedirán  que los cite.

El juzgador ordenará la citación de los testigos, con el apercibimiento de imponerles una multa o un arresto en los términos previstos en el artículo 163, en caso de que dejen de comparecer sin causa justificada o que, compareciendo, se nieguen a declarar.

Citación de los testigos.

Artículo 430. El juzgador mandará citar a los testigos sólo cuando las partes que los ofrezcan manifiesten bajo protesta de decir verdad, que no pueden presentarlos para que declaren, debiendo hacérseles la citación con anticipación no menor de tres días de la fecha de la audiencia de pruebas.  A los que citados legalmente, dejaren de comparecer sin causa justificada, o habiendo comparecido se nieguen a prestar la protesta de decir verdad o a declarar, se les hará efectivo el apercibimiento fijado en la citación y podrá ordenarse la presentación de los que no hayan asistido, por medio de la fuerza pública o mediante arresto, independientemente de su consignación por desobediencia a la autoridad.
Sanción por proporcionar datos falsos o retardar el procedimiento.

Artículo 431.En caso de que el señalamiento del domicilio de algún testigo resulte inexacto, o que de las constancias del expediente se infiera que se solicitó la citación con el propósito de retardar el procedimiento, se impondrá al promovente una multa equivalente hasta ciento cincuenta días de salario mínimo general vigente en la capital del Estado, sin perjuicio de que se denuncie la falsedad en que hubiere incurrido el oferente de la prueba. Así mismo, deberá declararse desierta la prueba testimonial.
Declaración del testigo en su domicilio u otro lugar adecuado.

Artículo 432. A los testigos de más de setenta años y a los enfermos, el juzgador podrá, según las circunstancias del caso, recibir su declaración en sus domicilios, en presencia de la otra parte, si asistiere. 

 Tratándose del testimonio de niños, o niñas si el personal especializado encargado de implementar mecanismos que faciliten su participación, estima necesario que la declaración deba rendirse en un lugar distinto a las instalaciones del juzgado como parte de su función, deberá solicitarlo ante el juez y exponer los motivos que lo justifiquen. El juez decidirá sobre la pertinencia de tal solicitud. 

Testimonio de funcionarios públicos.

Artículo 433. Al Gobernador, los Secretarios de Despacho, Diputados, Magistrados, Fiscal General, Fiscales Especializados, Jueces de Primera Instancia y Presidentes Municipales del Estado; a los Diputados y Senadores del Congreso de la Unión; a los Jueces de Distrito, titulares de dependencias federales y a los Generales con mando, que residan en el Estado, se pedirá su declaración mediante oficio y en esta forma la rendirán.  El oficio en que se pida la declaración deberá contener o estar acompañado de los puntos del interrogatorio, el cual deberá ser exhibido por la parte que solicite la prueba, con el escrito de ofrecimiento. 

En casos urgentes y cuando los propios funcionarios lo deseen, podrán rendir su declaración personalmente.  La contraparte podrá formular preguntas adicionales dentro de los tres días siguientes a la notificación del auto que admita la prueba.

Interrogatorio de los testigos.

Artículo 434.Para el examen de los testigos no se presentará interrogatorios escritos, salvo lo dispuesto en los artículos 428 párrafo cuarto y 432. Las preguntas serán formuladas verbal y directamente por las partes, tendrán relación directa con los puntos controvertidos y no serán contrarias al derecho o a la moral.  Deberán estar concebidas en términos claros y precisos; no deberán formularse de forma que sugieran al testigo la respuesta, procurando que en una sola no se comprenda más de un hecho.  El juzgador deberá cuidar de que se cumplan estas condiciones, desechando las preguntas que las contraríen.  En primer término formulará su interrogatorio el oferente de la prueba  y en seguida la contraparte, quien también podrá formular preguntas directas  al testigo, siempre y cuando tengan relación con los hechos que se traten de acreditar.

Contra el desechamiento de preguntas sólo cabe el recurso de reconsideración. 

En caso de que el oferente de la prueba no se presente el día de la audiencia a formular las preguntas a los testigos, deberá declararse desierta la prueba.

Práctica de la prueba.

Artículo 435. La prueba testimonial se practicará de acuerdo con las reglas siguientes:
I. Se celebrará en presencia de las partes que concurrieren.

II. Los testigos serán examinados separada y sucesivamente, sin que unos puedan presenciar ni conocer las declaraciones de los otros.  Para este fin, el juzgador fijará un solo día para que se presenten los testigos propuestos por ambas partes que deban declarar sobre los mismos hechos, y designará el lugar en que deben permanecer hasta la conclusión de la diligencia.  Si no fuere posible terminar el examen de los testigos en un solo día, la diligencia se suspenderá para continuarla al siguiente.  Si algunos  de los testigos no concurrieren, la diligencia se practicará con los que asistan, mandándose hacer efectivo el apercibimiento a los que sin justa causa no se presentaron.  En este caso, el juzgador tendrá libertad para prescindir de los testigos que no concurrieren o para ordenar su inmediata presentación por la policía o mediante apremio de arresto.

III. Se identificará a los testigos, asentándose razón en el acta  de los documentos o medios que sirvieron para este fin.

IV. Se exigirá a los testigos, antes de que declaren, la protesta de decir verdad, haciéndoseles saber las penas en que incurren quienes se conducen con falsedad.

V. A todo testigo se le preguntará su nombre, edad, estado civil, domicilio y ocupación, si es pariente por consanguinidad o afinidad de alguno de los litigantes y en qué grado; si es dependiente  o empleado del que lo presenta, o tienen con él sociedad o alguna otra relación de intereses; si tiene interés directo o indirecto en el pleito y si es amigo íntimo o enemigo de alguno de los litigantes.

VI. El tribunal podrá, de oficio o a petición de cualquiera de las partes, formular las preguntas que considere útiles para el esclarecimiento de la verdad.  El testigo interrogado deberá contestar personalmente y no podrá servirse de apuntes ya preparados; pero el tribunal podrá permitirle el uso de anotaciones cuando deba referirse a nombres o  cifras, o cuando así lo aconsejen circunstancias especiales.

VII. Si existe desacuerdo entre las declaraciones de dos o más testigos, el juzgador podrá ordenar, de oficio o a petición de parte, que sean careados, exigiendo a los testigos las aclaraciones pertinentes.

VIII. Si el testigo que comparezca se niega a prestar protesta o a declarar, o incurre en contradicciones notorias, o si existe sospecha fundada de que no ha dicho la verdad, el juzgador hará la denuncia para que se proceda penalmente en su contra.

IX. Si alguno de los testigos hace referencia a otras personas, el juzgador, en virtud del conocimiento de los hechos, podrá disponer de oficio que sean llamadas a declarar.  El juzgador también podrá disponer que sean oídos los testigos que hayan sido excluidos por ser excesivos, o que se repita el examen de los ya interrogados, a fin de aclarar sus testimonios o rectificar irregularidades que aparezcan de los anteriores interrogatorios.

X. En el acta que se levante se harán constar las preguntas formuladas y las respuestas del testigo, en forma que en la contestación se comprenda el sentido o término de la pregunta, salvo los casos excepcionales en que, a juicio del juzgador, sea pertinente escribir textualmente la pregunta y a continuación la respuesta.  Los testigos estarán obligados a dar la razón de su dicho y el juzgador deberá exigirla en todo caso.  La declaración, una vez firmada, no podrá variarse ni en la substancia ni en la redacción.

Declaración por medio de intérprete o con la asistencia de personal especializado.

Artículo 436.  Si el testigo no sabe el idioma español, rendirá su declaración por medio de intérprete, que será nombrado por el juzgador cuando así se solicite en el ofrecimiento de la prueba. Si el testigo lo pidiere, además de asentarse su declaración en español, podrá escribirse en su propio idioma por él o por el intérprete. 
Si el testigo es niño o niña,  el interrogatorio será formulado al testigo por medio de personal especializado conforme al artículo 427 y 428 y su declaración podrá ser recabada con la ayuda de cualquier medio electrónico audiovisual. El personal especializado podrá cambiar la forma de las preguntas del interrogatorio siempre que el contenido sea esencialmente el mismo y, cuando sea necesario, deberá emitir un dictamen que facilite la comprensión de la declaración del testigo. 

Las partes podrán asistir durante el desarrollo del interrogatorio pero no podrán interferirlo, ni intervenir sino a través del juez quien decidirá si la diligencia deberá continuar. 

El juez siempre supervisará la implementación de los mecanismos del personal especializado de tal manera que no afecte su desarrollo y  se asegurará de que no se vulneren los derechos niños y niñas que intervengan como testigos o de las partes. 

Tanto intérpretes como el personal especializado, antes de desempeñar su encargo, deberán protestar hacerlo legalmente, anotando esa circunstancia en el acta. 

Examen de testigos a través de exhorto.

Artículo 437.Cuando se solicitare el desahogo de prueba testimonial o de declaración de parte para surtir efectos en un proceso extranjero, el examen de los testigos deberá ajustarse a los términos de este Capítulo. 
Tachas de los testigos.

Artículo 438. En el acto del examen de un testigo o dentro de los tres días siguientes, podrán las partes atacar su dicho por cualquier circunstancia que en su concepto afecte su credibilidad, ya sea que ésta haya sido expresada en sus declaraciones o aparezca de alguna otra prueba.  La petición de tachas se substanciarán incidentalmente por cuaderno separado, y su resolución se reservará para la sentencia definitiva.  Si se ofreciere prueba que no conste en el expediente, se recibirá en una audiencia que se celebrará dentro de los cinco días siguientes.

No es admisible la prueba testimonial para tachar a los testigos  que hubieren declarado en el incidente de tachas.

CAPÍTULO DECIMO 

Fotografías y elementos científicos y tecnológicos

Reproducción de figuras y sonidos como medios  de prueba.

Artículo 439.Para acreditar hechos o circunstancias que tengan relación con el negocio que se ventile, las partes podrán presentar fotografías, copias fotostáticas, telefax, cintas cinematográficas, de video o de cassettes, discos normales, compactos o de computadora, o cualesquiera otros medios de reproducción, siempre que sean acreditables por no tener alteraciones ocultas o disimuladas.  También podrán presentarse notas taquigráficas o estenográficas, acompañándolas de su traducción y haciendo especificación exacta del sistema empleado y del documento cabal al que pertenecen.
Medios de prueba proporcionados por la ciencia.

Artículo 440. Como medios de prueba pueden admitirse igualmente los registros dactiloscópicos, las radiografías, las pruebas o exámenes  de laboratorio y demás elementos científicos o tecnológicos que produzcan convicción en el ánimo del juzgador.
Ofrecimiento de la prueba.

Artículo 441. La parte que ofrezca esos medios de prueba deberá indicar los hechos y circunstancias que desea probar y ministrar al tribunal los aparatos o elementos necesarios para que pueda apreciar el valor de los registros y reproducirse los sonidos, figuras, experimentos o reconstrucciones.

Admisión o rechazo de la prueba.

Artículo 442. El juzgador, según su prudente arbitrio, admitirá o denegará la prueba y señalará al oferente un plazo para que la presente, y el día y la hora para que en su presencia y en la de las partes, se lleve a cabo la práctica del experimento, reproducción o reconstrucción.

La fecha señalada puede coincidir con la de la audiencia de pruebas, pero si el juzgador lo estima conveniente podrá señalar una fecha anterior, cuando la práctica de la prueba requiera más tiempo que el normal. 

Asesor técnico del juzgador.

Artículo 443.En caso en que se requieran conocimientos técnicos especiales para la apreciación de los medios de prueba a que se refiere este capítulo, el juzgador será asistido de un asesor técnico que se designará en la forma prevista para la prueba pericial.
Gastos de la prueba.

Artículo 444.La parte que ofrezca y promueva la prueba, cubrirá los gastos de su desahogo, incluyendo los honorarios de los técnicos para llevarla a cabo, con independencia de la determinación de las costas procesales que haga el juzgador en la sentencia definitiva.
CAPÍTULO DECIMO PRIMERO

Presunciones

Presunciones legales y humanas.

Artículo 445. Presunción es la consecuencia que el juzgador o la ley deducen de un hecho o indicio conocidos, para averiguar la verdad de otro desconocido.
Se llaman legales, las presunciones que establece expresamente la ley o aquellas que nacen inmediata o directamente de ella.

Se llaman humanas, las que se deducen por el juzgador a partir de hechos debidamente comprobados.

Carga de la prueba en materia de presunciones.

Artículo 446.Son aplicables a las presunciones, las siguientes reglas:
I. La parte que alegue una presunción, deberá probar los supuestos de hecho de la misma.

II. La parte que niegue una presunción, deberá rendir la contraprueba de los supuestos de hecho en que se funde, justificando que no han ocurrido.

III. No se admitirá prueba contra una presunción legal absoluta, cuando la ley lo prohíba expresamente y cuando el efecto de la presunción sea anular un acto o negar una pretensión.

IV. En los supuestos de presunciones legales relativas que admitan prueba en contrario, opera la inversión de la carga de la prueba, para demostrar que el hecho presumido no existe o no es cierto.

V. La prueba rendida contra el contenido de una presunción, obliga al que la alegó, a rendir la prueba de que estaba relevado en virtud de la presunción.

VI. Si dos partes contrarias alegan, cada una a su favor, presunciones que mutuamente se destruyen, se aplicarán, independientemente para cada una de ellas, lo dispuesto en las fracciones precedentes.

VII. Si una parte alega una presunción general que es contradicha por una presunción especial alegada por la contraria, la parte que alegue la presunción general estará obligada a producir la prueba que destruya los efectos de la especial, y la que alegue ésta, sólo quedará obligada a probar, contra la general, cuando la prueba rendida por su contraparte sea bastante para destruir los efectos de la presunción especial.

Definición y requisitos del indicio.

Artículo 447.Se entiende por indicio un hecho del que se infiere otro desconocido.
Para que un hecho pueda considerarse como indicio, deberá estar plenamente probado en el proceso.

La conducta de las partes como indicio.

Artículo 448.El juzgador podrá deducir indicios de la conducta procesal de las partes.
Ofrecimiento de la prueba de presunciones.

Artículo 449. Para que una parte haga valer una presunción que le favorezca, bastará que invoque el hecho o indicio de que derive, ya sea durante el término probatorio o al alegar.

Las presunciones y los indicios podrán deducirse de oficio por el juzgador, aunque las partes no los invoquen.

CAPÍTULO DECIMO SEGUNDO

Audiencia de pruebas y alegatos en el juicio escrito.

Preparación de las pruebas.

Artículo 450. Antes de la celebración de la audiencia, las pruebas deberán prepararse con toda oportunidad tal y como lo dispone el artículo 441, para que en ella puedan recibirse.
Celebración de la audiencia.

Artículo 451. Constituido el tribunal en audiencia pública el día y hora señalados al efecto, serán llamados por el secretario las partes y sus abogados, peritos, testigos y demás personas que por disposición de la ley deban intervenir en el juicio y se determinará quiénes deben de permanecer en el salón y quiénes en lugar separado, para ser introducidos en su oportunidad.
La audiencia se celebrará concurran o no las partes y estén o no presentes los testigos, los peritos y los abogados.

Las pruebas ya preparadas se recibirán, dejando pendientes para la continuación de la audiencia las que no lo hubieren sido.

Primero deberán recibirse las pruebas ofrecidas por la parte actora y en seguida las de la demandada, observando el orden previsto en los artículos siguientes.

Recepción de la confesión y declaración de parte.

Artículo 452. La prueba de confesión se recibirá anotando las contestaciones de forma en que vaya implícita  la posición, sin necesidad de asentar ésta, aun cuando se formule de manera verbal.  El juzgador debe particularmente cuidar que no se enuncien posiciones extrañas a los puntos cuestionados. Las partes podrán hacerse recíprocamente preguntas y proponerse posiciones, y el juzgador tiene la facultad de asentar el resultado de este careo, o bien las contestaciones, conteniendo las preguntas.  En seguida, aprovechando la misma citación, podrá desahogarse la prueba de declaración de parte, si es que se hubiere ofrecido.
Relación de los documentos.

Artículo 453. En seguida se relatarán los documentos presentados, poniéndose de manifiesto plano, croquis y esquemas.  Las partes podrán explicar al juzgador con sencillez y brevedad, los documentos en que  funden su derecho, mostrándolos y leyéndolos en la parte conducente; el juzgador podrá hacer todas las preguntas necesarias sobre el contenido de los instrumentos.  No se requerirá hacer constar en el acta las exposiciones de las partes sobre los documentos ni las preguntas del tribunal.
Durante la audiencia no se pueden redargüir de falsos ni desconocer documentos que no lo fueron en su oportunidad.

Desahogo de la prueba pericial.

Artículo 454. Los peritos dictaminarán por escrito y oralmente en presencia de las partes.  Tanto éstas como el juzgador podrán formular observaciones y hacer preguntas pertinentes durante la audiencia en la que se rinda la prueba.
Examen de los testigos.

Artículo 455. Los testigos identificados en el auto de admisión de pruebas serán examinados en la audiencia, en presencia de las partes.  El juzgador podrá de oficio interrogar ampliamente  a los testigos sobre los hechos objeto de esta prueba, para el mejor esclarecimiento de la verdad.  Las partes también podrán interrogar a los testigos, limitándose a los hechos o puntos controvertidos, por lo que el juzgador deberá impedir preguntas ociosas o impertinentes.

No deben asentarse en el acta literalmente las preguntas pero si las respuestas, y sólo en el caso en que excepcionalmente el juzgador estime prudente hacerlas constar, se asentarán las contestaciones implicando las preguntas.

Alegatos.


Artículo 456. Concluida la recepción de las pruebas, el tribunal dispondrá que las partes aleguen por sí o por sus abogados o apoderados, primero el actor y luego el demandado, procurando la mayor brevedad y concisión.  El Ministerio Público alegará también en los casos en que intervenga.  No se podrá hacer uso de la palabra por más de un cuarto de hora en primera instancia y de media hora en segunda, incluyendo las réplicas y contrarréplicas.
Forma de los alegatos.

Artículo 457. Queda prohibida la práctica de dictar los alegatos a la hora de la diligencia.  Los alegatos serán verbales y podrán las partes presentar sus conclusiones por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la conclusión de la audiencia.
Dirección de los debates.

Artículo 458. El juzgador deberá dirigir los debates, previniendo a las partes se concreten exclusivamente a los puntos controvertidos, evitando dispersiones. Podrá interrumpir  a los litigantes para pedirles explicaciones e interrogarlos sobre los puntos que estime convenientes, ya sobre las constancias de autos o ya sobre otros particulares relativos al negocio.
Acta de la audiencia.

Artículo 459. De esta audiencia, el secretario, bajo las instrucciones del juzgador, levantará acta desde que principie hasta que concluya la diligencia, haciendo constar el día, lugar y hora, la autoridad judicial ante quien se celebra, los nombres de las partes y abogados, peritos, testigos, intérpretes, así como el nombre de las partes que no concurrieron; las decisiones judiciales que se dicten durante la audiencia, el extracto de las conclusiones de los peritos y las declaraciones de los testigos; el resultado de la inspección ocular si la hubo y los documentos ofrecidos  como pruebas si no constaren ya en el auto de admisión; así como las conclusiones de las partes en el debate oral, a no ser que por escrito las hubieren presentado.
Reglas para la celebración de la audiencia.

Artículo 460. Los tribunales, bajo su más estricta responsabilidad, al celebrar la audiencia de pruebas y alegatos deberán observar las siguientes reglas:
I. Será pública, excepto en los casos a que se refiere el artículo 6.

II. Deberán procurar la continuación de la audiencia, de tal modo que no pueda suspenderse ni interrumpirse hasta que no haya terminado; en consecuencia, desecharán de plano las promociones carentes de fundamento legal que pudieran interrumpirla.

III. Los juzgadores que resuelvan deberán ser los mismos que asistieron a la recepción de las pruebas y alegatos de las partes.  Si por causa insuperable dejare el juzgador de continuar la audiencia y otro distinto lo substituyere en el conocimiento del negocio, podrá mandar repetir las diligencias de prueba, si éstas  no consisten sólo en documentos, salvo cuando las partes consintieren lo contrario.
IV. Evitarán digresiones, reprimiendo con energía las promociones de las partes que tiendan a suspender o retardar el procedimiento y, en su caso, aplicarán en contra de los contraventores algunos de los medios de apremio previstos por el artículo 163 de este código.

V. Mantendrán la igualdad entre las partes.

VI. En general, conducirán la audiencia con apego a las disposiciones legales aplicables.
Continuación y diferimiento de la audiencia.

Artículo 461. Si hubiere necesidad de prolongar la audiencia durante horas inhábiles, no se requerirá providencia de habilitación.

Cuando haya necesidad de un receso, se continuará en las primeras horas hábiles siguientes.

CAPÍTULO DECIMO TERCERO

Valor de las pruebas

Valoración libre de las pruebas

Artículo 462. El juzgador hará el análisis y valoración de cada una de las pruebas rendidas y de su conjunto, racionalmente, de acuerdo con los principios de la lógica y las máximas de la experiencia, debiendo además, observar las reglas especiales que la ley fije.

La valoración de las pruebas contradictorias se hará confrontándolas, a efecto de que, por el enlace interior de las rendidas, las presunciones y los indicios, formen convicción, que el juzgador deberá fundar cuidadosamente en la sentencia.

En casos dudosos, el juzgador podrá deducir argumentos de prueba de las respuestas de las partes cuando las ha llamado a su presencia para interrogarlas, de la resistencia injustificada para exhibir documentos o a permitir inspecciones que se hayan ordenado; y, en general, de su comportamiento durante el proceso.

En todo caso, el juzgador deberá exponer en la parte considerativa de su sentencia, los fundamentos y motivos de la valoración jurídica y de su decisión.

Documentos públicos.

Artículo 463.Queda exceptuada de la disposición anterior la apreciación de los documentos públicos, los que tendrán valor probatorio pleno, y por tanto no se perjudicarán en cuanto a su validez por las defensas que se aleguen para destruir la pretensión que en ellos se funde, salvo que en los términos del artículo 412 se impugnen y acredite su falta de autenticidad.

TÍTULO CUARTO

Periodo resolutivo del juicio escrito.

CAPÍTULO PRIMERO

Citación para sentencia

Citación para oír sentencia.

Artículo 464. Transcurrido el plazo para alegar, de oficio o a petición de parte, se citará a las partes para oír sentencia, la cual se dictará dentro de los quince días siguientes.
Efectos de la citación.

Artículo 465.La citación para sentencia producirá los siguientes efectos:

I. Suspenderá el impulso procesal de las partes hasta que se dicte la sentencia, salvo los casos expresamente previstos por la ley.

II. Sujetará al juzgador a dictarla dentro del plazo ordenado por la ley.

III. Impedirá que se promuevan recusaciones u otras cuestiones incidentales, salvo el caso de excepción previsto en el artículo 125.

CAPÍTULO SEGUNDO

Sentencias en los juicios escritos.

Forma de la sentencia.

Artículo 466.Para la redacción de las sentencias no se requerirá forma especial, pudiendo el tribunal adoptar la que juzgue adecuada, sujetándose en todo caso a las reglas establecidas en los artículos siguientes.
Contenido de la sentencia.

Artículo 467.Las sentencias deberán contener:
I. El tribunal que las dicte.

II. El lugar y la fecha en que se dicten.

III. Los nombres de las partes y los de sus representantes o patronos

IV. Una relación sucinta del litigio a resolver.

V. La motivación y los fundamentos legales del fallo.

VI. Los puntos resolutivos.

VII. La firma del juzgador que corresponda y del secretario que la autorice.

Congruencia.

Artículo 468.Las sentencias deberán ser congruentes con la demanda y contestación y con las demás pretensiones  deducidas oportunamente en el proceso y resolverán todos los puntos que hayan sido objeto del debate.  Cuando sean varios los puntos litigiosos, se hará la debida separación de cada uno de ellos.
Fundamentación y motivación.

Artículo 469.Toda sentencia deberá estar fundada y motivada legalmente.  Las controversias judiciales deberán resolverse conforme a la letra de la ley o a su interpretación jurídica y, a falta de ley, conforme a los principios generales del derecho.  

Artículo 470. Cuando haya conflicto de derechos, a falta de ley expresa que sea aplicable, la controversia se decidirá a favor del derecho que ocasione un menor daño en proporción al beneficio correlativo que se dé u obtenga para los demás, debiendo observarse la igualdad de las partes en el proceso.  El silencio, obscuridad o insuficiencia de la ley, no autoriza a los juzgadores para dejar de resolver las cuestiones que hayan sido discutidas en el juicio.
El juzgador estará facultado para determinar cuál es la ley aplicable y para fijar el razonamiento o proceso lógico de su determinación, sin quedar vinculado a lo alegado por las partes sobre estos puntos.

Resoluciones conforme a la equidad.

Artículo 471. Mediante acuerdo de las partes, podrá el juzgador, tanto en primera como segunda instancia, fallar el asunto conforme a la equidad.

Solo podrán pedir que se falle un asunto en equidad, los que tengan la libre disposición del derecho aducido en juicio y no procederá hacerlo en los negocios respecto de los cuales la ley prohíbe que puedan comprometerse en árbitros.

Redacción de las sentencias.

Artículo 472.En la redacción de las sentencias se observarán las siguientes reglas:
I. Las sentencias se redactarán en términos claros y precisos.

II. Se decidirán previamente las cuestiones incidentales que se hubieren reservado para el fallo definitivo, pudiendo, además, resolverse otras de esta naturaleza que estén pendientes si afectan al fallo, o mandar que queden sin materia las que sean irrelevantes para el proceso y no hubieren sido decididas.

III. Cuando las sentencias decidan el fondo, deberán resolverse todas las pretensiones planteadas y las defensas y contra pretensiones opuestas.

IV. En la sentencia se estimará el valor de las pruebas, fijándose los principios y reglas en que el juzgador se apoye.

V. Se expresarán las razones en que se funde la sentencia para hacer o dejar de hacer la condena en costas.

VI. Cuando hubiere condena en frutos, intereses, daños y perjuicios, se fijará su importe en cantidad líquida, si esto fuere posible, o se establecerán las bases para su liquidación.

Resoluciones de tribunales colegiados.

Artículo 473. En los tribunales colegiados las resoluciones se tomarán por mayoría de votos.  El magistrado que no estuviere conforme podrá emitir su voto particular por escrito, expresando sucintamente sus fundamentos, pero tendrá obligación de firmar la sentencia.  En caso de empate, quien presida decidirá con voto de calidad.
Efectos y alcances de la sentencia.

Artículo 474.En los puntos resolutivos se determinarán con precisión los efectos  y alcance del fallo.  Si hubiere terceristas coadyuvantes o excluyentes, terceros llamados a juicio, litisconsortes o pluralidad de partes, la sentencia determinará los efectos para cada uno de ellos, tanto en lo principal como en la condena de costas.

En las sentencias declarativas o constitutivas, se determinará la fecha a la que se retrotrae el fallo, si debe tener este efecto.

Publicación de las sentencias.

Artículo 475. En los casos en que la publicidad de la decisión de fondo pueda contribuir en la reparación del daño, el juzgador, a solicitud de parte, podrá ordenarla a cargo y a costa del vencido, mediante la inserción por una sola vez de un extracto de la misma en el diario de la localidad de mayor circulación, independientemente de que se haga lo propio en algún otro medio de comunicación, si a través de él se manejó información sobre el asunto resuelto que le haya causado descrédito.  Si el obligado no cumpliere con hacer la publicación, podrá hacerla la contraparte, teniendo derecho de exigirle el reembolso de su costo.
Resoluciones sobre medidas cautelares al dictar la definitiva.

Artículo 476. Las resoluciones que se dicten para adoptar medidas preventivas y cautelares y las demás que por disposición de la ley o del juzgador tengan el carácter de provisionales, quedarán sujetas a lo que se decida en la definitiva y deberá expresarlo así en sus puntos resolutivos.
Aclaración de sentencia.

Artículo 477. Cuando la sentencia contenga omisiones sobre puntos discutidos, errores materiales o de cálculo, ambigüedades  o contradicciones evidentes, cualquiera de las partes podrá pedir que se resuelvan o aclaren estos puntos.
La petición se formulará por escrito, en el que con toda precisión se expresará la falta que se reclame, pudiendo sugerirse la forma para subsanarla.  La aclaración podrá pedirse sólo una vez y dentro de los tres días siguientes a la notificación de la sentencia.

El juzgador resolverá de plano dentro del tercer día lo que estime procedente, pero sin variar el sentido de la sentencia.  La petición de aclaración suspende el plazo señalado para la interposición de la apelación, que comenzara a correr una vez que haya sido notificada la resolución del juzgador sobre la aclaración.

El juzgador también podrá aclarar de oficio su sentencia, dentro de los tres días siguientes a su notificación.

CAPÍTULO TERCERO

Cosa juzgada

Valor de la cosa juzgada.

Artículo 478.La cosa juzgada es la verdad legal, y contra ella no se admite recurso ni prueba de ninguna clase, salvo los casos expresamente determinados por la ley.

Existe cosa juzgada  cuando la sentencia no está sujeta a impugnación por haber causado ejecutoria.

Declaración judicial de ejecutoriedad.

Artículo 479.Solo las sentencias de primera instancia que sean susceptibles de ser recurridas en apelación, requerirán declaración judicial de que han causado ejecutoria.

Procede la declaración en los siguientes casos:

I. Cuando las sentencias hayan sido consentidas expresamente por las partes

II. Cuando, notificadas en forma, no sean recurridas dentro del plazo señalado por la ley.

III. Cuando se haya interpuesto recurso pero no se haya continuado en la forma y plazos legales, o cuando quien lo interpuso, haya desistido del recurso.

La declaración la hará el juzgador de oficio o a petición de parte en el caso de la fracción I; en el supuesto de la fracción II, se hará a petición de parte y en los casos de la fracción III, la declaración la hará el Tribunal al resolver sobre la deserción o desistimiento del recurso. 

En caso de disolución del vínculo matrimonial, la resolución que lo decrete tendrá el carácter de ejecutoria por ministerio de ley, así como lo acordado por las partes y sancionado por el juzgador respecto del convenio de divorcio a que se refiere 242 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Las demás resoluciones que se tomen durante el juicio de divorcio seguirán las reglas de las fracciones I a III que anteceden.

El auto que declare que la sentencia ha causado o no ejecutoria, es recurrible en queja.

En los demás casos, las sentencias adquirirán  autoridad de cosa juzgada por ministerio de ley, sin necesidad de declaración expresa que lo indique, una vez que no estén sujetas a impugnación.

Firmeza del fallo.

Artículo 480. El fallo contenido en la sentencia con autoridad de cosa juzgada, excluye totalmente cualquier otro examen del negocio y cualquier resolución nueva sobre la misma relación jurídica, sea por el mismo tribunal que lo dictó o por otro diferente.
Límites objetivos de la cosa juzgada.

Artículo 481.La cosa juzgada estará limitada al mismo negocio o relación jurídica que fue objeto de la sentencia.  Solo el fallo, y no los razonamientos o fundamentos del mismo, constituyen la cosa juzgada, a menos que remita a ellos en forma expresa o constituyan un antecedente lógico inseparable del mismo.
Límites subjetivos de la cosa juzgada.

Artículo 482.La cosa juzgada solo surte efectos en contra de las siguientes personas:
I. Contra las partes principales, contra los que contendieron y contra los terceros llamados legalmente al juicio.

II Contra terceros aunque no hubieran litigado ni sean causahabientes, en las cuestiones relativas al estado civil de las personas y a la validez o nulidad de las disposiciones testamentarias, a menos de que el tercero demuestre que hubo colusión para perjudicarlo. 

Resoluciones que podrán modificarse.

Artículo 483. Las resoluciones judiciales firmes sobre prestaciones futuras y las dictadas en negocios de alimentos, ejercicio y suspensión  de la patria potestad, declaración de asistencia o representación para que una persona mayor de edad pueda ejercer su capacidad jurídica, jurisdicción no contenciosa y las demás que prevengan las leyes, sólo tendrán autoridad de cosa juzgada mientras no se alteren o cambien las circunstancias que afecten el ejercicio de la pretensión que por vía de acción se dedujo en el juicio correspondiente.  La sentencia podrá alterarse o modificarse mediante procedimiento posterior, cuando cambien estas circunstancias.
Efectos de las sentencias de los tribunales  nacionales y de las sentencias extranjeras.

Artículo 484.Las sentencias de los tribunales nacionales tendrán efecto en el Estado, sin más limitaciones que las establecidas en la fracción III del artículo 121 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las sentencias extranjeras no tendrán autoridad de cosa juzgada en el Estado, sino cuando hayan sido homologadas en los términos del Código Federal  de Procedimientos Civiles y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los tratados y convenciones de los que México sea parte.

CAPÍTULO CUARTO

De los incidentes en general

Tramitación incidental.

Artículo 485.Toda cuestión accesoria que tenga relación inmediata con el proceso principal, y que no tenga señalado en la ley un procedimiento propio, deberá tramitarse por cuerda separada, en la forma prevista en las disposiciones de este capítulo.

La autoridad judicial repelerá de oficio los incidentes ajenos al negocio principal, sin perjuicio del derecho de la parte que lo haya promovido para deducir la pretensión en la forma correspondiente. 

Demanda incidental.

Artículo 486.La demanda incidental deberá formularse de acuerdo con las disposiciones establecidas para la demanda principal, en cuanto fueren aplicables.
En el mismo escrito las partes ofrecerán pruebas, expresando los puntos sobre los que deban versar y que no sean extraños a la cuestión incidental planteada.  Todos los documentos que se han de aducir como demostrativos, se presentarán con este escrito.

Substanciación del incidente.

Artículo 487.Admitida la demanda incidental y formada la pieza de autos por separado, se correrá traslado  a la parte contraria por el plazo de tres días para que la conteste.

En el escrito de contestación se ofrecerán también los medios de prueba que habrán de utilizarse.

Audiencia de pruebas.

Artículo 488. Contestada la demanda o transcurrido el término en el que debió producirse, el juzgador de oficio, citará a una audiencia con carácter de indiferible, que se verificará  dentro de los quince días siguientes, en la que se recibirán las pruebas ofrecidas y se formularán alegatos verbales, sin perjuicio de que también se puedan hacer constar  por escrito.

En el incidente son admisibles toda clase de pruebas, excepto las que fueren contra la moral o contra el derecho.

Las partes no podrán servirse de otros medios de prueba que los indicados en los escritos de demanda y contestación del incidente.

Si ninguna de las partes hubiera propuesto prueba, se considerará el incidente como de puro derecho, y se decidirá sólo con base en lo que el juzgador considere pertinente.

Para la recepción de las pruebas serán aplicables, en lo conducente, las disposiciones del Título Tercero, del Libro Segundo, de este ordenamiento.

Resolución del incidente.

Artículo 489. El juzgador, sin necesidad de citación, resolverá el incidente dictando la sentencia interlocutoria que en derecho proceda, dentro de los diez días siguientes   de la fecha de la audiencia.

Suspensión de la prosecución del juicio por la  promoción del incidente.

Artículo 490. Sólo cuando la ley lo establezca en forma expresa, se suspenderá la prosecución del juicio por la promoción del incidente.

Los demás incidentes deberán quedar definitivamente resueltos antes de la citación para sentencia.  Si así no hubiere ocurrido, en esa oportunidad se suspenderá el juicio si fuere necesario. Los incidentes posteriores a la citación para sentencia no suspenderán el dictado de ésta y se resolverán en la definitiva.

Condena en costas en los incidentes.

Artículo 491.Aunque no se solicite, la sentencia que decida un incidente condenará en costas al que lo promovió sin razón.
Apelación.

Artículo 492. Si en los incidentes a que se refiere este capítulo se interpusiere apelación en contra de la sentencia interlocutoria, y ésta fuera desechada o desestimada, se estará a lo dispuesto en el artículo 198.
Las cuestiones que surjan en el curso de los incidentes no darán motivo  a un incidente especial, sino que se decidirán en la sentencia interlocutoria que resuelva el incidente principal.

Incidentes nominados. Tramitación.
Artículo 493. Los incidentes nominados se tramitarán con arreglo a las disposiciones de este código.

En caso de omisión o insuficiencia de las mismas, se aplicará el régimen de los incidentes innominados.

Incidentes penales dentro de los procedimientos  familiares

Artículo 494. En los incidentes penales que surjan dentro de los procedimientos familiares, sólo se suspenderán éstos, si lo solicita el Ministerio Público y se satisfacen los requisitos relativos.  El auto que dicte el juzgador será apelable en ambos efectos.

Si se denuncia la falsificación de documentos, se observará lo dispuesto en el artículo 412.
Cuando la denuncia se refiera al delito de fraude por simulación de un juicio, declarado éste por sentencia firma y recibido el testimonio, se dictarán las medidas necesarias para restituir las cosas al estado que guardaban antes de iniciarse.

Artículo 495.   Los únicos incidentes que se tramitarán en el juicio oral, serán el de nulidad de actuaciones por defecto o falta de emplazamiento y el de impugnación de falsedad de documentos, que se interpondrán por escrito.

El incidente de nulidad por defecto o falta de emplazamiento será de previo y especial pronunciamiento y suspenderá el procedimiento. En la demanda incidental y su contestación se ofrecerán las pruebas, mismas que de admitirse se desahogaran en audiencia especial si su naturaleza lo exige. En el mismo acuerdo que recaiga a la contestación de la demanda incidental o en el que declare la preclusión del término para hacerlo, se señalará la fecha para la audiencia especial y en su caso, para el desahogo de las mismas. De no requerirse audiencia para la recepción de pruebas, se citará para sentencia interlocutoria dentro de los tres días posteriores. Si se reciben las pruebas en audiencia especial el Juez, después de escuchar los alegatos, dictará la sentencia interlocutoria en el mismo acto o, en su defecto, citará a las partes dentro del mismo término para la emisión de la resolución respectiva. En todo caso, el Juez explicará brevemente la sentencia y sus resolutivos en la misma audiencia especial o su continuación. El incidente de impugnación de falsedad de documentos deberá promoverse conjuntamente en la contestación de demanda o la reconvención, salvo que se impugnen documentos exhibidos en dichos ocursos o con posterioridad. Las pruebas se ofrecerán en la demanda incidental y su contestación, se admitirán en el mismo acuerdo que recaiga a la contestación la demanda o en el que declare la preclusión del término para hacerlo, y se recibirán en la audiencia de juicio, resolviéndose conjuntamente con la sentencia definitiva.
TITULO QUINTO

Medios de impugnación

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones comunes

Recursos.

Artículo 496. Para impugnar las resoluciones judiciales se conceden los siguientes recursos:
I. Reconsideración.

II. Apelación.

III. Queja.

Plazo para impugnar.

Artículo 497.Los términos establecidos por la ley para hacer valer los recursos tendrán, en todo caso, el carácter de perentorios, y corren desde el día siguiente de que surta efectos la notificación de la resolución que se impugne, excepto los casos en que la ley disponga otra cosa.

Carácter irrenunciable de los recursos

Artículo 498. Los recursos no son renunciables; sin embargo, el consentimiento expreso, tácito o presunto de la resolución recurrible, excluye la facultad de hacerlos valer.

Existe consentimiento expreso, cuando se manifiesta verbalmente, en el acto de la notificación, o por escrito.

El consentimiento es tácito, cuando se infiere del hecho de no interponer los recursos en los plazos que se señalan para cada uno de ellos.

El consentimiento es presunto, cuando se deduce de hechos o actos que lo presuponen o que autorizan a presumirlo.

Legitimación activa para impugnar.

Artículo 499.Sólo quienes hayan sido partes en el juicio, comprendidos los terceros que hayan intervenido voluntaria o coactivamente y las personas a quienes la ley conceda esta facultad; pueden hacer valer los recursos, debiendo en todo caso observar las reglas conducentes.
En lugar de las partes podrán proponer la impugnación, quienes les hayan sucedido legítimamente en la relación procesal, al tenor del artículo 101 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Legitimación pasiva en caso de impugnación.

Artículo 500. Los recursos se proponen frente a todos aquellos que hayan participado precedentemente en el juicio, ya sea en calidad de parte principal, ya sea como  terceros  que hayan intervenido en él.
Acumulación de recursos.

Artículo 501.Todos los recursos de la misma naturaleza hechos valer por separado en contra de una misma resolución judicial, deberán acumularse a petición de parte o de oficio, y decidirse en una sola sentencia.

Impugnaciones simultáneas.

Artículo 502.Si se hicieren valer varios recursos simultáneamente, sólo se admitirá el que proceda, y se impondrá multa en los términos previstos en el artículo 85 de este ordenamiento, al que lo hiciere.
Preclusión por empleo anterior de recursos.

Artículo  503. Cuando un recurso sea declarado inadmisible o improcedente, no puede interponerse nuevamente, aun cuando no haya vencido el plazo establecido por la ley para hacerlo valer.
Desistimiento del recurso.

Artículo 504.Hasta antes de dictarse la resolución sobre el recurso, el que lo interpuso o su representante con poder bastante, podrán desistirse.  El que desista será condenado al pago de las costas y de los daños causados por la suspensión del procedimiento, si lo hubiere, salvo convenio en contrario.
Abandono del recurso.

Artículo 505. Los recursos se tendrán por abandonados cuando no se continuaren en forma legal o no se interpongan por las partes con los requisitos que establece la ley.
El abandono de un recurso no trae condena en costas, pero sujeta al que lo hizo valer a indemnizar a la contraparte por el perjuicio que le cause la suspensión, si se hubiere admitido con ese efecto.

Efectos de la resolución que resuelve la impugnación.

Artículo 506. La revocación o la modificación de una resolución, por efecto de la decisión de un recurso, favorece a aquellos que lo han interpuesto.
Favorece también a aquellos:

I. Que tengan un interés que dependa necesariamente del de la persona que obtuvo la revocación o la modificación.

II. Que en una controversia sobre bienes indivisibles hayan sido actores o demandados, juntamente con la persona que obtuvo la revocación o la modificación.

III. Que en la resolución revocada o modificada hayan sido condenados como deudores solidariamente con la persona que obtuvo la revocación o la modificación.

Sin embargo, aquellos que no hayan interpuesto el recurso, no pueden valerse en los casos indicados en las fracciones II y III, de la sentencia que lo haya acogido, cuando ésta haya sido pronunciada por motivos exclusivamente propios de la persona que lo promovió.

Supletoriedad normativa.

Artículo 507. Los procesos impugnativos están regulados por las normas de este título, por las demás contenidas en este ordenamiento y las normas del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza de aplicación supletoria, en cuanto no sean incompatibles.

CAPÍTULO SEGUNDO

Reconsideración

Procedencia del recurso de reconsideración.

Artículo 508. Las sentencias no pueden ser reconsideradas por el juzgador que las dicte.

Los autos que no fueren apelables y los decretos, pueden ser reconsiderados por el Juez de Primera Instancia que los dicte, o por el que lo sustituya en el conocimiento del negocio, salvo que la ley disponga expresamente que no sean recurribles.

Los autos y decretos  que se dicten en el trámite de segunda instancia, aún aquellos que dictados en primera instancia serían apelables, pueden ser reconsiderados por el Magistrado del Tribunal Unitario o por el Presidente del Pleno o de la Sala del Tribunal Superior de Justicia, según corresponda.

Substanciación del recurso de reconsideración.

Artículo 509. Son aplicables las siguientes reglas para la tramitación del recurso de reconsideración.

I. El recurso  deberá interponerse con expresión de los hechos y fundamentos legales que lo sustenten, por escrito presentado dentro de los tres días siguientes de la notificación de la resolución respectiva, o verbalmente en la audiencia o diligencia en que está se pronuncie.

II. Si el recurso fuere presentado extemporáneamente o no contiene expresión de agravios, se declarará desierto y firme la resolución recurrida.

III. La reconsideración no suspende el curso del juicio, ni se concederá período de prueba para sustanciarla y sólo se tomarán en cuenta los documentos que se señalen al interponerla.

IV. La reconsideración interpuesta en audiencia o diligencia se decidirá allí mismo, una vez oída la parte contraria si estuviere presente.  Para este fin cada parte podrá hacer uso de la palabra hasta por diez minutos.

V. Si el recurso se formuló por escrito, una vez admitido, éste se mantendrá en la secretaría por tres días en traslado a la parte contraria; surtido el traslado se resolverá lo conducente y se mandará agregar al principal.

Carácter irrecurrible de la resolución que resuelve la reconsideración.

Artículo 510.La resolución que resuelva la reconsideración no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga puntos no decididos en la anterior; caso en el cual podrán interponerse los recursos pertinentes, respecto de los puntos nuevos.
CAPÍTULO TERCERO

Apelación

Apertura de la segunda instancia.

Artículo 511. La segunda instancia no podrá abrirse sin que se interponga el recurso de apelación, excepto el caso previsto por el artículo 531 en el que de acuerdo con la ley, procede la revisión forzosa de una sentencia.
Facultades del tribunal de apelación.

Artículo 512. Al resolver el recurso de apelación el tribunal de alzada podrá revocar o modificar el auto o la sentencia recurridos, si estima fundados los agravios del apelante; o bien, confirmar la resolución apelada, si considera infundados dichos agravios.
Resoluciones apelables.

Artículo 513. Sólo podrán ser objeto de apelación las siguientes resoluciones de primera instancia:

I. Las sentencias definitivas e interlocutorias en toda clase de juicios, excepto cuando la ley declare señaladamente que no son apelables.

II. Los autos, cuando expresamente lo disponga este código.

III. Las resoluciones que dicten los jueces para resolver las reclamaciones que se hagan valer contra las medidas cautelares, conforme a lo dispuesto en este código.

No serán apelables las sentencias y demás resoluciones que se dicten en los juicios de la competencia de los Juzgados de Conciliación.

Legitimación para interponer el recurso de apelación.

Artículo 514. El recurso de apelación se concede:

I. Al litigante contra quien se dicte la resolución, si creyera haber recibido algún agravio.

II. A los terceros que hayan salido a juicio y a los demás intervinientes a quienes perjudique la resolución judicial.

No puede apelar el que obtuvo todo lo que pidió, a menos de que se trate de apelación adhesiva.  El vencedor que no obtuvo la restitución de frutos, la indemnización de daños y perjuicios o el pago de costas, puede apelar en lo que a estos puntos de la resolución se refiere.

Plazo para la interposición del recurso de apelación.

Artículo 515.El plazo para interponer el recurso de apelación, será:

I. De quince días, si se trata de sentencia definitiva.

II. De noventa días, a partir de la fecha en que se haga la publicación, si el emplazamiento se hubiera hecho por edictos, o en cualquier otro caso en que la sentencia se notifique en igual forma, salvo que se trate de juicios de pérdida de patria potestad, en estos casos, el término será de quince días. 

III. De ocho días cuando se haga valer contra autos e interlocutorias.

Presentación y requisitos del escrito de interposición del recurso de apelación.

Artículo 516. La apelación debe interponerse por escrito ante el juzgador que pronunció la resolución.
En dicho escrito, el recurrente deberá expresar los agravios que en su concepto le causa la resolución impugnada y exhibirá una copia del mismo, para agregarse al expediente y una más para cada una de las partes.

En el propio escrito, el apelante deberá indicar si desea ofrecer pruebas, conforme a lo dispuesto por el artículo 527 fracción V, precisando los puntos sobre los que deberá versar cada una de las ofrecidas,  los que nunca serán extraños a la cuestión debatida.

Expresión de agravios.

Artículo 517.La expresión de agravios deberá contener una relación clara y precisa de los puntos de la resolución recurrida que en concepto del apelante se los  cause, y las leyes, interpretación jurídica y principios generales de derecho, que estime han sido violados, ya sea por aplicación inexacta o por falta de aplicación.  
De la misma manera podrá ser motivo de agravio el hecho de que en la sentencia se haya dejado de estudiar alguno de los puntos litigiosos  o de las pruebas rendidas, o bien que aquélla no sea congruente con la demanda y la contestación y las demás cuestiones debatidas en el juicio.

Si hubiere habido apelación preventiva, deberán también expresarse los agravios que correspondan a la resolución apelada preventivamente, e igual regla se seguirá, cuando exista otra apelación de resolución diversa que se haya dejado para decidirse junto con la apelación de la sentencia definitiva, en los casos autorizados por la ley.

Cuaderno auxiliar de apelación.

Artículo 518. Interpuesta la apelación, con el escrito relativo el Juez de Primera Instancia formará cuaderno auxiliar por duplicado, y en éste actuará lo que a él le corresponda en el trámite del recurso.
Salvo que la ley disponga otra cosa, no son recurribles las resoluciones dictadas por el juzgador de primer grado, con motivo del trámite de la apelación.

Una vez concluidas las actuaciones el juzgador ordenará se notifique a las partes, haciéndoles saber que pueden presentarse ante el superior para continuar el recurso dentro del término de ocho días, si se trata de juicios radicados en el mismo lugar de residencia del tribunal.  En caso contrario, al término anterior, el juzgador agregará los días necesarios, tomando en cuenta la distancia y las facilidades de comunicación.  Dispondrá así mismo se remita al superior el original del cuaderno auxiliar de apelación con lo demás que fuere necesario para la sustanciación del recurso,  en tanto que el duplicado lo mantendrá en el juzgado, para debida constancia.

Admisión del recurso.

Artículo 519. Presentada en tiempo la apelación, el juzgador mandará agregar el escrito relativo al cuaderno auxiliar a que se refiere el artículo anterior y tendrá por interpuesto el recurso sin substanciación alguna, expresando el efecto  en que lo admite.
En caso de que en el escrito de apelación no se formulen agravios o no se acompañen al mismo las copias a que se refiere el artículo 516, el juzgador tendrá por no interpuesto el recurso.

En el mismo auto, el juzgador ordenará se corra traslado con copia del escrito de expresión de agravios a la contraparte del apelante, para que los conteste dentro del plazo de seis días.

El auto que tenga por no interpuesta la apelación es recurrible en queja.

Contestación a los agravios.

Artículo 520 .En el escrito de contestación de agravios, la contraparte se referirá a los expresados por el apelante, y tendrá, además, derecho de ofrecer pruebas, conforme a lo dispuesto por el artículo 527 fracción V, especificando  los puntos sobre los que deberán versar, que nunca serán extraños a la cuestión debatida, u oponerse a la pretensión del apelante para que se reciba el negocio a prueba.
El juzgador dispondrá que dicho escrito se agregue al cuaderno auxiliar de apelación o, en su caso, hará constar que transcurrió el término concedido sin que se hubiere producido.

La falta de presentación del escrito de contestación a los agravios, no implicará conformidad de la contraparte con éstos.

Apelación adhesiva y preventiva.

Artículo 521. La parte que obtuvo sentencia favorable puede adherirse a la apelación interpuesta por la contraparte, y al igual que esta se tramitará en el cuaderno auxiliar de apelación, de acuerdo a las siguientes reglas:
I. Deberá interponerse al contestar los agravios de la apelación principal;

II. Deberá formularse expresando los razonamientos tendientes a acreditar las deficiencias o la indebida motivación o fundamentación de que adolezca la sentencia, no obstante serle favorable, con el objeto de que sean subsanadas, de estimarse atendibles, al dictarse resolución en la apelación principal;

III. También podrá expresar agravios si hubiere habido apelación preventiva o existiere otra apelación por resolución diversa que se haya dejado para decidirse junto con la apelación de la sentencia definitiva, en los casos autorizados por la ley, y cuya resolución se estime de trascendencia para obtener la confirmación de la resolución apelada;

IV. De los escritos de expresión de agravios formulados por el contrapelante a que aluden las dos fracciones anteriores, se correrá traslado al apelante por el término de seis días, y

V. La adhesión y la apelación preventiva no se considerarán como apelaciones independientes, debiendo seguir la suerte procesal de la apelación principal.

Domicilio para recibir notificaciones en la apelación.

Artículo 522. En el escrito de interposición del recurso, el apelante señalará domicilio para recibir notificaciones en el lugar de la ubicación del tribunal de alzada y lo mismo hará las otras partes en el escrito de contestación de agravios.
En caso de que las partes o alguna de ellas no cumplan con esta prevención, las notificaciones, aun las que conforme a las reglas generales deben hacerse personalmente, le surtirán efectos al omiso, por lista que se fije en los tableros de avisos del tribunal.

Efecto en que procede el recurso de la apelación.

Artículo 523. En el auto que tenga por interpuesto el recurso de apelación, el juzgador deberá expresar el efecto que la admisión tenga en relación con la ejecución de la resolución recurrida.  Este efecto podrá ser:

I. El devolutivo, cuando la interposición no suspenda la ejecución de la resolución apelada;

II. El suspensivo, cuando la resolución apelada no puede ejecutarse, mientras el recurso no se decida o la resolución apelada quede firme, y

III. El preventivo, que solo significa que interpuesta la apelación, se mandará tenerla presente cuando apelada la sentencia definitiva, se reitere ante el superior lo pedido en su oportunidad.

Si el apelante estima que el efecto acordado por el juzgador a la apelación interpuesta, no es correcto, puede ocurrir ante el superior, reclamando la calificación del grado.

Apelación admitida en el efecto devolutivo.

Artículo 524.La admisión de apelaciones en el efecto devolutivo, se sujetará a las siguientes reglas:

I. Todas las apelaciones se admitirán en el efecto devolutivo, a menos que por mandato expreso de la ley deban admitirse en el suspensivo o preventivo.

II. La apelación en el efecto devolutivo no suspende la ejecución de la resolución apelada ni la secuela del juicio en que se dicte.

III. No obstante lo dispuesto en la fracción anterior, para ejecutar las sentencias definitivas, deberá otorgarse previamente caución para responder de los daños y perjuicios que puedan ocasionarse a la contraparte con motivo de la ejecución provisional.  Podrá llevarse adelante la ejecución provisional sin necesidad de caución cuando se trate de sentencias sobre alimentos y en los demás casos en que la ley lo disponga. Si la caución es otorgada por el actor, su monto comprenderá la devolución del bien que deba recibir, sus frutos e intereses y la indemnización de daños y perjuicios  que se causen  al demandado, si el Superior revoca el fallo.  Si se otorgare por el demandado como contragarantía para evitar la ejecución del fallo, su monto cubrirá el pago de lo juzgado y sentenciado o el cumplimiento, si la sentencia condena a hacer o no hacer.

La calificación de la caución será hecha por el juzgador, quien se sujetará a las disposiciones del Código Civil y de este código.  La liquidación de los daños y perjuicios se hará mediante incidente que se tramitará de acuerdo con las reglas de la ejecución forzosa.

IV. Si la apelación admitida en el efecto devolutivo fuere de auto o sentencia interlocutoria, se remitirá al superior copia de la resolución apelada, con razón de su notificación y además, testimonio de lo que se estime conducente, por lo que al interponer el recurso el apelante, deberá señalar con precisión y no genéricamente las constancias que deban integrarlo, el cual podrá ser adicionado con las constancias que el juzgador estime necesarias, a no ser que el propio apelante prefiera esperar a la remisión de los autos originales, cuando estén en estado.

Si la contraparte estima que el testimonio de apelación se integró en forma deficiente, podrá complementarlo con las constancias que estime convenientes, las cuales podrán exhibir hasta antes que venza el plazo que se le conceda para contestar agravios.  

Si el recurrente omite hacer el señalamiento en la forma prescrita, se tendrá por no interpuesto el recurso, y por firme la resolución apelada. 

El juzgador deberá vigilar que el testimonio de apelación junto con el original del cuaderno auxiliar de apelación, sean enviados al superior, dentro del plazo de cinco días.  En caso de incumplimiento de esta disposición, se aplicará al juzgador una multa hasta de cincuenta veces el salario mínimo vigente en la capital del Estado y suspensión en el desempeño de su cargo hasta por quince días en caso de reincidencia.

V. Si se tratare de sentencia, se dejará en el juzgado testimonio de lo necesario para ejecutarla, remitiéndose los autos originales al superior para la substanciación del recurso.

Apelación admitida en el efecto suspensivo.

Artículo 525.La admisión de la apelación en el efecto suspensivo se sujetará a las siguientes reglas:
I. Sólo podrá admitirse la apelación en el efecto suspensivo en los siguientes casos:

a) Cuando la ley de una manera expresa ordene que la apelación se admita con ese efecto.

b) Contra las sentencias que se dicten en los juicios que versen sobre nulidad de matrimonio y demás cuestiones de familia o estado de las personas, salvo disposición en contrario.

c) Contra las sentencias interlocutorias y los autos que paralicen o pongan término al juicio, haciendo imposible su continuación.

d) Contra el auto aprobatorio del remate.

II. En los casos a que se refiere este artículo, se suspenderá la ejecución de la sentencia o auto apelado, hasta que recaiga fallo del superior;  mientras tanto quedará en suspenso la tramitación del juicio en la parte afectada por el recurso.  La suspensión no afecta las medidas puramente conservativas, lo concerniente al depósito, ni a las cuentas y gastos de administración y tampoco a las medidas de aseguramiento provisional de que habla la fracción siguiente.

III. No obstante la admisión de la apelación en el efecto suspensivo, el que obtuvo sentencia favorable de condena podrá pedir que se efectúe  embargo provisional para el aseguramiento de lo sentenciado y de las medidas que puedan garantizar la ejecución.  Estas medidas provisionales sólo se llevarán a cabo si se otorga caución para responder de los perjuicios que llegaren a ocasionarse a la contraparte, pero sin que se requiera prueba para acreditar su necesidad.  Si la resolución contiene una parte que se refiera a alimentos, en esa parte se ejecutará sin necesidad de caución.  La aprobación del remate o la adjudicación a favor de tercera persona no podrá llevarse adelante, pero si podrán tener verificativo las diligencias previas como  incidente de liquidación de sentencia, avalúo  y otras similares, incluso la diligencia misma de remate.  En caso de que a petición de alguna parte se lleven a cabo estas medidas de aseguramiento, y posteriormente se revoque la sentencia, la parte que las pidió indemnizará a la otra de los daños y perjuicios que le hubiere ocasionado con el embargo o medidas provisionales, haciéndose en su caso efectiva la caución.

IV. Admita la apelación en el efecto suspensivo, dentro de los cinco días siguientes, y previo emplazamiento a las partes para que acudan a continuar el recurso, se remitirán los expedientes originales al Tribunal Superior, para la substanciación.  El juzgador deberá vigilar que el expediente original y el cuaderno auxiliar de apelación sean enviados al superior dentro del plazo señalado; en caso de incumplimiento se hará acreedor  a las sanciones señaladas en el artículo 524 fracción IV de este código.  A petición de parte interesada podrá dejarse copia de la sentencia definitiva para llevar a cabo las medidas provisionales de aseguramiento de que habla la fracción anterior e igualmente  podrá dejarse copia de otras constancias que tengan relación con lo concerniente al depósito, a las cuentas y gastos de administración, o se dejarán los incidentes relativos, si se han llevado por cuerda separada.

V. Si se dictare resolución firme revocatoria de la sentencia apelada, quedarán sin efecto las medidas provisionales de aseguramiento en lo afectado por la revocación.

Apelación admitida en el efecto preventivo.

Artículo 526.La apelación en el efecto preventivo se sujetará a las siguientes reglas:
I. Procede respecto a las resoluciones que desechen pruebas o cuando la ley lo disponga.

II. Se decidirá cuándo se tramite la apelación que se interponga en contra de la sentencia definitiva dictada en el mismo juicio, por quien deba resolver ésta, y siempre que la parte que la hizo valer la reitere en el escrito de expresión o contestación  de agravios.

III. El superior, al conocer de la apelación en contra de la sentencia definitiva, dentro de los cinco días siguientes al auto admisorio del recurso,  de oficio o a petición de parte, dictará resolución interlocutoria, resolviendo sobre la admisión o no admisión de las pruebas desechadas, y si se declarare que deben admitirse, las mandará recibir en segunda instancia para el efecto de que se tomen en cuenta al resolver la apelación en contra de la sentencia definitiva.

IV. Las mismas reglas se observarán en lo conducente, respecto de la apelación de autos o interlocutorias en las que el apelante haya preferido esperar hasta la substanciación de la apelación en contra de la sentencia definitiva. 

Substanciación del recurso de apelación.

Artículo 527. Para sustanciar la apelación en segunda instancia, tendrán aplicación las siguientes prevenciones:
I. Llegados los autos originales o el testimonio, en su caso, así como el cuaderno auxiliar de apelación, y transcurrido el término concedido a las partes para presentarse a la sustanciación del recurso, el Magistrado del Tribunal Unitario, el  Presidente de la Sala Civil y Familiar o del Pleno, según corresponda, sin necesidad de vista o informe, dentro de los tres días siguientes al vencimiento de dicho término o a la llegada de los autos o expedientes, cuando aquél se hubiera vencido antes de ésta, dictará resolución en la que, a petición de parte o de oficio, decidirá sobre la admisión del recurso y la calificación del grado hecha por el  juez de primera instancia.  Si declara inadmisible la apelación, mandará devolver el expediente o el testimonio al juzgador de primera instancia y si revoca la calificación del grado, procederá en consecuencia.

II. El tribunal de apelación puede desechar el recurso interpuesto en los siguientes casos:

a) Cuando la resolución recurrida no sea apelable.

b) Cuando el recurso no haya sido interpuesto en tiempo.

c) Si el apelante no expresó agravios.

III. De igual forma el tribunal podrá desechar la adhesión a la apelación:

a) Cuando no se admita la apelación principal.

b) Si la adhesión no se hizo al contestar los agravios.

c) Si el adherente no expresó agravios.

IV. Dentro de los cinco días siguientes al en que se dictó resolución admitiendo la apelación, el tribunal resolverá las apelaciones que se hubieren interpuesto en el efecto preventivo o las que se hubieren reservado para su decisión al apelarse la sentencia definitiva atrayendo en estos casos, para si la competencia, si a él le  toca resolver el fondo.

Si la decisión fuere revocatoria, mandará recibir las pruebas desechadas, o corregir los defectos procesales que hubiere encontrado.

V. Independientemente de las pruebas que deban recibirse por efecto de las apelaciones preventivas resueltas favorablemente, el tribunal podrá acordar la admisión de otras pruebas, si las partes las ofrecieron oportunamente y si se está en los supuestos siguientes:

a)  Cuando  por cualquier causa no imputable  al que las solicitó, no hubieren podido practicarse en la primera instancia todas o parte de las que se hubieren propuesto.

b) Cuando hubiere ocurrido algún hecho que importe contra pretensión que dé lugar a excepción superveniente.

Las pruebas, salvo las que se ordene recibir por efecto de la apelación preventiva, deberán admitirse desde el auto inicial que dio entrada al recurso y se recibirán en la audiencia que al efecto se señale dentro de los quince días siguientes, en la que también podrán producirse alegatos verbales, sin perjuicio de consignarlos luego por escrito.

VI. Sin necesidad de recibir el recurso a prueba podrán pedir los litigantes, desde la notificación del auto que decida sobre su admisión, hasta antes de la citación para sentencia, que la parte contraria rinda confesión judicial por una sola vez con tal de que sea sobre hechos que, relacionados con los puntos controvertidos, no fueron objeto de posiciones en la primera instancia.  También, sin necesidad de que se reciba el negocio a prueba, podrá aceptarse la prueba de documentos, que sean de fecha posterior o de anteriores a la fecha de la citación para sentencia en primera instancia, cuando protesten en este último caso no haber tenido antes conocimiento de su existencia o que no les fue posible adquirirlos  en otra oportunidad por causas que no les sean imputables, todo lo cual será apreciado prudentemente  por el tribunal.

VII. Resueltas en su caso, las apelaciones pendientes a que se refiere la fracción V y recibidas las pruebas que se hubieren promovido, en la última resolución que se dicte, se citará a las partes para oír sentencia.

VIII. Si no hubiere apelaciones pendientes, ni se hubieren promovido pruebas; en el mismo auto en que se admitió el recurso, se citará a las partes para sentencia.

IX. Si se trata de apelación de la que conozca la Sala o el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, en la misma resolución en la que se cita a las partes para sentencia, se turnará el expediente al Magistrado relator que corresponda, a efecto de que formule por escrito, dentro de los treinta días siguientes, el proyecto de resolución redactado en forma de sentencia.  De dicho proyecto se pasará copia a los demás magistrados, quedando los autos a su disposición para su estudio, en la secretaría.

X. Formulado el proyecto de sentencia, en la lista que la Sala o el Pleno publiquen en la tabla de avisos para el efecto, se señalará día  y hora para que tenga lugar su discusión y resolución, en sesión pública, pudiendo aplazarse la resolución por una sola vez.

XI. Los asuntos se fallarán en el orden en que se listen.  Si no   pudieren ser despachados en la audiencia todos los asuntos listados, los restantes figurarán  en la lista siguiente en primer lugar, sin perjuicio de que la Sala o el Pleno, en su caso, acuerden que se altere el orden de la lista, que se retire algún asunto, o que se aplace la vista del mismo, cuando exista causa justificada.  El aplazamiento no podrá exceder de diez días.

XII.  El día señalado para la audiencia en la que se deba dictar sentencia, el secretario dará lectura  a los puntos resolutivos de la resolución de que se trate, y se pondrá a discusión el asunto.  Suficientemente discutido, a juicio de la mayoría, se procederá a la votación y acto continuo se declarará el resultado del fallo.

XIII. El magistrado que no estuviere conforme con el sentido de la resolución, podrá formular su voto particular, expresando los fundamentos del mismo y la resolución que estime debió dictarse.  Si el proyecto del magistrado ponente no fuere aprobado, se designará uno de los de la mayoría para que redacte la sentencia, de acuerdo con los hechos probados y los fundamentos legales que se hayan tomado en consideración, debiendo quedar firmada dentro de los cinco días siguientes.

XIV. Las sentencias que se pronuncien deberán ser firmadas por  todos los magistrados que estuvieron presentes en la discusión del negocio, cualquiera que haya sido el sentido de su voto y autorizada por el secretario de la Sala o del Pleno según corresponda,  a más tardar dentro de los cinco días siguientes.

XV. Los Magistrados de  los Tribunales Unitarios deberán dictar sentencia dentro del término de cinco días si se tratare de autos y de ocho si se tratare de sentencias interlocutorias.

Sentencia de segunda instancia.

Artículo 528.La sentencia de segunda instancia se sujetará a lo siguiente:
I. Se limitará a estudiar y decidir sobre los agravios que haya expresado el apelante, sin que pueda resolver sobre cuestiones que no fueron materia de éstos o que hayan sido consentidas expresamente por las partes.

En los asuntos de orden familiar y del estado y condición de las personas o cuando el afectado sea un niño, niña  o persona mayor de edad que requiere asistencia o representación para ejercer su capacidad jurídica, podrá suplirse la deficiencia de los agravios formulados cuando se advierta de las constancias procesales que ha habido en contra del apelante una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

II.  Fuera de los casos en los que conforme al artículo 527 fracción V, se admitan pruebas en la apelación, el tribunal, al resolver esta, se concretará a apreciar los hechos tal como hubieren sido probados en primera instancia.

III. Si el agravio versa sobre una cuestión de forma que haya sido declarada fundada en primera instancia y la resolución fuere revocatoria, decidiendo que debe entrarse a discutir el fondo del negocio; la sentencia de segunda instancia resolverá con plenitud de jurisdicción, el fondo de la cuestión debatida en su integridad, fallando sobre todos los puntos materia del litigio.

IV. En caso de que la sentencia de primera instancia apelada fuere absolutoria por haberse declarado procedente alguna contrapretensión perentoria, si la resolución fuere revocatoria en este punto, decidirá también el fondo de la cuestión litigiosa en su integridad sobre todos los puntos materia del litigio.

V. Se examinarán los razonamientos hechos valer en la apelación adhesiva y se resolverá lo que proceda.

VI. Si hubiere recursos o incidentes pendientes, salvo los que se refieran a ejecución o rendición de cuentas, y la sentencia decidiere el fondo del asunto, mandará que éstos queden sin materia y ordenará su archivo, una vez que la sentencia de segunda instancia adquiera autoridad de cosa juzgada.

VII. Se resolverá en la sentencia lo que proceda respecto a condenación en costas.

VIII. En todo lo demás serán aplicables a las sentencias de segunda instancia, las reglas establecidas para las de primera.

Apelaciones contra sentencias interlocutorias y autos.

Artículo 529. Las apelaciones contra sentencias interlocutorias y autos en cualquier clase de juicios, se tramitarán en la forma prevista en este capítulo, con excepción de que la substanciación se reducirá al escrito de agravios, la contestación y la citación para sentencia, sin que proceda en ningún caso la apertura del período probatorio.

Nuevas pretensiones y contrapretensiones en segunda instancia.

Artículo 530. Cuando se tramiten apelaciones contra sentencias, sólo podrán admitirse al actor nuevas pretensiones cuando se reclamen intereses  o prestaciones futuras devengadas con posterioridad a la fecha en que se dictó la de primera instancia; o daños y perjuicios supervenientes;  o la sustitución de la prestación reclamada porque el bien objeto del litigio haya sido destruido, u otra causa similar que imposibilite el cumplimiento de la prestación original.  Al demandado sólo se le admitirán  contrapretensiones supervenientes.  Estas pretensiones y contrapretensiones, se tramitarán incidentalmente por cuerda separada y se decidirán en la sentencia definitiva.
Revisión de oficio de las sentencias de primera instancia.

Artículo 531.La revisión de las sentencias recaídas en los juicios sobre nulidad de matrimonio que tengan por causa el parentesco, el matrimonio subsistente, o el atentado contra la vida de alguno de los consortes para contraer matrimonio con el que quede libre, abre de oficio la segunda instancia con intervención del Ministerio Público.  Aunque las partes no expresaren agravios ni promuevan pruebas, el tribunal examinará la legalidad de la sentencia de primera instancia, quedando en suspenso sus efectos hasta que se dicte resolución. En igual forma se procederá cuando por disposición expresa de la ley tenga lugar la revisión de oficio. 
Ejecutoriedad de las sentencias definitivas de segunda instancia.

Artículo 532.Las sentencias definitivas de segunda instancia causan ejecutoria por ministerio de ley.
CAPÍTULO CUARTO

Queja

Procedencia de la queja contra actos del juzgador.

Artículo 533.El recurso de queja contra actos del juzgador es procedente:
I. Contra la resolución en que niegue la admisión de una demanda o desconozca de oficio la personalidad del actor antes del emplazamiento.

II. Contra la resolución en que declare o niegue que una sentencia ha adquirido autoridad de cosa juzgada.

III. Contra la resolución en que deseche el recurso de apelación o lo tenga por no interpuesto.

IV. Por exceso o por defecto en la ejecución de las sentencias dictadas en segunda instancia.

V. Respecto a las interlocutorias dictadas en la ejecución de sentencia.

VI. Contra la resolución que desestime la oposición del tercero opositor a la ejecución de una sentencia o resolución proveniente de un tribunal de otra entidad federativa, en los términos previstos en el artículo 569.

VII. En los demás casos fijados por la ley.

La queja prevista en la fracción I procede aun cuando se trate de juicios en que por su cuantía no se admite el recurso de apelación.

Es de la competencia de la Sala Civil y Familiar o del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, según corresponda, el conocimiento del recurso de queja interpuesto en los casos a que se refieren las fracciones II, III y IV, siempre que el conocimiento de la apelación en relación con la que la queja se hace valer,  sea de su competencia.  En los demás casos, el conocimiento corresponderá a un Tribunal Unitario de Distrito.

TITULO SEXTO

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones comunes

Reglas generales en la ejecución de sentencias y convenios.

Artículo 534.Procede la vía de apremio, siempre que se trate de la ejecución de una sentencia o de un convenio celebrado en juicio.

En dicha ejecución se observarán las siguientes reglas generales:

I. Se llevará  a efecto en forma adecuada para que tengan pronto y debido cumplimiento.

II. Se procurará no ocasionar al ejecutado molestias o gravámenes innecesarios y que no se traspasen los limites de la resolución que se ejecuta.

III. La ejecución únicamente afectará al deudor y a su patrimonio, y no a terceras personas, cuyos bienes y derechos deberán ser respetados al efectuarla.

IV. Se procurará no originar trastornos a la economía llevando a cabo la ejecución en forma tal que permita conservar abiertas las fuentes de producción y de trabajo

Instancia de la parte legítima para que tenga lugar la ejecución forzosa.

Artículo 535. Salvo los casos en que la ley disponga otra cosa, para que tenga lugar la ejecución forzosa se requerirá instancia de parte legítima, y solo podrá llevarse a cabo una vez que haya transcurrido el plazo fijado en la resolución respectiva o en la ley, para el cumplimiento voluntario por parte del obligado
Plazo para el cumplimiento voluntario de la sentencia.

Artículo 536.El plazo para el cumplimiento voluntario será el que fije la sentencia, resolución o convenio que trate de ejecutarse; en su defecto, el plazo para el cumplimiento voluntario será de cinco días.  Los plazos se contarán a partir de la fecha en que la resolución sea susceptible de ejecución conforme a las reglas contenidas en los artículos siguientes.  
En los casos de sentencias que condenen a una prestación futura, el plazo para el cumplimiento voluntario comenzará a contarse desde que la prestación se haya hecho exigible.  

Si hubiere plazo de gracia, el plazo para el cumplimiento voluntario se contará a partir de la fecha en que expire este plazo,  a menos que se dé por vencido anticipadamente cuando la ley lo disponga.

Cumplimiento voluntario del obligado que tiene derecho a una contrapretensión del acreedor.

Artículo 537. En todos los casos en que a la obligación del deudor corresponda un derecho suyo a una contraprestación, no se podrá proceder a la ejecución, si el deudor ofrece satisfacer, con medios considerados idóneos por el juzgador, su obligación contra el simultáneo cumplimiento de la contraprestación y el acreedor, sin justo motivo rechaza la oferta.

En este caso, el obligado, debe hacer el depósito del bien que es objeto de su obligación, en tanto el juzgador resuelve lo conducente.

Procedencia de la ejecución forzosa.

Artículo 538.  La ejecución forzosa tendrá lugar cuando se trate:

I. De sentencias definitivas, que tengan autoridad de cosa juzgada.

II. De sentencias definitivas sin autoridad de cosa juzgada, pero respecto de las cuales proceda, conforme a este código, la ejecución provisional.

III. De transacciones y convenios celebrados en juicio o en escritura pública,  aprobados judicialmente.

IV. De autos firmes y sentencias interlocutorias.

V. De resoluciones que ordenen, con el carácter de provisional, medidas precautorias.

VI. De sentencias extranjeras cuya validez haya sido declarada por resolución firme, conforme a este código.

Artículo 539. Órganos competentes para llevar a cabo la ejecución forzosa.

Serán órganos competentes para llevar adelante la ejecución forzosa de las resoluciones judiciales, los siguientes:

I. El juzgador que haya conocido del negocio en primera instancia, respecto de la ejecución de sentencias definitivas que hayan causado ejecutoria, o las que lleven ejecución provisional.

II. El juzgador que conozca del negocio principal, respecto a la ejecución de los autos firmes y sentencias interlocutorias.

III. El juzgador que haya conocido del proceso en el que se hayan celebrado los convenios aprobados judicialmente, respecto de la ejecución de éstos.

IV. Cuando los convenios se celebraren en segunda instancia, serán ejecutados por el juzgador que conoció en la primera, a cuyo efecto el tribunal le devolverá los autos, acompañándole testimonio en el que el convenio se haga constar.

V La ejecución de las decisiones administrativas que sean ejecutivas, se efectuará por el juzgador del lugar donde se emitieron, según corresponda.

VI. La ejecución de la sentencia extranjera, corresponderá al juzgador que declaró su validez.

Plazo para pedir la ejecución.

Artículo 540.La pretensión para pedir la ejecución de una sentencia, transacción, o convenio durará cinco años contados desde el día en que se venció el plazo legal, o el judicial para el cumplimiento voluntario de lo juzgado y sentenciado.  En caso de que la condena sea al pago de prestaciones periódicas el plazo correrá desde que pueda exigirse la última prestación vencida.
Oposición del ejecutado a la ejecución.

Artículo 541. Cuando el deudor ejecutado pretenda oponerse a la ejecución de una sentencia o convenio, se observarán las siguientes reglas:

I. Únicamente se le admitirá la defensa de pago, si la ejecución se pide dentro de ciento ochenta días.

II. Si ya transcurrieron ciento ochenta días, pero no más de un año, además de la defensa de pago, se le admitirán las de transacción, compensación y compromiso en árbitros.

III. Transcurrido más de un año, le serán admisibles también, las defensas de novación, espera, quita, pacto de no pedir y cualquier otro arreglo que modifique la obligación y, además, la de falsedad del instrumento, si la ejecución no se pide en virtud de ejecutoria o convenio que obre en autos.

IV. Las defensas antes mencionadas, salvo la de falsedad, deberán ser posteriores a la sentencia de primera instancia , convenio o juicio, y constar por instrumento público o por documento privado judicialmente reconocido o cuyo reconocimiento judicial se pida o por confesión judicial que se provoque al hacer valer la defensa.

V. Los plazos fijados en las fracciones anteriores, se contarán desde la fecha de la notificación de la sentencia de primera instancia o del convenio, salvo lo dispuesto en la fracción siguiente.

VI.  Si en la sentencia o en el convenio se fija el plazo para su cumplimiento, los plazos antes indicados se contarán desde el día que venza aquel, o desde que pudo exigirse la última prestación vencida, si se tratare de prestaciones periódicas.

VII. La oposición se hará dentro de los tres días siguientes a la ejecución, acompañándose el instrumento en que se funde el promovente o pidiéndose la confesión o el reconocimiento judicial y se tramitará en forma de incidente, sin suspensión del procedimiento.

VIII. Contra la resolución que se dicte, se admitirá el recurso de queja.

Muerte del deudor ejecutado.

Artículo 542.Si el deudor ejecutado fallece después de iniciado el procedimiento de ejecución forzosa, ésta se continuará de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 237.
Ejecución sobre bienes de la sociedad conyugal.

Artículo 543.Si el embargo o ejecución afectare bienes de la sociedad conyugal, deberá reducirse a la parte alícuota que corresponda al ejecutado, a menos que la sentencia o resolución condenen a la misma sociedad o a sus miembros, pues en este caso se podrá afectar todo el patrimonio que corresponda a dicha sociedad.
Oposición de terceros a la ejecución.

Artículo 544.La oposición de terceros que aleguen derechos de dominio o de preferencia sobre los bienes embargados, o que resulten afectados por la ejecución, se substanciarán en la forma prevista para las tercerías.
Medios preparatorios de ejecución de sentencia.

Artículo 545.Podrá pedirse, como medio preparatorio para ejecutar una sentencia o resolución judicial, que el deudor presente una manifestación de sus bienes.  El deudor deberá presentarla bajo protesta de decir verdad, y el juzgador podrá hacer cumplir su determinación por los medios de apremio que autorice la ley.

Acumulación de las formas de ejecución forzosa.

Artículo 546.El acreedor podrá solicitar que se substancien en forma acumulativa varias formas de ejecución forzosa previstas en la ley.  El juzgador podrá de oficio o instancia del deudor, limitar la ejecución, mediante auto no recurrible, a la que estime pertinente.
Atribuciones del ejecutante para combatir actos fraudulentos del ejecutado.

Artículo 547. El ejecutante podrá combatir en la vía que corresponda los actos jurídicos celebrados entre el deudor y un tercero, que afecten bienes que fueron materia de la ejecución en los casos de simulación o fraude.
Sanción por inconducta procesal.

Artículo 548. Al ejecutado que litigue sin razón valedera u obstruya el curso normal de la fase de ejecución forzosa con actuaciones manifiestamente improcedentes, o que de cualquier manera demore injustificadamente el trámite, se le impondrá una multa a favor del ejecutante cuyo monto será fijado entre el cinco y el veinticinco por ciento de la deuda, según la incidencia de su inconducta procesal y la demora causada en el procedimiento.
El importe resultante deberá ser cubierto dentro de los cinco días posteriores a aquél en que se decretó, bajo apercibimiento de mandar nueva ejecución por la cantidad líquida resultante en los términos previstos en este código.

Recursos en la fase de ejecución.

Artículo 549.Contra las sentencias interlocutorias que se dicten después de pronunciada la sentencia definitiva, procede el recurso de queja. 

La resolución definitiva en que se apruebe o desapruebe el remate o la adjudicación, será siempre apelable en el efecto suspensivo, si la sentencia definitiva fuera apelable.

Las resoluciones encaminadas directa e inmediatamente a la ejecución material de la sentencia no serán recurribles.

Costas en la ejecución. 

Artículo 550.Las costas que se originen en la ejecución de una sentencia, serán a cargo del deudor ejecutado.

Por costas de ejecución se entienden aquellas que, a juicio del juzgador, el acreedor ejecutante ha tenido que soportar por los actos ejecutivos, a excepción de aquellas que se estimen superfluas.

Resarcimiento al deudor ejecutado del daño sufrido por una ejecución indebida.

Artículo 551.El acreedor ejecutante está obligado a resarcir al deudor ejecutado los daños y perjuicios que éste haya sufrido por la ejecución, cuando resulte de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada la inexistencia total o parcial de la pretensión que dio origen a la ejecución, aún cuando no se llevare definitivamente a cabo.

Pero si concurre la buena fe por parte del acreedor ejecutante, la suma debida por él a título de resarcimiento, según el párrafo anterior, no podrá exceder del importe del crédito por el cual la ejecución se ha llevado a cabo  o se ha iniciado.

Cuando el resarcimiento se deba por más de un acreedor ejecutante, cada uno está obligado en proporción a su crédito, salvo la responsabilidad solidaria frente al perjudicado cuando se disponga por la ley.

Definitividad de la ejecución.

Artículo 552. Cumplida una resolución, el tribunal tendrá facultad para decretar todas las medidas que considere pertinentes para dejar sin efecto todo lo que se haga en contravención a lo ejecutado.
Intervención de notario en la ejecución.

Artículo 553.Cuando el juzgador de la ejecución, dada la especialidad de la ejecución a realizar lo considera necesario, puede confiar, bajo su dirección, en todo o en parte, su realización a un notario.
Extensión de las normas de este libro.

Artículo 554. Lo que en este Título se dispone respecto a ejecución de resoluciones, comprende también los convenios judiciales, convenios ante mediadores y conciliadores debidamente certificados conforme a la Ley en la materia.

CAPÍTULO SEGUNDO

Formas de ejecución

Ejecución directa.

Artículo 555.Procederá la ejecución directa en los casos en que la ley o la resolución que se ejecute la determinen y, además, en los siguientes:

I. Cuando se haga valer la cosa juzgada.

II. Cuando se trate de actos que deban cumplirse por terceros o por autoridades, como inscripciones en el Registro Público o Catastro, cancelaciones o anotaciones en el Registro del Estado Familiar de sentencias declarativas o constitutivas, y resoluciones que ordenen la admisión de pruebas, práctica de peritajes u otras diligencias en las que no tenga que intervenir necesariamente el adversario de la parte que pida la ejecución.

En estos casos, la ejecución directa se llevará a cabo a petición de parte interesada, y tan pronto como la resolución quede en estado de ser ejecutada.

Condena al pago de cantidades liquidas.

Artículo 556. Cuando se pida la ejecución de resoluciones que condenen al pago de cantidades líquidas, se observarán las siguientes reglas:

I. La ejecución se iniciará con embargo de bienes del ejecutado.

II. Cuando se trate de ejecución de sentencias de condena y haya transcurrido el plazo para el cumplimiento voluntario, no se hará el previo requerimiento personal al obligado.

Condena al pago de una cantidad líquida y de una suma indeterminada.

Artículo 557.Cuando la resolución que se ejecuta condene al pago de una cantidad líquida y de una suma indeterminada, podrá procederse a hacer efectiva la primera sin que se requiera esperar a que se liquide la segunda.  Esta última, se cuantificará conforme a lo que dispone el artículo siguiente.
Liquidación de sentencia.

Artículo 558.Si la resolución cuya ejecución se pide no contiene cantidad líquida para llevar adelante la ejecución, deberá previamente liquidarse conforme a las siguientes prevenciones:

I. Si la resolución no contiene cantidad líquida, la parte a cuyo favor se pronunció, al promover la ejecución, presentará su liquidación, de la cual se dará vista por tres días a la parte condenada.  Si ésta no la objetare dentro del plazo fijado, se decretará la ejecución por la cantidad que importe, pero moderada prudentemente por el juzgador, si fuere necesario; más si expresare su inconformidad, se dará vista de las razones que alegue a la parte promovente, por tres días, y de lo que replique, por otros tres días al deudor.  El juzgador fallará dentro de igual plazo lo que estime justo.  Esta resolución será apelable en el efecto devolutivo.

Condena a dividir una cosa común.

Artículo 559.Cuando la sentencia condene a dividir una cosa común y dé las bases para ello, se ejecutará de acuerdo con ella.

Cuando la sentencia no dé las bases, se convocará a los interesados a una junta para que ante la presencia judicial las determinen o, en su defecto, designen un partidor, y si no se pusieren de acuerdo en una u otra cosa, el juzgador establecerá dichas bases y de ser necesario, nombrará un partidor, el cual si fuere menester conocimientos especiales, deberá ser perito en la materia, y le otorgará un plazo prudente para que presente el proyecto.

Presentado el plan de partición, quedará en la secretaría a la vista de los interesados por cinco días comunes para que formulen objeciones.  De éstas se correrá traslado al partidor y demás interesados, y se substanciarán en la misma forma que los incidentes de liquidación de sentencia.  El juzgador, al resolver, mandará hacer las adjudicaciones y extender los títulos respectivos, con una breve relación de los antecedentes del caso.

Condena a la entrega de cosas fungibles.

Artículo 560. Cuando la resolución que deba ejecutarse contenga la obligación de entregar cosas que, sin ser dinero, se cuenten por número, peso o medida, se observarán las siguientes reglas:

I. Si no se designa la calidad de la cosa y existieren de varias clases en poder del deudor, se embargarán las de mediana calidad.

II. Si solamente hubieren de calidades diferentes a la estipulada, se embargarán, si lo pidiere el actor, sin perjuicio de que posteriormente se hagan los abonos o ajustes recíprocos correspondientes.

III. Si no tuviere el ejecutado de ninguna calidad, la ejecución se hará por la cantidad de dinero que señale el actor, debiendo moderarla prudentemente el ejecutor, la cual será independiente de lo que se determine por daños y perjuicios.

Ejecución sobre un bien mueble determinado.

Artículo 561. Cuando la ejecución se lleve a cabo sobre bien mueble cierto y determinado, si hecho el requerimiento de entrega, el ejecutado no la hace, se pondrá la cosa en embargo judicial. Si la cosa pudiere ser habida y se trata de ejecución de sentencia definitiva, se le mandará entregar al actor o al interesado que fije la resolución.  Si el obligado se resistiere, lo hará el actuario, quien podrá hacer uso de la fuerza pública, y aún mandar romper cerraduras.

Cuando en la diligencia de entrega, el ejecutante objetare la identidad o la calidad de los bienes que deba recibir, el actuario los pondrá en depósito judicial en tanto, el juzgador resuelve.  Cuando la objeción prospere y se hubiere dispuesto subsidiariamente el pago de daños y perjuicios, continuará el proceso por estos.  Si la objeción fuere rechazada, se declarará cumplida la obligación y los bienes quedarán a disposición del ejecutante.

En el supuesto de que los bienes no se exhiban en la cantidad ordenada, podrá disponerse su entrega si el ejecutante lo solicita en la diligencia, y seguirá el proceso por los daños y perjuicios compensatorios, correspondientes a la parte insoluta de la obligación, si se hubiere dispuesto su pago.

Si el bien ya no existe, se embargarán los que se estimen suficientes para cubrir su valor, que será fijado por el ejecutante al igual que los daños y perjuicios, pudiendo ser moderada esta cantidad por el juzgador. El ejecutado podrá oponerse a los valores fijados y rendir las pruebas que juzgue conveniente durante la tramitación.

Entrega de un inmueble por vía de ejecución.

Artículo 562.Cuando en virtud de la resolución del juzgador deba entregarse algún inmueble, se procederá inmediatamente a poner en posesión del mismo a la parte que corresponda, practicándose para este fin las diligencias conducentes que solicite el interesado, con base en la ley.  En estos casos podrá ordenarse la desocupación de la finca, aunque esté habitada por el deudor ejecutado o por un tercero que no tuviere contrato para acreditar el uso en los términos que fije el Código Civil. En las mismas diligencias, por disposición del juzgador, se requerirá al ejecutado para que no turbe la posesión del ejecutante y no se introduzca en el inmueble, apercibiéndole de que en caso contrario se le volverá a desalojar y, por conducta delictiva flagrante, se le privará de la libertad y se le pondrá a disposición de la autoridad competente por los delitos de desobediencia y resistencia de particulares, así como por despojo de inmueble.
Si en el inmueble existen bienes muebles del deudor, sobre los cuales no recae la ejecución, o de un tercero en los términos previstos en el párrafo anterior, el actuario invitará al ejecutado o al tercero a que los retire inmediatamente.  En el caso de negativa o de ausencia, proveerá a su traslado previo inventario, al local que la autoridad administrativa destine al efecto, o los pondrá bajo la guarda de un depositario que el ejecutante proponga de entre los que figuran en la lista  de auxiliares en este ramo en el Tribunal Superior de Justicia, a menos que el  propio ejecutante manifieste su interés en mantenerlos bajo su custodia a costa del ejecutado.  Cuando se trate de cosas que por su naturaleza puedan sufrir grave deterioro, el juzgador podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 948 fracción V del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.  

En el acta se indicarán también los gastos que importe el depósito.  El acta se notificará, por medio de copia dentro de los tres días siguientes al deudor ejecutado o al tercero en su caso, con el apercibimiento de que si no retiran dentro del plazo fijado por el juzgador, los bienes depositados pagando los respectivos gastos, serán subastados en la forma prevista por el artículo 974 del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza

Si al final los bienes se hubieren subastado por no haber sido retirados por el ejecutado, o por el tercero, el juzgador proveerá a la distribución del precio de la venta, en primer lugar para pagar los gastos originados con motivo del depósito, después para reembolsar al acreedor ejecutante de las sumas anticipadas y el resto se depositará a disposición del deudor ejecutado o del propio tercero, en su caso.

En caso de que la subasta se declare desierta, el juzgador adjudicará los bienes al acreedor ejecutante por el precio libremente ofrecido por él; sin perjuicio, de la facultad de quien era propietario de los bienes para pedir, en el término de un año, la rescisión de la adjudicación por lesión de más de la mitad del justo precio.  En este caso, los gastos del depósito serán pagados por el adjudicatario hasta la concurrencia del precio de la tasación.

De no poderse entregar los inmuebles señalados en la sentencia, se despachará ejecución por la cantidad que señale el actor, que podrá ser moderada prudentemente por el juzgador, sin perjuicio de que se oponga al monto el deudor.

Si sólo se ha decretado el aseguramiento del inmueble, se aplicarán las reglas de los embargos.

Rendición de cuentas.

Artículo 563. Cuando la sentencia o resolución que se ejecute condene a rendir cuentas, se seguirán las siguientes reglas:

I. El juzgador señalará un plazo prudente al obligado para que las rinda, e indicará a quien deberán rendirse, en caso de que la ley, la resolución judicial  o el convenio de las partes no lo establezca.  Este plazo no podrá ser prorrogado sino una sola vez y por causa grave.

II. La cuenta se rendirá presentando los documentos que quien la rinda tenga en su poder, y el acreedor también presentará los que tenga, relacionados con ella, poniéndolos a la disposición del deudor en la secretaría.

III. Las cuentas deben rendirse precisamente en los términos de la resolución que se ejecuta, debiendo contener la indicación de las sumas recibidas y gastadas y el balance de las entradas y salidas, acompañándose de los documentos justificativos.

IV. Si el deudor presenta sus cuentas en el plazo señalado, quedarán éstas por seis días a la vista de las partes en el tribunal, y dentro del mismo tiempo los interesados presentarán sus objeciones, señalando las partidas no consentidas y los motivos para rechazarlas.

V. La impugnación de algunas partidas no impedirá que se ordene el pago, a solicitud de parte, respecto de aquéllas cantidades que confiese tener en su poder el deudor o quien rinda las cuentas, sin perjuicio de que en el cuaderno respectivo se substancien las oposiciones de las objetadas.

VI. Las objeciones se substanciarán en la vía incidental.

VII. Si el obligado no rindiere cuentas en el plazo que se señaló, podrá el actor pedir que se despache ejecución contra el deudor, por la cantidad que fije y que será moderada prudentemente por el juzgador, si durante el juicio comprobó que el deudor ha tenido ingresos y las bases para determinar la cantidad que éstos importaron.  El obligado podrá impugnar el monto de la ejecución, y esta impugnación se substanciará en forma incidental.

VIII. El tribunal podrá permitir que el acreedor, bajo protesta de decir verdad, manifieste las sumas que se le adeuden, si la parte que está obligada a rendir cuentas no lo hiciere.  El tribunal podrá, además, ordenar que quien rinda cuentas, declare bajo protesta de decir verdad, cuáles son los rubros a cuyo respecto no se puede o no se acostumbra pedir comprobantes, y podrá aceptar éstos cuando sean verosímiles y razonables.

IX. Podrá pedirse la revisión de una cuenta ya aprobada; pero sólo en los casos de error material, omisiones de ingresos, o falsedad, o duplicidad de cargos que se hayan descubierto posteriormente.  La revisión, en estos supuestos, se substanciará  en incidente por separado, en el que se citará al que rindió la cuenta y demás interesados; y se les recibirán las pruebas que ofrezcan.  La resolución que se dicte será apelable en el efecto devolutivo, si lo fuera la definitiva.

Entrega de personas, separación e internación.

Artículo 564. Cuando la resolución ordene la entrega de personas, su separación o su internación, se observará lo siguiente:

I. El juzgador dictará las disposiciones conducentes, para que no quede incumplido el fallo.

II. En los casos en que se haya decretado la separación, el juzgador dispondrá que se entregue al interesado su ropa, muebles y objetos de uso personal y, si fuere necesario, personalmente o por conducto del funcionario que designe, extraerá a dicha persona para llevarla a la casa designada.

En el mismo acto de la diligencia, el juzgador o el funcionario designado requerirá a quien corresponda, que no moleste a la persona beneficiaria de la medida, bajo el apercibimiento de imponerle un medio de apremio, sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme a derecho.

Independientemente de lo anterior, el juzgador podrá dictar las medidas que estime oportunas, a efecto de evitar las molestias contra la persona objeto de la separación.

III. En los casos en que la resolución ponga a niños, niñas  o personas mayores de edad que requieran de asistencia o representación para ejercer su capacidad jurídica al cuidado de alguna persona, el juzgador dictará las medidas más adecuadas para que se cumplan sus determinaciones y colocar al encargado o tutor en situación de cumplir con su encargo.

IV. En los casos en que por virtud de una declaración de necesidad de asistencia o representación de una persona mayor de edad para ejercer su capacidad jurídica, se haga necesario internar a alguna persona para su atención médica por su peligrosidad o abandono, el juzgador tendrá las más amplias facultades para hacer cumplir las determinaciones, en la forma más adecuada, guardando el respeto debido a las personas.

V. Los incidentes que surjan sobre alteración y modificación de las determinaciones del juzgador por haber variado las circunstancias, se tramitará en una audiencia en que se oiría a las partes, y en la que se dictará la resolución correspondiente.  En casos urgentes el juzgador podrá dictar las medidas que estime oportunas, aún sin audiencia.

Ejecución de las sentencias por otra autoridad.

Artículo 565.Cuando la sentencia o resolución pronunciada por el juzgador deba ser ejecutada por otro de inferior categoría del mismo distrito judicial, le podrá encomendar la práctica de la diligencia, y en tal caso bastará un oficio.

Para la ejecución de sentencias o resoluciones judiciales que deban tener lugar en otro distrito judicial, o en territorio ubicado fuera del Estado, pero dentro de la República Mexicana, se despachará exhorto en los términos previstos en este ordenamiento.

La ejecución de sentencia que deban tener lugar en el extranjero, se solicitará por medio de exhorto o carta rogatoria, en los términos previstos en los tratados o convenios internacionales, en los que México sea parte o, en su defecto, en el Código Federal Procedimientos Civiles.

Embargo

Artículo 566. Decretado el auto de ejecución forzosa que deba realizarse mediante embargo, se estará a lo dispuesto por el Libro séptimo Título Primero,  Capítulo Tercero, Cuarto y Quinto del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
TITULO SÉPTIMO

Procedimiento de ejecución de sentencia

de otros estados, del Distrito Federal y extranjeras

CAPÍTULO PRIMERO

Ejecución de sentencias dictadas por tribunales 

de otros estados y del Distrito Federal

Cumplimiento de exhorto para la ejecución de sentencia.

Artículo 567. El juzgador que reciba exhorto con las inserciones necesarias conforme a derecho, para la ejecución de una sentencia u otra resolución judicial, cumplirá con lo que disponga el juzgador requirente, siempre que lo que haya de ejecutarse no fuere contrario a las leyes del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Facultades del juzgador exhortado.

Artículo 568. Los juzgadores no podrán oír ni conocer de defensas cuando fueren opuestas por alguna de las partes que litigan ante el juzgador requirente, salvo el caso de competencia legalmente interpuesta por alguno de los interesados.

Oposición de tercero.

Artículo 569. Si durante la ejecución del exhorto se opusiere algún tercero, el juzgador oirá y calificará las defensas opuestas, conforme a las reglas siguientes:

I. Cuando la oposición provenga de un tercero que no hubiere sido oído por el juzgador requirente y poseyere en nombre propio la cosa en que debe ejecutarse la sentencia, no se llevará adelante la ejecución, devolviéndose el exhorto con inserción del auto en que se dictare esa resolución y de las constancias en que se haya fundado.

II. Si el tercero opositor que se presente ante el juzgador requerido, no probare con la documentación correspondiente que posee en nombre propio la cosa sobre la que verse la ejecución a que se refiere el exhorto, se ejecutará el mandamiento y, además, será condenado a satisfacer las costas, daños y perjuicios a quien los hubiere ocasionado.

Contra esta resolución sólo se da el recurso de queja.

Requisitos de las sentencias para poder ejecutarse.

Artículo 570. Los juzgadores requeridos ejecutarán las sentencias, cuando reúnan las siguientes condiciones:

I. Que versen sobre cantidad líquida o cosa determinada individualmente.

II. Que si se trata de derechos reales sobre inmuebles o de bienes inmuebles ubicados en el Estado de Coahuila, fueren conforme a las leyes del lugar.

III. Tratándose de derechos personales o del estado civil, la persona condenada se haya sometido expresamente o por razón de domicilio al tribunal  que la pronunció.

IV. Siempre que la parte condenada haya sido emplazada personalmente para ocurrir a juicio.

Duplicado de exhortos.

Artículo 571. Los exhortos que se reciban deberán tramitarse por duplicado, el cual se conservará en el juzgado exhortado para constancia de las diligencias practicadas.

CAPÍTULO SEGUNDO

Reconocimiento y ejecución de sentencias
dictadas en el extranjero

Exhortos internacionales.

Artículo 572. Los exhortos internacionales que se reciban, sólo requerirán de homologación cuando impliquen ejecución coactiva sobre personas, bienes o derechos.  Los exhortos relativos a notificaciones, recepción de pruebas y a otros asuntos de mero trámite se diligenciarán cuando proceda, en los términos previstos en el Código Federal de Procedimientos Civiles.

Eficacia y reconocimiento de las resoluciones extranjeras.

Artículo 573. Las sentencias, laudos arbitrales y demás resoluciones extranjeras tendrán eficacia y serán reconocidas en el Estado en todo lo que no sea contrario al orden público interno en los términos de este código, del Código Federal de Procedimientos Civiles y demás leyes aplicables, salvo lo dispuesto por los tratados y convenciones de que México sea parte.

Tratándose de sentencias y resoluciones jurisdiccionales que solamente vayan a utilizarse como prueba, será suficiente que las mismas llenen los requisitos necesarios para ser consideradas como documentos públicos auténticos.

Requisitos para que las resoluciones extranjeras puedan ejecutarse.

Artículo 574. Las sentencias, laudos y resoluciones dictados en el extranjero podrán ser ejecutados conforme a este código, si se cumplen los siguientes requisitos:

I. Que hayan satisfecho las formalidades previstas en el Código Federal de Procedimientos Civiles en materia de exhortos provenientes del extranjero.

II. Que no hayan sido dictados como consecuencia del ejercicio de una acción que tenga como pretensión un derecho real.

III. Que el juzgador que emitió la sentencia haya tenido competencia para conocer y juzgar del asunto de acuerdo con las reglas reconocidas en la esfera internacional que sean compatibles con las adoptadas por este código y el Código Federal de Procedimientos Civiles.

IV. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en forma personal a fin de asegurarle la garantía de audiencia y el ejercicio de sus defensas.

V. Que tengan autoridad de cosa juzgada en el país en el que fueron dictadas, o que no exista recurso ordinario en su contra.

VI. Que la pretensión que les dio origen no sea materia de proceso que esté pendiente entre las mismas partes ante tribunales mexicanos y en el cual hubiere prevenido el tribunal mexicano o cuando menos que el exhorto  o carta rogatoria para emplazar hubieren sido tramitados y entregados a la Secretaría de Relaciones Exteriores o a las autoridades del Estado donde deba practicarse el emplazamiento.  La misma regla se aplicará cuando se hubiera dictado sentencia definitiva.

VII. Que la obligación para cuyo cumplimiento se haya procedido, no sea contraria al orden público en la República.

VIII. Que llenen los requisitos para ser considerados como auténticos.  

No obstante el cumplimiento de las anteriores condiciones, el juzgador podrá negar la ejecución si se probare que en el país de origen no se ejecutan sentencias, resoluciones jurisdiccionales o laudos extranjeros en casos análogos. 

Documentos que deben acompañarse al exhorto.

Artículo 575. El exhorto del juzgador requirente deberá acompañarse de la siguiente documentación:

I. Copia íntegra y auténtica de la sentencia, laudo o resolución jurisdiccional de que se trate.

II. Copia auténtica de las constancias que acrediten que se cumplió con los requisitos previstos en las fracciones IV y V del artículo anterior.

III. Las traducciones al español del exhorto y documentos que sean necesarios al efecto.

IV. Que el ejecutante haya señalado domicilio para oír notificaciones en el lugar de la homologación.

Reconocimiento y ejecución de resoluciones.

Artículo 576. El reconocimiento y ejecución de sentencia extranjera se sujetará a las siguientes reglas:

I. El tribunal competente para ejecutar una sentencia, laudo o resolución jurisdiccional proveniente del extranjero será el del domicilio del ejecutado.

II. El incidente de homologación de sentencia, laudo o resolución extranjera, se abrirá con citación personal al ejecutante y al ejecutado, a quienes se concederá plazo individual de nueve días hábiles para ejercer los derechos, exponer las defensas que les correspondieren, y en el caso de que ofrecieren pruebas que fueren pertinentes, se fijará fecha para recibir las que fueren admitidas, cuya preparación correrá exclusivamente a cargo del oferente, salvo razón fundada.  En todos los casos se dará intervención al Ministerio Público para que emita los pedimentos que estimare pertinentes.

La resolución que se dicte será apelable en el efecto suspensivo si se denegare la ejecución, y en el efecto devolutivo si se concediere.

III. Todas las cuestiones relativas a depositaría, avalúo, remate y demás, relacionadas con la liquidación y ejecución coactiva de sentencia dictada por el tribunal extranjero, serán resueltas por el tribunal de homologación.

IV. Ni el juzgador de primera instancia ni el de apelación, podrán examinar ni decidir sobre la justicia o injusticia del fallo, ni sobre los fundamentos de hecho o de derecho en que se apoye, limitándose sólo a examinar su autenticidad y si debe o no ejecutarse conforme a lo previsto en los artículos anteriores.

V. Si una sentencia, laudo o resolución jurisdiccional extranjera no pudiera tener eficacia en su totalidad, el tribunal podrá admitir su eficacia parcial a petición de parte interesada.

TITULO OCTAVO

Juicios en rebeldía

CAPÍTULO PRIMERO

Efectos de la declaración de rebeldía.

Artículo 577. En toda clase de juicios, cuando se constituía en rebeldía un litigante, por no comparecer en el juicio después de notificado y emplazado en forma, y una vez que el juzgador hubiere declarado la contumacia con apego estricto a lo ordenado por el artículo 270 de este código, no se volverá a practicar diligencia alguna en su busca.

Todas las resoluciones que de allí en adelante recaigan en el pleito y cuantas notificaciones deban hacérsele, aún las personales, se harán por medio de cédula, que se fijará en la tabla de avisos del juzgado.

Las diligencias en contra del rebelde podrán ejecutarse en los estrados del juzgado, salvo  los casos en que otra cosa se prevenga.

Declaración de oficio de la rebeldía.

Artículo 578. El juzgador hará la declaración de rebeldía sin necesidad de petición expresa de la parte contraria y sólo deberá examinar, escrupulosamente y bajo su más estricta responsabilidad, si el emplazamiento al demandado se hizo en forma legal.

La declaración de rebeldía también se decretará de oficio, cuando el que haya sido arraigado, quebrante el arraigo sin dejar apoderado instruido y expensado.

Embargo de bienes del rebelde.

Artículo 579. Desde el día en que fue declarado rebelde o quebranto el arraigo el demandado, a petición del actor, podrá decretarse embargo precautorio para garantizar el importe de la demanda y las costas, o en su caso, se mandará poner en depósito la cosa objeto del litigio.  El embargo se practicará de acuerdo con las reglas de la ejecución forzosa, con las siguientes modalidades:

I. Si se trata de bienes muebles, el depositario deberá dar fianza a satisfacción del juzgador para garantizar su manejo, prefiriéndose para el cargo a la persona que tenga bajo su disposición o bajo su custodia los bienes de que se trata, si no fuere el demandado mismo, siempre que también otorgue fianza.

II. Si se tratare de bienes inmuebles y no se embargaren las rentas, bastará que se expida mandamiento por duplicado dirigido al registrador a quien corresponda, para que inscriba el secuestro.  Una de las copias, después de cumplimentado el registro, se agregará al expediente.

III. Si se embargaren también las rentas que produzca el inmueble, el depositario deberá otorgar fianza para garantizar su manejo, siguiéndose las reglas de la fracción I.

El embargo preventivo practicado a consecuencia de la declaración de rebeldía, continuará hasta la conclusión del juicio.

Notificación de la Sentencia al Rebelde

Artículo 580. La sentencia definitiva se notificará personalmente al rebelde, si fuere conocido su domicilio, o en caso contrario, mediante publicación por una sola vez de los puntos resolutivos en el Periódico Oficial del Estado y en uno de los de mayor circulación del lugar del juicio.

En el caso de que el emplazamiento al rebelde se hubiere hecho por edictos, la sentencia no se ejecutará sino pasados tres meses a partir de la última publicación en el Periódico Oficial del Estado y en el periódico de mayor circulación del lugar, a no ser que el actor otorgue fianza bastante para restituir las cosas al estado en que se encontraban antes de la ejecución.

En los casos de rebeldía tratándose de juicios de pérdida de patria potestad, podrá ejecutarse inmediatamente, sin la posibilidad de exhibir fianza a que se refiere el mismo. 

CAPÍTULO SEGUNDO

Comparecencia tardía del rebelde.

Artículo 581.Cualquiera que sea el estado del pleito en que el litigante rebelde comparezca, hasta antes de la citación para sentencia, será admitido como parte y se entenderá con él la sustanciación del juicio, sin que este pueda retroceder en ningún caso.

Cuando comparezca antes de la conciliación,  en la audiencia respectiva, podrá, a pesar de la declaración de rebeldía y de la presunción de confesión, participar en las propuestas de arreglo.

Comparecencia del rebelde dentro del plazo probatorio.

Artículo 582. Si el litigante rebelde se presenta dentro del plazo de ofrecimiento de pruebas, tendrá derecho a que se le reciban las pruebas que promueva sobre alguna defensa perentoria, siempre que incidentalmente acredite que estuvo en todo el tiempo transcurrido desde el emplazamiento, impedido de comparecer en el juicio por causa de fuerza mayor ininterrumpida.

Comparecencia del rebelde a la audiencia de recepción y desahogo de pruebas.

Artículo 583.Si compareciera durante la audiencia de recepción y desahogo de pruebas en primera instancia, o durante la segunda, se le concederá una dilación probatoria de diez días, si acreditare el impedimento de una causa de fuerza mayor ininterrumpida y se trataré de una contrapretensión perentoria.

Trámite del impedimento del contumaz.

Artículo 584.Siempre que se trate de acreditar el impedimento de causa de fuerza mayor ininterrumpida, se tramitará incidentalmente en cuerda por separado, sin posterior recurso.

 Levantamiento del embargo por comparecencia del rebelde.

Artículo 585. El declarado rebelde podrá pedir también que se alce el embargo de sus bienes, alegando y justificando cumplidamente no haber podido comparecer en el juicio, porque no tuvo oportunidad de enterarse del emplazamiento, o que no compareció por fuerza mayor insuperable.

Apelación del rebelde emplazado personalmente.

Artículo 586. El litigante rebelde a quien haya sido notificado personalmente el emplazamiento o la sentencia definitiva, sólo podrá interponer el recurso de apelación en los términos de este código.

TÍTULO NOVENO

Juicios Especiales

CAPÍTULO PRIMERO

De la rectificación y registro extemporáneo de

actas del estado familiar

Rectificación en juicio especial.

Artículo 587. El juicio de rectificación de actas del estado familiar a que se refiere la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza se tramitará en juicio especial y en él se oirá a la persona encargada del Registro del Estado Familiar que tenga asignada la Oficialía en que se levantó el acta de que se trate y al Ministerio Público.

El juzgador podrá, atendiendo a las circunstancias del caso, citar a los interesados que fueren conocidos o que intervinieron en el acta. Asimismo, publicará un extracto de la demanda por una sola vez, en el Periódico Oficial del Estado y en otro de los de mayor circulación del lugar en el que se encuentre ubicado el domicilio del promovente, mandándose fijar además, en un lugar visible de la Oficialía que corresponda, haciendo saber que se admitirá a contradecirla a cualquiera, que teniendo interés, se presente dentro de un término que no exceda de diez días a partir de la fijación. 

En los juicios de rectificación se observarán las reglas siguientes: 

I. En los escritos de demanda y contestación, las partes deberán ofrecer las pruebas de su intención. 

II. El juzgador al admitir la demanda, ordenará que con la copia cotejada de la misma así como de sus anexos, se corra traslado a la persona encargada del Registro del Estado Familiar demandado y al Ministerio Público a fin de que en el término de tres días manifiesten lo que a su interés convenga, ordenando se proceda a realizar las publicaciones en términos de lo dispuesto en este artículo.

III. El emplazamiento a la persona encargada del Registro del Estado Familiar que tenga asignada la Oficialía en que se levantó el acta de que se trate, se podrá realizar en el domicilio del propio Oficial o bien en la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, lo que resulte más cercano al domicilio en que tenga su residencia el juez que conoce del juicio. En caso de que el emplazamiento se realice en la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, ésta se encuentra obligada a recibirlo, debiendo poner, sin demora, en conocimiento al Oficial correspondiente de la demanda instaurada. La notificación surtirá todos sus efectos legales desde que se entregue, ya sea a la persona a quien va dirigido o al encargado de recibir la correspondencia en la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 128 de este Código, y si se negaren a recibirla, se tendrá por hecha la notificación y serán responsables de la falta de cumplimiento de la resolución que contenga.  

IV. Concluidos los plazos de vista a los terceros interesados y a las partes en juicio, sin oposición ni motivo de depuración alguno, previa la admisión de las documentales exhibidas, el juzgador procederá a dictar la sentencia que corresponda en un término de ocho días.  

V. En caso de oposición o cuando el juez lo considere necesario, se proveerá sobre la admisión de la totalidad de las pruebas ofrecidas, ordenando la preparación de las que correspondan, señalando además día y hora para que tenga lugar la celebración de la audiencia de depuración, pruebas y alegatos, misma que se llevara a cabo dentro de los 10 días siguientes a la conclusión de los plazos de vista otorgados a los terceros interesados y a las partes en juicio. 

En la audiencia señalada, se depurará el procedimiento y se desahogarán las pruebas y, una vez hecho lo anterior, las partes deberán de emitir sus alegatos de forma oral. 

VI. El juzgador podrá, para apoyar su resolución, requerir al interesado la presentación de documentos distintos a los que acompañan la demanda inicial. 

VII. La sentencia definitiva se pronunciará de manera breve y concisa, en un término que no exceda de los ocho días siguientes a la citación y será recurrible por las partes en apelación, la que procederá en el efecto suspensivo. 

VIII. Una vez ejecutoriada la sentencia, se comunicará a la persona encargada del Registro del Estado Familiar que tenga asignada la Oficialía en que el acta objeto de rectificación se asentó y a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar, para que hagan referencia de ella al margen del acta impugnada, sea que el fallo conceda o niegue la rectificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Aclaración en vía administrativa.

Artículo 588.Cuando sólo se trate de la enmienda, vía aclaración, de un acta del estado civil en los casos a que se refiere el Código Civil, se procederá, en los términos previstos por las disposiciones aplicables, ante la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar.

Registro extemporáneo.

Artículo 589. La autoridad judicial del orden familiar del lugar en que se haya efectuado el nacimiento o, en su caso, la autoridad administrativa competente, podrán autorizar, en los términos previstos por este Código u otras disposiciones aplicables, la inscripción del nacimiento de una persona mayor de dieciocho años.

Procedimiento registro extemporáneo

Artículo 590. Trámite del Registro Extemporáneo ante la Autoridad Judicial. El trámite correspondiente ante las autoridades judiciales se sujetará a las prevenciones siguientes:

I.
Presentada la solicitud a la que deberá acompañarse la certificación de no inscripción anterior, el juez del negocio dará vista al Ministerio Público, a la persona encargada del Registro del Estado Familiar que corresponda y a las personas que tuvieren interés en esa inscripción. Un extracto de la promoción se fijará en lugar fácilmente visible del Juzgado de lo Familiar y de la Oficialía del Registro del Estado Familiar que corresponda.

II.
El Ministerio Público deberá necesariamente manifestar, dentro de los cinco días siguientes, si está de acuerdo con la inscripción o si se opone a ella y, en su caso, deberá fundar su oposición.

III.
Transcurrido el plazo a que se refiere la fracción que antecede, el juzgador de oficio citará a una audiencia dentro de los cinco días siguientes, en la cual deberán ofrecerse y rendirse pruebas tendientes a demostrar que la persona de cuya inscripción se trata, nació en el lugar y día señalado en la solicitud.

IV.
Si el Ministerio Público o cualquier interesado se oponen a la inscripción y ofrecen pruebas, éstas se admitirán y desahogarán en la audiencia. 

V.
Desahogadas las pruebas se dictará sentencia aprobando la inscripción si reúnen los siguientes requisitos:

a)
Que se apruebe fehacientemente que no existe inscripción anterior. 

b)
Que se pruebe el nacimiento de la persona a quien se refiere la inscripción que se pide autorizar.

c)
Que se pruebe la identidad entre esta persona y la nacida el día, lugar y hora indicados.

d)
Que si hubo oposición, el oponente no haya probado los hechos fundatorios de aquélla. 

Ejecutoriada la sentencia que autorice la inscripción, se comunicará a la persona encargada del Registro del Estado Familiar correspondiente para que proceda a levantar el acta de nacimiento solicitada.

Trámite del Registro Extemporáneo ante la autoridad administrativa. 

Artículo 591. El trámite correspondiente ante la autoridad administrativa competente se sujetará a las prevenciones siguientes:

I.
Presentada la solicitud ante la Dirección del Registro del Estado Familiar, acompañada de las pruebas que acrediten el lugar y la fecha de nacimiento del interesado, ésta la mandará fijar en lugar visible de sus oficinas para que, cualquier persona pueda, en su caso, conocerla y oponerse.

II.
La Dirección del Registro del Estado Failiar, recibida la solicitud, de inmediato procederá a realizar una búsqueda en sus archivos de no inscripción anterior.

III.
Comprobada la no inscripción, la Dirección abrirá un procedimiento administrativo cuya sustanciación no excederá de cinco días hábiles y en el cual se desahogarán las pruebas a que se refieren las fracciones I de este artículo y V del que antecede.

IV.
Recibidas las pruebas y valoradas por la Dirección, ésta emitirá la resolución que corresponda y si ésta fuere favorable al interesado expedirá el certificado de inexistencia para que el Oficial del Registro del Estado Familiar levante el acta que corresponda.

En caso de duda u oposición, la Dirección del Registro del Estado Familiar, mediante resolución administrativa, negará la inscripción del nacimiento dejando a salvo los derechos del interesado en la vía jurisdiccional.

Inscripción de la sentencia en el Registro del Estado Familiar.

Artículo 592.Ejecutoriada la sentencia que declare la nulidad, el tribunal de oficio, enviará copia certificada de ella a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar y ante quien se celebró el matrimonio para que se efectúe la anotación marginal correspondiente.

CAPÍTULO SEGUNDO

El Juicio de divorcio

Declaración judicial en el caso de divorcio. 

Artículo 593. El divorcio siempre tendrá lugar con intervención judicial, salvo el caso previsto por el artículo 249  de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Legitimación activa para solicitar el divorcio y medidas de aseguramiento provisionales.

 Artículo 594. La solicitud de divorcio podrá ser formulada por uno o ambos cónyuges, la que deberá ser suscrita por el que la promueva; además, estampará la huella digital del pulgar derecho al lado de su firma. La solicitud deberá ser ratificada en la presencia judicial. 

Documentos que deben acompañarse a la solicitud de divorcio.

  Artículo 595. Con la solicitud deberán acompañarse los siguientes documentos:  

I. 
Acta de matrimonio. 
II. 
Actas de nacimientos del solicitante y de los hijos que no han cumplido dieciocho años. 

 III.
Las pruebas que sean necesarias para justificar la solicitud de medidas provisionales o urgentes. 

IV. La Propuesta de convenio  de divorcio, que debe contener, por lo menos, los requisitos previstos en el artículo 242 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.  

Representación de los niños y niñas 
Artículo 596.Los cónyuges que no han cumplido dieciocho años requerirán de un representante legítimo o tutor para intervenir en asuntos de divorcio. La solicitud será suscrita también con la firma del cónyuge y con la huella digital del pulgar derecho del mismo, quien la ratificará en la presencia judicial. 

Representación voluntaria.

Artículo 597.Los cónyuges podrán hacerse representar por apoderados y el poder deberá ser expreso. 
Medidas de aseguramiento provisionales.

Artículo 598.Al admitirse la solicitud de divorcio, o antes si hubiere urgencia, se dictarán provisionalmente y sólo mientras dure el juicio, las medidas señaladas en este artículo.  

El señalamiento y aseguramiento de alimentos para el cónyuge acreedor y los hijos no podrá demorarse por el hecho de no tener el juzgador datos para hacer la fijación del monto de la pensión, sino que se decretará tan pronto se pida.  El monto de la pensión y la resolución que la establece podrán ser modificados durante el juicio cuando cambien las circunstancias o el juzgador tenga mayores datos sobre las posibilidades económicas y posición de los cónyuges. 

El juzgador, en cualquier tiempo y antes de que provea en definitiva, podrá prudentemente modificar sus determinaciones, estableciendo las modalidades y medidas que estime necesarias en beneficio de niños, niñas  y de sus bienes, y sin más limitaciones que este mismo beneficio; puede confiar la custodia de estos a un tercero o institución educativa y la administración de sus bienes a una institución fiduciaria. 

Se podrán dictar provisionalmente las siguientes medidas: 

I. 
La separación de los cónyuges y, en su caso, la prohibición al cónyuge de ir al domicilio o al lugar en el que el otro se encuentre, previniéndolo de la aplicación de medidas de apremio en su contra en caso de que impida la separación.  

II. 
El señalamiento y aseguramiento los alimentos que debe dar el deudor alimentario al cónyuge acreedor y a los hijos.  

III.
Las que se estimen convenientes para que los cónyuges no se puedan causar perjuicio en su integridad personal, en su honor, en sus respectivos bienes ni en los de la sociedad conyugal, o de sus hijos, en su caso. 

IV. 
Las precautorias que la ley establece respecto a la mujer que quede encinta. 

V. 
Respecto de la guarda y custodia, las que establece el artículo 443 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Del procedimiento de divorcio.

 Artículo 599.El divorcio se tramitará de acuerdo con las reglas siguientes: 
I. El juez, una vez recibida la solicitud de divorcio, examinará si satisface los requisitos del artículo 595; si no es así, prevendrá al promovente para que subsane las deficiencias en el plazo previsto en el artículo 253 de este Código

II. 
Una vez satisfechos los requisitos de ley, admitirá a trámite la solicitud y emplazará al cónyuge que no pidió el divorcio, haciéndole saber los términos de la misma. De igual manera se le concederá el plazo de nueve días a fin de que manifieste su conformidad con el convenio exhibido o, en su caso, presente su contrapropuesta, en la que expondrá los hechos en que la funde y deberá ofrecer las pruebas respectivas relacionadas con la misma. 

En el mismo auto dará vista al Ministerio Público para su intervención de acuerdo a sus atribuciones. 

III. 
En el proveído inicial, el juzgador decretará las medidas provisionales que fueren procedentes y les informará del derecho que el Estado les otorga de tomar terapias de pareja con un psicólogo especialista del Consejo de Familia conforme lo establece la Ley para la Familia de  Coahuila de Zaragoza.

IV. 
El juez decretará el divorcio mediante resolución una vez desahogadas las vistas anteriores o cuando haya transcurrido el plazo para ello. 

V. 
En el caso de que ambos cónyuges hubieren presentado la solicitud, que lleguen a un acuerdo total o parcial respecto del convenio señalado en el artículo 363 del Código Civil o que no se hubiere suscitado controversia respecto de su contenido, y éste no contravenga ninguna disposición legal, el juez aprobará lo conducente en la misma resolución de divorcio.

De no haber acuerdo, luego de decretar el divorcio el juez, de oficio, correrá traslado personal al solicitante con la contrapropuesta, la expresión de los hechos en que se funda y las pruebas ofrecidas, por un plazo de nueve días para que manifieste lo que a su interés convenga y ofrezca las pruebas de su intención. 

El solicitante podrá, en la vista indicada, formular a su vez las pretensiones que estime oportunas, expresando los hechos en que se funda y ofreciendo las pruebas que las justifiquen. De este escrito se dará vista al cónyuge que no pidió el divorcio por tres días para que manifieste lo que a su interés convenga.  

Desahogadas las vistas correspondientes o transcurrido el plazo de ley para ello, el juzgador delimitará con toda precisión las pretensiones de la parte actora y las contrapretensiones y defensas de la parte demandada; así como los hechos  controvertidos por una y otra parte. Por último  decidirá sobre la procedencia de la apertura del período de ofrecimiento de pruebas.

El juicio continuará conforme a las reglas del juicio escrito, tomando en consideración las especiales que rigen a los procedimientos del orden familiar. 

VI. 
Sin perjuicio de decretar el divorcio en los términos de la fracción anterior, si de las vistas a que se refiere la fracción II de este artículo aparecieren cuestiones relativas a los presupuestos procesales, se dará vista al solicitante con las mismas por el plazo de tres días, siguiendo las reglas de los incidentes. 

VII.
El acuerdo de las partes, su allanamiento o rebeldía no vincula al juzgador respecto de los términos del convenio o su contrapropuesta. 

VI. Se notificará personalmente la resolución que decrete el divorcio. 

Oposición del Ministerio Público al convenio
Artículo 600.El Ministerio Público podrá oponerse al convenio cuando: 
I. 
La solicitud se haya hecho en contravención a lo dispuesto por la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

II. 
El convenio que en este caso deben presentar los cónyuges, viole los derechos de los niños, niñas o personas mayores de edad que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

III. 
Los derechos de los hijos no queden debidamente garantizados.  

El juez, oyendo en justicia el pedimento, resolverá en consecuencia. 

Desistimiento de la solicitud de divorcio. 

 Artículo 601. El cónyuge que haya solicitado el divorcio, antes de que se pronuncie la resolución que decrete la disolución matrimonial, podrá desistirse de su solicitud, observándose las reglas contenidas en el artículo 241 de este código

Resolución que decreta el divorcio. 

Artículo 602. La resolución del juez en la que se declare el divorcio no admite recurso alguno. 

Las demás determinaciones que se dicten dentro del juicio de divorcio serán recurribles de acuerdo a las reglas generales de los juicios en materia familiar. 

Ejecución administrativa.

Artículo 603. Decretado el divorcio, el tribunal mandará remitir copia a de la resolución a la persona encargada del Registro del Estado Familiar del lugar en que el matrimonio se efectuó y al del nacimiento de los divorciados así como a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar para los efectos que se precisan en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

CAPITULO TERCERO

Procedimiento en los casos de violencia familiar.

Artículo 604.La violencia familiar se tramitará de acuerdo con las reglas previstas en Juicio Oral de este ordenamiento, con las siguientes modalidades;

I. El juzgador requerirá un diagnóstico de interacción familiar efectuado por peritos de diversas disciplinas, que presten sus servicios en el Consejo de Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos o en instituciones públicas de educación y salud, para determinar los daños físicos y psíquicos sufridos por la víctima; la situación de peligro en que se encuentra; así como el medio social y el ambiente familiar en el que se desenvuelve.  Las partes podrán solicitar otros informes técnicos.

II. El diagnóstico solicitado por el juzgador a los peritos le deberá ser proporcionado con carácter de preliminar en el plazo de veinticuatro horas, si es que le fuere necesario para evaluar la situación de riesgo y facilitarle la decisión acerca de las medidas cautelares previstas en el artículo 302. El definitivo deberá exhibirlo el perito en la audiencia a que se refiere el artículo 289 de este código, en la que deberá estar  presente para su explicación o aclaración, o para responder a las preguntas que se le formulen.

III. La audiencia deberá ser señalada por el juzgador dentro de los cinco días siguientes a la fecha en que adopto las medidas cautelares y dispondrá la presencia del Ministerio Público y, en su caso, la del representante de la Procuraduría de la Familia, así como la de las partes y la de los peritos.

IV. En la fase de conciliación el juzgador exhortará a los involucrados en audiencia privada, a fin de que convengan los actos para hacer cesar la violencia y, en caso de que no lo hicieren, en la misma audiencia, oyendo el parecer de los peritos y en base a los informes que hayan elaborado, determinará las medidas procedentes para la protección de la parte agredida y de los niños y niñas, en su caso.

V. El juzgador, de ser necesario, en atención a los informes, instará a las partes y a su grupo familiar a asistir a programas educativos y terapéuticos.

VI. De las denuncias que se formulen y de las determinaciones que se dicten, se dará participación al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, a fin de que a través de la coordinación de los servicios públicos y privados eviten y, en su caso, superen las causas del maltrato, abusos y todo tipo de violencia dentro de la familia.  El organismo deberá informar a los juzgados en materia familiar cuales son las instituciones donde se proporcionará al agredido, al agresor y a su grupo familiar, asistencia medico-psicológica gratuita.

VII. A requerimiento del juzgador, la Policía del Estado y la Policía Municipal, están obligadas a hacer comparecer de inmediato a quienes fueren citados y a llevar a cabo las exclusiones de hogar y demás medidas que, por razones de seguridad personal, dispusieren los jueces.

VIII. Las medidas que se adopten, podrán incluir las previstas en el artículo 163 y son sin perjuicio de las de orden penal que pudieren resultar.

Denuncia de hechos que importen violencia familiar.

Artículo 605.Quien sufra maltrato físico, psicoemocional o sexual, por parte de algún integrante del grupo familiar, podrá denunciar estos hechos en forma verbal o escrita ante el juez con competencia en asuntos familiares; sin embargo, en los lugares en que no resida juez de lo familiar, los jueces de primera instancia en materia civil, los mixtos, los letrados y los de conciliación, tendrán facultades para recibir la denuncia y acordar las medidas provisionales urgentes a que se refieren los artículos 301 y 302 de este código, hecho lo cual, remitirán al de materia familiar competente, sin demora alguna, las actuaciones practicadas.

CAPITULO CUARTO

Representación legal o por dependencia oficial de niños, niñas, ancianos y personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica

Artículo 606. Cuando el afectado fuere niño, niña o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, anciano, los hechos deberán ser denunciados por sus representantes legales, por el Ministerio Público o por la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.  También estarán obligados a efectuar la denuncia los encargados de los servicios asistenciales, sociales o educativos, públicos o privados, los profesionales de la salud y todo funcionario público en razón de su labor.  El niño, niña o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica puede directamente poner en conocimiento de los hechos al Ministerio Público.
CAPÍTULO QUINTO

Juicio sobre paternidad, filiación y patria potestad.

Objeto de estos juicios.

Artículo 607.Se tramitarán conforme a las reglas de este capítulo, los juicios que tengan por objeto:
I. El desconocimiento de la paternidad de hijos nacidos dentro del matrimonio;

II. La contradicción del reconocimiento que un hombre haga de un hijo nacido fuera de matrimonio, por parte de la madre que lo reconoce como suyo;

III. La comprobación de la posesión de estado y filiación de los hijos legítimos, y

IV. La investigación de la paternidad y maternidad.

Legitimación procesal en la demanda de paternidad y filiación.

Artículo 608.Pueden formular demanda de paternidad y filiación:

I. El marido, su tutor, si fuere persona mayor de edad que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, o sus herederos si se trata del desconocimiento de la paternidad de hijos nacidos dentro del matrimonio, en los casos autorizados por la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

II. La madre que reconoció como suyo un hijo nacido fuera del matrimonio, cuando pretende contradecir el reconocimiento que un hombre hizo de él.

III. El hijo, en el caso en que pretende justificar  la posesión de estado de hijo y por ende su filiación, en los términos del Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

IV. Los hijos y sus descendientes que pretendan investigar la paternidad o la maternidad, en los casos permitidos por el Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Requisito en caso de representación voluntaria.

Artículo 609. Si el juicio se entablare por medio de apoderado, no será admitida la personalidad del representante si no tiene poder especial o que contenga cláusula expresa, autorizándolo para formular la demanda y tramitar el juicio.

Modalidades de los juicios sobre paternidad, maternidad y filiación
Artículo 610. Los asuntos sobre paternidad y filiación sólo podrán decidirse mediante sentencia declarativa que se dicte en juicio contradictorio, que se tramitará de acuerdo con las reglas del juicio ordinario, con las siguientes modalidades:

I. Los juicios de paternidad, maternidad y filiación no serán acumulables con ningún otro juicio, ni se admitirá en los mismos contrademanda o reconvención, salvo lo dispuesto en el párrafo cuarto del artículo 380 Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

En dichos juicios, el juez podrá resolver como medida provisional la procedencia de la prestación de alimentos, conforme a las bases siguientes: 

a) Exista peligro en la subsistencia de niños, niñas, discapacitados o personas vulnerables.

b) Existan datos suficientes que indiquen la apariencia del buen derecho respecto de la paternidad, maternidad o filiación controvertida.

c) No existan datos que contraindiquen o que razonablemente descarten el aparente derecho a la paternidad, maternidad o filiación de que se trate. En cualquier momento del juicio, la medida provisional se podrá revocar cuando se actualice este supuesto de duda razonable. 

d) La obligación provisional de prestar los alimentos, no prejuzga de manera definitiva la paternidad, maternidad y filiación de que se trate. 

II. En los casos de rebeldía se tendrá por contestada la demanda en sentido negativo,

III. El juzgador no quedará vinculado por el allanamiento a la demanda, debiendo abrirse en todo caso el juicio a prueba.

Se exceptúa el caso en que el hijo sea reconocido expresamente por la parte demandada en los casos en que el reconocimiento sea admisible de conformidad con  la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

IV. El tribunal podrá tener en cuenta hechos no alegados por las partes, pero debidamente acreditados en el expediente, así como ordenar de oficio la práctica de pruebas.

V. Si el actor que intente la demanda deja de promover por más de seis meses en el curso del juicio, la sentencia que se dicte se limitará a decretar la caducidad de la instancia.

VI. Si una de las partes fallece, el juicio se dará por concluido, excepto en los casos en que la ley conceda a los herederos expresamente la facultad de continuarlo.

VII. El juzgador podrá admitir alegaciones y pruebas de las partes, aunque se presenten fuera de plazo.

VIII. La sentencia tendrá autoridad de cosa juzgada, aún en contra de los terceros que no litigaren, excepto respecto de aquéllos que no habiendo sido citados al juicio, pretendan para si la existencia de la relación paterno filial.

IX. El tribunal podrá dictar de oficio o a petición de parte, en cualquier estado del juicio, las medidas cautelares que juzgue adecuadas para que no se cause perjuicio a los hijos.

X. La filiación podrá ser establecida judicialmente con toda clase de pruebas, incluidas las biológicas, que se practicaran sólo con propósitos de identificación y con el conocimiento de los involucrados.

La negativa injustificada a someterse a examen y análisis, constituye presunción contraria a la posición sustentada por el renuente.

La prueba podrá ser negada y la presunción desvirtuada en los casos previstos por el artículo 380 Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Para admitir la prueba, el juzgador deberá considerar la seriedad de su ofrecimiento en base a las demás pruebas propuestas; si además es necesaria, en el sentido de que no existan otros medios menos lesivos con igual eficacia demostrativa para la consecución del propósito, y si de ella se derivarán beneficios para el solicitante, sobre todo si se trata de niños o niñas.

La prueba se practicará por personal sanitario que cuente con especialidad para ello y registro en el Tribunal Superior de Justicia del Estado, con absoluto respeto a la dignidad de la persona que deba sujetarse a ella y sin que pueda en ningún caso constituir, en sí misma o por la forma de realizarla, un trato inhumano o degradante. La inobservancia de estas disposiciones serán sancionadas en los términos del artículo 163, fracción I, de este Código.

El costo de la prueba será sufragado por quien la solicite, independientemente de lo que luego se establezca en la condena de gastos y costas, salvo que se trate de personas de escasos recursos patrocinadas por el Instituto Estatal de Defensoría Pública, en cuyo caso, su costo será sufragado por el Estado.

El Estado absorberá en principio el costo de la prueba en aquellos casos en que la madre sea quien la solicite, en virtud de que el supuesto padre tuvo conocimiento del embarazo y se negó a reconocer a su hijo o hija. Si la prueba resultare positiva el padre estará obligado a reembolsar el costo, mientras que de resultar negativa será la madre quien cubrirá el gasto.

El juzgador solicitará las pruebas biológicas a quien, en razón de su especialidad técnica, deba practicarlas, indicando la fecha y hora en que las muestras deban ser tomadas en el local del juzgador aún cuando también puede ordenar que se tomen en lugar diverso, en cuyo caso, decretará las providencias necesarias para que sean debidamente identificadas.

El juzgador decidirá en base a los resultados de la prueba o del indicio emergente derivado de la negativa a someterse a ella, la filiación que considere más verosímil, tomando en consideración las demás pruebas que obran en autos y la posesión de estado.

Revisión de oficio de la sentencia

Artículo 611. Las sentencias recaídas en el Juicio sobre paternidad y filiación serán revisables de oficio, abriéndose la segunda instancia aunque las partes no apelen, ni expresen agravios. El tribunal examinará la legalidad de la sentencia de primera instancia, quedando entre tanto pendiente de ejecución. De esta disposición se exceptuará los juicios de pérdida de patria potestad.

CAPITULO SEXTO

Juicio sobre pérdida de la patria potestad.

Artículo 612. Cuando la pérdida de la patria potestad no se derive de sentencia dictada en juicio penal o civil que condene expresamente a ello, sólo podrá decretarse mediante sentencia declarativa que se dicte en juicio especial. 

El juicio especial se tramitará conforme a lo establecido en artículo 613, con intervención del Ministerio Público. 

La sentencia que se dicte es apelable en el efecto suspensivo.

En cualquier estado del juicio, el juzgador podrá ordenar, de oficio o a petición de parte, que la custodia del hijo quede al cuidado de uno de los padres o de tercera persona y podrá además acordar las medidas cautelares que juzgue adecuadas.
Juicios de pérdida de patria potestad de Niños, niñas internos en una institución

Artículo 613.- El Juez de la causa deberá en beneficio de niños o niñas internos en una institución de asistencia social pública o privada, decretar dentro de un mismo juicio la pérdida de la patria potestad tanto a los padres como a los abuelos, cuando estos últimos no evitaron los hechos que dieron motivo a la misma, o bien mostraron nulo interés en el bienestar de los mismos, así como también cuando quede acreditada alguna de las causas señaladas en el artículo 461 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, lo anterior no está condicionado a que los padres hayan sido previamente privados, suspendidos o limitados en el ejercicio de los derechos de patria potestad, bastando con que los padres se encuentren impedidos para ejercerlos, ya sea física, mental o moralmente con independencia de que exista una resolución judicial que así lo haya determinado.

Proceso, juicio pérdida de niños y niñas internos 

Artículo 614. Se tramitará juicio especial sobre pérdida de patria potestad de acuerdo a las disposiciones siguientes: 

I. El actor deberá presentar en su escrito inicial de demanda los documentos tendientes a sustentar su pretensión, de la misma manera al momento de la contestación de demanda la contraparte deberá presentar las pruebas necesarias para acreditar sus excepciones. 

II. El Juez requerirá en su caso a las partes que subsanen las deficiencias en un término no mayor de tres días. 

III. El juez en el auto de admisión deberá ordenar la preparación de pruebas y alegatos, así mismo, nombrará tutor dativo al niño o niña y en su caso ordenará la comparecencia de los mismos, dictando todas las medidas necesarias para salvaguardar el interés superior de la niñez. 

IV. Admitida la demanda, se llevará a cabo el emplazamiento de acuerdo a lo establecido en el artículo 255 de este ordenamiento. Si el emplazamiento se hiciera por medio de edictos, éste se ajustará a lo establecido en el artículo 132 de este Código.

V. Si la parte demandada no formula contestación, se le tendrá por contestando en sentido negativo. 

VI. El juez señalará día y hora para la celebración de una audiencia de pruebas y alegatos, en la cual deberán desahogarse todas las pruebas que así lo requieran, sin que pueda diferirse. Desahogadas todas las pruebas, se agotará la fase de alegatos. 

VII. Una vez concluida la etapa de alegatos, se citará para sentencia, la cual deberá dictarse en un término no mayor a quince días. En esta etapa no podrá solicitarse prórroga para dictar la resolución correspondiente. 

Procedimiento para decretar la suspensión de la patria potestad
Artículo 615. Los asuntos que versen sobre la suspensión de la patria potestad y calificación de excusas, para ejercerla, cuando no hayan sido objeto de declaración judicial, se tramitarán y decidirán en una audiencia en la que se oiga a las partes y se reciban las pruebas que se presenten.

La resolución que se dicte no es apelable.

CAPÍTULO SÉPTIMO.

Adopción

Requisitos para que se autorice judicialmente la adopción.

Artículo 616. Para que se autorice la adopción, el que pretenda adoptar a uno o más niños, niñas, o a una o más personas mayores de edad que requieran de asistencia para el ejercicio de su capacidad jurídica, deberá acreditar:

I. Ser mayor de 25 años, tener 17 años más que el adoptado, el Juez lo puede dispensar en beneficio del adoptado, y a solicitud de los promoventes de forma personal y directa, atendiendo al interés superior de los niños y las niñas.

II. Que existe común acuerdo entre los cónyuges para considerar al adoptado como hijo, en el caso de que la adopción se pida por personas que estén unidas en matrimonio, pudiendo hacerse aunque tengan descendientes.  

III. Que el adoptante o adoptantes tienen medios bastantes para proveer a la subsistencia y educación del niño o niña  o al cuidado y subsistencia del mayor de edad adoptable, como hijos propios, según las circunstancias de la persona que trate de adoptarse.

IV. Que la adopción es benéfica para la persona que trata de adoptarse, atendiendo al interés superior de la misma.

V. Que el adoptante o adoptantes son personas aptas, adecuadas y de buenas costumbres.

VI. Que ha asistido al curso impartido por la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia o el Centro de Evaluación Psicosocial del Poder Judicial del Estado, en el cual se les prepara emocionalmente, para determinar si tienen la capacidad de realizar el trámite de adopción.

En la petición inicial deberá manifestarse el nombre y edad de la persona a quien se va a adoptar, y si es niño, niña  o mayor de edad adoptable, el nombre y domicilio de quienes ejerzan sobre él la patria potestad o la tutela, o de las personas o instituciones de beneficencia que lo hayan acogido.  Si los adoptados  no está sujeto a patria potestad o tutela, se le proveerá de tutor especial para que lo represente.  Cuando circunstancias especiales lo aconsejen, el juzgador puede autorizar la adopción de dos o más niños, niñas  o mayores de edad adoptables o de niños, niñas o mayores de edad adoptables simultáneamente. 

Partes intervinientes en el procedimiento de adopción.

Artículo 617. Además de los interesados, serán parte en el procedimiento de adopción el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia y deberá oírse al Ministerio Público.

Cuando se trate de una adopción internacional, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos fungirá como autoridad central en los términos de los tratados y convenciones internacionales suscritos y ratificados por el Estado Mexicano sobre la materia. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia será  la autoridad que expida el certificado de idoneidad, en los casos de adopciones internacionales, en donde se conste que quienes pretenden adoptar en el extranjero son aptos para ello.

Será también la Autoridad que expida el Informe de adoptabilidad, que contiene información sobre la identidad, medio social, evolución personal y familiar que determina la adoptabilidad de niñas y niños.

Resolución.

Artículo 618. Rendidas las justificaciones que se exige en el artículo 616 y obtenido el consentimiento de las personas que deben darlo conforme a Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, el juzgador resolverá lo que corresponda, dentro del tercer día, observando en todos los casos las siguientes reglas:

I. Asegurará de que las personas o instituciones cuyo consentimiento se requiere para la adopción han sido convenientemente asesoradas y debidamente informadas sobre el alcance de dicho consentimiento; en particular, en relación a la ruptura, en virtud de la adopción, de los vínculos jurídicos entre el adoptado y su familia de origen. 

II. Exigirá que el consentimiento sea dado o conste por escrito y vigilará que sea expresión libre de la voluntad, exento de vicios que puedan afectarlo y que no se haya obtenido mediante pago o compensación de clase alguna.

Si se trata del consentimiento de la madre, cuando éste sea exigible, verificar que éste haya sido otorgado después del nacimiento del niño o niña

III. En atención a la edad y grado de madurez de los niños o niñas,  o lucidez de persona mayor de edad que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, constatará si se ha tomado en consideración sus deseos y opiniones.

Si la persona que se va a adoptar tiene más de catorce años, verá que haya dado su consentimiento libremente, por escrito, en la forma legalmente establecida.

IV. Constatar que los futuros padre o madre o padres adoptivos, hayan sido convenientemente asesorados e informados sobre la nueva situación jurídica que adquieren en virtud de la adopción y que son adecuados y aptos para adoptar.

V. Verificar a través del estudio socio-económico o del informe que elabore el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, la identidad, capacidad jurídica, situación personal, familiar, médica, económica y social del o de los adoptantes, para establecer, sin lugar a dudas, que reúnen los requisitos previstos en la fracción V del artículo 616.

El juzgador asegurará en el secreto del juzgado la información de la que disponga relativa a los orígenes del niño o niña, en particular la información respecto a la identidad de sus padres. 

Si en el trámite de la adopción intervino alguna persona, organismo o institución; el juzgador autorizará los gastos erogados que le sean plenamente  justificados, incluyendo los honorarios de los abogados; pero estará facultado para moderar las prestaciones que estime desproporcionadas en relación a los servicios prestados y para rechazar de plano todo beneficio material indebido que se trate de exigir como consecuencia de una intervención en un procedimiento de adopción.  Sobre ello informará puntualmente al adoptante o adoptantes y lo hará constar en la pieza de autos.

El Juez de la causa ordenará a la Procuraduría para Niños y Niñas  y la Familia realice visitas de seguimiento periódicas durante un tiempo no menor a un año en el domicilio de los adoptantes, resultados que deberá hacer de conocimiento del juzgador para los efectos legales conducentes.

Inscripción de las resoluciones en el Registro del Estado Familiar.

Artículo 619. Las resoluciones que dicte el juzgador aprobando la adopción, se comunicarán a la persona encargada del Registro del Estado Familiar que corresponda y a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar para que el primero cancele el acta de nacimiento del adoptado, en caso de que exista, mediante una anotación marginal, y ambos anoten la de nacimiento.

CAPÍTULO OCTAVO

Tutela

Juicio para la designación y nombramiento de tutor o tutora

Artículo 620.La demanda que se presente con objeto de obtener el grado de la deficiencia en las funciones o estructuras corporales de una persona, reunirá los siguientes requisitos:

I. Nombre, edad, domicilio, estado civil y actual residencia de la persona que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

II. Nombre, domicilio del cónyuge o parientes dentro del cuarto grado y, en su caso, del tutor de dicha persona.

III. Los hechos que den motivo a la demanda.

IV. Diagnóstico y pronóstico de la enfermedad, formulados por el facultativo que asista a las personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, acompañando el certificado o certificados relativos.

Para el caso de personas con síndrome down, se requerirá únicamente la exhibición del examen de genética denominado cariotipo, a fin de acreditar la existencia de la trisomía veintiuno; el cual podrá ser realizado por cualquier institución médica autorizada para practicar la prueba.

V. Relación de los bienes conocidos como propiedad de la persona y que deben ser sometidos a la vigilancia judicial.

VI. Especificación del parentesco o vínculo que une al demandante con el demandado.

La demanda se substanciará en la vía oral, con las modalidades que se establecen en el presente capítulo.

Providencias que debe dictar el juzgador.

Artículo 621. Recibida la demanda, el juzgador dispondrá lo siguiente:

I. Ordenará que se notifique la demanda al Ministerio Público, al Consejo de Familia y a la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.

II. Nombrará a la persona cuya asistencia o representación se requiera, un tutor dativo.  Para hacer la designación se preferirá a los padres, cónyuge, abuelos o hermanos y si no los hubiere, se nombrará persona de reconocida honorabilidad que, además, no tenga relación de amistad o comunidad de intereses con el demandante.

III. Dispondrá que por lo menos dos peritos médicos, preferentemente alienistas, examinen al demandado y emitan opinión acerca del fundamento de la demanda.  Asimismo podrá solicitar la opinión de psicólogos, psiquiatras, pedagogos, o de expertos de cualquier otro campo del conocimiento que aporte elementos para determinar el grado de asistencia que requiere la persona sujeta a tutela. 

El tutor podrá nombrar un médico y otros especialistas para que tome parte en el examen y se oiga su dictamen.  Podrá el juzgador, además, requerirles opinión preliminar a los médicos y demás especialistas que estime necesarios conforme lo establece la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Para el caso de personas de síndrome down, bastará un solo perito médico, y su opinión podrá ofrecerse al momento de realizar el examen. Sin embargo, el juez requerirá el auxilio de especialistas como psicólogos y pedagogos entre otros, para determinar el grado de asistencia que requiere la persona.

IV. Dispondrá que se cite al cónyuge y a los parientes cuyos informes se consideren útiles.

V. Ordenará que se practique el examen en su presencia, en la  del Ministerio Público y en la de las personas citadas conforme a la fracción anterior, así como del demandante.  El juzgador interrogará, si es posible a la persona cuya tutela se pide, y escuchará la opinión del médico y demás personas citadas, formulando a éstas las preguntas que considere oportunas. Podrá ordenar de oficio las medidas de instrucción pertinentes a los fines del juicio.

Intervención personal del demandado.

Artículo 622.Las personas para quienes se pida la interdicción podrán comparecer en el juicio y cumplir por sí todos los actos procesales, incluidas las impugnaciones, aun cuando se les haya nombrado tutor.

Dictámenes médicos.

Artículo 623.Además del examen en presencia del juzgador, los médicos podrán practicar los exámenes adicionales que juzguen necesarios. En su informe establecerán con la mayor precisión las siguientes circunstancias:
I. Diagnóstico de la enfermedad.

II. Pronóstico de la misma.

III. Manifestaciones características del estado actual del demandado.

IV. Tratamiento conveniente para asegurar la condición futura del mismo.

Otros medios de prueba.

Artículo 624. Las partes podrán ofrecer y aportar todos los medios de prueba que resulten idóneos para esclarecer si el demandado se encuentra o no en estado de deficiencia en sus funciones o estructuras corporales que sea de tal grado que sea necesaria la asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.  El juzgador resolverá sobre la admisibilidad de estos medios de prueba y, en su caso proveerá las medidas necesarias para su práctica.

Medidas de protección personal del demandado.

Artículo 625.Recibido el informe, o antes si fuera necesario, el juzgador tomará todas las medidas de protección personal del demandado que considere convenientes para asegurar la mejor condición de éste.

Sentencia declarativa del estado de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

Artículo 626. Cumplidos los trámites que se establecen en los artículos precedentes, y si el juzgador tuviere la convicción del estado de la deficiencia del tutelado, determinará el grado de asistencia requerida, el establecimiento de los actos  en los cuales gozará de plena autonomía en el ejercicio de su capacidad jurídica. La delimitación de estos actos atenderá de forma mínima lo establecido en el artículo 14 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza. 

En el caso de que la persona de la cual se demanda asistencia o representación para ejercer su capacidad jurídica no pueda externar su voluntad u opinión por ningún medio, proveerá la tutela para la misma conforme a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, así como la patria potestad o tutela de las personas que estuvieren bajo su guarda. 

Si no adquiere convicción de ese estado, podrá sobreseer el procedimiento.

Revisión periódica de las resoluciones dictadas en materia de asistencia o representación para el ejercicio de la capacidad jurídica.

Artículo 627.Las declaraciones que el juzgador hiciere en esta materia, así como las medidas dispuestas, no pasarán nunca en autoridad de cosa juzgada, pudiendo ser revisadas en cualquier tiempo en que varíen las circunstancias.  Cada año se hará un nuevo examen del declarado en estado de deficiencia funcional o estructural y el tutor que no promueva este examen será separado de su cargo.

La tutela se revocará cuando cese la causa que la motivó. Para decretar la revocación se observarán las mismas disposiciones que para declarar la necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica. 

Impugnación de la resolución.

Artículo 628.La sentencia que resuelve la demanda de tutela podrá ser impugnada en apelación en el efecto suspensivo por todos los que tengan el derecho de impugnarla, aunque no hayan intervenido en el juicio, y por el tutor dativo.  Podrá impugnarla también la persona declarada en estado de deficiencia funcional o estructural.

Inscripción de la resolución en el Registro del Estado Familiar

Artículo 629.Ejecutoriada la sentencia que declara el estado de la persona que requiere de asistencia o representación, el juzgador remitirá copia certificada de ella a la Dirección Estatal del Registro del Estado Familiar y a la Oficialía que corresponda, para que se efectúe la inscripción correspondiente.

Sanciones en caso de promoción dolosa del juicio de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

Artículo 630. El que promueva dolosamente el juicio de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, incurrirá en las penas que la ley impone por falsedad y calumnia; responderá civilmente de los daños y perjuicios que cause al supuesto persona mayor de edad que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, y se le impondrá además una multa hasta de quinientas veces el salario mínimo.  El demandante deberá, pagar los gastos y costas del juicio.
CAPÍTULO NOVENO  

Tutela y discernimiento de cargo de tutor

Nombramiento de tutores.

Artículo 631. Procederá el nombramiento de tutor y se conferirá el cargo con intervención de la autoridad judicial respecto de las personas que se encuentren en estado de deficiencia en sus funciones o estructuras corporales que sea de tal grado que la persona requiera de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, y no tengan quien ejerza sobre ellos la patria potestad o se hayan emancipado; así como  respecto de quienes sean declaradas con este estado de deficiencia, conforme a las reglas del capítulo anterior.

Legitimación para solicitar la designación.

Artículo 632.Puede pedir que se confiera la tutela y se haga el nombramiento de tutor:
I. El niño o la niña, si ha cumplido doce años.

II. El cónyuge de quien requiere la tutela.

III. Los presuntos herederos legítimos.

IV. El albacea.

V. El tutor interino.

VI. El Ministerio Público.

VII. La Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.

VIII. Los encargados del Registro del Estado Familiar y demás autoridades del Estado, que en el ejercicio de sus funciones, conozcan de casos en los que sea necesario nombrar tutor. 

Documentos que deben acompañarse a la demanda.

Artículo 633.La solicitud deberá acompañarse de los documentos que justifiquen el estado de la persona que requiere de asistencia y representación para el ejercicio de sus derechos.

El estado de deficiencia funcional o estructural, se justifica con el acta de nacimiento de los niños o las niñas; y si no la hubiere, se podrán  exhibir otros documentos, y a falta de ellos, se comprobará por el aspecto de los mismos mediante pericial médica.  Cuando no exista acta de nacimiento que compruebe tal estado, se requerirá que la autoridad judicial  haga previamente la declaración de dicho estado.

El estado de deficiencia funcional o estructural se comprobará con la resolución que declare la incapacidad, pudiendo promoverse el nombramiento de tutor definitivo, como continuación del juicio en que se declaró.

Discernimiento y aceptación del cargo.

Artículo 634. Comprobada deficiencia se procederá a hacer el nombramiento de tutor de acuerdo con las reglas de Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Al efecto el Tribunal Superior de Justicia cada año elaborará la lista de las personas que pueden asumir tal responsabilidad.

Hecho el nombramiento, se notificará al tutor para que manifiesten si aceptan o no el cargo o propongan al juzgador, dentro de los quince días siguientes a  la fecha de la notificación, los impedimentos y excusas que tuvieren, sin perjuicio de que si durante el desempeño de la tutela ocurrieren causas posteriores de impedimento o de excusa, las hicieren valer.

La aceptación de la tutela o el transcurso del plazo en su caso, importarán la renuncia de la excusa.

Mientras el tutor asume el cargo o se califica su excusa el juzgador dictará las medidas necesarias, para que se cuide provisionalmente de la persona y bienes de las personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

El tutor designado aceptará el cargo y protestará su leal desempeño ante el juzgador que los nombró, sin cuyo requisito no podrá ejercer la asistencia o representación del tutelado.

Tutela testamentaria.

Artículo 635.Acreditado el nombramiento de tutor hecho por el que ejerce la patria potestad en su disposición testamentaria, el juzgador discernirá el cargo al nombrado.

Si por un nombramiento condicional de tutor o por cualquier otro motivo, faltare temporalmente el tutor testamentario, el juzgador proveerá de un tutor interino a los niños o niñas, conforme a las reglas generales sobre nombramiento de tutores previstas en el Código Civil.

El juzgador, previa audiencia del tutor testamentario, del Ministerio Público y de la Procuraduría para los Niños, Niñas y la Familia, podrá modificar o dispensar las reglas, limitaciones y condiciones puestas por el testador para la administración de la tutela, que sean perjudiciales a las personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica sujeto a ella.

Tutela legítima.

Artículo 636.Si hubiere varios ascendientes, hermanos o hermanas, o varios tíos o tías, a quienes pudiere corresponder la tutela legítima, el juzgador elegirá entre ellos al que le parezca más apta para el cargo, a cuyo efecto los convocará a una audiencia y recabará los informes necesarios.  Si el o la adolescente hubiere cumplido catorce años, el hará la elección y el juzgador sólo discernirá el cargo.

Tutela dativa.

Artículo 637.Son aplicables al nombramiento de tutor dativo las siguientes reglas:
I El tutor o tutora dativa será designado por el niño o niña, si ya cumplió doce años de edad.

II. El juez confirmará la designación si no tiene justa causa para reprobarla.

III. Para reprobar un segundo nombramiento, el juez oirá a la persona en quien recaiga éste, al niño o niña y a un defensor de éste, que el mismo menor de edad elegirá.

IV. Si tampoco se aprueba este segundo nombramiento hecho por el niño o la niña, el juez nombrará tutor o tutora conforme a lo dispuesto en la fracción siguiente.

V. Si el niño o la niña no ha cumplido doce años de edad o en el caso de la fracción anterior, el nombramiento de tutor o tutora lo hará el juez, entre las personas que en la localidad gocen de buena fama por su honorabilidad y moralidad.

VI. Si el juez no hace oportunamente el nombramiento de tutor o tutora, es responsable de los daños y perjuicios que se sigan al niño o la niña por esa falta.

Otorgamiento de garantía por el tutor.

Artículo 638.Todo tutor, antes de que se le discierna el cargo, debe prestar las garantías de hipoteca, prenda o fianza, a no ser que se encuentre en los siguientes casos:

I. Los tutores testamentarios cuando expresamente los haya relevado de esta obligación el testador, salvo si con posterioridad haya sobrevenido causa ignorada por éste, que a juicio del juzgador, haga necesaria la caución.

II. El tutor que no administre bienes.

III. Los padres y los abuelos de los niños, niñas  o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de capacidad jurídica, en los casos en que conforme a la ley son llamados a desempeñar la tutela de sus descendientes, salvo que el juzgador, lo crea conveniente.  

IV. Los que acojan  a un expósito, lo alimenten y eduquen, de manera eficiente y apropiada por más de cinco años, a no ser que hubieren recibido pensión para cuidar de él.

Oposición al discernimiento del cargo de tutor.

Artículo 639. Puede oponerse al discernimiento del cargo de tutor, el niño o la niña si hubiere cumplido catorce años de edad, el que haya formulado la petición, si tiene legitimación para hacerlo, y el Ministerio Público.  Si se trata de tutor especial, quien ejerza la patria potestad.

La oposición deberá fundarse en que el tutor nombrado no reúne los requisitos que la ley exige para desempeñar estos cargos, o tienen impedimento legal.  El menor de edad podrá también oponerse al nombramiento de tutor testamentario, cuando la persona que lo haya instituido heredero o legatario no sea su ascendiente, siempre que haya cumplido catorce años de edad.

Nombramiento de nuevo tutor.

Artículo 640.Si la oposición al discernimiento de los cargos de tutor  fuere fundada o si el tutor, dentro de los tres meses después de aceptado su nombramiento, no pudiere otorgar la garantía, se procederá al nombramiento de nuevo tutor.

Entretanto, desempeñará la administración de los bienes un tutor interino, quien los recibirá por inventario, y sólo podrá  ejecutar los actos que el juzgador autorice y que se limitarán a los indispensables para la conservación de los bienes y percepción de los productos. 

Registro de tutelas.

Artículo 641. Bajo la responsabilidad de los jueces de lo familiar o de los que hagan su función, se llevará un registro de tutelas que estará a disposición del Tribunal Superior de Justicia.  En este registro se pondrá testimonio simple de todos los discernimientos que se hicieren del cargo de tutor.

De todas las determinaciones que pronuncien los jueces en los juicios en que intervengan tutores,  deberán conservar copias en sus juzgados  con objeto de integrar un registro especial, además del de discernimiento de los cargos a que se refiere el párrafo anterior.

Revisión del registro de tutelas.

Artículo 642.Dentro de los ocho primeros días de cada año, en audiencia pública, con citación del Ministerio Público, se procederá a examinar el registro a que se refiere el artículo anterior, y el juzgador dictará las siguientes medidas:

I. Si constare el fallecimiento de algún tutor, hará que sea reemplazado con arreglo a la ley.

II. Si hubiere alguna cantidad de dinero que resultare sobrante después de cubiertas las cargas y atenciones de la tutela o dinero que proceda de las redenciones de capitales o que se adquiera de cualquier otro modo lícito, se ordenará que si excede de cien veces el salario mínimo general diario vigente en la capital del Estado, se imponga por el tutor en hipoteca calificada bajo su responsabilidad, en un plazo no mayor de un mes y al mayor interés posible, salvo que hubiere algún inconveniente grave para hacer la imposición, en cuyo caso dispondrá de un mes más.

También podrá autorizarse la inversión en cédulas, bonos u otros valores que ofrezcan seguridad, a juicio del juzgador.

El tutor que no cumpla con lo dispuesto en esta fracción, pagará los correspondientes réditos bancarios mientras no haga el depósito, pero si transcurre un mes sin que haga éste, previa audiencia del mismo tutor será removido por el juzgador. 

III. Exigirá que los tutores rindan cuenta detallada de su administración en el mes de enero, sea cual fuere la fecha en que se les hubiere discernido el cargo. La falta de presentación de la cuenta en los tres meses siguientes al de enero, motivará la remoción del tutor;  salvo que el juzgador prorrogue este plazo, si circunstancias extraordinarias así lo exigieren, en cuyo caso podrá conceder tres meses más.

IV. Obligará a los tutores a que depositen en el establecimiento público destinado al efecto, los sobrantes de las rentas o producto del caudal de los niños, niñas o personas mayores de edad sujetos a tutela, después de cubiertas las sumas por los gastos de alimentación y educación de niños, y niñas y de sueldos de los dependientes necesarios y pagado de la retribución que corresponda al tutor.

V. Si los jueces lo creyeren conveniente; decretarán el depósito cuando se presenten dificultades insuperables para la imposición de los sobrantes o capitales que tuvieren los niños, niñas o personas mayores de edad sujetos a tutela.

VI. Pedirán las noticias que estimen necesarias del estado en que se halle la gestión de la tutela, y adoptarán las medidas que juzguen convenientes para evitar los abusos y remediar los que pudieren haberse cometido.

VII. Cuidarán de que a los declarados en estado de necesidad de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica se les haga el examen médico anual ordenado por el artículo 627 de este código.

Impedimentos y excusas  de tutores.

Artículo 643. En todos los casos en que se suscite impedimento o excusa de un tutor, o se promueva su separación, se nombrará desde luego tutor interino mientras se decide el punto.  La separación se tramitará en la forma incidental, y la resolución que se dicte será apelable en el efecto devolutivo.

Si se decidiere que existe impedimento o motivo de excusa o se decreta la separación del tutor, se hará nuevo nombramiento conforme a derecho.

Rendición y aprobación de cuentas de los tutores.

Artículo 644. Sobre la rendición y aprobación de cuentas de los tutores, regirán las reglas de la ejecución forzosa con las siguientes modificaciones:
I. Las cuentas se rendirán dentro del mes de enero de cada año, conforme a lo dispuesto en el artículo 642 fracción III, de este código, debiendo cumplirse con esta obligación aunque no exista prevención judicial para ello.

II. El tutor también tiene obligación de rendir cuentas cuando por causas graves que calificará el juzgador, lo exijan el Ministerio Público, o el o la adolescente que hubiere cumplido catorce años de edad o el propio personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica a que se refiere el artículo 622.

III. Se requerirá prevención judicial para que las cuentas se rindan antes de llegar al plazo previsto en la fracción I, a menos de que hubiese separación y remoción del tutor, pues en este caso, sin requerimiento judicial, deberán presentarlas dentro de los quince días siguientes de la fecha de la remoción o separación. En igual forma se procederá cuando la tutela llegue al final del plazo por haber cesado el estado de minoridad o de interdicción,  más en este caso, el plazo para rendir las cuentas generales de la tutela será de tres meses contados desde el día en que fenezca la tutela.

IV. Las personas a quienes deben ser rendidas las cuentas, son: el juzgador, el o la adolescente que haya cumplido catorce años de edad, el tutor que substituya en el cargo al tutor anterior, el pupilo que deje de serlo, el Ministerio Público y las demás personas que determine la Ley para la Familia del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Del auto de aprobación pueden apelar el Ministerio Público y los demás interesados de que habla esta fracción. Del auto de desaprobación pueden apelar el tutor, el Ministerio Público o cualquier interesado, si la resolución desaprobatoria no acepta en su totalidad las objeciones que hubieren formulado.

Si se objetaren de falsas algunas partidas, se substanciará el incidente entendiéndose la diligencia sólo con los objetantes, el Ministerio Público y el tutor.

Separación del tutor.

Artículo 645.En los casos de maltrato, o de negligencia en los cuidados debidos al incapacitado o cuando del examen de la cuenta resulten motivos graves para sospechar dolo, fraude o culpa grave en el tutor, se iniciará desde luego, a petición de parte, o del Ministerio Público, el juicio de separación, el que se seguirá en forma contenciosa y en la vía incidental.

Desde que se inicie el juicio, el juzgador nombrará un tutor interino, quedando en suspenso entre tanto el tutor propietario, sin perjuicio de que en cualquier tiempo se remita testimonio, en lo conducente, a las autoridades penales, si aparecieren motivos graves para sospechar que exista la comisión de algún delito.

Los tutores no pueden ser removidos sin que se siga el juicio contradictorio de que habla este artículo, tampoco pueden aceptarse sus excusas sin que se substancie el incidente respectivo.

Entrega de bienes de la tutela.

Artículo 646. Concluida la tutela, el tutor está obligado a entregar todos los bienes de la persona que estaba sujeta a ella y todos los documentos que correspondan, conforme al balance que se hubiere presentado en la última cuenta aprobada.  La obligación de entregar los bienes no se suspende por estar pendiente la rendición de cuentas.

La entrega de los bienes  y la cuenta de la tutela se efectuarán a expensas del tutelado.

Cuando medie dolo o culpa de parte del tutor serán de su cuenta todos los gastos.

Designación de tutor especial.

Artículo 647. La designación de un tutor especial para que represente a un niño o niña en un juicio determinado, siempre que las funciones del tutor se circunscriban al de que se trata, se hará por el juez del conocimiento.
CAPÍTULO DECIMO 

Enajenación de bienes de niñas, niños o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica y transacción acerca de sus derechos

Artículo 648. Será necesaria autorización judicial para la venta de los bienes que pertenezcan exclusiva o parcialmente a niños, niñas o mayores de edad que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, cuando así lo ordene la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y si corresponden a las siguientes clases:

I. Bienes raíces.

II. Derechos reales sobre inmuebles.

III. Alhajas y muebles preciosos.

IV. Acciones de sociedades mercantiles, certificados de participación, obligaciones y cualquier otro título semejante, cuyo valor en conjunto exceda de cien veces el salario mínimo general diario vigente en la capital del Estado.

De las reglas para la subasta de los bienes de niños y niñas sujetos a tutela.

Artículo 649.Respecto de las alhajas y muebles preciosos, el juzgador determinará si conviene o no la subasta, atendiendo en todo a la absoluta necesidad o evidente utilidad del pupilo y previa audiencia  del Ministerio Público.  Si la subasta se decreta, se hará conforme a las reglas de la ejecución forzosa para la de bienes muebles, a menos que el juzgador decida dispensar la almoneda y autorizar la venta en plaza por aparecer acreditada la ventaja indiscutible que reportara para el tutelado.

El remate de los inmuebles  se hará conforme a las reglas de la ejecución forzosa y en él no podrá admitirse  postura que baje de las dos terceras partes del avalúo judicial, ni la que no se ajuste a los términos de la autorización judicial.  Si en la primera almoneda no hubiere postor, el juzgador convocará a solicitud del tutor a una junta, dentro del tercer día, para ver si son de modificarse o no las bases del remate, señalándose nuevamente las almonedas que fueren necesarias.

Para la venta de acciones, títulos de renta, valores comerciales, frutos y ganado pertenecientes a las personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, se concederá la autorización sobre la base de que no se haga por menor valor del que se coticen en la plaza el día de la venta, y por conducto de corredor titulado, y si no lo hay, de comerciante establecido y acreditado.

Destino del precio de la venta.

Artículo 650.El precio de la venta se entregará al tutor, si la caución o garantías prestadas son suficientes para responder de él.  De otra manera, se depositará en la institución de crédito designada al efecto por el juzgador.

El juzgador señalará un plazo prudente al tutor para que justifique la inversión del precio de la enajenación.

Solicitud para gravar o enajenar bienes del hijo sujeto a patria potestad y su tramitación.

Artículo 651.Para la venta de los bienes inmuebles o muebles preciosos del hijo sujeto a la patria potestad, requerirán los que la ejercen, la autorización judicial, que solo se concederá si se acredita la absoluta necesidad o el evidente beneficio para los niños o las niñas.  El juzgador tomará las medidas necesarias para que el producto de la venta se dedique al objeto para el que se concedió la autorización y el excedente en caso de que exista, se deposite en una institución de crédito o se imponga con segura hipoteca en favor de los niños o niñas, según sea más conveniente para éste.

La autorización se substanciará conforme a las reglas de los procedimientos no contenciosos, con intervención del Ministerio Público o de un tutor especial que para el efecto nombre el juzgador desde las primeras diligencias.

Bajo las mismas condiciones podrán gravar los padres los bienes inmuebles de sus hijos, o consentir la extinción de derechos reales.

Autorización para la realización de determinados actos jurídicos a nombre de niño, niña o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica.

Artículo 652. Para recibir dinero prestado en nombre del niño, niña o persona mayor de edad que requiera de asistencia o representación para ejercer su capacidad jurídica, necesita el tutor la autorización del juzgador. La petición se formulará explicando las causas que obligan a solicitar el préstamo o a gravar los bienes, y en vista de la motivación y las pruebas que se aporten y de lo que manifieste el Ministerio Público, el juzgador concederá o denegará la autorización.
En igual forma se procederá para llevar a cabo transacciones o comprometer en árbitros los negocios de los niños, niñas o personas mayores de edad que requieren de asistencia o representación para ejercer  su capacidad jurídica en actos de administración y dominio de sus bienes, y para dar en arrendamiento por más de cinco años sus bienes.

Aplicabilidad de las reglas de este capítulo respecto de bienes pertenecientes a ausentes.

Artículo 653.Las reglas de este capítulo serán aplicables en lo conducente para el gravamen, enajenación, transacción, y arrendamiento por más de cinco años, de bienes pertenecientes a ausentes.
CAPÍTULO DECIMO PRIMERO 

Habilitación y autorización
Habilitación de edad 
Artículo 654. La habilitación para comparecer en juicio que solicite los menores de edad conforme a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, sujeto a patria potestad o tutela, le será concedida cuando compruebe que los padres o ascendientes que ejercen la patria potestad o la tutela están ausentes, se ignora su paradero o se niegan a asistirlo o representarlo.

La autorización la concederá o denegará el juzgador oyendo al menor de edad y al Ministerio Público en una audiencia en la que recibirá las pruebas que le presenten.

En caso de negativa, le designará un tutor para asuntos judiciales.

La resolución que se pronuncie no es apelable y quedará sin efecto cuando los padres o tutores se apersonen en el juicio en el que él o la adolescente sea parte.

Emancipación por matrimonio.

Artículo 655. La emancipación por matrimonio de menores de edad se produce de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial y no puede ser revocada.

Emancipación jurisdiccional.

Artículo 656. La emancipación o habilitación de edad de los mayores de quince años sujetos a patria potestad o tutela, si demostraren buena conducta y aptitud para el manejo de sus intereses se substanciará conforme a las reglas de los procedimientos no contenciosos. En este caso se oirá también a los padres o tutores.

Autorización para enajenar o gravar bienes inmuebles.
Artículo 657. La autorización judicial que soliciten los menores de edad conforme a la Ley, para enajenar, gravar o hipotecar bienes raíces, se otorgará oyendo a la persona  emancipada y al Ministerio Público en una audiencia, sin que se requieran formalidades de ninguna clase, asentándose únicamente en una acta la diligencia celebrada.

CAPÍTULO DECIMO SEGUNDO 

Patrimonio de familia

Constitución del patrimonio de familia.

Artículo 658.Para constituir el patrimonio de familia, el interesado presentará por escrito una solicitud ante el juez de lo familiar de su domicilio, designando con toda precisión y de manera que puedan ser inscritos en el Registro Público, los bienes que van a integrarlo.
Legitimación para solicitar la constitución del patrimonio de familia.

Artículo 659.El patrimonio de familia podrá constituirse:
I.  Por alguno de los padres, o ambos, cualquiera de los cónyuges o ambos, cualquiera de los concubinos o ambos, la madre soltera o el padre soltero, las abuelas, los abuelos, las hijas y los hijos y en su defecto por el ascendiente que ejerza la patria potestad.  

II. Por los cónyuges sobre sus bienes respectivos, sin que sea necesaria la autorización del otro cónyuge. 

III. Por el pariente en cualquier grado que suministre alimentos a sus ascendientes, descendientes o colaterales, siempre y cuando vivan formando una familia.

IV. Por el tutor, cuando administre bienes pertenecientes a niñas o niños.

Supuestos por acreditar judicialmente.

Artículo 660.Para constituir el patrimonio de familia el solicitante deberá acreditar lo siguiente:

I. Que es mayor de edad o que está emancipado.

II. Que está domiciliado en el lugar en donde se quiere constituir el patrimonio.

III. Comprobar la existencia de la familia a cuyo favor se va a constituir el patrimonio, de acuerdo con lo que la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza entiende por familia en este caso. 

IV. Que es miembro de la familia a cuyo favor se constituyó el patrimonio.

V. Que son de su propiedad los bienes destinados a constituir el patrimonio de familia y que no reportan gravamen fuera de las servidumbres.

VI. Que el valor de los bienes afectados no exceda del máximo autorizado por Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Dicho valor solamente se acreditará mediante avalúo catastral tratándose de inmuebles, en tanto que los bienes muebles serán valuados mediante dictamen pericial, y

VII. Que, en su caso, se extinguió legalmente el patrimonio de familia constituido con anterioridad.

Suplencia de la solicitud por el juzgador.

Artículo 661. El juzgador instruirá a los interesados de los requisitos necesarios para la constitución del patrimonio de familia, y en caso de que advirtiere deficiencias en la solicitud deberá suplirlas, haciéndolo constar en acta.
Aprobación de la constitución del patrimonio de familia.

Artículo 662. Si se satisfacen los requisitos exigidos por los artículos 667 a  669, el juzgador aprobará la constitución del patrimonio de familia y ordenará que se hagan las inscripciones correspondientes:

I. En el Registro Público.

II. En las oficinas catastrales.

Constitución forzosa del patrimonio de familia para garantizar alimentos.

Artículo 663.Cuando haya peligro de que un deudor de alimentos pierda sus bienes por mala administración o porque los esté dilapidando, su cónyuge, sus acreedores alimentistas y los representantes de éstos, pueden promover judicialmente la constitución forzosa del patrimonio de familia.

A tal fin, se aplicarán las siguientes disposiciones:

I. El juzgador citará a los interesados a una junta, en la que procurará que el deudor alimentario acepte constituir voluntariamente el patrimonio de familia.

II. Procurará el juzgador informarse si hay necesidad de constituir el patrimonio de familia, recibiendo para ello las pruebas que ofrezcan los interesados o las que estime pertinentes.

III. En caso de urgencia, puede el juzgador asegurar precautoriamente, sin necesidad de fianza, bienes bastantes del deudor alimentista, para constituir el patrimonio de familia, y

IV. Si el juzgador no obtiene un avenimiento entre las partes, decretará o negará la constitución de dicho patrimonio, según se justifique  y sea conveniente a los intereses de la familia de que se trate.

Disminución del patrimonio de familia.

Artículo 664.Puede disminuirse el patrimonio de familia, por resolución judicial, cuando se demuestre que ello es necesario o útil para quien lo constituyó y para quienes se beneficiaron con su integración, o cuando ha rebasado en más de un doscientos por ciento el valor máximo que puede tener.

Extinción del patrimonio de familia.

Artículo 665. La declaración de que queda extinguido el patrimonio de familia por las causas previstas en el Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, la hará el juzgador en la vía incidental, una vez que le sea solicitada por quien lo constituyó y oiga a los beneficiarios que tengan interés en oponerse justificadamente, así como al Ministerio Público.

La resolución que se pronuncie será recurrible en apelación en el efecto suspensivo y una vez que quede firme, se comunicará al Registro Público para que se haga la cancelación correspondiente.

ARTÍCULO TERCERO.- Se reforman los artículos 37 y 38, la denominación de la sección tercera del capítulo segundo del título segundo del libro primero, los artículos 47, 52, 53, 54, 57 y 58 ; se deroga la sección segunda del capítulo segundo del título segundo del libro primero que comprende los artículos 42 al 45, los artículos 46, 48, 49, 50, 51, 55, 56, el capítulo tercero del título segundo del libro primero que comprende los artículos del 59 al 70, el capítulo quinto del título segundo del libro primero que comprende los artículos del 77 al 82, el capítulo décimo del título segundo del libro primero que comprende los artículos del 145 a 238 BIS 1, y el libro segundo que comprende del artículo 253 al 755, tdel Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO  37. Tienen capacidad de ejercicio:

I. Los mayores de edad no sujetos a tutela.

II. Los menores emancipados.

III.   Los mayores de edad con algún grado de deficiencia en sus funciones o estructuras corporales conforme al artículo 12 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, siempre que cuenten con la asistencia de un tercero para poder tomar sus decisiones y asumir las consecuencias de las mismas.

IV.  Los menores de 18 años pero mayores de 12 años de edad, siempre que sean asistidos por quien o quienes tengan la patria potestad o tutela.

ARTÍCULO  38. Los actos jurídicos que celebren los menores de 18 años pero mayores de 15 años de edad, serán válidos y producirán todos sus efectos jurídicos siempre que sean validados por quien o quienes ejerzan la patria potestad o tutela. Si alguno de ellos, se niega a validarlo injustificadamente, el menor de edad podrá solicitar personalmente la intervención del Juez en materia familiar, quien decidirá lo más favorable a los intereses del solicitante. 

Los actos jurídicos que celebren los menores de 15 años pero mayores de 12 años de edad, deberán ser siempre autorizados por la autoridad judicial para que se consideren válidos, independientemente de la validación que otorguen sus padres o tutor.  

SECCIÓN SEGUNDA

DE LA EMANCIPACIÓN

Se deroga.

ARTÍCULOS 42 a 45.  Se derogan.

SECCIÓN TERCERA

DE LA ASISTENCIA O REPRESENTACIÓN PARA EL EJERCICIO DE LA CAPACIDAD JURÍDICA

ARTÍCULO 46. Se deroga.

ARTÍCULO 47. Las incapacidades establecidas por la ley son simples restricciones o limitaciones a la personalidad jurídica, que no deben menoscabar la dignidad de la persona ni atentar contra la integridad de la familia, pero las personas pueden, mediante la asistencia de sus tutores o de quien ejerza la patria potestad, o por medio de sus legítimos representantes, ejercitar sus derechos, cumplir sus obligaciones, celebrar negocios jurídicos y comparecer en juicio.

ARTÍCULO 48 a 51. Se derogan.

ARTÍCULO 52. Son nulos los actos y negocios jurídicos que realicen los menores de edad sin observar lo dispuesto en los artículos 37 y 38.

ARTÍCULO 53. Son nulos los actos y negocios jurídicos realizados por las personas mayores de edad que requieren asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica conforme al artículo 13 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, antes del nombramiento de tutor, si la causa de la deficiencia en sus funciones o estructura corporal eran patentes y notorias al momento de realizarse el acto o negocio e impactaba directamente en su capacidad de decisión.

ARTÍCULO 54. Después del nombramiento del tutor del menor de edad no sujeto a patria potestad, o del mayor de edad que requiera asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad jurídica, son nulos todos los actos o negocios jurídicos realizados por ellos sin observar los artículos 13 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y los artículos 37 y 38 de este Código, aún cuando la minoridad o la causa de la deficiencia de las personas mayores de edad no sean patentes y notorias al realizarse el acto o negocio. 

Lo dispuesto en éste y los dos artículos anteriores se observará, salvo lo establecido en el artículo 2153.

ARTÍCULO 55 a 56. Se derogan.

ARTÍCULO 57. La nulidad de los actos o negocios jurídicos de las personas que requieren de asistencia o representación para el ejercicio de su capacidad  jurídica  sólo puede ser pedida por ellas mismos o por su representante legal.

ARTÍCULO 58. La acción de nulidad por no satisfacer los requisitos de los artículos 13 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 37 y 38 de este Código, prescribe en dos años contados en la siguiente forma:

I. Desde el día en que la persona que requiere asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, llegue a ser mayor de edad, cuando al realizar el acto o negocio jurídico, no estuviese sujeto a patria potestad ni tuviere tutor.

II. Desde el día en que el mayor de edad que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos que no tuviese tutor recobre plenamente la capacidad. 

III. Desde el día en que llegue al conocimiento del representante o asistente legal de la persona que requiere de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos, el acto o negocio impugnado, cuando al realizar éste la persona tuviese ya ese representante o asistente legal.

CAPÍTULO III

DEL NOMBRE

Se deroga.

ARTÍCULO 59 a 70. Se derogan.

CAPÍTULO V

DEL ESTADO CIVIL

Se deroga.

ARTÍCULO 77 a 82. Se derogan.

CAPÍTULO X

DEL REGISTRO CIVIL

Se deroga

ARTÍCULO 145 a 238 BIS 1. Se derogan.

L I B R O   S E G U N D O

DEL DERECHO DE FAMILIA

Se deroga.

ARTÍCULO 253 a 755. Se derogan.

ARTÍCULO CUARTO.- Se reforma la denominación del título primero del libro cuarto; se derogan las fracciones VII a XII y XXI del artículo 40, el capítulo segundo del título primero del libro segundo que comprende del artículo 320 al 330, el capítulo tercero del título primero del libro segundo que comprende del artículo 331 y 332, el capítulo cuarto del título segundo del libro segundo que comprende del artículo 375 al 377,  el capítulo primero del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 547 al 557, el capítulo segundo del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 558 y 559, el capítulo tercero del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 560 al 562-B, el capítulo cuarto del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 563 al 568, el capítulo quinto del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 569 al 575, el capítulo sexto del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 576 al 586, los artículos 597, 598, 599, el capítulo noveno del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 600 al 606, el capítulo décimo del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 607 al 612, el capítulo décimo primero del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 613 al 617, el capítulo duodécimo del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 618 al 628, el capítulo décimo tercero del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 629 al 645, el capítulo décimo cuarto del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 646 al 651, el capítulo décimo quinto del título primero del libro cuarto que comprende del artículo del 652 al 654, el capítulo décimo séptimo del título primero del libro cuarto que comprende del artículo 666 al 673 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

TÍTULO PRIMERO

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE DELCARACIÓN DE AUSENCIA Y PRESUNCIÓN DE MUERTE

ARTÍCULO 40.   

…

…

I a VI…

VII a XII. Se derogan.

XIII a XX…

XXI. Se deroga.

CAPÍTULO SEGUNDO

Separación de Personas

Se deroga.

ARTÍCULO 320 a  330. Se derogan.

CAPÍTULO TERCERO

Violencia Intrafamiliar

Se deroga.

ARTÍCULO 331 a  332. Se derogan.

CAPÍTULO CUARTO

Alimentos Provisionales

Se deroga.

ARTÍCULO 375 a 377. Se derogan.

CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones comunes

Se deroga.

ARTÍCULO 547 a 557. Se derogan.

CAPÍTULO SEGUNDO

Derechos de la personalidad

Se deroga.

ARTÍCULO 558 a 559. Se derogan.

CAPÍTULO TERCERO

De la rectificación y registro extemporáneo de actas del estaco civil

Se deroga.

ARTÍCULO 560 a 562-B. Se derogan.

CAPÍTULO CUARTO

Cuestiones matrimoniales

Se deroga.

ARTÍCULO 563 a 568. Se derogan.

CAPÍTULO QUINTO

Nulidad de Matrimonio

Se deroga.

ARTÍCULO 569 a 575. Se derogan.

CAPÍTULO SEXTO

El juicio de divorcio

Se deroga.

ARTÍCULO 576 a 586. Se derogan.

ARTÍCULO 597 a 599. Se derogan.

CAPÍTULO NOVENO

Juicio sobre paternidad, filiación y patria potestad

Se deroga.

ARTÍCULO 600 a 606. Se derogan.

CAPÍTULO DÉCIMO

Adopción

Se deroga.

ARTÍCULO 607 a 612. Se derogan.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

Alimentos

Se deroga.

ARTÍCULO 613 a 617. Se derogan.

CAPÍTULO DUODÉCIMO 

Interdicción

Se deroga.

ARTÍCULO 618 a 628. Se derogan.

CAPÍTULO DÉCIMO TERCERO

Tutela y discernimiento de cargo de tutor

Se deroga.

ARTÍCULO 629 a 645. Se derogan.

CAPÍTULO DÉCIMO CUARTO

Enajenación de bienes de menores o incapacitados y 

transacción acerca de sus derechos

Se deroga.

ARTÍCULO 646 a 651. Se derogan.

CAPÍTULO DÉCIMO QUINTO

Habilitación de edad y autorización de menores

Se deroga.

ARTÍCULO 652 a 654. Se derogan.

CAPÍTULO DÉCIMO SÉPTIMO

Patrimonio de familia

Se deroga.

ARTÍCULO 666 a 673. Se derogan.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.-  El presente Decreto entrará en vigor noventa días después de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Sus disposiciones regirán los efectos jurídicos de los actos anteriores a su vigencia, si con su aplicación no se violan derechos adquiridos.

TERCERO.-  La capacidad jurídica de las personas se rige por lo dispuesto en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza. Las personas sujetas a tutela conforme a las normas derogadas del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, podrán solicitar al juez familiar que modifique sus efectos a fin de establecer el modelo social de asistencia en el ejercicio de su capacidad jurídica conforme al diagnóstico de especialistas, así como la de terminación de los actos en los que gozará de plena autonomía. Entre tanto no se solicite esta modificación, la tutela se regirá por lo dispuesto en las normas derogadas.

CUARTO.- El Congreso del Estado, contará con un plazo de 90 días contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para realizar los ajustes a la legislación correspondiente relativos al cambio de denominación del Registro Civil.

En tanto no se realicen dichas adecuaciones, cuando se haga alusión al Registro del Estado Familiar o a la Ley del Registro del Estado Familiar, se entenderá que alude al Registro Civil y a su respectiva ley.

QUINTO.-  Cuando una ley o código haga referencia a personas “incapaces” jurídicamente o con “incapacidad” legal, se entenderán que alude a las personas a que se refiere el artículo 13 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

SEXTO.- Para la implementación del Juicio Oral en materia familiar, el Poder Judicial del Estado contará con un plazo máximo de un año contado a partir de la publicación del presente decreto. El Consejo de la Judicatura será el encargado de emitir la declaratoria correspondiente que dará inicio a la entrada en vigencia de las normas que regulan el juicio oral en materia familiar.

SÉPTIMO.- Entre tanto no sean aplicables las disposiciones relativas a los juicios orales, los procesos de alimentos, guarda y custodia, régimen de convivencia familiar, diferencias conyugales, nulidad de matrimonio y los demás que conforme este decreto deban resolverse mediante este procedimiento, se seguirán substanciando conforme a las normas derogadas del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza el 29 de junio de 1999.
OCTAVO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
DADO en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 días del mes de noviembre de dos mil catorce. 

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO

RUBÉN IGNACIO MOREIRA VALDEZ

EL SECRETARIO DE GOBIERNO

ARMANDO LUNA CANALES
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Esta hoja de firmas pertenece al Decreto que crea la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza y se reforman diversas disposiciones del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
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